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Excelentísimo Señor Presidente de la República
Doctor Salvador Jorge Blanco,

Excelentísima Doña Asela Mera de Jorge,

Magistrados del Orden Judicial,

Señor Presidente del Colegio Dominicano de Abogados,

Señores Abogados,

Distinguidos Invitados,

Damas y Caballeros:

Para dar cumplimiento a las leyes 760 de 1944 y 5780 de
1961, nos encontramos hoy, Día del Poder Judicial, en esta
Solemne Audiencia para declarar reanudadas en todo el terri-
torio de la República, las labores judiciales correspondientes
al año 1985.

En esta solemne ocasión invocamos la misericordia de Dios
para que nos ilumine, para que nos ayude a todos los que
tenemos la grave responsabilidad de administrar justicia, a
cumplir con fidelidad, sin excesos, pero sin debilidades, la
sagrada misión que se nos ha confiado.

Para el cabal desempeño de nuestras funciones, para que
el equilibrio de la sociedad no se altere con nuestra conducta,
para que la comunidad a la cual servimos tenga confianza en
nosotros, para que en fin, la República entera se sienta
tranquila con la actuación de sus servidores del Poder
Judicial, es preciso que todos, todos, absolutamente todos,
sin excepción de ninguna índole, nos dediquemos, con es-
píritu abierto al sacrificio y con la gracia de Dios, a merecer
esa confianza, mediante el cumplimiento de nuestras res-
ponsabilidades con "vigilancia, audacia y coraje".

Cuando hablo de todos, me refiero no sólo a los jueces, a
los miembros del Ministerio Público, a los demás funcionarios
y empleados al servicio del Poder Judicial, sino también a
aquellos que de una manera u otra intervienen en los
menesteres de la administración de la justicia.

La persona a quien se le ha confiado la investidura de
Magistrado del Orden Judicial, no importa el rango ni la



jerarquía que ostente, debe sentirse honrada por la distinción
recibida, y en consecuencia debe actuar con la dignidad y el
decoro que lá posición oficial exige.

Actuar con dignidad es observar una conducta intachable
en su vida pública y privada, y cumplir fielmente con los de-
beres de su cargo; es mantener con rectitud y eficiencia los
principios morales y las normas legales como fundamento de
su quehacer cotidiano; actuar con dignidad en el desempeño
de una función tan delicada como la de un Magistrado del
Orden Judicial, es llevar una vida de austeridad y de
consagración al trabajo que pueda servir de modelo como las
de aquellos eminentes abogados que honraron con su
conducta y su sapiencia la judicatura dominicana.

—TRABAJO Y ESTUDIO—

La alta misión del Juez lo coloca, como hombre público, en
una posición de investidura excelsa. Su dignidad debe ser,
ante todo, reconocida por el propio Juez, valorada por ésto,
apoyada por una conducta irreprochable. Sólo así se gana el
aprecio, el respeto y la consideración que merece de parte de
la sociedad.

Nunca resulta ocioso insistir en los verdaderos y auténticos
valores de toda sociedad desarrollada: el valor del trabajo y el
valor del estudio. Los Jueces han de dar el ejemplo en la
exaltación' de estas virtudes, de manera que los expedientes
a su cargo soan atendidos con diligencia y resueltos con ca-
pacidad. Precisamente damos muy complacidos la enhora-
buena a los muy valiosos programas de capacitación jurídica
que están siendo llevados al cabo por muchas de nuestras
instituciones de Educación Superior que le permiten ofrecer
brillantes oportunidades a los miembros de la judicatura y a
los profesionales del derecho, de actualizar y profundizar sus
conocimientos en las ciencias jurídicas. Ese esfuerzo honrado
de ecrucaddres y educandos merece el respeto y la solidaridad
de la Suprema Corte de Justicia. Invitamos pues a unos y a
otros a permanecer desarrollando esta valiosa obra de bien
común que ha de ofrecer resultados altamente positivos para
el desarrollo de la cultura jurídica dominicana.

Repito que el Juez debe estudiar profundamente los casos
y decidirlos de conformidad con la ley y su conciencia, sin re-
tardaciones, ni festinaciones; no debe "arrebatar al hombre lo

que es suyo", como decía Tomás Hobbes, y "debe dar, a ca-
da cual, lo que merece", como afirmaba Cicerón; pero debe
darlo sin la intervención de intereses espurios.

—CARRERA JUDICIAL—

Creo firmemente en que ya es tiempo de que tengamos en
el país, la Carrera Judicial. Hace ya muchos años que desde
estos mismos estrados, eminentes Magistrados han venido
abogando por la inamovilidad de los jueces y el logro de
verdaderos incentivos para el reclutamiento de los mejores
candidatos para la judicatura nacional.

En nuestras Cámaras Legislativas existe un Proyecto de
Ley remitido por el Ciudadano Presidente de la República
doctor Salvador Jorge Blanco tendente a la reforma de la
Constitución a fin de que se establezca en el país, la Carrera
Judicial.

Ojalá que ese Proyecto sea conocido y que nuestros
legisladores decidan aprobarlo, de modo que tengamos el
Consejo !Nacional* de la Magistratura encargado de elegir a
los Jueces de la Suprema Corre de Justicia, y luego que a
este Alto Tribunal se lo atribuya la facultad de elegir a los
demás jueces del país.

No hay dudas de que la instauración de la carrera judicial,
con todas sus consecuencias, constituye para la República,
un paso de avance en nuestro proceso de institucionalización
y establece de manera incuestionable la independencia del
Poder Judicial en lo concerniente a la designación de los
Jueces.

Personas hay, en nuestro país que se preguntan si es
conveniente que se instaure la carrera judicial y se hagan vi-
talicias las funciones de juez, en manos de quienes no tienen
la vocación, la abnegación, la dignidad y el valor para
desempeñar debidamente tan sagrado ministerio.

Crear la carrera judicial en esas circunstancias, afirman
algunos, sería otorgarle a tales sujetos patentes de corso para
sacar ventajas indebidas de posición oficial tan relevante en la
sociedad.

Ninguna organización es perfecta y el hecho de que sea
posible la existencia de casos esporádicos que hayan podido
afectar la buena imagen de la justicia, no debe servir de
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marco de referencia para postergar por más tiempo, ese logro
del mundo civilizado que es la inamovilidad de los jueces.

—LA ESCUELA DE LA MAGISTRATURA—

Aspiramos a que en este año echemos las bases programa-
ticas para el establecimiento en esta ciudad, de una Escuela
de la Magistratura, donde puedan nuestros futuros magis-
trados del orden judicial adquirir el adiestramiento es-
pecializado necesario para el mejor desenvolvimiento de las
labores judiciales. Igualmente los demás funcionarios y
empleados correspondientes a dicho servicio.

En ese sentido hemos sostenido conversaciones muy pro-
vechosas con la Procuraduría General de la República, el
Colegio de Abogados, el Instituto Latino Americano de las
Naciones Unidas (ILANUDI y varias Escuelas de Derecho del
país, quienes han ofrecido su valiosa cooperación.

En todas las sociedades civilizadas del mundo se tiene el
cuidado de confiar la administración de la justicia a aquellas
personas que tengan la capacidad, la entereza y el valor
suficiente no sólo para saber sobrevivir con dignidad dentro
de los modestos emolumentos asignados, sino también para
luchar y combatir contra las lacras sociales que dentro del
signo de los tiempos, tratan de socavar los valores morales de
la humanidad.

Desde hace varios años se ha venido abogando no sólo por
una mejor retribución para los jueces y demás servidores del
Poder Judicial, sino también porque a los Magistrados del
Orden Judicial, que son los únicos profesionales a quienes no
se les permite ejercer su profesión liberal, se les ofrezcan los
justos incentivos para que puedan dedicarse, sin apremiantes
preocupaciones económicas al desempeño de sus graves
responsabilidades.

El Superior Gobierno hoy presidido por un notable aboga-
do que conoce a fondo el problema, ha sido receptivo en todo
lo concerniente al mejoramiento de los servidores de la
justicia, y aunque se han logrado varias conquistas, dentro de
las estrecheces económicas en que se vive actualmente,
confiamos en que se continuarán realizando los mayores
esfuerzos a fin de que las Partidas correspondientes del
Presupuesto permitan hacer aumentos adecuados prin-
cipalmente en favor de aquellos profesionales más afectados

Quiero reiterar aquí lo que ya se ha dicho varias veces en
relación con la responsabilidad de la Suprema Corte de
Justicia y la conducta de algunos jueces.

Corresponde a la Suprema Corte de Justicia juzgar con
imparcialidad a los jueces cuando éstos hayan sido sometidos
a juicio disciplinario por habe r incurrido en alguna falta en el
ejercicio de sus funciones.

Así lo ha hecho y así lo seguirá haciendo cuantas veces
este Alto Tribunal sea debidamente apoderado.

Aprovecho esta oportunidad para exhortar a los abogados
y a cuantos se sientan afectados por la pretendida y eventual
conducta indecorosa de algún servidor de la justicia, a
denunciar los hechos, a fin de que, si ha lugar, se ejerzan las
acciones correctivas y sancionadoras que correspondan.

Los tribunales en el país han agilizado sus labores, tanto en
materia civil, latu sensu, como en los asuntos . penales. El
número de presos preventivos ha disminuido, y esperamos
que continúe disminuyendo aún más, tan pronto como
comiencen a funcionar las dos nuevas Cámaras Penales que
fueron creadas recientemente, en esta ciudad.

Reafirmo la necesidad de que haya por lo menos tres
Cámaras de Trabajo y tres Juzgados de Paz de Trabajo en
esta ciudad, pues actualmente sólo tenemos una Cámara y
un Juzgado, y los expedientes que se han acumulado no pue-
den ser resueltos con la ' eficacia requerida.

Durante el año que acaba de finalizar han sido puestas en
circulación las ediciones oficiales actualizadas de los Códigos
Civil, de Procedimiento Civil, Penal y de Procedimiento Penal,
labor realizada por expresa disposición del Ciudadano Presi-
dente, con motivo del Centenario de la adopción en el país de
los códigos franceses.

La edición del Código de Comercio aún no ha sido puesta
en circulación por razones atendibles; pero confiamos en que
esa labor pueda ser realizada en el curso del presente mes.

Informamos asimismo, que ya están listos los trabajos de
carácter jurídico de distinguidos abogados del país que se
publicarán en uno o dos volúmenes, con motivo del Cen-
tenario de los Códigos.

Expresamos nuestro apoyo y solidaridad a la magnífica la-
bor de divulgación jurídica que viene realizando el Superior
Gobierno al través de la Oficina Nacional de Administración y
Personal (ONAP).



marco de referencia para postergar por más tiempo, ese logro
del mundo civilizado que es la inamovilidad de los jueces.

—LA ESCUELA DE LA MAGISTRATURA—

Aspiramos a que en este año echemos las bases programa-
ticas para el establecimiento en esta ciudad, de una Escuela
de la Magistratura, donde puedan nuestros futuros magis-
trados del orden judicial adquirir el adiestramiento es-
pecializado necesario para el mejor desenvolvimiento de las
labores judiciales. Igualmente los demás funcionarios y
empleados correspondientes a dicho servicio.

En ese sentido hemos sostenido conversaciones muy pro-
vechosas con la Procuradurfa General de la República, el
Colegio de Abogados, el Instituto Latino Americano de las
Naciones Unidas (ILANUD) y varias Escuelas de Derecho del
país, quienes han ofrecido su valiosa cooperación.

En todas las sociedades civilizadas del mundo se tiene el
cuidado de confiar la administración de la justicia a aquellas
personas que tengan la capacidad, la entereza y el valor
suficiente no sólo para saber sobrevivir con dignidad dentro
de los modestos emolumentos asignados, sino también para
luchar y combatir contra las lacras sociales que dentro del
signo de los tiempos, tratan de socavar los valores morales de
la humanidad.

Desde hace varios años se ha venido abogando no sólo por
una mejor retribución para los jueces y demás servidores del
Poder Judicial, sino también porque a los Magistrados del
Orden Judicial, que son los únicos profesionales a quienes no
se les permite ejercer su profesión liberal, se les ofrezcan los
justos incentivos para que puedan dedicarse, sin apremiantes
preocupaciones económicas al desempeño de sus graves
responsabilidades.

El Superior Gobierno hoy presidido por un notable aboga-
do que conoce a fondo el problema, ha sido receptivo en todo
lo concerniente al mejoramiento de los servidores de la
justicia, y aunque se han logrado varias conquistas, dentro de
las estrecheces económicas en que so vive actualmente,
confiamos en que se continuarán realizando los mayores
esfuerzos a fin de que las Partidas correspondientes del
Presupuesto permitan hacer aumentos adecuados prin-

•	

_ cipalmente en favor de aquellos profesionales más afectados

Quiero reiterar aquí lo que ya se ha dicho varias veces en
relación con la responsabilidad de la Suprema Corte de
Justicia y la conducta de algunos jueces.
- Corresponde a la Suprema Corte de Justicia juzgar con

imparcialidad a los jueces cuando éstos hayan sido sometidos
a juicio disciplinario por habe r incurrido en alguna falta en el
ejercicio de sus funciones.

Así lo ha hecho y así lo seguirá haciendo cuantas veces
este Alto Tribunal sea debidamente apoderado.

Aprovecho esta oportunidad para exhortar a los abogados
y a cuantos se sientan afectados por la pretendida y eventual
conducta indecorosa de algún servidor de la justicia, a
denunciar los hechos, a fin de que, si ha lugar, se ejerzan las
acciones correctivas y sancionadoras que correspondan.

Los tribunales en el país han agilizado sus labores, tanto en
materia civil, latu sensu, como en los asuntos . penales. El
número de presos preventivos ha disminuido, y esperamos
que continúe disminuyendo aún más, tan pronto como
comiencen a funcionar las dos nuevas Cámaras Penales que
fueron creadas recientemente, en esta ciudad.

Reafirmo la necesidad de que haya por lo menos tres
Cámaras de Trabajo y tres Juzgados de Paz de Trabajo en
esta ciudad, pues actualmente sólo tenemos una Cámara y
un Juzgado, y los expedientes que se han acumulado no pue-
den ser resueltos con la ' eficacia requerida.

Durante el año que acaba de finalizar han sido puestas en
circulación las ediciones oficiales actualizadas de los Códigos
Civil, de Procedimiento Civil, Penal y de Procedimiento Penal,
labor realizada por expresa disposición del Ciudadano Presi-
dente, con motivo del Centenario de la adopción en el país de
los códigos franceses.

La edición del Código de Comercio aún no ha sido puesta
en circulación por razones atendibles; pero confiamos en que
esa labor pueda ser realizada en el curso del presente mes.

Informamos asimismo, que ya están listos los trabajos de
carácter jurídico de distinguidos abogados del país que se
publicarán en uno o dos volúmenes, con motivo del Cen-
tenario de los Códigos.

Expresamos nuestro apoyo y solidaridad a la magnífica la-
bor de divulgación jurídica que viene realizando el Superior
Gobierno al través de la Oficina Nacional de Administración y
Personal (ONAP).



Deseamos insistir, aunque estamos conscientes de las
estrecheces económicas del Superior Gobierno, en la necesi-
dad de que se construya un Palacio de Justicia para alojar a la
Suprema Corte de Justicia y a la Procuraduría General de la
República.

Y ahora, Señores me voy a permitir hacer los comentarios a
las principales decisiones de la Suprema Corte de Justicia
durante el año 1984.

—DERECHO CIVIL—

Tuvimos oportunidad de proclamar que el principio jurídico
de la intangibilidad de las obligaciones contractuales no tiene
aplicación cuando la ejecución de las mismas so hace im-
posible como consecuencia de disposiciones de orden
público. (Cas. 11 de junio 1984).

Decidirnos en relación con la reparación de daños y per-
juicios, que si bien es cierto que cuando una entidad ban-
caria rehúsa indebidamente pagar un cheque regular cuyo li-
brador tiene suficiente provisión de fondos, compromete su
responsabilidad, también es verdad que la cuantía de la in-
demnización a que pueda ser condenada la entidad bancaria
está subordinada a que el librador justifique el perjuicio de
una manera clara y precisa, a fin de que la Suprema Corte de
Justicia como Corte de Casación, pueda verificar si la magni-
tud de los daños ocasionados está en proporción con el
monto de la indemnización concedida. (16/3/84, B.J. 880 p.
676)

memos decidido que la mujer, demandante o demandada
en divorcio, puede realizar, en virtud del artículo 24 de la Ley
1306 bis de 1937, sobre Divorcio, además de la fijación de
sellos sobre los bienes de la comunidad, otras medidas pro-
tectoras, como la oposición a la disponibilidad do los bienes a
terceras personas; pero que esta oposición no corresponde
exactamente al embargo retentivo por su carácter esen-
cialmente conservatorio y porque no requiere la existencia de
una acreencia cierta, líquida y exigible, ni conduce a su
transferencia en favor de la persiguiente, como tampoco
tiene que ser autorizada por decisión judicial; que el tercero a
quien se notifica una tal OPOSICION, o tercero embarga.
do por asimilación, NO es Juez de la validez de la

oposición, ni tiene que apreciar su r,,ertto o ouen tun-
damento; y en esta virtud, tanto por textensión del articulo
1242 del Código Civil, por analogía con el embargo reten-
tivo en cuanto a los efectos de la indisponibilidad de los
bienes, como por los artículos 1944 del mismo Código o
32 de la Ley 2859 de 1951 sobre Cheques, si se tra-
tara de un depositario o de un banco, dicho tercero
no incurre en responsabilidad si en el caso de una
OPOSICION rehúsa el pago de cheques o la entrega de los
valores que le hayan sido confiados en depósitos, aún cuando
la oposición fuera irregular o no estuviera justificada, hasta
tanto se le haya presentado su levantamiento judicial o
convencional. (27/1/84 P. 170).

En relación con las liberalidades decidimos que la causa de
éstas consiste en la intención liberal del disponente; que
cuando esa intención se funda en motivos legítimos, no
contrarios a la ley y a las buenas costumbres, la liberalidad
tiene una causa lícita, moral; que la existencia de relaciones
de concubinato entre el disponente y el beneficiario de la li-
beralidad, no significa necesariamente que ésta tenga una
causa inmoral e ilícita, pues sólo están afectadas de eso vicio
aquellas que han sido inspiradas al disponente por el deseo de
asegurar, ya sea la formación, la continuación, o la
reanudación de las relaciones inmorales o la renumeración de
las mismas; que en la especie, tal como lo resolvieron los
jueces del fondo, el testador se inspiró en el deseo de tes-
timoniar su gratitud, a la persona que en los últimos años de
su vida lo atendió y.cuidó como si fuera una madre. (24 de
octubre, 1984).

Fue anulada una sentencia que acordó una indemnización
de 3,500.00 más los intereses legales de dicha suma, como
reparación por daños y perjuicios resultantes de lesiones que
curaron antes de diez días, en razón de que el Juez no descri-
bió las lesiones corporales sufridas por la víctima, a fin de que
la Suprema Corte de Justicia pudiera verificar, como Corte de
Casación, si ese monto responde o no a la realidad del per-
juicio sufrido. (13 de junio, 1984).

En relación con las disposiciones del artículo 1318 del Có-
digo Civil, decidimos que la firma de ambas partes sólo es re-
querida para darle carácter de acto privado al documento re-
dactado por un Oficial Público incompetente o incapacitado,
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República.

Y ahora, Señores me voy a permitir hacer los comentarios a
las principales decisiones de la Suprema Corte de Justicia
durante el año 1984.

—DERECHO CIVIL—

Tuvimos oportunidad de proclamar que el principio jurídico
de la intangibilidad de las obligaciones contractuales no tiene
aplicación cuando la ejecución de las mismas se hace im-
posible como consecuencia de disposiciones de orden
público. (Cas. 11 de junio 1984).

Decidimos en relación con la reparación do daños y per-
juicios, que si bien es cieno que cuando una entidad ban-
caria rehúsa indebidamente pagar un cheque regular cuyo li-
brador tiene suficiente provisión de fondos, compromete su
responsabilidad, también es verdad que la cuantía de la in-
demnización a que pueda ser condenada la entidad bancaria
está subordinada a que el librador justifique el perjuicio de
una manera clara y precisa, a fin de que la Suprema Corte de
Justicia como Cone de Casación, pueda verificar si la magni-
tud de los daños ocasionados está en proporción con el
monto de la indemnización concedida. (16/3/84, B.J. 880 p.
676).

hemos decidido que la mujer, demandante o demandada
en divorcio, puede realizar, en virtud del artículo 24 de la Ley
1306 bis de 1937, sobre Divorcio, además de la fijación de
sellos sobre los bienes de la comunidad, otras medidas pro-
tectoras, como la oposición a la disponibilidad de los bienes a
terceras personas; pero quo esta oposición no corresponde
exactamente al embargo retentivo por su carácter esen-
cialmente conservatorio y porque no requiere la existencia de
una acreencia cierta, líquida y exigible, ni conduce a su
transferencia en favor de la persiguiente, como tampoco
tiene que ser autorizada por decisión judicial; que el tercero a
quien se notifica una tal OPOSICION, o tercero embarga-
do por asimilación, NO es Juez de la validez de la

oposición, ni tiene que apreciar su nierit0 o ouen tun-
damento: y en esta virtud, tanto por textensión del articulo
1242 del Código Civil, por analogía con el embargo reten-
tivo en cuanto a los efectos de la indisponibilidad de los
bienes, como por los artículos 1944 del mismo Código o
32 de la Ley 2859 de 1951 sobre Cheques, si se tra-
tara de un depositario o de un banco, dicho tercero
no incurre en responsabilidad si en el caso de una
OPOSICION rehúsa el pago de cheques o la entrega de los
valores que le hayan sido confiados en depósitos, aún cuando
la oposición fuera irregular o no estuviera justificada, hasta
tanto se le haya presentado su levantamiento judicial o
convencional. (27/1/84 P. 170).

En relación con las liberalidades decidimos que la causa de
éstas consiste en la intención liberal del disponente; que
cuando esa intención se funda en motivos legítimos, no
contrarios a la ley y a las buenas costumbres, la liberalidad
tiene una causa lícita, moral; que la existencia de relaciones
de concubinato entre el disponente y el beneficiario de la li-
beralidad, no significa necesariamente que ésta tenga una
causa inmoral e ilícita, pues sólo están afectadas de ese vicio
aquellas que han sido inspiradas al disponente por el deseo de
asegurar, ya sea la formación, la continuación, o la
reanudación de las relaciones inmorales o la renumeración de
las mismas; que en la especie, tal como lo resolvieron los
jueces del fondo, el testador se inspiró en el deseo de tes-
timoniar su gratitud, a la persona que en los últimos años de
su vida lo atendió y.cuidó como si fuera una madre. (24 de
-octubre, 1984).

Fue anulada una sentencia que acordó una indemnización
de 3,500.00 más los intereses legales de dicha suma, como
reparación por daños y perjuicios resultantes de lesiones que
curaron antes de diez días, en razón de que el Juez no descri-
bió las lesiones corporales sufridas por la víctima, a fin de que
la Suprema Corte de Justicia pudiera verificar, como Corte de

Casación, si ese monto responde o no a la realidad del per-
juicio sufrido. (13 de junio, 1984).

En relación con las disposiciones del artículo 1318 del Có-
digo Civil, decidimos que la firma de ambas partes sólo es re-
querida para darle carácter de acto privado al documento re-
dactado por un Oficial Público incompetente o incapacitado,



o cuando en su redacción no se observan las formalidades
exigidas por la ley; pero cuando se trata de un documento
preparado por la parte misma, basta la firma de aquella que se
obliga u otorga descargo o finiquito. (7 de noviembre, 1984).

— MATERIA LABORAL—

Interpretamos los artículos 92 y 93 del Código de Trabajo
el sentido de que el pacto colectivo de condiciones de trabajo
está regido por las disposiciones del Código de Trabajo, y por
tanto, las controversias que surjan entro el patrono y el
Sindicato con motivo de un pacto colectivo, deben ser some-
tidas previarmente al preliminar de conciliación exigido por el
artículo 47 de la ley 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo.
(Cas. 16/5/84; B.J. 882)

Decidimos también, que el contrato denominado por ajuste
es un contrato sinalagmático en virtud del cual una parto
realiza un trabajo determinado mediante una remuneración,
sin estar bajo la dependencia do la otra; como en la especie,
se discutía si el contrato estaba regido o no por las leyes la-
borales y en razón de que el juez no dio tos motivos
suficientes y pertinentes para resolver el asunto, la sentencia
impugnada fue casada. (30/1/84, P. 197)

—CONTENCI OSO - ADMINISTRATIVO —

Con motivo de un recurso Contencioso-Administrativo,
decidimos, por aplicación de los artículos 15 y 16 de la ley
1494 de 1947, que si el expediente, como lo exige la ley,
se le comunica al Procurador General Administrativo para
fines de dictamen, el derecho de defensa de los
organismos públicos queda garantizado, sin que sea
necesario citar de manerá especial a dichos organismos,
pues el indicado Procurador asume de pleno derecho, su
representación y defensa. (21/9/84):

También decidimos, en la misma materia contencioso-
administrativa interpretando el artículo 29 de la Ley 82 de
1966 que el expedido practicado por la Junta de tres médicos
a que se refiere dicho artículo, es un elemento de juicio que el
Consejo Directivo del Instituto deberá tener en cuenta para
adoptar su decisión, pero en modo alguno se impone, ni

obliga al Consejo Directivo a acatar su resultado, como
tampoco obliga al Tribunal Superior Administrativo.
121/9/84.1.

—PROCEDIMIENTO CIVIL —

Hemos decidido que cuando el demandante hace defecto y
sobre las conclusiones del demandado cl Tribunal se limita a
pronunciar el descargo puro y simple de la demanda sin
estatuir sobre el fondo, el demandante puede formar una
nueva demanda; que la circunstancia de que la sentencia que
pronuncie el descargo de la demanda condene al defectuante
al pago de las costas de la instancia, no implica que se haya
pronunciado sobre un aspecto del fondo del proceso, puesto
que la condenación en costas es procedente cada vez que
una parte sucumbe, y éstas pueden sucumbir, como en la
especie, sobre un aspecto formal del procedimiento que no
tocó el fondo; que cuando una sentencia del Juzgado de
Primera Instancia pronuncia el defecto del demandante y
descarga al demandado de la demanda, no es susceptible del
recurso de apelación porque como se ha dicho, el deman-
dante puedo intentar una nueva demanda; (27/1/84 165).

Tuvimos oportunidad de decidir que cuando en un proce-
dimiento de embargo inmobiliario se hacen ofertas reales, la
acción en la validez de las mismas debe ser llevada por ante el
tribunal apoderado de dicho procedimiento y no por ante el
tribunal del domicilio del demandado; (18/1/84 P. 69).

Resolvimos en relación con la parte final del artículo 156 del
Código de Procedimiento Civil, después de la reforma que le
introdujo la Ley 845 de 1978, que ese texto tiene por finalidad
regular la forma de notificación de las sentencias dictadas en
defecto y de aquellas otras que/aunque pronunciadas en de-
fecto, la ley las reputa contradictorias; que por tanto, la
necesidad de hacer mención en el acto de notificación del
plazo de la oposición o de la apelación, está limitada a las
sentencias en defecto y a las reputadas contradictorias, sin
que se pueda extender esa formalidad a las sentencias
realmente contradictorias por haber comparecido las partes
y haberse defendido como ocurrió en la especie. (Cas. 1ro.
Febrero 1984, P. 243).

Decidimos que el plazo de 20 días para inscribir el man-
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o cuando en su redacción no se observan las formalidades
exigidas por la ley; pero cuando se trata de un documento
preparado por la parte misma, basta la firma de aquella que se
obliga u otorga descargo o finiquito. (7 do noviembre, 1984).

—MATERIA LABORAL—

Interpretamos los artículos 92 y 93 del Código de Trabajo
el sentido de que el pacto colectivo de condiciones de trabajo
está regido por las disposiciones del Código de Trabajo, y por
tanto, las controversias que surjan entre el patrono y el
Sindicato con motivo de un pacto colectivo, deben ser some-1
tidas previarmente al preliminar de conciliación exigido por el
artículo 47 de la ley 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo.
(Cas. 16/5/84; B.J. 882)

Decidimos también, que el contrato denominado por ajuste
es un contrato sinalagmático en virtud del cual una parte
realiza un trabajo determinado mediante una remuneración,
sin estar bajo la dependencia do la otra; como en la especie,
se discutía si el contrato estaba regido o no por las leyes la-
borales y en razón de que el juez no dio los motivos
suficientes y pertinentes para resolver el asunto, la sentencia
impugnada fue casada. (30/1/84, P. 197)

— CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO —

Con motivo de un recurso Contencioso-Administrativo,
decidimos, por a plicación de los artículos 15 y 16 de la ley
1494 de 1947, que si el ex pediente, como lo exige la ley,
se le comunica al Procurador General Administrativo para
fines de dictamen, el derecho de defensa de los
organismos públicos queda garantizado, sin que sea
necesario citar de manera especial a dichos organismos,
pues el indicado Procurador asume de pleno derecho, su
representación y defensa. (21/9/84):

También decidimos, en la misma materia contencioso-
administrativa interpretando el artículo 29 de la Ley 82 de
1966 que el experticio practicado por la Junta de tres médicos
a que se refiere dicho artículo, es un elemento de juicio que el
Consejo Directivo del Instituto deberá tener en cuenta para
adoptar su decisión, pero en modo alguno se impone, ni

obliga al Consejo Directivo a acatar su resultado, como
tampoco obliga al Tribunal Superior Administrativo.
(21/9/84.).

—PROCEDIMIENTO CIVIL —

Hemos decidido que cuando et demandante hace defecto y
sobre las conclusiones del demandado el Tribunal se limita a
pronunciar el descargo puro y simple de la demanda sin
estatuir sobre el fondo, el demandante puede formar una
nueva demanda; que la circunstancia de que la sentencia que
pronuncie el descargo de la demanda condene al defectuante
al pago de las costas de la instancia, no implica que se haya
pronunciado sobre un aspecto del fondo del proceso, puesto
que la condenación en costas es procedente cada vez que
una parte sucumbe, y éstas pueden sucumbir, como en la
especie, sobre un aspecto formal del procedimiento que no
tocó el fondo; que cuando una sentencia del Juzgado de
Primera Instancia pronuncia el defecto del demandante y
descarga al demandado de la demanda, no es susceptible del
recurso de apelación porque como se ha dicho, el deman-
dante puedo intentar una nueva demanda; (27/1/84 165).

Tuvimos oportunidad de decidir que cuando en un proce-
dimiento de embargo inmobiliario so hacen ofertas reales, la
acción en la validez de las mismas debe ser llevada por ante el
tribunal apoderado de dicho procedimiento y no por ante el
tribunal del domicilio del demandado; (18/1/84 P. 69).

Resolvimos en relación con la parte final del artículo 156 del
Código de Procedimiento Civil, después de la reforma que le
introdujo la Ley 845 de 1978, que ese texto tiene por finalidad
regular la forma de notificación de las sentencias dictadas en
defecto y de aquellas otras que; aunque pronunciadas en de-
fecto, la ley las reputa contradictorias; que por tanto, la
necesidad de hacer mención en el acto de notificación del
plazo de la oposición o de la apelación, está limitada a las
sentencias en defecto y a las reputadas contradictorias, sin
que se pueda extender esa formalidad a las sentencias
realmente contradictorias por haber comparecido las partes
y haberse defendido como ocurrió en la especie. (Cas. 1ro.
Febrero 1984, P. 243).

Decidimos que el plazo de 20 días para inscribir el man-



demento Lia pago para fines de embargo inmobiliario en
virtud de las leyes 6186 de 1963 y 659 de 1965, y el de 15 días
para su conversión en embargo inmobiliario, son simultáneos
y corren al mismo tiempo, y ambos tienen como punto de
partida, la fecha de notificación del mandamiento, de modo
que 15 días después de su notificación, se convierte en
embargo inmobiliario en caso de falta de pago por el deudor,
hóyase inscrito o no, tal mandamiento, y no obstante, que por
el juego de los plazos, el mandamiento de pago se haya
convertido en embargo inmobiliario antes de su inscripción.
(20 de junio, 1984).

Es de principio que para la validez del desistimiento ae
instancia no es necesaria la aceptación del demandado, sino
después que la instancia se haya ligado entre las partes; pues
bien, decidimos, que la misma no está ligada y el desis-
timiento se hace válidamente posible por declaración unila-
teral de voluntad del demandante, cuando el demandado se
ha limitado a oponer una excepción o a invocar la nulidad de
la citación; (31/8/84).

En relación con el artículo 55 do la Ley 317 de 1968 sobre
Catastro Nacional decidimos que dicho texto crea un medio
de inadmisión para el caso de acciones que se refieran a
inmuebles cuando no se aporte, junto con los documentos
sobro los cuales se apoya la demanda, el recibo relativo a ta
declaración presentada a la Dirección del Catastro Nacional
respecto del inmueble involucrado en el asunto; que esa regla
tiene un alcance general y se aplica en todos los casos en que
el litigio afecte un inmueble, esté registrado o no, se refiera a
mejoras o no, y sea quien fuere su propietario; (27 de julio,
1984).

En relación con el apartado IV del artículo 54 del Código de
Procedimiento Civil, decidimos que para que se pueda operar
la conversión en definitiva de una inscripción de hipoteca
judicial provisional, tomada con autorización del Juez, no
basta que el acreedor esté provisto de título que pruebo la
existencia de su crédito, ni que haya demandado por ante los
jueces del fondo el cobro de tal crédito, sino que es necesario
e imprescindible que previamente intervenga sentencia con
autoridad de cosa juzgada que condene al deudor al pago de
la obligación. (21 de noviembre, 1984).

En relación con la vía de recurso denominada impugnación
o contredit, instituida por los artículos del 8 al 19 de la Ley 834

de 1978, decidimos que, si bien es verdad que el artículo 10 de
la citada ley, establece un plazo de 15 días a partir del
pronunciamiento dd la sentencia atacada para recurrir en
impgunación (le contredit) contra ella, esto es así, cuando ha
sido dictada en la misma audiencia en que se conoció del
incidente de competencia, o cuando las partes hayan sido ci-
tadas para oír su pronunciamiento, o cuando se encuentren
presentes personalmente o legalmente representadas; que en
los demás casos el punto de partida del pazo es la fecha de la
notificación de la sentencia a la parte interesada en im-
pugnarla.

El célebre comentarista francés Enmanuel Blanc en su obra
"El Nuevo Código de Procedimiento Civil", al referirse a la
disposición de que el plazo debe correr a partir del día del
pronunciamiento de la sentencia, contenida en el artículo 82
de dicho Código que es el que corresponde al citado artículo
10 de nuestra ley 834, expresa que tal disposición os "insólita
y exhcbitante"; de modo que la interpretación que se le ha
dado al ya indicado texto legal obedece a una buena
orientación en la administración de justicia, aunque no hay
dudas, de que la vía del contredit en nuestro derecho no he
sido todavía suficientemente estudiada y analizada por la
doctrina procesal dominicana. (24 de octubre, 1984).

Decidimos dentro de una correcta interpretación del ar-
tículo 69 párrafo 8 del Código de Procedimiento Civil, que a
diferencia del acto introductivo de instancia que debe ser no-
tificado a las personas domiciliadas en el extranjero, en
manos del representante del Ministerio Público ante el tri-
bunal que habrá de conocer de la demanda, la notificación de
una sentencia para dar apertura a los plazos de las vías de
recurso, o para su ejecución, tiene que sor hecha a la parte
con domicilio en el extranjero, en la persona del representante
del Ministerio Públi.po ante el tribunal del cual • emana la
sentencia en cuestión; que la notificación de tal sentencia a
un representante del Ministerio Público, que no sea el se
ñalado, aún cuando ostente una mayor jerarquía que éste,
resulta inoperante y frustratoria para los fines apuntados; (20

de julio, 1984).
Un estudio más detenido del asunto, nos condujo a in

terpretar las disposiciones de los artículos 48 y 50 del Código
de Procedimiento Civil, en el sentido de que "una vez in-
tentada la demanda en validez del embargo retentivo, cesa la



dementa vtt pago para fines de embargo inmobiliario en
virtud de las leyes 6186 do 1963 y 659 de 1965, y el de 15 días
para su conversión en embargo inmobiliario, son simultáneos
y corren al mismo tiempo, y ambos tienen como punto de
partida, la fecha de notificación del mandamiento, de modo
que 15 días después de su notificación, se convierte en
embargo inmobiliario en caso de falta de pago por el deudor,
hóyase inscrito o no, tal mandamiento, y no obstante, que por
el juego de los plazos, el mandamiento de pago se haya
convenido en embargo inmobiliario antes de su inscripción.
(20 de junio, 1984).

Es de principio que para la validez del desistimiento ae
instancia no es necesaria la aceptación del demandado, sino
después que la instancia se haya ligado entre las partes; pues
bien, decidimos, que la misma no está ligada y el desis-
timiento se hace válidamente posible por declaración unila-
teral de voluntad del demandante, cuando el demandado se
ha limitado a oponer una excepción o a invocar la nulidad de
la citación; (31/8/84).

En relación con el artículo 55 do la Ley 317 de 1968 sobre
Catastro Nacional decidimos que dicho texto crea un medio
de inadmisión para el caso de acciones que se refieran a
inmuebles cuando no se aporte, junto con los documentos
sobre los cuales se apoya la demanda, el recibo relativo a la
declaración presentada a la Dirección del Catastro Nacional
respecto del inmueble involucrado en el asunto; que esa regla
tiene un alcance general y se aplica en todos los casos en que
el litigio afecte un inmueble, esté registrado o no, se refiera a
mejoras o no, y sea quien fuere su propietario; (27 de julio,
1984).

En relación con el apanado IV del artículo 54 del Código de
Procedimiento Civil, decidimos que para que se pueda operar
la conversión en definitiva de una inscripción de hipoteca
judicial provisional, tomada con autorización del Juez, no
basta que el acreedor esté provisto de título que pruebo la
existencia de su crédito, ni que haya demandado por ante los
jueces del fondo el cobro de tal crédito, sino que es necesario
e imprescindible que previamente intervenga sentencia con
autoridad de cosa juzgada que condene al deudor al pago de
la obligación. (21 de noviembre, 1984).

En relación con la vía de recurso denominada impugnación
o contredit, instituida por los artículos del 8 al 19 de la Ley 834

de 1978, decidimos que, si bien es verdad que el artículo 10 de
la citada ley, establece un plazo de 15 días a partir del
pronunciamiento dé la sentencia atacada para recurrir en
impgunación (le contredit) contra ella, esto es así, cuando ha
sido dictada en la misma audiencia en que se conoció del
incidente de competencia, o cuando las partes hayan sido ci-
tadas para oír su pronunciamiento, o cuando se encuentren
presentes personalmente o legalmente representadas; que en
los demás casos el punto de partida del pazo es la fecha de la
notificación de la sentencia a la parte interesada en im-
pugnarla.

El célebre comentarista francés Enmanuel Blanc en su obra
"El Nuevo Código de Procedimiento Civil", al referirse a la
disposición de que el plazo debe correr a partir del día del
pronunciamiento de la sentencia, contenida en el artículo 82
de dicho Código que es el que corresponde al citado artículo
10 de nuestra ley 834, expresa que tal disposición es "insólita
y exhrbitante"; de modo que la interpretación que se le ha
dado al ya indicado texto legal obedece a una buena
orientación en la administración de justicia, aunque no hay
dudas, de que la vía del contredit en nuestro derecho no he
sido todavía suficientemente estudiada y analizada por la
doctrina procesal dominicana. (24 de octubre, 1984).

Decidimos dentro de una correcta interpretación del ar-
tículo 69 párrafo 8 del Código de Procedimiento Civil, que a
diferencia del acto introductivo de instancia que debe ser no-
tificado a las personas domiciliadas en el extranjero, en
manos del representante del Ministerio Público ante el tri-
bunal que habrá de conocer de la demanda, la notificación de
una sentencia para dar apertura a los plazos de las vías de
recurso, o para su ejecución, tiene que sor hecha a la parte
con domicilio en el extranjero, en la persona del representante
del Ministerio Público ante el tribunal del cual emana la
sentencia en cuestión; que la notificación de tal sentencia a
un representante del Ministerio Público, que no sea el se
ñalado, aún cuando ostente una mayor jerarquía que éste,
resulta inoperante y frustratoria para los fines apuntados; (20

de julio, 1984).
Un estudio más detenido del asunto, nos condujo a in

terpretar las disposiciones de los artículos 48 y 50 del Código
de Procedimiento Civil, en el sentido de que "una vez in-
tentada la demanda en validez del embargo retentivo, cesa la



competencia del Juez de los Referimientos para revocar la
Ordenanza que autorizó el embargo conservatorio o para
disponer la cancelación o limitación del mismo, salvo el caso
de que se trate de la sustitución del embargo por otra
garantía, prevista por la primera parte del indicado artículo 50;
(12 de diciembre. 1984).

—MATERIA CORRECCIONAL—

Anulamos una sentencia en materia correccional en razón
de que una parte y el representante del Ministerio Público
solicitaron el reenvío de la causa para citar testigos, y los
jueces después de rechazar tales pedimentos, decidieron el
fondo del asunto sin darle la oportunidad al Ministerio Público
de que dictaminara acerca del fondo de la prevención. (11 de
julio, 1984).

— MATERIA CATASTRAL—

Decidimos que la Resolución del Tribunal Superior de
Tierras que aprueba los trabajos de subdivisión y mo-
dificación de linderos que tiene un carácter administrativo no
puede ser objeto de casación, que si la parte interesada desea
impugnarla puede solicitar que el proceso de subdivisión se
haga contradictorio entre las partes; (6 de julio, 1984)

—CODIGO DE JUSTICIA POLICIAL—

Decidimos, por aplicación del artículo 18 del Código de
Justicia Policial, que una Corte de Justicia de dicha ins-
titución, para que esté regularmente constituida de con-
formidad con el indicado texto legal, deberá reunir, entre
otros requisitos, la condición de que el Juez Presidente y el
Procurador General sean oficiales de igual rango e idéntica
categoría. (29 de junio, 1984).

— LIBERTAD PROVISIONAL BAJO FIANZA—

En materia de libertad provisional bajo fianza decidimos
que cuando en asuntos correccionales el prevenido obtiene^
su libertad, la vigencia de la fianza se mantiene aún cuando el
Juez decida declinar el expediente al Juzgado de Instrucción

por considerar que el hecho tiene carácter criminal, siempre
que el prevenido haya apelado de la sentencia de declinatoria,
pues la decisión no fue sobre el fondo y podría ser revocada
como consecuencia del recurso del prevenido. (12 de sep-
tiembre, 1984).

—TRIBUNAL ESPECIAL DE TRANSITO—

En relación con los artículos 1 y 3 de la Ley 585 de 1977,
que crea los tribunales especiales de tránsito, decidimos que
a estos tribunales, en los lugares donde funcionan, so le atri-
buye competencia de manera exclusiva para conocer de las
infracciones a la Ley 241 de 1967, excepto las previstas en los
artículos 51 y 220 de dicha ley; que esa competencia de atri-
bución es de orden público y resulta de los términos del
artículo 3 de la referida ley 585 que dispone que los expe-
dientes instrumentados con motivo de la violación de la Ley
241 que sean do la competencia de los Tribunales de Tránsito
serán remitidos, sin demora al Fiscalizador por ante dicho tri-
bunal, quien apoderará inmediatamente a esa jurisdicción
especial para su conocimiento y decisión; de modo que, en
resumen, el Juez de Paz ordinario que sea apoderado de una
violación a la ley 241 de la competencia exclusiva de
Juzgados de Paz especiales de tránsito, debe declararse
incompetente y declinar el asunto por ante el Juez Especial
de Tránsito; (21, de diciembre, 1984).

— ASUNTO DISCIPLINARIO-

Con motivo de un juicio disciplinario decidimos que consti-
tuye una falta grave que lo descalifica para administrar
justicia, el hecho do que un Juez, cual que fuese el motivo
que lo impulse, anuncie que va a vender sentencias; (5 de
diciembre, 1984).

Señores:

Propicia es esta ocasión para afirmar, en el inicio de las la-
bores judiciales, y en este Año consagrado ya como Año de la
Juventud, que el país lo que requiere como servidores del Po-
der Judicial no son santos, ni héroes, ni mártires, ni genios, ni
magos. Lo que se necesita, en verdad, son sencillamente
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competencia del Juez de los Referimientos para revocar la
Ordenanza que autorizó el embargo conservatorio o para
disponer la cancelación o limitación del mismo, salvo el caso
de que se trate de la sustitución del embargo por otra
garantía, prevista por la primera parte del indicado artículo 50;
(12 de diciembre. 1984).

—MATERIA CORRECCIONAL—

Anulamos una sentencia en materia correccional en razón
do que una parte y el representante del Ministerio Público
solicitaron el reenvío de la causa para citar testigos, y los
jueces después de rechazar tales pedimentos, decidieron el
fondo del asunto sin darle la oportunidad al Ministerio Público
de que dictaminara acerca del fondo de la prevención. (11 de
iulio, 1984).

— MATERIA CATASTRAL—

Decidimos quo la Resolución del Tribunal Superior de
Tierras que aprueba los trabajos de subdivisión y mo-
dificación de linderos que tiene un carácter administrativo no
puede ser objeto de casación, que si la parte interesada desea
impugnarla puede solicitar que el proceso de subdivisión se
haga contradictorio entre las partes; (6 de julio, 1984)

—CODIGO DE JUSTICIA POLICIAL—

Decidimos, por aplicación del artículo 18 del Código de
Justicia Policial, que una Corte de Justicia de dicha ins-
titución, para que esté regularmente constituida de con-
formidad con el indicado texto legal, deberá reunir, entre
otros requisitos, la condición de que el Juez Presidente y el
Procurador General, sean oficiales de igual rango e idéntica
categoría. (29 de junio, 1984).

—LIBERTAD PROVISIONAL BAJO FIANZA—

En materia de libertad provisional bajo fianza decidimos
que cuando en asuntos correccionales el prevenido obtiene^
su libertad, la vigencia de la fianza se mantiene aún cuando el
Juez decida declinar el expediente al Juzgado de Instrucción

por considerar que el hecho tiene carácter criminal, siempre
que el prevenido haya apelado de la sentencia de declinatoria,
pues la decisión no fue sobre el fondo y podría ser revocada
como consecuencia del recurso del prevenido. (12 de sep-
tiembre, 1984).

—TRIBUNAL ESPECIAL DE TRANSITO—

En relación con los artículos 1 y 3 de la Ley 585 de 1977,
que crea los tribunales especiales de tránsito, decidimos que
a estos tribunales, en los lugares donde funcionan, so le atri-
buye competencia de manera exclusiva para conocer de las
infracciones a la Ley 241 de 1967, excepto las previstas en los
artículos 51 y 220 de dicha ley; que esa competencia de atri-
bución es de orden público y resulta de los términos del
artículo 3 de la referida ley 585 que dispone que los expe-
dientes instrumentados con motivo de la violación de la Ley
241 que sean do la competencia de los Tribunales de Tránsito
serán remitidos, sin demora al Fiscalizador por ante dicho tri-
bunal, quien apoderará inmediatamente a esa jurisdicción
especial para su conocimiento y decisión; de modo que, en
resumen, el Juez de Paz ordinario que sea apoderado de una
violación a la ley 241 de la competencia exclusiva de lol\.„,
Juzgados de Paz especiales de tránsito, debe declararse
incompetente y declinar el asunto por ante el Juez Especial
de Tránsito; (21, de diciembre, 1984).

—ASUNTO DISCIPLINARIO-

Con motivo de un juicio disciplinario decidimos que consti-
tuye una falta grave que lo descalifica para administrar
justicia, el hecho de que un Juez, cual que fuese el motivo
que lo impulse, anuncie que va a vender sentencias; (5 de
diciembre, 1984).

Señores:

Propicia es esta ocasión para afirmar, en el inicio de las la-
bores judiciales, y en este Año consagrado ya como Año de la
Juventud, que el país lo que requiere como servidores del Po-
der Judicial no son santos, ni héroes, ni mártires, ni genios, ni
magos. Lo que se necesita, en verdad, son sencillamente
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personas comunes y zorrientes, debidamente adiestradas,
eso si, que tengan conciencia de la dignidad del cargo que
ocupan para no mancillarlo; seres humanos que se respeten a
sí mismos para que los demás los respeten; que tengan
vocación de servicio y aman el trabajo, y lo demuestren.

La República tiene servidores que responden a tales vir-
tudes. Roguemos pues a Dios, para que la administración de
justicia en el país, esté siempre servida oor personas de tales
merecimientos.

Muchas gracias,

MANUEL BERGES CH U PANI,
Presidente de la Suprema Cone de Justicia

Santo Domingo, D.N.,
7 de Enero de 1985.

Abuso de confianza. Suma depositada y no devuelta - Articulo 408 del
Código Penal.-

Cas. 9 Marzo 1984, 13.J.880. Pág.593.

Alquileres de casa. Sentencia en defecto. Oposición Pedimento de
lnadmisión. Casación. Sentencia carente de motivos

Cas. 26 Octubre 1984. B.J. 187. Pág. 2697.

Alquileres de casa. Desalojo. Demanda en reparación de daños y
perjuicios. Demanda rechazada por falta de existencia del perjuicio

Cas. 13 Julio 1984, 111.1. 844, Pág. 1765.

Alquileres de casas. Sentencia en defecto. Oposición. Pedimento de
Inadmisión. Sentencia carente de motivos.

La sentencia impugnada revela que ella no contiene motivos en
relación con el pedimento de inadmisibilidad del recurso de oposición
propuesto por la actual recurrente, por lo que en la sentencia im-
pugnada se violó el articulo 141 del Código de Procedimiento Civil y el
derecho de defensa de la recurrente, razón por la cual dicho fallo debe
ser casado sin que sea necesario examinar los demás medios del
recurso.

Cas. 10 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2607 y 2697.

Amenaza a mano armada. Confiscación del arma propiedad del
prevenido. Art. 11 del Código Penal. Validez de esa disposición.

Como la Corte a-qua declaró a F.L. culpable del delito de amenaza a
mano armada de una escopeta y como se estableció que dicha escopeta
era propiedad del indicado prevenido, es obvio que dicha arma debla
ser confiscada como se hizo en virtud del articulo II del Código Penal,
independientemente de que hubiera o no sometimiento por violación a
la ley de porte de armas; que, por tanto el medio que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 15 de agosto de 1984, H.J. 885. Pág. 2047

Apelación. Defecto del Apelante. Descargo puro y simple de la
apelación. Casación, Rechazamiento del recurso.

Los Jueces del fondo cuando a solicitud del apelado pronuncian el
descargo puro y simple de la apelación, no tienen que examinar el fondo
de la litis, por lo cual no están obligados a exponer motivos en relación
con el fondo, sino simplemente comprobar el defecto del apelante y en
base a ese hecho pronunciar el descargo de la apelación

Cas. 8 de junio 1984, B.J. 883, Pág. 1417.

Apelación. Materia Civil. Apelante que no concluyó. Apelado que pide
el descargo puro y simple de la Apelación. Deber de la Corte Debe
limitarse a pronunciar el descargo sin examinar el fondo

El examen del fallo impugnado revela que el apelante no concluyo al
fondo; y su defecto debe considerarse como un desistimiento tácito de
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personas comunes y corrientes, debidamente adiestradas,
eso sí, que tengan conciencia de la dignidad del cargo que
ocupan para no mancillarlo; seres humanos que se respeten a
sí mismos para que los demás los respeten; que tengan
vocación de servicio y amen el trabajo, y lo demuestren.

La República tiene servidores que responden a tales vir-
tudes. Roguemos pues a Dios, para que la administración de
justicia en el país, esté siempre servida por personas de tales
merecimientos.

Muchas gracias,

MANUEL BERGES CHU PANi,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia

Santo Domingo, D.N.,
7 de Enero de 1985.

Abuso de confianza. Suma depositada y no devuelta - Articulo 408 del
Código Penal.-

Cas. 9 Marzo 1984, R.J.880. Pág.593.

Alquileres de casa, Sentencia en defecto. ()posición Pedimento de
lnacimisión. Casación. Sentencia carente de motivos

Cas. 26 Octubre 1984, B.J. 887. Pág. 2697.

Alquileres de casa. Desalojo. Demanda en reparación de daños y
perjuicios. Demanda rechazada por falta de existencia del perjuicio

Cas. 13 Julio 1984, 11..1. 844, Pág. 1765.

Alquileres de casas. Sentencia en defecto. Oposición. Pedimento de
Inadmisión. Sentencia carente de motivos.

La sentencia impugnada revela que ella no contiene motivos en
relación con el pedimento de inadmisibilidad del recurso de oposición
propuesto por la actual recurrente, por lo que en la sentencia im-
pugnada se violó el articulo 141 del Código de Procedimiento Civil y el
derecho de defensa de la recurrente, razón por la cual dicho fallo debe
ser casado sin que sea necesario examinar los demás medios del
recurso.

Cas. 10 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2607 y 2697.

Amenaza a mano armada. Confiscación del arma propiedad del
prevenido. Art. 11 del Código Penal. Validez de esa disposición.

Como la Corte a-qua declaró a F.L. culpable del delito de amenaza a
mano armada de una escopeta y como se estableció que dicha escopeta
era propiedad del indicado prevenido, es obvio que dicha arma debla
ser confiscada como se hizo en virtud del articulo 11 del Código Penal.
independientemente de que hubiera o no sometimiento por violación a
la ley de porte de armas; que, por tanto el medio que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 15 de agosto de 1984, H.J. 883. Pág. 2047

Apelación. Defecto del Apelante. Descargo puro y simple de la
apelación. Casación, Rechazamiento del recurso.

Los Jueces del fondo cuando a solicitud del apelado pronuncian el
descargo puro y simple de la apelación, no tienen que examinar el fondo
de la lit is, por lo cual no están obligados a exponer motivos en relación
con el fondo, sino simplemente comprobar el defecto del apelante y en
base a ese hecho pronunciar el descargo de la apelación

Cas. 8 de junio 1984, B.J. 883, Pág. 1417.

Apelación. Materia Civil. Apelante que no concluyó. Apelado que pide
el descargo puro y simple de la Apelación. Deber de la Corte Debe
limitarse a pronunciar el descargo sin examinar el fondo

El examen del fallo impugnado revela que el apelante no concluyo al
fondo; y su defecto debe considerarse como un desistimiento tácito (le
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su apelación y los Jueces al fallar deben limitarse a pronunciar el
descargo sin examinar el fondo, si el recurrido pide el descargo puro y
simple de la- apelación, como sucedió en la especie; que al proceder la
Corte a-qua en esa forma hizo una correcta aplicación de la Ley;

Cas. 10 agosto 1984, B.J.ta Pág. 1997; 26 Nov. 1984. B.J. 888 Pág.
P17-

Apelación. MateriaMateria civil. Art. 456 del Código de Procedimiento Civil.
Apelación notificada en el estudio del abogado. Inadmisible.

Según el articulo 456 del Código de Procedimiento Civil, el acto de
apelación debe ser notificado a la persona o en el domicilio real del
intimado a pena de nulidad; que se trata de una instancia nueva y por
eso dicho acto debe ser notificado de la misma forma, que el acto de
demanda en primera instancia; que, por otra parte, las formalidades
requeridas por la ley para interponer los recursos son sus sustanciales y
no pueden ser sustituidas por otras; que la inobservancia de esas for-
malidades conlleva la inadmisibilidad del recurso, independientemente
de que la misma haya causado o no agravio al derecho de defensa de la
parte que la invoca; que, por tanto, la Corte a-qua procedió correc-
tamente al declarar inadmisible el recurso de apelación al comprobar
que habla sido notificado en el estudio profesional de los abogados del
recurrido, y no en su domicilio real; que por otra parte, la sentencia
impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que han per-
mitido a la S.C.J. como Corte de Casación, verificar que en la especie se
ha hecho una correcta aplicación de la ley; que por consiguiente: las
medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Cas. 14 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3323.
Apelación. Materia civil. Defecto del apelante. Descargo puro y

simple de la apelación. Oposición del apelante. Inadmisible aunque
haya condenación en costas contra dicho apelante.

Cas. 14 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 651.

Apelación, Materia Civil. Emplazamiento a una persona con
domicilio en el extranjero. Notificación hecha al representante del
Ministerio público. Plazo. Artículos 69, 73 y 443 del Código de
Piocedim lento Civil.

Para fallar como lo hizo la Corte a-qua se apoyó, como se expresa en
la sentencia impugnada, en el articulo 443 del Código de Procedimiento
Civil, el cual después de fijar en un mes el término para apelar en
materia civil y comercial, establece que ese plazo se computará,
cuando se trate de sentencia contradictoria, a partir del día de la
notificación de la sentencia a la persona condenada o a su represen-
tante, o en el domicilio del primero, y si se trata de una sentencia en
defecto no reputada contradictoria, a partir del día en que la oposición
no sea admisible, de modo que la Corte a-qua sí especificó el texto legal
en que se fundamentó para determinar el punto de partida del término,
que lo fue el articulo 443 del Código de Procedimiento Civil: que si bien

es verdad que la Corte a-qua para determinar el punto de partida del
plazo de la apelación escogió la fecha en que la sentencia apelada le
fuera notificada al hoy recurrente en manos del P.F. del D. N., esa
circunstancia no puede conducir a la casación de la sentencia Im-
pugnada, puesto que en la misma fecha, 20 de diciembre de 1979, dicha
sentencia luego apelada, le fue notificada al recurrente en la persona
del P.F. del D. .1. de S., según resulta de los documentos del expediente,
de manera que por aplicación de la regla enunciada en el tercer con-
siderando del presente fallo, la fecha retenida por la Corte a-qua como
punto de partida del plazo, fue la que realmente dio inicio a éste, por
tratarse de una sentencia contradictoria, como se dirá más adelante.

Cas. 20 de julio 1964, B.J. 884, Pág. 1830.

Apelación. Materia correccional. Notificación de la sentencia a
requerimiento de la parte civil y no del Ministerio Público. Validez de
esa notificación para hacer correr el plazo.

Nada se opone a que la parte civil notifique directamente la sentencia
al prevenido, a la persona puesta en causa como civilmente responsable
y a la compañia aseguradora, sin que sea necesario que esa notificación
se haga por requerimiento del Ministerio Público; que cuando en el
proceso penal intervengan la parte civilmente responsable y la com-
pañía aseguradora, las notificaciones a éstas pueden hacerse por
separado a cada una de ellas, aún cuando hayan figurado con-
juntamente en el proceso; que por tanto, la Corte a-qua procedió
correctamente al declarar inadmisible el recurso de apelación del
prevenido.

Cas. 13 abril 1984, B.J. 881, Pág. 887.

Apelación. Materia Correccional. Plazo de 10 días. Art. 203 del Código
de Procedimiento Criminal.

Cas. 27 de agosto de 1984, B.J. 885, Pág. 2098.

Apelación en materia correccional. Sentencia no susceptible de
oposición. Notificación hecha en el domiciclio. El plazo de la apelación
corre a partir de la fecha de esta notificación.

En el presente caso, al reputarse contradictoria la sentencia del
primer grado, tal como lo reconocen los recurrentes, no era obligatorio
notificarlo personalmente al prevenido condenado la mencionada
sentencia pronunciada en defecto en su contra, como lo establece de
manera excepcional el citado articulo 187 del Cód. de Proc. Criminal,
para el recurso de oposición, por lo que el plazo del recurso de apelación
comenzó a correr a partir de la notificación que en su domicilio se le
hizo, y no, como lo alegan dichos recurrentes, a partir del vencimiento
del término del recurso de oposición.

Cas. 2 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 254.

Apelación. Materia laboral. Efecto devolutivo. Testimonios. Facultad
de los jueces del fonda
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su apelación y los Jueces al fallar deben limitarse a pronunciar el
descargo sin examinar el fondo, si el recurrido pide el descargo puro y
simple de la-apelación, como sucedió en la especie; que al proceder la
Corte a-qua en esa forma hizo una correcta aplicación de la Ley;

Cas. 10 agosto 1984, B.J.IPJ Pág. 1997; 26 Nov. 1984. B.J. 888 Pág.
895-

Apelación. Materia civil. Art. 456 del Código de Procedimiento Civil.
Apelación notificada en el estudio del abogado. Inadmisible.

Según el artículo 456 del Código de Procedimiento Civil, el acto de
apelación debe ser notificado a la persona o en el domicilio real del
intimado a pena de nulidad; que se trata de una instancia nueva y por
eso dicho acto debe ser notificado de la misma forma, que el acto de
demanda en primera instancia; que, por otra parte, las formalidades
requeridas por la ley para interponer los recursos son sus sustanciales y
no pueden ser sustituidas por otras; que la inobservancia de esas for-
malidades conlleva la inadmisibilidad del recurso, independientemente
de que la misma haya causado o no agravio al derecho de defensa de la
parte que la invoca; que, por tanto, la Corte a-qua procedió correc-
tamente al declarar inadmisible el recurso de apelación al comprobar
que había sido notificado en el estudio profesional de los abogados del
recurrido, y no en su domicilio real; que por otra parte, la sentencia
impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que han per-
mitido a la S.C.J. como Corte de Casación, verificar que en la especie se
ha hecho una correcta aplicación de la ley; que por consiguiente: la;
medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Cas. 14 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3323.
Apelación. Materia civil. Defecto del apelante. Descargo puro y

simple de la apelación. Oposición del apelante. Inadmisible aunque
haya condenación en costas contra dicho apelante.

Cas. 14 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 651.

Apelación, Materia Civil. Emplazamiento a una persona con
domicilio en el extranjero. Notificación hecha al representante del
Ministerio público. Plazo. Artículos 69, 73 y 443 del Código de
Piavdimiento Civil.

Para fallar como lo hizo la Corte a-qua se apoyó, como se expresa en
la sentencia impugnada, en el articulo 443 del Código de Procedimiento
Civil, el cual después de fijar en un mes el término para apelar en
materia civil y comercial, establece que ese plazo se computará,
cuando se trate de sentencia contradictoria, a partir del día de la
notificación de la sentencia a la persona condenada o a su represen-
tante, o en el domicilio del primero, y si se trata de una sentencia en
defecto no reputada contradictoria, a partir del día en que la oposición
no sea admisible, de modo que la Corte a-qua sí especificó el texto legal
en que se fundamentó para determinar el punto de partida del término,
que lo fue el articulo 443 del Código de Procedimiento Civil: que si bien

es verdad que la Corte a-qua para determinar el punto de partida del
plazo de la apelación escogió la fecha en que la sentencia apelada le
fuera notificada al hoy recurrente en manos del P.F. del D. N., esa
circunstancia no puede conducir a la casación de la sentencia im-
pugnada, puesto que en la misma fecha, 20 de diciembre de 1979, dicha
sentencia luego apelada, le fue notificada al recurrente en la persona
del P.F. del D. J. de S., según resulta de los documentos del expediente,
de manera que por aplicación de la regla enunciada en el tercer con-
siderando del presente fallo, la fecha retenida por la Corte a-qua como
punto de partida del plazo, fue la que realmente dio inicio a éste, por
tratarse de una sentencia contradictoria, como se dirá más adelante.

Cas. 20 de julio 1984, B.J. 884, Pág. 1830.

Apelación. Materia correccional. Notificación de la sentencia a
requerimiento de la parte civil y no del Ministerio Público. Validez de
esa notificación para hacer correr el plazo.

Nada se opone a que la parte civil notifique directamente la sentencia
al prevenido, a la persona puesta en causa como civilmente responsable
y a la compañia aseguradora, sin que sea necesario que esa notificación
se haga por requerimiento del Ministerio Público; que cuando en el
proceso penal intervengan la parte civilmente responsable y la com-
pañía aseguradora, las notificaciones a éstas pueden hacerse por
separado a cada una de ellas, aún cuando hayan figurado con-
juntamente en el proceso; que por tanto, la Corte a-qua procedió
correctamente al declarar inadmisible el recurso de apelación del
prevenido.

Cas. 13 abril 1984, B.J. 881, Pág. 887.

Apelación. Materia Correccional. Plazo de 10 días. Art. 203 del Código
de Procedimiento Criminal.

Cas. 27 de agosto de 1984, B.J. 885, Pág. 2098.

Apelación en materia correccional. Sentencia no 'susceptible de
oposición. Notificación hecha en el domiciclio. El plazo de la apelación
corre a partir de la fecha de esta notificación.

En el presente caso, al reputarse contradictoria la sentencia del
primer grado, tal como lo reconocen los recurrentes, no era obligatorio
notificarlo personalmente al prevenido condenado la mencionada
sentencia pronunciada en defecto en su contra, como lo establece de
manera excepcional el citado articulo 187 del Cód. de Proc. Criminal,
para el recurso de oposición, por lo que el plazo del recurso de apelación
comenzó a correr a partir de la notificación que en su domicilio se le
hizo, y no, como lo alegan dichos recurrentes, a partir del vencimiento
del término del recurso de oposición.

Cas. 2 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 254.

Apelación. Materia laboral. Efecto devolutivo. Testimonios. Facultad
de los jueces del fonda
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Cas. 29 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 492.

Apelante que hace defecto. Descargo puro y simple de la apelación.
Oposición. Inadmisible. Condenación en costas.-

La condenación en costas es una sanción contra toda parte que
sucumbe, comía' a toda decisión y no tiene por efecto transformar la
naturaleza de la sentencia por el solo hecho de imponerla en los casos en
que procede; que por otra parte, la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes que justifican su dispositivo, y una relación de los
hechos y circunstancias de la litis que han permitido a la Suprema Corte
de Justicia verificar, como Corte de Casación, que en la especie se ha
hecho una correcta aplicación de la Ley, por lo que los alegatos del
recurrente contenidos en los medios que se examinan carecen de
fundamento v deben ser desestimados.

Cas. 14 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 651.

Apelante que no asiste a sostener su apelación. Materia civil. Apelado
que pide el descargo puro y simple de dicho recurso. Artículos 150 y 154
del Cód. de Proc. Civil.

En la especie, se pone de manifiesto que el recurrido al conocerse el
asunto ante la Corte a .qua no discutió ni presentó contra los apelantes
conclusiones acerca del fondo del litigio, sino que se limitó a solicitar el
descargo de apelación interpuesta por los ahora recurrentes; que en
tales condiciones, la Corte a-qua procedió correctamente y de acuerdo
con los artículos 150 y 154 del Código de Procedimiento Civil, aplicables
en apelación conforme a lo que establece el articulo 434 del mismo
Código, al disponer el descargo puro y simple de la intimada en
apelación; que en la situación planteada ante la Corte a-qua ésta no
tenla que referirse en sus motivos. al  fondo del litigio, como no se
refirió; en consecuencia el medio único de los recurrentes carece de
fundamentos y debe ser desestimado;

Cas. 2 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 551.

Arrendamiento. Promesa de venta. Prórroga del plazo de la promesa
de venta.

En la especie, aunque el plazo del arrendamiento había vencido al
momento de la aceptación de la promesa de venta, la recurrente no
queda desligada de sus obligaciones como promitente, • porque dicha
promesa estuviera recurrida en el mismo acto, como pretende, puesto
que siendo convenciones esencialmente distintas, nada impedía que las
partes prorrogaran el plazo de la promesa de venta, como en efecto lo
acordaron por la cláusula quinta del contrato, conforme lo interpretó
correctamente el Tribunal a-quo.

Cas. 10 febrero 1984. B.J. 879, Pág. 335.

Autoridad de la cosa juzgada. Recurrente que no fue parte en el caso.
En la especie, tal como lo alega el recurrente, las sentencias a que se

refiere la Corte a-qua no pudieron adquirir frente a él la autoridad de la

V

cosa juzgada, puesto que dicho recurrente no fue parte en los procesos
juzgados por la mencionada Corte que culminaron con dichos fallos, y
por. tanto, no puede admitirse, como se expresa en la sentencia im-
pugnada, que el recurrente aceptó como regular la comparecencia de
las intimantes fallecidos y las sucesiones indeterminadas; que, por
tanto, en la sentencia impugnada se violó el principio de la autoridad de
la cosa juzgada y se incurrió además, en la irregularidad de admitir
como demandantes a personas fallecidas y sucesiones indeterminadas

Cas. 11 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1108.

Casación. Caducidad, Art. 7 de la ley sobre Procedimiento de Casa-
ción. Recurso contra una sentencia del Tribunal Contencioso Adminis-
trativo.

El examen del acto del 23 de junio de 1980, instrumentado a reque-
rimiento del recurrente por el M. M. de J.A.P., alguacil de Estrados de
la S.C. de J., revela que en el mismo el recurrente se limita a dar a
conocer a la recurrida el nombre del abogado que postulará por él en el
recurso de casación, así como a notificarle el memorial de casación
correspondiente, pero en forma alguna contiene emplazamiento a la
recurrida para comparecer por ante la S.C. de J., en funciones de Corte
de Casación, como lo exige el articudo 7 de la Ley de la materia, a pena
de caducidad del recurso; que, por lo tanto, procede acoger la cadu-
cidad propuesta por la recurrida.

Cas. 26 de octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2694.

Casación. Desistimiento. Acto de transacción entre las partes
Cas. 18 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1191.

Casación. Desistimiento de la parte civil en materia represiva. No-
tificación a la parte adversa. Desistimiento hecho después de conocida
la audiencia de casación pero sin aportar la prueba de que los recu-
rridos fueran advertidos de tal desistimiento.

El desistimiento de la parte civil en materia represiva para su validez
debe ser notificado por cualquier medio a la otra parte; que el examen
de los documentos de la causa revela, que la D.O. C. por A., y R.P.
C. por A., partes civiles constituidas contra los acusados recurridos,
depositaron los actos de su desistimiento del recurso de casación contra
la sentencia impugnada, el 11 de abril de 1983, es decir, después de la
audiencia del 4 de marzo de 1983, en que fue conocido dicho recurso de
casación, sin que en el expediente exista la prueba de que los recurridas
fueran advertidos de tales desistimientos, por lo cual procede ser
tenidas en cuenta.

Cas. 13 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 29.

Casación. Emplazamiento. Notificación al Fiscal y no al Procurador
G. de la Rep. Recurrido que constituye abogado y notifica su memorial
de defensa. No prueba del perjuicio. Validez del emplazamiento Ar-
tículo 37 de la ley 834 de 1978.IN
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Cas. 29 febrero 1984. B.J. 879, Pág. 492.

Apelante que hace defecto. Descargo puro y simple de la apelación.
Oposición. Inadmisible. Condenación en costas.-

La condenación en costas es una sanción contra toda parte que
sucumbe, común a toda decisión y no tiene por efecto transformar la
naturaleza de la sentencia por el solo hecho de imponerla en los casos en
que procede; que por otra parte, la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes que justifican su dispositivo, y una relación de los
hechos y circunstancias de la litis que han permitido a la Suprema Corte
de Justicia verificar, como Corte de Casación, que en la especie se ha
hecho una correcta aplicación de la Ley, por lo que los alegatos del
recurrente contenidos en los medios que se examinan carecen de
fundamento v deben ser desestimados.

Cas. 14 mano 1984, B.J. 880, Pág. 651.

Apelante que no asLste a sostener su apelación. Materia civil. Apelado
que pide el descargo puro y simple de dicho recurso. Artículos 150 y 154
del Cód. de Proc. Civil.

En la especie, se pone de manifiesto que el recurrido al conocerse el
asunto ante la Corte a-qua no discutió ni presentó contra los apelantes
conclusiones acerca del fondo del litigio, sino que se limitó a solicitar el
descargo de apelación interpuesta por los ahora recurrentes; que en
tales condiciones, la Corte a-qua procedió correctamente y de acuerdo
con los articulos 150 y 154 del Código de Procedimiento Civil, aplicables
en apelación conforme a lo que establece el articulo 434 del mismo
Código. al disponer el descargo puro y simple de la intimada en
apelación; que en la situación planteada ante la Corte a-qua ésta no
tenla que referirse en sus motivos, al fondo del litigio, como no se
refirió; en consecuencia el medio único de los recurrentes carece de
fundamentos y debe ser desestimado;

Cas. 2 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 551.

Arrenda miento. Promesa de venta. Prórroga del plazo de la promesa
de venta.

En la especie, aunque el plazo del arrendamiento había vencido al
momento de la aceptación de la promesa de venta, la recurrente no
queda desligada de sus obligaciones como promitente, porque dicha
promesa estuviera recurrida en el mismo acto, como pretende, puesto
que siendo convenciones esencialmente distintas, nada impedia que las
partes prorrogaran el plazo de la promesa de venta, como en efecto lo
acordaron por la cláusula quinta del contrato, conforme lo interpretó
correctamente el Tribunal a-quo.

Cas. 10 febrero 1984. B.J. 879, Pág. 335.

Autoridad dela cosa juzgada. Recurrente que no fue parte en el caso.
En la especie, tal como lo alega el recurrente, las sentencias a que se

refiere la Corte a-qua no pudieron adquirir frente a él la autoridad de la

cosa juzgada, puesto que dicho recurrente no fue parte en los procesos
juzgados por la mencionada Corte que culminaron con dichos fallos, y
por. tanto, no puede admitirse, como se expresa en la sentencia im-
pugnada, que el recurrente aceptó como regular la comparecencia de
los intimantes fallecidos y las sucesiones indeterminadas; que, por
tanto, en la sentencia impugnada se violó el principio de la autoridad de
la cosa juzgada y se incurrió además, en la irregularidad de admitir
como demandantes a personas fallecidas y sucesiones indeterminadas

Cas. 11 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1108.

Casación. Caducidad, Art. 7 de la ley sobre Procedimiento de Casa-
ción. Recurso contra una sentencia del Tribunal Contencioso Adminis-
trativo.

El examen del acto del 23 de junio de 1980, instrumentado a reque
rimiento del recurrente por el M. M. de J.A.P., alguacil de Estrados de
la S.C. de J., revela que en el mismo el recurrente se limita a dar a
conocer a la recurrida el nombre del abogado que postulará por él en el
recurso de casación, asi como a notificarle el memorial de casación
correspondiente, pero en forma alguna contiene emplazamiento a la
recurrida para comparecer por ante la S.C. de J., en funciones de Corte
de Casación, como lo exige el articulo 7 de la Ley de la materia, a pena
de caducidad del recurso; que, por lo tanto, procede acoger la cadu-
cidad propuesta por la recurrida.

Cas. 26 de octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2694.

Casación. Desistimiento. Acto de transacción entre las partes
Cas. 18 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1191.

Casación. Desistimiento de la parte civil en materia represiva. No-
tificación a la parte adversa. Desistimiento hecho después de conocida
la audiencia de casación pero sin aportar la prueba de que los real.
rridos fueran advertidos de tal desistimiento.

El desistimiento de la parte civil en materia represiva para su validez
debe ser notificado por cualquier medio a la otra parte; que el examen
de los documentos de la causa revela, que la D.O. C. por A., y H.P.
C. por A., parles civiles constituidas contra los acusados recurridos,
depositaron los actos de su desistimiento del recurso de casación contra
la sentencia impugnada, el 11 de abril de 1983, es decir, después de la
audiencia del 4 de marzo de 1983, en que fue conocido dicho recurso de
casación, sin que en el expediente exista la prueba de que los recurridos
fueran advertidas de tales desistimientos, por lo cual procede ser
tenidos en cuenta.

Cas. 13 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 29.

Casación. Emplazamiento. Notificación al Fiscal y no al Procurador
G. de la Rep. Recurrido que constituye abogado y notifica su memorial
de defensa. No prueba del perjuicio. Validez del emplazamiento Ar-
tículo 37 de la ley 834 de 1978.
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De acuerdo con el artículo 37, in fine, de la Ley No. 834 del 1918 las
nulidades no pueden ser pronunciadas sino cuando el que la invoca
pruebe el agravio que le ha causado la irregularidad; que, en la especie
es constante que el recurrido constituyó abogado para contestar el
recurso de casación para el cual fue emplazado, y oportunamente no-
tificó al recurrente su defensa; que en esas condiciones dicho recurrido
no recibió ningún agravio, y, por tanto, la nulidad propuesta carece de
fundamento y debe ser desestimada.

Cas. 14 de septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2377.

Casación. Indivisibilidad. Interviniente voluntario en primera Instan-
cia que obtuvo ganancia de causa. Recurso de casación que no le fue
notificado al interviniente. Inadmisible.

Es de principio que cuando exista indivisibilidad en el objeto del li-
tigio, si el recurrente ha emplazado a una o varias de las partes con-
trarias, y no lo ha hecho con respecto a las demás, el recurso debe ser
declarado inadmisible con respecto a todas; que si es verdad que las ac-
tuaciones del procedimiento de instancia, incluso cuando se trata de
una vía de recurso, tienen carácter divisible, en el sentido de que pro-
ducen sus efectos únicamente en provecho del actor y en contra del
demandado, sin embargo, es forzoso decidir lo contrario cuando el ob-
jeto del procedimiento resulte indivisible en razón de su propia natu-
raleza, cuando lo decidido en el caso en relación con el interés de una de
las partes afectará necesariamente al interés de las demás partes; que,
por vía consecuente, el recurso de casación que se interpone contra una
sentencia que aprovecha a varias partes entre cuyos intereses exista el
vínculo de la indivisibilidad, tiene que ser dirigido contra todas; que de
no hacerse tul, el recurso tiene que ser declarado inadmisible; que,
como en la especie la recurrente no dirigió su recurso contra D.Cti., es
obvio que el mismo es inadmisible, por lo cual procede acoger el medio
de inadm isión propuesto por el recurrido.

Cas. 30 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 202.

Casación, Materia civil. Caducidad del recurso. Arts. 6 y 7 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación. Litis entre hermanos. Compensación
de costas.

De acuerdo con el artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación el emplazamiento del recurso de casación debe ser notificado a
las personas contra quienes va dirigido y debe hacerse mención en él de
la residencia del recurrido; que el examen del expediente revela que
dicho emplazamiento fue notificado por los recurrentes a los Licdos.
Q.E.P.B. y N.G. en sus respectivos estudios, según consta en el acto del
M. R.A.P., Alguacil de Estrados de la Cámara Civil y Comercial de la
Primera C. del D. N., del 7 de julio de 1980, y no existe constancia de
haber sido notificado el referido emplazamiento a los recurridos, como
lo exige la disposición legal antes indicada; que en tales condiciones el
plazo de 30 días exigido, por el artículo 7 de dicha Ley para notificar el
emplazamiento venció, por lo cual el referido recurso debe ser decla-

rado caduco, y por tanto, no procede examinar los medios de casación
propuestos por los recurrentes.

Cas. 5 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2250.

Casación. Materia civil. Desistimiento. Acto de transacción.
Artículos 402 y 403 del Código de Procedimiento Civil.

Cas. 14 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 656,661.

Casación. Materia civil. Emplazamiento que no contiene elección ole
domicilio. Articulo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Re-
currido que comparece y notifica su memorial de defensa. Irregulari-
dad que no causó perjuicio. Validez del Emplazamiento.

El examen del acto de emplazamiento revela que, tal como lo alega la
recurrida, el mismo no contiene la elección de domicilio que conforme
al artículo 6 de la indicada Ley debe hacer el recurrente en la Capital de
la República a pena de nulidad; que, sin embargo, esa disposición de la
Ley que tiene por finalidad facilitar referencia del recurrido y la
notificación por éste de su memorial de defensa: que, como en la
especie, el recurrido compareció y notificó su memorial de defensa en
tiempo oportuno, es obvio que la señalada irregularidad no causó
ningún perjuicio a su derecho de defensa, por lo cual el medio de nulidad
propuesto carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 12 septiembre 1984, B.J. Pág. 2306

Casación. Materia Civil. Perención.
agosto de 1984. B. J. 885, Pág. 2209 a 2218.

Casación. Materia Civil. Perención.
septiembre 1984, B.J. 866, Pág. 2493-2509.

Casación. Materia correccional. Recurso tardío. Articulo 29 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 30 enero 1984, B.J. 878, Pág. 179:

Casación. Materia correccional. Transacción. Intereses civiles.
Extinción de la Instancia en casación.

Como se adviene por lo antes expuesto el recurrido ha renunciado a
los efectos y beneficios de la sentencia impugnada y no siendo otro in-
terés de un recurrente en casación, que el de aniquilar los efectos de la

'sentencia dictada en su contra, el interés de este último no puede
quedar subsistente; que el acuerdo intervenido entre las partes, con
posterioridad al recurso de casación conduce necesariamente a esta
Corte a declarar que el litigio ha quedado extinguido entre las partes
como consecuencia de lo expuesto precedentemente.

Cas. 27 abril 1984, B.J. 881, Pág. 978.

Casación. Materia criminal. Desistimiento de los acusados.
Cas. 21 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3407.
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De acuerdo con el artículo 37, in fine, de la Ley No. 834 del 19/8 las
nulidades no pueden ser pronunciadas sino cuando el que la invoca
pruebe el agravio que le ha causado la irregularidad; que, en la especie
es constante que el recurrido constituyó abogado para contestar el
recurso de casación para el cual fue emplazado, y oportunamente no-
tificó al recurrente su defensa; que en esas condiciones dicho recurrido
no recibió ningún agravio, y, por tanto, la nulidad propuesta carece de
fundamento y debe ser desestimada.

Cas. 14 de septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2377.

Casación. Indivisibilidad. Interviniente voluntario en primera Instan-
cia que obtuvo ganancia de causa. Recurso de casación que no le fue
notificado al interviniente. Inadmisible.

Es de principio que cuando exista indivisibilidad en el objeto del li-
tigio, si el recurrente ha emplazado a una o varias de las partes con-
trarias, y no lo ha hecho con respecto a las demás, el recurso debe ser
declarado inadmisible con respecto a todas; que si es verdad que las ac-
tuaciones del procedimiento de instancia, incluso cuando se trata de
una vía de recurso, tienen carácter divisible, en el sentido de que pro-
ducen sus efectos únicamente en provecho del actor y en contra del
demandado, sin embargo, es forzoso decidir lo contrario cuando el ob-
jeto del procedimiento resulte indivisible en razón de su propia natu-
raleza, cuando lo decidido en el caso en relación con el interés de una de
las partes afectará necesariamente al interés de las demás partes; que,
por vla consecuente, el recurso de casación que se interpone contra una
sentencia que aprovecha a varias partes entre cuyos intereses exista el
vínculo de la indivisibilidad, tiene que ser dirigido contra todas; que de
no hacerse así, el recurso tiene que ser declarado inadmisible; que,
como en la especie la recurrente no dirigió su recurso contra D.Ch., es
obvio que el mismo es inadmisible, por lo cual procede acoger el medio
de inadm isión propuesto por el recurrido.

Cas. 30 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 202.

Casación. Materia civil. Caducidad del recurso. Arts. 6 y 7 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación. Litis entre hermanos. Compensación
de costas.

De acuerdo con el artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación el emplazamiento del recurso de casación debe ser notificado a
las personas contra quienes va dirigido y debe hacerse mención en él de
la residencia del recurrido; que el examen del expediente revela que
dicho emplazamiento fue notificado por los recurrentes a los Licdos.
Q.E.P.B. y N.G. en sus respectivos estudios, según consta en el acto del
M. R.A.P., Alguacil de Estrados de la Cámara Civil y Comercial de la
Primera C. del D. N., del 7 de julio de 1980, y no existe constancia de
haber sido notificado el referido emplazamiento a los recurridos, como
lo exige la disposición legal antes indicada; que en tales condiciones el
plazo de 30 días exigido, por el artículo 7 de dicha Ley para notificar el
emplazamiento venció, por lo cual el referido recurso debe ser decla-

rado caduco, y por tanto, no procede examinar los medios de casación
propuestos por los recurrentes.

Cas. 5 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2250.

Casación. Materia civil. Desistimiento. Acto de transacción.
Artículos 402 y 403 del Código de Procedimiento Civil.

Cas. 14 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 656, 661.

Casación. Materia civil. Emplazamiento que no contiene elección de
domicilio. Articulo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Re-
currido que comparece y notifica su memorial de defensa. Irregulari-
dad que no causl perjuicio. Validez del Emplazamiento.

El examen del acto de emplazamiento revela que, tal como lo alega la
recurrida, el mismo no contiene la elección de domicilio que conforme
al articulo 6 de la indicada Ley debe hacer el recurrente en la Capital de
la República a pena de nulidad; que, sin embargo, esa disposición dela
Ley que tiene por finalidad facilitar referencia del recurrido y la
notificación por éste de su memorial de defensa; que, como en la
especie, el recurrido compareció y notificó su memorial de defensa en
tiempo oportuno, es obvio que la señalada irregularidad no causó
ningún perjuicio a su derecho de defensa, por lo cual el medio de nulidad
propuesto carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 12 septiembre 1984, B.J. Pág. 2306

Casación. Materia Civil. Perención.
agosto de 1984. B. J. 885, Pág. 2209 a 2218.

Casación. Materia Civil. Perención.
septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2493-2509.

Casación. Materia correccional. Recurso tardío. Artículo 29 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 30 enero 1984, B.J. 878, Pág. 179.

Casación. Materia correccional. Transacción. Intereses civiles.
Extinción de la Instancia en casación.

Como se advierte por lo antes expuesto el recurrido ha renunciado a
los efectos y beneficios de la sentencia impugnada y no siendo otro in-
terés de un recurrente en casación, que el de aniquilar los efectos de la.
sentencia dictada en su contra, el interés de este último no puede
quedar subsistente; que el acuerdo intervenido entre las partes, con
posterioridad al recurso de casación conduce necesariamente a esta
Corte a declarar que el litigio ha quedado extinguido entre las partes
como consecuencia de lo expuesto precedentemente.

Cas. 27 abril 1984, B.J. 881, Pág. 978.

Casación. Materia criminal. Desistimiento de los acusados.
Cas. 21 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3407.
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Casación. Materia laboral. Defecto del apelante.
El defecto del apelante debe considerarse como un desistimiento

tácito y los Jueces al fallar deben limitarse a pronunciar el descargo sin
examinar el fondo; que cuando el apelante no comparece o no concluye,
el recurrido puede, a su elección, solicitar que sea pronunciado el defec-
to y el descargo puro y simple de la apelación, o que sea examinada y
fallado el fondo de la misma; que en el primer caso, los Jueces pueden
decretar el descargo de la apelación, pura y simplemente; que en la es-
pecie. al producirse el defecto de los apelantes, la Cámara a-qua no fue
puesta en mora de pronunciarse respecto de pedimentos contenidos en
conclusiones de las que fue apoderada. cual que fuera su carácter y al-
cance: que al limitarse la Cámara a-qua a descargar de la apelación
pura y simplemente, al recurrido, acogiendo el pedimento de su abo-
gado constituido Lic. P.V.M. , en el mismo sentido, pudo motivar la sen-
tencia Impugnada, como lo hizo, diciendo que, en caso de defecto del
apelante. si el recurrido pide descargo puro y simple de la apelación, la
Cámara debe limitarse a pronunciarlo sin examinar el fondo del asun-
to: que no obstante que el Juez a-quo declaró en su sentencia que "cuan-
do una de las partes en cansa no compareciese se pronuncia el defecto y
se acogerán las conclusiones de la que asistió si se hallasen justas y
reposen en una prueba legal"; el examen de dicho fallo no revela que el
Juez procediera al examen del fondo de la litis.

Cas. 23 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1206.

Casación. Materia Penal. Recurso del prevenido. Aclaraciones en
apoyo de sus pretensiones. Plazo. Art. 42 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación. La parte misma puede hacer aclaraciones pero en el plazo
de 3 dios francos.

De conformidad con el articulo 42 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación en los tres días subsiguientes a la audiericia los abogados de
las partes, si éstas los hubiesen constituido, podrán presentar en Se-
cretaria aclaraciones o memoriales tendente a justificar sus preten-
siones; si bien es cierto que ese plazo de 3 días franco se refiere a los
abogados, es preciso admitir para una correcta interpretación de dicho
texto legal que sus disposiciones se apliquen también a la parte que,
como el prevenido, no necesita el ministerio de abogado, pues para una
buena administración de justicia en materia penal, se debe fijar un
término dentro del cual el prevenido pueda hacer aclaraciones, y ese
plazo no debe ser otro que el que se ha acordado a los abogados; en la
especie como el recurso de casación fue conocido en la audiencia deleita
1ro de octubre de 1984 y los escritos del 1ro. de noviembre de 1984, fir-
mados por el recurrente, fueron depositados en Secretaria después de
vencido el plazo de tres días señalado en el indicado artículo 42, es
evidente que dichos escritos no pueden ser tomados en cuenta por ex-
temporáneos,

Cas 14 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2968.

Casación. Materia penal. Recurso interpuesto por memorial y no por

declaración en Secretaria como lo exige el Art. 33 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación. Inadmisible.

En la especie, los recursos de casación de S.P., S. A., y M. de J.T.
fueron interpuestos por memorial depositado y no por declaración en
Secretaria, razón por la cual procede declararlos inadmisibles de
acuerdo a lo establecido por el articulo 33 de la Ley sobre Procedimien-
to de casación.
' Cas. 5 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2231.

Casación. Materia Penal. Condena a prisión que exceda de 6 meses.
Art. 36 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación. Recurso inadmi-
sible.

En materia penal, los condenados a pena de prisión que excedan de
seis meses, no pueden válidamente recurrir en casación, a menos que
estén constituidos en prisión, o en libertad bajo fianza, según dispone el
articulo 36 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; en la especie el
recurrente F. B. D. C. ha sido condenado a 2 años de prisión, y al pago
de una multa de RDS500.00, según se evidencia del examen del fallo im-
pugnado, sin que conste que se ha constituido en prisión, ni que haya ob-
tenido libertad provisional bajo fianza.

Cas. 14 noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 2947.

Casación. Materia Penal. Recurso de la parte civil constituida. Sen-
tencia carente de motivos. Casación.

Cas. 15 de agosto, B.J. 885, Pág. 2019.

4'asación. Plazo. Recurso contra una sentencia del Tribunal de Tie-
rras. Artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Fijación de
la sentencia en la puerta del Tribunal.

De conformidad con el articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación el plaza para interponer el recurso es de dos meses a partir de
la notificación de la sentencia y dicho plazo es franco al tenor del ar-
tículo 66 de la misma ley; que cuando los plazos acordados en la ley lo
son por meses y no por días, como ocurre en la especie, se cuentan de
fecha a fecha; que en el presente caso habiéndose fijado la sentencia
impugnada en la puerta principal del T. de T. el 15 de noviembre del
1982, el plazo de los dos meses vencía el 15 de enero de 1983, cálculo en el
cual va eliminado ya el día de la notificación (que en el caso de la fi-
jación de la sentencia en la puerta del Tribunal), pero al ser franco el
plazo, como se dijo antes, se prorrogaba hasta el 16, último día hábil;
pero como ese día era domingo el recurrente tenia la oportunidad de in-
terponer su recurso el día 17 como lo hizo.

Cas. 12 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2312.

Casación. Perención.
Cas. noviembre 1984, B J.888, Pág. 3165-3188.

Casación. Recurso contra una sentencia del Juzgado de Paz que
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Casación. Materia laboral. Defecto del apelante.
El defecto del apelante debe considerarse como un desistimiento

tácito y los Jueces al fallar deben limitarse a pronunciar el descargo sin
examinar el fondo; que cuando el apelante no comparece o no concluye,
el recurrido puede, a su elección, solicitar que sea pronunciado el defec-
to y el descargo puro y simple de la apelación, o que sea examinado y
fallado el fondo de la misma ; que en el primer caso, los Jueces pueden
decretar el descargo de la apelación, pura y simplemente; que en la es-
pecie. al producirse el defecto de los apelantes, la Cámara a-qua no fue
puesta en mora de pronunciarse respecto de pedimentos contenidos en
conclusiones de las que fue apoderada, cual que fuera su carácter y al-
cance: que al limitarse la Cámara a-qua a descargar de la apelación
pura y simplemente, al recurrido, acogiendo el pedimento de su abo-
gado constituido Lic. P.V.M., en el mismo sentido, pudo motivar la sen-
tencia impugnada, como lo hizo, diciendo que, en caso de defecto del
apelante. si el recurrido pide descargo puro y simple de la apelación, la
Cámara debe limitarse a pronunciarlo sin examinar el fondo del asun-
to: que no obstante que el Juez a-quo declaró en su sentencia que "cuan-
do una de las partes en causa no compareciese se pronuncia el defecto y
se acogerán las conclusiones de la que asistió si se hallasen justas y
reposen en una prueba legal"; el examen de dicho fallo no revela que el
Juez procediera al examen del fondo de la litis.

Cas. 23 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1206.

Casación, Materia Penal. Recurso del prevenido. Aclaraciones en
apoyo de sus pretensiones. Plazo. Art. 42 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación. La parte misma puede hacer aclaraciones pero en el plazo
de 3 días francos.

De conformidad con el artículo 42 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación en los tres días subsiguientes a la 'audieriia los abogados de
las partes, si éstas los hubiesen constituido, podrán presentar en Se-
cretaría aclaraciones o memoriales tendente a justificar sus preten-
siones; si bien es cierto que ese plazo de 3 días franco se refiere a los
abogados, es preciso admitir para una correcta interpretación de dicho
texto legal que sus disposiciones se apliquen también a la parte que,
como el prevenido, no necesita el ministerio de abogado, pues para una
buena administración de justicia en materia penal, se debe fijar un
término dentro del cual el prevenido pueda hacer aclaraciones, y ese
plazo no debe ser otro que el que se ha acordado a los abogados; en la
especie como el recurso de casación fue conocido en la audiencia del día
1ro de octubre de 1984 y los escritos del 'ro. de noviembre de 1984, fir-
madas por el recurrente, fueron depositados en Secretaría después de
vencido el plazo de tres días señalado en el Indicado artículo 42, es
evidente que dichos escritos no pueden ser tornados en cuenta por ex-
temporáneos,

Cas 14 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2968.

Casación. Materia penal. Recurso interpuesto por memorial y no por
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declaración en Secretaria como lo exige el Art. 33 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación. Inadmisible.

En la especie, los recursos de casación de S.P., S. A., y M. de J.T.
fueron interpuestos por memorial depositado y no por declaración en
Secretaria, razón por la cual procede declararlos inadmisibles de
acuerdo a lo establecido por el artículo 33 de la Ley sobre Procedimien-
to de casación.

Cas. 5 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2231.

Casación. Materia Penal. Condena a prisión que exceda de 6 meses.
Art. 36 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación. Recurso inadmi-
sible.

En materia penal, los condenados a pena de prisión que excedan de
seis meses, no pueden válidamente recurrir en casación, a menos que
estén constituidos en prisión, o en libertad bajo fianza, según dispone el
articulo 36 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; en la especie el
recurrente F. B. D. C. ha sido condenado a 2 años de prisión, y al pago
de una multa de RD$500.00, según se evidencia del examen del fallo im-
pugnado, sin que conste que se ha constituido en prisión, ni que haya ob-
tenido libertad provisional bajo fianza.

Cas. 14 noviembre de 1984, B.J. 818, Pág. 2947.

Casación. Materia Penal. Recurso de la parte civil constituida. Sen-
tencia carente de motivos. Casación.

Cas 15 de agosto, B.J. 885, Pág. 2019.

Casación. Plazo. Recurso contra una sentencia del Tribunal de Tie-
rras. Articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Fijación de
la sentencia en la puerta del Tribunal.

De conformidad con el articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación el plazo para interponer el recurso es de dos meses a partir de
la notificación de la sentencia y dicho plazo es franco al tenor del ar-
ticulo 66 de la misma ley; que cuando los plazos acordados en la ley lo
son por meses y no por días, como ocurre en la especie, se cuentan de

fecha a fecha ; que en el presente caso habiéndose fijado la sentencia
impugnada en la puerta principal del T. de T. el 15 de noviembre del
1982, el plazo de los dos meses vencía el 15 de enero de 1983, cálculo en el
cual va eliminado ya el día de la notificación (que en el caso de la f I-
jación de la sentencia en la puerta del Tribunal), pero al ser franco el
plazo, como se dijo antes, se prorrogaba hasta el 16, último día hábil;
pero como ese día era domingo el recurrente tenia la oportunidad de in-
terponer su recurso el día 17 como lo hizo.

Cas. 12 septiembre1984,82. 886, Pág. 2312.

Casación. Perención.
Cas. noviembre 1984, B2.888, Pág. 3165-3186.

Casación. Recurso contra una sentencia del Juzgado de Paz que
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decidió un asunto con un valor superior a 500 pesos. Sentencia suscep-
tible de apelación. Inadmisible la casación.

El artículo lro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone
que la Suprema Corte de Justicia decide, como Corte de Casación, si la
ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en última o en única instan-
cia pronunciados por los tribunales del orden judicial; que de ese texto
resulta que los fallos dictados en la primera instancia no pueden ser im-
pugnados mediante el recurso de casación, ni aún después de trans-
currido el plazo de la apelación; que por todo lo expuesto se revela que
el fin de Inadmisión propuesto por la recurrida es procedente y debe ser
acogido.

Cas. 6 febrero 1984, B.J. 879 Pág. 306.

Casación. recurso contra una sentencia del Tribunal contencioso Ad-
ministrativo. Pedimento de Suspensión de Ejecución de Sentencia
Defecto contra el recurrido. Desistimiento del recurrente.

Cas. 6 Julio 1984, B.J. 844, Pág. 1710
Ver: Contencioso Administrativo. Recurso...

Casación. Recurso interpuesto por una persona condenada. Derecho a
interponer el recurso. Art. 22 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-
ción.

De conformidad con lo que establece el artículo 22 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación "pueden pedir la casación de la sentencia,
el condenado, el Ministerio Público, la parte civil y las personas civil-
mente responsable..." que al ser condenado el recurrente al pago de
una indemnización en favor de B. B. es obvio, que fue parte en el pro-
ceso y por consiguiente con derecho de recurrir en casación contra una
sentencia que le ha causado agravio; en consecuencia procede deses-
timar la inadmisión propuesta por el interviniente;

Cas. 5 diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3202.

Casación. Recurso contra una sentencia dictada en primera instancia
susceptible de apelación. Recurso inadmisible. Art. 1 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación.

De conformidad con el articulo 1ro. de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, "la Suprema Corte de Justicia decide, como Corte de Ca-
sación, si la ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en última o en
única instancia pronunciados por los Tribunales del orden judicial";
que, en la especie, la sentencia impugnada decidió sobre una demanda
-civil a breve término, incoada por el recurrente contra la recurrida, en
solicitud de suspensión de ejecución de la sentencia dictada por el Juz-
gado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha
24 de mayo de 1983, que se trata pues de un fallo dictado en primera ins-
tancia susceptible del recurso de apelación; que los fallos dictados en
primera instancia no pueden ser impugnados por el recurso extraor-
dinario de la casación; que por tanto el presente recurso resulta inad-
misible por haber sido interpuesto en violación del artículo 1ro. de la

XI
Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 13 agosto 1984, B.J. 885 Pág. 2011.

Casación. Sentencia del Tribunal de Tierras. Inadmisible por tarara.
Articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 119 y 134 de la
Ley de Registro de Tierras.

En la especie, según consta en el expediente, el dispositivo de la sen-
tencia impugnada fue fijado en la puerta principal del Tribunal de
Tierras, en esta ciudad, el 16 de septiembre de 1980 y el recurso de
casación fue interpuesto por los recurrentes el 14 de agosto de 1981, o
sea, cuando había vencido el plazo de dos meses que a esos fines acuer-
da la Ley; por todo lo cual dicho recurso es inadmisible, y, en conse-
cuencia, no procede el examen de los medios de casación propuestos por
el recurrente.

Cas. 3 febrero de 1984, B.J. 879, Pág. 260.

Casación. Sentencias dictadas en defecto en algunos puntos y con-
tradictoria en otros. Recurso Inadmisible.

Conforme al artIctilo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las
sentencias en defecto no son recurribles en casación sino después que el
recurso de oposición contra ellas no sea ya admisible; que esa regla sólo
sufre necesaria excepción en las materias en que la ley suprime el
recurso de oposición, o cuando el defectante por haber obtenido ganan-

-cias de causa, carece de interés en interponer el recurso; que la pro-
hibición del recurso de casación, en tales casos, se aplica no sólo a los
puntos dictados en defecto, sino a los que en el mismo asunto hayan sido
dictados contradictoriamente, ya que la finalidad de la regla de que se
trata es la de evitar la contradicción de tallos; que, en ese orden de
ideas, en casos como el de la especie, en el que la sentencia impugnada
contiene a la vez disposiciones contradictorias y disposiciones dictadas
en defecto, el recurso de casación sólo es posible contra las primeras,
después de vencido el plazo de la oposición, y si este recurso es ejercido,
como ocurrió en la especie después que haya intervenido sentencia que
lo resuelva, pues es la notificación de esta sentencia la que da apertura
al plazo de la casación.

'Ces. 4 julio 1984, B.J.884, Pág. 1677.

Citación, Materia Penal. Prevenido con domicilio no conocido. Art. 69
párrafo 7 del Código de Procedimiento Civil. Alguacil que realiza las
deligencias de lugar para dar cumplimiento al voto de la ley.

Cas. 5 de diciembre 1984, B.J. 1189, Pág. 3214.
Citación. Materia correccional. Citación hecha a requerimiento del

Ministerio Público del D. N. Citación válida.
La irregularidad alegada con relación al funcionario judicial que

requirió las citaciones, no vicia de nulidad los actos de citación, hechos
a las referidas partes, ya que la nulidad de una citación no resulta de los
errores que puedan haberse cometido, cuando ellos se refieren úni-
camente a la designación o a la calidad del Magistrado a requerimiento
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decidió un asunto con un valor superior a 500 pesos. Sentencia suscep-
tible de apelación. Inadmisible la casación.

El articulo tro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone
que la Suprema Corte de Justicia decide, como Corte de Casación, si la
ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en Última o en única instan-
cia pronunciados por los tribunales del orden judicial; que de ese texto
resulta que los fallos dictados en la primera instancia no pueden ser im-
pugnados mediante el recurso de casación, ni aún después de trans-
currido el plazo de la apelación; que por todo lo expuesto se revela que
el fin de inadmisión propuesto por la recurrida es procedente y debe ser
acogido.

Cas. 6 febrero 1984, B.J. 879 Pág. 306.

Casación. recurso contra una sentencia del Tribunal contencioso Ad-
ministrativo. Pedimento de Suspensión de Ejecución de Sentencia
Defecto contra el recurrido. Desistimiento del recurrente.

Cas. 6 julio 1984, B.J. 844, Pág. 1710
Ver: Contencioso Administrativo. Recurso...

Casación. Recurso interpuesto por una persona condenada. Derecho a
-interponer el recurso. Art. 22 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-
ción.

De conformidad con lo que establece el artículo 22 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación —pueden pedir la casación de la sentencia,
el condenado, el Ministerio Público, la parte civil y las personas civil-
mente responsable..." que al ser condenado el recurrente al pago de
una indemnización en favor de 13. B. es obvio, que fue parte en el pro-
ceso y por consiguiente con derecho de recurrir en casación contra una
sentencia que le ha causado agravio; en consecuencia procede deses-
timar la inadmisión propuesta por el intervi dente;

Cas. 5 diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3202.

Casación. Recurso contra una sentencia dictada en primera instancia
susceptible de apelación. Recurso inadmisible. Art. 1 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación.

De conformidad con el artículo 1ro. de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, "la Suprema Corte de Justicia decide, como Corte de Ca-
sación, si la ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en última o en
única instancia pronunciados por los Tribunales del orden judicial";
que, en la especie, la sentencia impugnada decidió sobre una demanda
civil a breve término, incoada por el recurrente contra la recurrida, en
solicitud de suspensión de ejecución de la sentencia dictada por el Juz-
gado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha
24 de mayo de 1983, que se trata pues de un fallo dictado en primera ins-
tancia susceptible del recurso de apelación; que los fallos dictados en

-primera instancia no pueden ser impugnados por el recurso extraor-
dinario de la casación; que por tanto el presente recurso resulta inad-
misible por haber sido interpuesto en violación del artículo Iro. de la

Ley sobre Procedimiento de Casación.
Cas. 13 agosto 1984, B.J. 885 Pág. 2011.

Casación. Sentencia del Tribunal de Tierras. Inadmisible por tarara.
Articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 119 y 134 de la
Ley de Registro de Tierras.

En la especie, según consta en el expediente, el dispositivo de la sen-
tencia impugnada fue fijado en la puerta principal del Tribunal de
Tierras, en esta ciudad, el 16 de septiembre de 1980 y el recurso de
casación fue interpuesto por los recurrentes el 14 de agosto de 1981, o
sea, cuando había vencido el plazo de dos meses que a esos fines acuer-
da la Ley; por todo lo cual dicho recurso es inadmisible, y, en conse-
cuencia, no procede el examen de los medios de casación propuestos por
el recurrente.

Cas. 3 febrero de 1984, B.J. 879, Pág. 260.

Casación. Sentencias dictadas en defecto en algunos puntos y con-
tradictoria en otros. Recurso Inadmisible.

Conforme al articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las
sentencias en defecto no son recurribles en casación sino después que el
recurso de oposición contra ellas no sea ya admisible; que esa regla sólo
sufre necesaria excepción en las materias en que la ley suprime el
recurso de oposición, o cuando el defectante por haber obtenido ganan-

-cías de causa, carece de interés en interponer el recurso; que la pro-
hibición del recurso de casación, en tales casos, se aplica no sólo a los
puntos dictados en defecto, sino a los que en el mismo asunto hayan sido
dictados contradictoriamente, ya que la finalidad de la regla de que se
trata es la de evitar la contradicción de fallos; que, en ese orden de
ideas, en casos como el de la especie, en el que la sentencia impugnada
contiene a la vez disposiciones contradictorias y disposiciones dictadas
en defecto, el recurso de casación sólo es posible contra las primeras,
después de vencido el plazo de la oposición, y si este recurso es ejercido,
como ocurrió en la especie después que haya intervenido sentencia que
lo resuelva, pues es la notificación de esta sentencia la que da apertura
al plazo de la casación.

'Cris. 4 julio 1984, B.J.884, Pág. 1677.

Citación, Materia Penal. Prevenido con domicilio no conocido. Art. 69
párrafo 7 del Código de Procedimiento Civil. Alguacil que realiza las
deligencias de lugar para dar cumplimiento al voto de la ley.

Cas. 5 de diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3214.
Citación. Materia correccional. Citación hecha a requerimiento del

Ministerio Público del D. N. Citación válida.
La irregularidad alegada con relación al funcionario judicial que

requirió las citaciones, no vicia de nulidad los actos de citación, hechos
a las referidas partes, ya que la nulidad de una citación no resulta de los
errores que puedan haberse cometido, cuando ellos se refieren úni-
camente a la designación o a la calidad del Magistrado a requerimiento
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de quien ha sido hecha, toda vez, que es suficiente que el prevenido
citado ante el Tribunal, esté en condiciones de responder sobre el hecho
que le ha sido imputado, como sucedió en la especie.

Cas. 13 abri11984, 8.3.881, Pág.902.

Contrato de trabajo. Contrato por ajuste. Sentencia carente de
motivos acerca de la verdadera naturaleza del contrato en discusión.
Casación.-

El contrato por ajuste, como parece calificar el Juzgado a-quo las
relaciones de trabajo que existía entre las partes, es un contrato
sinalagmático mediante una remuneración, sin estar bajo la depen-
dencia de la otra; pero que según las declaraciones de los testigos el
recurrente realizaba diversos trabajos, como lo reconoce el Tribunal a-
quo. por una remuneración por ajuste, la cual explicaron al ser
requeridos que entendían era el salario común a diversas obras o ser-
vicios personales; que en estas circunstancias y ante la contestación
surgida entre las partes acerca de la naturaleza del contrato, era deber
del Tribunal a-quo determinar, con motivos pertinentes y señalando los
hechos en que se funda. pero no lo hizo, si cada uno de los trabajos que
realizaba el recurrente constituían un contrato individual e in-
dependiente uno de otro, que caracterizaran contratas por ajuste o si se
trataba de servicios personales realizados por el recurrente que lo
ligaban al recurrido por un contrato de trabajo; que por lo antes ex-
puesto la sentencia impugnada debe ser casada por falta de base legal.

Cas. 90 enero 1984, B.J. 878, Pág. 197.

Contrato de trabajo. Despido. Alegatos no presentados por ante los
jueces del fondo. Medios nuevos en casación. Inadmisibles.

El examen del expediente pone de manifiesto que no hay constancia
de que ante los jueces del fondo los hoy recurrentes formularan
pedimento alguno en el sentido de que no habían despedido al
trabajador R.D. y que lo habla invitado a reintegrarse a sus labores; asl
como tampoco negaron la calidad de patronos del recurrido; ni discutie-
ron lo relacionado con las bonificaciones reclamadas por el trabajador
en su demanda; en consecuencia las alegatos de las letras a) b) •y e)
constituyen medios nuevos y como tales no pueden ser propuestos por
primera vez en casación.

Cas. marzo 1984. B.J. 880, Pág. 625.

Contrato de trabajo. Desahucio. Mujer Embarazada. Sentencia con
motivos vagos e imprecisos. Casación.

En la especie, los motivos de la sentencia son vagos, especialmente si
se tiene en cuenta que la propia empleada al aceptar el cheque de las
prestaciones por desahucio no advirtió al patrono en ese momento que
ella tenia tres meses de estar embarazada, a fin de que se determinara,
si en las circunstancias preanalizadas estaba obligado el patrono a
pagar los indicados 4 meses de salario; que, en consecuencia, la sen-
tencia impugnada debe ser casada por falta de base legal, sin que sea

necesario ponderar los demás alegatos de la recurrente.
Cas. 29 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 507

Contrato de trabajo. Demanda contra varias empresas. Calidad de
patronos no discutida por ante los jueces del fondo. Medio nuevo en
casación. Inadmisible.

En el fallo impugnado no hay constancia de que las recurrentes hayan
negado o discutido ante los jueces del ((indo la calidad de patronos del
recurrido 11.V.; que en tales condiciones estos alegatos constituyen
medios nuevos inadmisibles en casación.

Cas. 11 enero 1984, B.J. 878, Pág. 18

Contrato de trabajo. Despido y no abandono del trabajo.
En la especie, el Juez a-quo para declarar que hubo despido por parte

del patrono se basó en uno de los testimonios a los que dio más crédito
que a lo declarado por el otro testigo en el contrainformativo, lo que no
constituye vicio alguno, pues es una facultad de los Jueces del fondo
basar su convicción en aquellas declaraciones que juzguen más sin-
ceras y verosímiles, cuando las mismas no sean desnaturalizadas lo que
no ha ocurrido en la especie, en consecuencia, al declarar la Cámara a-
qua que hubo despido y no abandono del trabajo y condenar al
recurrente a las prestaciones legales correspondientes dio a los hechos
de la causa y a las declaraciones de los testigos su verdadero sentido y
alcance, que al proceder asl, no incurrió en los vicios y violaciones
denunciados.

Cas. 7 septiembre 1984, 13.J. 886, Pág. 2286.

Comunidad matrimonial. Demanda en partición. Conclusiones
rechazadas implícitamente sin dar motivos justificativos de tal
rechazamiento.

En el fallo impugnado consta que el actual recurrente presentó las
conclusiones antes transcritas; que sin embargo, la Corte a-qua al
decidir el litigio, confirmando la sentencia apelada, rechazó im-
plícitamente las conclusiones antes transcritas sin dar como era su
deber, los motivos justificativos de tal rechazamiento; que al fallar de
ese modo la Corte a-qua incurrió en la sentencia impugnada en los
vicios y violaciones denunciados, por lo cual debe ser casada.

Cas. 5 septiembre 1984, 134. 886, Pág. 2245.

Contrato de trabajo. Demandada que alega la incompetencia del
tribunal apoderado en razón de que ella tiene su domicilio en otra
jurisdicción. Documentos aportados para apoyar ese alegato pero no
ponderados. Sentencia casada por falta de base legal.

En la especie la Cámara a-qua no ponderó debidamente los.
documentos sometidos por la hoy recurrente, relativo a su domicilio
social y que han sido mencionados, anteriormente, lo cual even-
tualmente pudo haber conducido a dicha Cámara a darle al proceso una
solución distinta, que por tanto, la sentencia impugnada debe ser



1
de quien ha sido hecha, toda vez, que es suficiente que el prevenido
citado ante el Tribunal, esté en condiciones de responder sobre el hecho
que le ha sido imputado, como sucedió en la especie.

Cas. 13 abril 1984, B.J. 881, Pág. 902.

Contrato de trabajo. Contrato por ajuste. Sentencia carente de
motivos acerca de la verdadera naturaleza del contrato en discusión.
Casación.-

El contrato por ajuste, como parece calificar el Juzgado a-quo las
relaciones de trabajo que existía entre las partes, es un contrato
sinalagmático mediante una remuneración, sin estar bajo la depen-
dencia de la otra; pero que según las declaraciones de los testigos el
recurrente realizaba diversos trabajos, corno lo reconoce el Tribunal a-
quo, por una remuneración por ajuste, la cual explicaron al ser
requeridos que entendían era el salario común a diversas obras o ser-
vicios personales; que en estas circunstancias y ante la contestación
surgida entre las partes acerca de la naturaleza del contrato, era deber
del Tribunal a-quo determinar, con motivos pertinentes y señalando los
hechos en que se funda, pero no lo hizo, si cada uno de los trabajos que
realizaba el recurrente constituían un contrato individual e in-
dependiente uno de otro, que caracterizaran contratos por ajuste o si se
trataba de servicios personales realizados por el recurrente que lo
ligaban al recurrido por un contrato de trabajo; que por lo antes ex-
puesto la sentencia impugnada debe ser casada por falta de base legal.

Cas. 30 enero 1984, B.J. 878, Pág. 197.

Contrato de trabajo. Despido. Alegatos no presentados por ante los
jueces del fondo. Medios nuevos en casación. Inadmisibles.

El examen del expediente pone de manifiesto que no hay constancia
de que ante los jueces del fondo los hoy recurrentes formularan
pedimento alguno en el sentido de que no hablan despedido al
trabajador R.D. y que lo habla invitado a reintegrarse a sus labores; así
como tampoco negaron la calidad de patronos del recurrido; ni discutie-
ron lo relacionado con las bonificaciones reclamadas por el trabajador
en su demanda ; en consecuencia los alegatos de las letras a) bhy e)
constituyen medios nuevos y como tales no pueden ser propuestos por
primera vez en casación.

Cas. marzo 1984. B.J. 880, Pág. 625.

Contrato de trabajo. Desahucio. Mujer Embarazada. Sentencia con
motivos vagos e imprecisos. Casación.

En la especie, los motivos de la sentencia son vagos, especialmente si
se tiene en cuenta que la propia empleada al aceptar el cheque de las
prestaciones por desahucio no advirtió al patrono en ese momento que
ella tenía tres meses de estar embarazada, a fin de que se determinara,
si en las circunstancias preanalizadas estaba obligado el patrono a
pagar los indicados 4 meses de salario que, en consecuencia, la sen-
tencia impugnada debe ser casada por falta de base legal, sin que sea

la	 serio ponderar los demás alegatos de la recurrente.
Cas. 29 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 507

Contrato de trabajo. Demanda contra varias empresas. Calidad de
patronos no discutida por ante los jueces del fondo. Medio nuevo en
casación. Inadmisible.

En el fallo impugnado no hay constancia de que las recurrentes hayan
negado o discutido ante los jueces del fondo la calidad de patronos del
recurrido II.V.; que en tales condiciones estos alegatos constituyen
medios nuevos inadmisibles en casación.

Cas. 11 enero 1984, B.J. 878, Pág. 18.

contrato de trabajo. Despido y no abandono del trabajo.
En la especie, el Juez a-quo para declarar que hubo despido por parte

del patrono se basó en uno de los testimonios a los que dio más crédito
que a lo declarado por el otro testigo en el contrainformativo, lo que no
constituye vicio alguno, pues es una facultad de los Jueces del fondo
basar su convicción en aquellas declaraciones que juzguen más sin-
ceras y verosímiles, cuando las mismas no sean desnaturalizadas lo que
no ha ocurrido en la especie, en consecuencia, al declarar la Cámara a-
qua que hubo despido y no abandono del trabajo y condenar al
recurrente a las prestaciones legales correspondientes dio a los hechos
de la causa y a las declaraciones de los testigos su verdadero sentido y
alcance, que al proceder así, no incurrió en los vicios y violaciones
denunciados.

Cas. 7 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2286.

Comunidad matrimonial. Demanda en partición. Conclusiones
rechazadas implícitamente sin dar motivos justificativos de tal
rechazamiento.

En el fallo impugnado consta que el actual recurrente presentó las
conclusiones antes transcritas; que sin embargo, la Corte a-qua al
decidir el litigio, confirmando la sentencia apelada, rechazó im-
plícitamente las conclusiones antes transcritas sin dar como era su
deber. los motivos justificativos de tal rechazamiento; que al fallar de
ese modo la Corte a-qua incurrió en la sentencia impugnada en los
vicios y violaciones denunciados, por lo cual debe ser casada.

Cas. 5 septiembre 1984, 13.J. 886, Pág. 2245.

Contrato de trabajo. Demandada que alega la incompetencia del
tribunal apoderado en razón de que ella tiene su domicilio en otra-
jurisdicción. Documentos aportados para apoyar ese alegato pero no
ponderados. Sentencia casada por falta de base legal.

En la especie la Cámara a-qua no ponderó debidamente los'
documentos sometidos por la hoy recurrente, relativo a su domicilio
social y que han sido mencionados, anteriormente, lo cual even-
tualmente pudo haber conducido a dicha Cámara a darle al proceso una
solución distinta, que por tanto, la sentencia impugnada debe ser
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casada sin necesidad de ponderar los demás medios del presente
recurso.

Cas. 21 noviembre 1984, B.J. 888. Pág. 3024.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Condenación al patrono al
pago de las prestaciones correspondientes al obrero. Rechazamiento.

P.R., prestaba servicios como obrero a la recurrida C.B., C. por A.,
bajo dependencia de S. B. amparado en su contrato por tiempo in-
definido; que laboró 4 años y 2 meses; que fue despedido por S. B. que es
el patrono; que devengaba un salario de 535.00 pesos semanales; que
fue despedido a principio de enero de 1980, sin causa justificada, ya que
lo único que hizo fue reclamarle a 5.I3. un aumento que le habla
prometido, lo que no le gustó a B. y por ello lo despidió.

Cas. 3 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2534.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Alegato de falta de calidad
de la persona que despidió el obrero. Casación. Rechazamiento del
1-«111-80.

Que la circunstancia de que el trabajador haya sido despedido por una
persona que no tenia calidad para hacerlo, como se alega no puede
variar la solución del caso, cuando, corno ocurre en la especie, esa
persona ejercía autoridad sobre el obrero, por ser considerado con
calidad para adoptar tal medida; que. en consecuencia, el medio
propuesto por la recurrente carece de fundamento y debe ser
desestimado.

. Cas. 8 junio 1984, 13.J. 883, Pág. 1412.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Cobro de prestaciones
laborales. Casación en cuanto a las vacaciones y regalía pascual.
Rechazamiento del recurso en los demás aspectos.

En la especie, la sentencia impugnada pronuncia condenaciones
contra la recurrente al pago de prestaciones a favor de las recurridas,
por concepto de vacaciones y regalía pascual; que, sin embargo, la
Cámara a-qua no expone motivo alguno para justificar dichas con-
denaciones, ni tampoco pondera la carta a que se refiere la recurrente,
en la cual se avisa el futuro pago de la regalía pascual y la concesión de
vacaciones, por lo que en el aspecto examinado la sentencia impugnada
carece de base legal y debe ser casada.

Cas. 8 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1422.

Contrato de trabajo. Despido Injustificado. No comunicación al
Departamento de Trabajo. Sentencia carente de base legal. Casación.

Que la Cámara a-qua para declarar injustificado el despido del
trabajador y fallar como lo hizo se basó exclusivamente en que la
empresa no habla comunicado el despido al departamento local del
trabajo, como lo exige el artículo 81 del Código de Trabajo; que sin
embargo no ha expuesto los hechos en que se apoyó para determinar la
'duración del contrato y el monto del salario devengado ni ha dado
-motivo alguno con relación a este aspecto de la litis. lo que impide a la S.

C. de J. verificar si en dicho aspecto se ha hecho una correcta aplicación
de la ley, por lo que procede la casación de la sentencia impugnada por
falla de base legal y de motivos en el punto señalarlo.

Cas. 27 Julio 19134, B.J. 884, Pág. 1883.

Contrato de trabajo. Despido. Discusión acerca de la naturaleza del
contrato. Sentencia carente de base legal. Casación.

En la especie, los Jueces del fondo no dieron motivos en sus fallos en
relación con la naturaleza del contrato de trabajo celebrado entre el
ingeniero Ch. al.R.C. y R.G., cuestión debatida entre las partes desde el
principio de la kis, que debió ser establecida previamente, antes de
declarar injusto el despido y condenar, en consecuencia, al patrono al
pago de prestaciones laborales; que, por tanto, la Suprema Corte no se
encuentra en condiciones de verificar si en la sentencia impugnada se
hizo o no. una correcta aplicación de la Ley;

Cas. 17 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 411.

Contrato de trabajo. Despido. Comunicación de la falta imputada al
trabajador. Sentencia casada por desnaturalización de los hechos.

En la especie. la recurrente, a su comunicación de despido al
Departamento de Trabajo, anexó una copia de la carta que habla en-
viado al recurrido comunicándole su despido, a fin de que dicho
Departamento tuviera una mejor "ilustración" del caso, en la cual
carta se expresa que el despido obedece a que el recurrido dispuso
"indebidamente de fondos correspondientes al pago del Impuesto de
Salida de la República Dominicana al no ser dichos fondos entregados al
encargado de nuestras oficinas en el Aeropuerto de Las Américas,
hecho ocurrido el día tres del corriente mes y año"; que como se ad-
vierte por lo anteriormente expuesto, contrariamente a lo sostenido por
la Cámara a-qua. la copia de la carta anexa a la comunicación del des-
pido, formaba parte integrante de esa comunicación y en ella se
exponía en forma clara y precisa la causa del despido, con lo cual se
cumplía el voto de la ley; que al decidir lo contrario la Cámara a-qua
desnaturalizó dicho documento, por lo cual la sentencia impugnada
debe ser casada sin necesidad de examinar el otro medio del recurso.

Cas. 2 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 537.

Contrato de trabajo. Despido. Patrono que aportó escritos como
prueba de la justificación del despido. Declaraciones extrajudiciales
carentes de valor probatorio.

En la especie, la Cámara a-qua sí ponderó los documentos a que se
refiere la recurrente, a los cuales no le atribuyó ningún valor
probatorio, por estimar que se trataba de declaraciones ex.
trajudiciales, esto es, producidas fuera del ámbito de la instrucción del
Proceso; que, además, tales documentos son simples escritos a
máquina y con una firma al pie, sin que ninguna circunstancia
garantice la sinceridad de su contenido ni de su firma; que, por otra
Parte, el fallo impugnado contiene una relación de los hechos de la
Causa, a los cuales los Jueces del fondo le dieron su verdadero sentido y
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casada sin necesidad de ponderar los demás medios del presente
recurso.

Cas. 21 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3024.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Condenación al patrono al
pago de las prestaciones correspondientes al obrero. Rechazamiento.

P.R.. prestaba servicios como obrero a la recurrida C.B., C. por A..
bajo dependencia de S. 13. amparado en su contrato por tiempo in-
definido; que laboró 4 años y 2 meses; que fue despedido por S. B. que es
el patrono; que devengaba un salarlo de $35.00 pesos semanales; que
fue despedido a principio de enero de 1980, sin causa justificada, ya que
lo único que hizo fue reclamarle a S.B. un aumento que le había
prometido, lo que no le gustó a 11. y por ello lo despidió.

Cas. 3 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2534.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Alegato de falta de calidad
de la persona que despidió el obrero. Casación. Rechazamiento del
recurso.

Que la circunstancia de que el trabajador haya sido despedido por una
persona que no tenla calidad para hacerlo, como se alega no puede

. variar la solución del caso, cuando, como ocurre en la especie, esa
persona ejercía autoridad sobre el obrero, por ser considerado con
calidad para adoptar tal medida ; que, en consecuencia, el medio
propuesto por la recurrente carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 8 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1412.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Cobro de prestaciones
laborales. Casación en cuanto a las vacaciones y regalía pascual.
Rechazamiento del recurso en los demás aspectos.

En la especie, la sentencia impugnada pronuncia condenaciones
contra la recurrente al pago de prestaciones a favor de las recurridas,
por concepto de vacaciones y regalía pascual; que, sin embargo, la
Cámara a-qua no expone motivo alguno para justificar dichas con-
denaciones, ni tampoco pondera la carta a que se refiere la recurrente,
en la cual se avisa el futuro pago de la regalía pascual y la concesión de
vacaciones, por lo que en el aspecto examinado la sentencia impugnada
carece de base legal y debe ser casada.

Cas. 8 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1422.

Contrato de trabajo. Despido Injustificado. No comunicación al
Departamento de Trabajo. Sentencia carente de base legal. Casación.

Que la Cámara a-qua para declarar injustificado el despido del
trabajador y fallar como lo hizo se basó exclusivamente en que la
empresa no habla comunicado el despido al departamento local del
trabajo, como lo exige el artículo 81 del Código de Trabajo; que sin
embargo no ha expuesto los hechos en que se apoyó para determinar la
-duración del contrato y el monto del salario devengado ni ha dado
motivo alguno con relación a este aspecto de la litis. lo que impide a la S.

C. de J. verificar si en dicho aspecto se ha hecho una correcta aplicación
de la ley, por lo que procede la casación de la sentencia impugnada por
falla de base legal .y de motivos en el punto señalado.

Cas. 27 julio 1984, B.J. 884, Pág. 1883.

Contrato de trabajo. Despido. Discusión acerca de la naturaleza del
contrato. Sentencia carente de base legal. Casación.

En la especie, los Jueces del fondo no dieron motivos en sus fallos en
relación con la naturaleza del contrato de trabajo celebrado entre el
ingeniero Ch. M.R.C. y R.G., cuestión debatida entre las partes desde el
principio de la titis, que debió ser establecida previamente, antes de
declarar injusto el despido y condenar, en consecuencia, al patrono al
pago de prestaciones laborales; que, por tanto, la Suprema Corte no se
encuentra en condiciones de verificar si en la sentencia impugnada se
hizo o no, una correcta aplicación de la Ley;

Cas. 17 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 411.

Contrato de trabajo. Despido. Comunicación de la falta imputada al
trabajador. Sentencia casada por desnaturalización de los hechos.

En la especie, la recurrente, a su comunicación de despido al
Departamento de Trabajo, anexó una copia de la carta que habla en-
viado al recurrido comunicándole su despido, a fin de que dicho
Departamento tuviera una mejor "ilustración" del caso, en la cual
carta se expresa que el despido obedece a que el recurrido dispuso
"indebidamente de fondos correspondientes al pago del Impuesto de
Salida de la República Dominicana al no ser dichos fondos entregados al
encargado de nuestras oficinas en el Aeropuerto de Las Américas,
hecho ocurrido el dia tres del corriente mes y año"; que como se ad-
vierte por lo anteriormente expuesto, contrariamente a lo sostenido por
la Cámara a-qua. la copia de la carta anexa a la comunicación del des-
pido, formaba parte integrante de esa comunicación y en ella se
exponia en forma clara y precisa la causa del despido, con lo cual se
cumplía el voto de la ley ; que al decidir lo contrario la Cámara a-qua
desnaturalizó dicho documento, por lo cual la sentencia impugnada
debe ser casada sin necesidad de examinar el otro medio del recurso.

Cas. 2 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 537. -

Contrato de trabajo. Despido. Patrono que aportó escritos como
prueba de la justificación del despido. Declaraciones extrajudiciales
carentes de valor probatorio.

En la especie, la Cámara a-qua si ponderó los documentos a que se
refiere la recurrente, a los cuales no le atribuyó ningi'm valor
probatorio, por estimar que se trataba de declaraciones ex-
trajudiciales, esto es, producidas fuera del ámbito de la instrucción del
proceso; que, además, tales documentos son simples escritos a
máquina y con una firma al pie, sin que ninguna circunstancia
garantice la sinceridad de su contenido ni de su firma; que, por otra
Parte, el fallo impugnado contiene una relación de los hechos de la
Causa, a los cuales los Jueces del fondo le dieron su verdadero sentido y
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alcance, sin desnaturalizarlos, asi coma motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, que ha permitido a la S.C. de J.,
como Corte de Casación. verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley; por lo cual el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 17 septiembre 1984. 11.J. 886, Pág. 2391.

Contrato de trabajo. Despido justificado. Irregularidades cometidas
por el empleado. Informe de los auditores externos. Rechazamiento de
la demanda.

Cas. 27 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2087.

Contrato de trabajo. Despido justificado. Poder soberano de los
Jueces del fondo para apreciar la declaración de los testigos.
Rechazamiento.

Los jueces del fondo son soberanos para apreciar el valor de las
declaraciones de los testigos, pudiendo escoger para formar su con-
vicción aquellas que le merezcan más crédito y sin que la circunstancia
de que los testigos sean empleados de la empresa afecte la validez de
sus testimonios, cuando no sean desnaturalizados, como ocurrió en la
especie respecto de los testigos M. y P., empleados de la recurrida; que
además los testimonios examinados por la Cámara a•qua. en el análisis
de las pruebas aportadas a la causa, fueron precisamente los
producidos en el informativo y contrainformativo celebrados por el
Juez de Primer Grado, de manera, pues, que el alegato en sentido
contrario del recurrente, no corresponde a la calidad del proceso.

Cas. 11 mayo 1984. B.J. 882, Pág. 1127.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Prestaciones por concepto
de vacaciones, regaba pascual y salarios dejados de pagar y las
prestaciones especiales por embarazo, sin exponer los motivos para
justificar tales condenaciones.

Cas. 15 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2032.

Contrato do. trabajo. Despido. Trabajador que comete faltas
justificativas del despido. Sentencia bien motivada.

Cas. inane 1984, 11.J. 880, Pág. 541.

Contrato de trabajo. Despido Injustificado. Trabajadores que no'
provocaron ningún paro en las labores.

Para formar su convicción en el sentido señalado, la Cámara a-qua no
sólo se fundó en el memorándum del inspector, como se alega, sino
también en las declaraciones de las partes en Mis y de los testigos que
fueron nidos, así como en los demás documentos del expediente; que
con ese conjunto de elementos de juicio, ponderados sin
desnaturalización alguna, la Cámara a-qua pudo, como lo hizo, dentro
de sus facultades soberanas, apreciar, como cuestión de hecho que
escapa al control de la casación, que los hechos de la causa se desen-
volvieron en la , forma por ella expuesta; que, por otra parte. el

memorándum del inspector de Trabajo no fue desnaturahti,i, por la
Cámara a-qua. que dicho funcionario no se limitó a hacer constar en el
mismo lo que le hablan declarado los trabajadores, sino también hechos
comprobados personalmente por él como fueron el de haber encontrado
a las operarias en sus respectivas sillas de trabajo, la hora de su
presentación en el lugar de trabajo y que se habla efectuado labor en las
primeras horas del día, de cuyos hechos pudo la Cámara a-qua deducir,
en uso de sus facultades soberanas, que no se habla operado ningún paro
provocado por los recurridos;

Cas. 15 agosto 1984, B.J. ; .:5, Pág. 2032.

Contrato de trabajo. Documentos depositados por el patrono ad-
mitidos como elementos de juicio. Sentencia carente de base legal.

En la sentencia impugnada consta que el patrono depositó una cer-
tificación del Departamento de Trabajo, una planilla o relación del
personal fijo, otra planilla o relación de novedades del Instituto
Dominicano de Seguros Sociales y varias nóminas de pago de salarios,
para probar el salarlo y que el recurrido había comenzado a trabajar el
1ro. de octubre de 1971. los cuales la Cámara a-qua no admitió como
elementos de juicio porque emanaban del patrono y no hablan sido
verificados por ningún departamento oficial; pero que contrariamente
a esta afirmación del Tribunal, en la planilla o relación del personal fijo
consta que fue verificado por funcionarios del Departamento de
Trabajo y algunas de las nóminas de pago de salarios fueron firmadas
por el trabajador recurrido, circunstancias por las cuales estos
documentos perdían el carácter de títulos constituidos por la parte
interesada y que por tanto la Cámara a-qua debió ponderarlos para
deducir, en virtud de sus facultades soberanas, sus consecuencias
naturales; que de haberlo hecho podían haber conducido eventualmente
a dicha Cámara a darle al caso una solución distinta en los aspectos
señalados, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada por falta
de base legal.

Cas. 2 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 545.

Contrato de trabajo. Documentos del demandado no ponderados
debidamente por los jueces del fondo. Casación de la sentencia por falta
de base legal.

En la especie, en cuanto a la Certificación del 14 de febrero de 1980,
que el articulo 23 del Reglamento No. 7676 de 1951 establece "El
Departamento de Trabajo comprobará la veracidad de las
declaraciones contenidas en las planillas y si las encuentra correctas
procederá a su registro", de donde resulta que al afirmar el Depar-
tamento de Trabajo en esta Certificación que el recurrido no estaba
registrado como empleado de la recurrente, debe reputarse que si la
planilla de la empresa habla sido registrada era porque había sido
verificada por los funcionarios de dicho Departamento: que en cuanto a
la Certificación del 13 de febrero de 1980. que el artículo 295 del Código
de trabajo dispone que "En los Sindicatos de empresas. no se tiene en
cuenta. para la admisión de sus miembros, la naturaleza le sus ac-
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alcance, sin desnaturalizarlos, J: 1 cundo motivos suticientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, que ha permitido a la S.C. de J.,
como Corte de Casación. verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley: por lo cual el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 17 septiembre 1984. B.J. 886, Pág. 2391.

Contrato de trabajo. Despido justificado. Irregularidades cometidas
por el empleado. Informe de los auditores externos. Rechazamiento de
la demanda.

Cas. 27 agosto 1984, B.J. 885, Pag. 2087.

Contrato de trabajo. Despido justificado. Poder soberano de los
Jueces del fondo para apreciar la declaración de los testigos.
Rechazamiento.

Los jueces del fondo son soberanos para apreciar el valor de las
declaraciones de los testigos, pudiendo escoger para formar su con-
vicción aquellas que le merezcan más crédito y sin que la circunstancia
de que los testigos sean empleados de la empresa afecte la validez de
sus testimonios, cuando no sean desnaturalizados, como ocurrió en la
especie respecto de los testigos 74. y P., empleados de la recurrida; que
además los testimonios examinados por la Cámara a-qua. en el análisis
de las pruebas aportadas a la causa, fueron precisamente los
producidos en el informativo y contrainformativo celebrados por el
Juez de Primer Grado, de manera, pues, que el alegato en sentido
contrario del recurrente, no corresponde a la calidad del proceso.

Cas. 11 mayo 1984. B.J. 882, Pág. 1127.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Prestaciones por concepto
de vacaciones, regalía pascual y salarios dejados de pagar y las
prestaciones especiales por embarazo, sin exponer los motivos para
justificar tales condenaciones.

Cas. 15 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2032.

Contrato de trabajo. Despido. Trabajador que comete faltas
justificativas del despido. Sentencia bien motivada.

Cas. mano 1984, I3.J. 880, Pág. 541.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Trabajadores que no'
provocaron ningún paro en las labores.

Para formar su convicción en el sentido señalado, la Cámara a-qua no
sólo se fundó en el memorándum del inspector, como se alega, sino'
también en las declaraciones de las partes en litis y de los testigos que
fueron oídos, así como en los demás documentos del expediente; que
con ese conjunto de elementos de juicio, Ponderados sin
desnaturalización alguna, la Cámara a-qua pudo, como lo hizo, dentro
de sus facultades soberanas, apreciar, como cuestión de hecho que
escapa al control de la casación, que los hechos de la causa se desen-
volvieron en la . forma por ella expuesta; que, por otra parte. el

memorándum del inspector de Trabajo no fue desnaturalizado por la
Cámara a-qua, que dicho funcionario no se limitó a hacer constar en el
mismo lo que le habían declarado los trabajadores, sino también hechos
comprobados personalmente por él como fueron el de haber encontrado
a las operarias en sus respectivas sillas de trabajo, la hora de su
presentación en el lugar de trabajo y que se habla efectuado labor en las
primeras horas del día, de cuyos hechos pudo la Cámara a-qua deducir,
en uso de sus facultades soberanas, que no se había operado ningún paro
provocado por los recurridos;

Cas. 15 agosto 1984, B.J. 5, Pág. 2032.

Contrato de trabajo. Documentos depositados por el patrono ad-
mitidos como elementos de juicio. Sentencia carente de base legal.

En la sentencia impugnada consta que el patrono depositó una cer-
tificación del Departamento de Trabajo, una planilla o relación del
personal fijo, otra planilla o relación de novedades del Instituto
Dominicano de Seguros Sociales y varias nóminas de pago de salarios,
para probar el salario y que el recurrido había comenzado a trabajar el
n.o. de octubre de 1971, los cuales la Cámara a-qua no admitió como
elementos de juicio porque emanaban del patrono y no hablan sido
verificados por ningún departamento oficial; pero que contrariamente
a esta afirmación del Tribunal, en la planilla o relación del personal fijo
consta que fue verificado por funcionarios del Departamento de
Trabajo y algunas de las nóminas de pago de salarios fueron firmadas
por el trabajador recurrido, circunstancias por las cuales estos
documentos perdían el carácter de títulos constituidos por la parte
interesada y que por tanto la Cámara a-qua debió ponderarlos para
deducir, en virtud de sus facultades soberanas, sus consecuencias -
naturales; quede haberlo hecho podían haber conducido eventualmente
a dicha Cámara a darle al caso una solución distinta en los aspectos
señalados, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada por falta
de base legal.

Cas. 2 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 545.

Contrato de trabajo. Documentos del demandado no ponderados
debidamente por tos jueces del fondo. Casación de la sentencia por falta
de base legal.

En la especie, en cuanto a la Certificación del 14 de febrero de 1980,
que el articulo 23 del Reglamento No. 7676 de 1951 establece "El
Departamento de Trabajo comprobará la veracidad de las
declaraciones contenidas en las planillas y si las encuentra conectas
procederá a su registro", de donde resulta que al afirmar el Depar-
tamento de Trabajo en esta Certificación que el recurrido no estaba
registrado como empleado de la recurrente, debe reputarse que si la
planilla de la empresa habla sido registrada era porque habla sido
verificada por los funcionarios de dicho Departamento; que en cuanto a
la Certificación del 13 de febrero de 1980. que el articulo 293 del Código
de trabajo dispone que "En los Sinnicatos de empresas. no se tiene en
cuenta. para la admisión de sus miembros. la  naturaleza le sus ac-
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tivatades. sino la condición de que presten servicios en una misma
empresa", por lo que es obvio que al ser el recurrido miembro del in-
dicado Sindicato era porque debla haber estado trabajando en ese
servicio portuario, de manera que, al desestimar el Juez a-quo los
mencionados documentos por los motivos señalados, es evidente que no
los ponderó en su verdadero sentido y alcance; que de haberlo hecho,
habría podido eventualmente darle al caso una solución distinta; que,
por tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por falta de base
legal.

Cas. 12 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 619.

('ontrato. Efecto entre las partes. Art. 1165 del Código Civil. Contrato
de inquilinato. Ocupante sin titulo válido.

La regla del artículo 1165 del Código Civil significa solamente que las
convenciones no crean derechos sino en provecho o detrimento de las
partes contra antes o sir; causa-habientes, pero una convención puede
ser opuesta a los terceros o invocada por éstos como un elemento de
hecho en apoyo de un argumento; que, en la especie, el contrato de
inquilinato fue utilizado por recurrida para demostrar la existencia
del mismo respecto del demandado, y para probar el carácter de
ocupante sin titulo válido de parte del recurrente; que este motivo de
puro derecho es suficiente para suplir los motivos que no expuso la
Cámara a-qua.

Cas. 27 agosto 1984, R.J. 84, Pág. 2092.	 •

Contrato de trabajo. Horas extraordinarias de trabajo. Reclamación.
Deber de los jueces. Sentencia carente de base legal en ese punto.
Casación.

La condenación del patrono al pago de las horas extraordinarias de
trabajo, está subordinada a la determinación correcta y exacta de los
días y horas trabajadas; que por tanto los Jueces del fondo deben
comprobar en forma precisa, el número de horas que excedan la jor-
nada normal de trabajo o de la autorizada por el Departamento de
Trabajo y ponderar rigurosamente la prueba aportada; que, en la
especie, el examen de la sentencia impugnada revela que la misma no
contiene en este aspecto de la litis, los motivos pertinentes y por tanto
debe ser casada;

Cas. 3 agosto 1984, R.J. 885, Pág. 1956.

Contrato de trabajo. Preliminar de conciliación efectuado el 12 de.
octubre de 1981. Demanda notificada el 14 de diciembre de 1981. Alegato
de prescripción rechazado porque el 12 de diciembre de 1981 se declaró'
no laborable. Sentencia carente de base legal.

La Cámara a-qua al fallar de ese modo, no ponderó, como era su
deber, si, no obstante haberse declarado ese día no laborable, tal hecho.
constituía una imposibilidad absoluta para que el trabajador pudiese
ejercer su acción; que, por otra parte, en la referida sentencia tampoco
se ponderó la circunstancia de la imprevisibilidad del hecho invecado
como fuerza mayor, ya que desde el día 27 de noviembre de 1981, esto

es, desde 14 días antes, ya se sabia por el Decreto No. 2901, del Poder
Ejecutivo, que el Censo se efectuarla los día 12 y 13 de diciembre de ese
mismo año, y que tales días eran no laborables; que en esas con-
diciones, la S.C.J. no ha podido verificar, como Corte de Casación, si en
la especie se ha hecho o no una correcta aplicación de la ley;

Cas. 31 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2173.

Contrato de trabajo. Salario.-Monto.-Sentencia con motivos vagos e
imprecisos. Casación.

Cas. 9 marzo 1981, B.J. 880, Pág. 585.

Contrato de trabajo. Personas que no figuraban como trabajadores de
la empresa demandada. Certificación emanada del Departamento
laboral y no de la empresa.

En la especie, la Cámara a-qua no descartó, como lo alegan los
recurrentes, las declaraciones de los testigos presentados por los
obreros demandantes, basándose en que carecían de cédula personal de
identidad; que los Jueces del fondo pueden escoger para fundamentar
sus fallos aquellas declaraciones que juzguen más verosímiles y sin-
ceras, sin que por ello incurran en desnaturalización; que además,
dichos Jueces no se basaron para dictar la sentencia, solamente, en
esos testimonios, sino también en el certificado expedido por el
Departamento de Trabajo de la Secretaria del ramo, en la cual consta
que los obreros recurrentes no figuran registrados en la planilla del
personal como empleados de la empresa demandada, que este
documento no emana de la empresa demandada, como lo alegan los
recurrentes, que en tales condiciones, los medios del recurso carecen
de fundamento y deben ser desestimados:

Cas. 7 diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3224.

('ontrato de trabajo. Prueba de su existencia. Resolución del Director
de Desalojo. Regalía Pascual. Sueldo Superior a los 8200.00. Casación
por vía de supresión y sin envío en el punto relativo a la regalía.

En la sentencia impugnada se ha condenado a la empresa recurrente
a pagar esa regalía, sin tener en cuenta el monto de RDSI40.00
semanales que como salario ganaban los trabajadores; que en esas
condiciones la referida sentencia debe ser casada en ese punto, por vía
de supresión y sin envio, ya que no queda nada por juzgar en razón de
que la Ley No. 5235 de 1959 sólo aprovecha a los que ganan un salario
mensual de hasta 11D$200.00. y en la especie no hay constancia de que'
hubiese un pacto colectivo de condiciones de trabajo que les acordase
regalía pascual, ni ha quedado establecido que tales trabajadores no
obstante el monto de sus salarios, estuviesen protegidos por una prác-
tica constante de regalía pascual.

Cas. 27 julio 1984. B.J. 844. pág. 1838.

Contrato de trabajo. Reclamación de prwtacumes:711egato de con-
trato de trabajo a destajo. Sentencia carente de base legal y de motivos
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tividades, sino la condición de que presten servicios en una misma
empresa", por lo que es obvio que al ser el recurrido miembro del in-
dicado Sindicato era porque debla haber estado trabajando en ese
servicio portuario. de manera que, al desestimar el Juez a-quo los
mencionados documentos por los motivos señalados, es evidente que no
los ponderó en su verdadero sentido y alcance; que de haberlo hecho,
habría podido eventualmente darle al caso una solución distinta; que,
por tanto. la sentencia impugnada debe ser casada por falta de base
legal.

Cas. 12 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 619.

Contrato. Efecto entre las partes. Art. 1165 del Código Civil. Contrato
de inquilinato. Ocupante sin titulo valido.

La regla del articulo 1165 del Código Civil significa solamente que las
convenciones no crean derechos sino en provecho o detrimento de las
partes contraiantes o sus causa-habientes, pero una convención puede
ser opuesta a los terceros o invocada por éstos como un elemento de
hecho en apoyo de un argumento; que, en la especie, el contrato de
inquilinato fue utilizado por recurrida para demostrar la existencia
del mismo respecto del demandado, y para probar el carácter de
ocupante sin titulo válido de parte del recurrente; que este motivo de
puro derecho es suficiente para suplir los motivos que no expuso la
Cámara a-qua.

Cas. 27 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2092.

Contrato de trabajo. Horas extraordinarias de trabajo. Reclamación.
Deber de los jueces. Sentencia carente de base legal en ese punto.
Casación.

La condenación del patrono al pago de las horas extraordinarias de
trabajo. está subordinada a la determinación correcta y exacta de los
días y horas trabajadas; que por tanto los Jueces del fondo deben
comprobar en forma precisa, el número de horas que excedan la jor-
nada normal de trabajo o de la autorizada por el Departamento de
Trabajo y ponderar rigurosamente la prueba aportada; que, en la
especie, el examen de la sentencia impugnada revela que la misma no
contiene en este aspecto de la litis, los motivos pertinentes y por tanto
debe ser casada;

Cas. 3 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1956.

Contrato de trabajo. Preliminar de conciliación efectuado el 12 de.
octubre de 1981. Demanda notificada el 14 de diciembre de 1981. Alegato
de prescripción rechazado porque el 12 de diciembre de 1981 se declaró.
no laborable. Sentencia carente de base legal.

La Cámara a-qua al fallar de ese modo, no ponderó, como era su
deber si no obstante haberse declarado ese dia no laborable, tal hecho.
Constituía una imposibilidad absoluta para que el trabajador pudiese
ejercer su acción; que, por otra parte, en la referida sentencia tampoco •
se ponderó la circunstancia de la imprevisibilidad del hecho invecado.
como fuerza mayor, ya que desde el día 27 de noviembre de 1981, esto.

es. desde 14 días antes, ya se sabia por el Decreto No. 2901, del Poder
Ejecutivo, que el Censo se efectuaría los día 12 y 13 de diciembre de ese
mismo año, y que tales días eran no laborables; que en esas con-
diciones, la S.C.J. no ha podido verificar, como Corte de Casación, si en
la especie se ha hecho o no una correcta aplicación de la ley;

Cas. 31 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2173.

Contrato de trabajo. Salario.-Monto.-Sentencia con motivos vagos e
imprecisos. Casación.

Cas. 9 marzo 1984. B.J. 880. Pág. 585.

Contrato de trabajo. Personas que no figuraban como trabajadores de
la empresa demandada. Certificación emanada del Departamento
laboral y no de la empresa.

En la especie, la Cámara a-qua no descartó, como lo alegan los
recurrentes, las declaraciones de los testigos presentados por los
obreros demandantes, basándose en que carecían de cédula personal de
identidad; que los Jueces del fondo pueden escoger para fundamentar
sus fallos aquellas declaraciones que juzguen más verosímiles y sin-
ceras, sin que por ello incurran en desnaturalización; que además,
dichos Jueces no se basaron para dictar la sentencia, solamente, en
esos testimonios, sino también en el certificado expedido por el
Departamento de Trabajo de la Secretaría del ramo, en la cual consta
que las obreros recurrentes no figuran registrados en la planilla del
personal como empleados de la empresa demandada, que este
documento no emana de la empresa demandada, como lo alegan los
recurrentes, que en tales condiciones, los mediol del recurso- carecen
de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 7 diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3224.

Contrato de trabajo. Prueba de su existencia. Resolución del Director
de Desalojo. Regalía Pascual. Sueldo Superior a los $200.00. Casación
por vía de supresión y sin envío en el punto relativo a la regalía.

En la sentencia impugnada se ha condenado a la empresa recurrente
a pagar esa regaba, sin tener en cuenta el monto de RD$140.00
semanales que como salario ganaban los trabajadores; que en esas
condiciones la referida sentencia debe ser casada en ese punto, por vía
de supresión y sin envio, ya que no queda nada por juzgar en razón de
que la Ley No. 5235 de 1959 sólo aprovecha a los que ganan un salario
mensual de hasta RD$200.00, y en la especie no hay constancia de que •
hubiese un pacto colectivo de condiciones de trabajo que les acordase
regalía pascual. ni ha quedado establecido que tales trabajadores no
obstante el monto de sus salarios, estuviesen protegidos por una prác-
tica constante de regalía pascual.

Cas. 27 julio 1984. B.J. 844. Pág. 1838.

Contrato de trabajo. Reclamación de prestaciones: Alegato de con-
. trato de trabajo a destajo. Sentencia carente de base legal y de motivos
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En la especie. la Camara a-qua para acoger la demanda del hoy
recurrido se baso en la constancia escrita antes indicada y en las
declaraciones de los testigos M. y M., y no ponderó, como era su deber,
los documentos 5a señalados. depositados por la recurrente como
elementos de juicio esenciales para la solución del caso; que la Cámara
a-qua se limitó en la especie a indicar que la recurrente para los fines de
su defensa ha depositado "una serie de cheques pagados al reclamante,
así como varios documentos que se transcriben en parte anterior de
esta misma sentencia", sin dar ningún motivo justificativo de su
rechazamiento como elementos probatorios de la defensa de la
recurrente; que esa ausencia de motivos en el caso ha impedido a la
S.C. de J. verificar, como Corte de Casación, si en la especie se ha hecho
o no una correcta aplicación de la ley; que por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por falta de base legal y de motivos, sin que
sea necesario ponderar los demás alegatos de la recurrente.

Cas 13 junio 1984, B.J.883, Pág. 1447.

Contrato de trabajo. Suspensión del contrato. Orden del patrono no
cumplida. Trabajador que no incurre en falta al no realizar el servicio
ordenado.

En la especie, la Camara a-qua, para revocar la sentencia apelada y
fallar como lo hizo, comprobó en hecho por la declaración del testigo
A.F que cuando el recurrido se negó a efectuar el servicio que le
requería la recurrente, se encontraba suspendido el contrato de trabajo
que lo ligaba a ella y que, por tanto, no estaba obligado a realizar el
serv icio ordenado, de donde dedujo que el trabajador no cometió la falta
que le imputa la empresa recurrente; que esa forma de razonar de la
Cámara a-qua es correcta, ya que cuando existe suspensión del contrato
de trabajo, el trabajador no está obligado a prestar al patrono los
servicios contratados, ni éste a pagar el salario convenido.

Cas. 19 diciembre 1984. B.J. 889, Pág. 3358.

Contrato de trabajo por tiempo indefinido y no por temporada.
Suspensión legal de los Contratos.

Cas 12 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 599.

Contrato de trabajo. Terapista de una asociación de fines no
lucrativos. Contrato de trabajo. Despido. Derecho a prestaciones
laborales menos a bonificación.

El hecho de que la empresa demandada no está dedicada a fines
lucrativos no impide que los trabajadores a su servicio tengan derecho
a percibir las prestaciones laborales del Código de Trabajo en caso de
despido injustificado, como ha ocurrido en la especie; que por tanto, la
Cámara a-qua procedió correctamente al declarar que en el caso se
trataba de una trabajadora con derecho a recibir el pago de
prestaciones laborales en vista de haber sido despedida s in
justificadamente y condenar a los recurrentes al pago de esas
prestaciones. aunque no debió acordar bonificacioneS.cozno lo hizo. al
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confirmar el fallo del Juez de Primer Grado, ya que no se trata de una
empresa lucrativa, por lo que, en este aspecto, la sentencia debe ser
casada, por vía de supresión y sin envio por no haber nada que juzgar

Cas. 26 marzo 1984, B.J. 880. Pág. 750.

Corte de Apelación. Regularmente const ituida. Jueces que cesaron en
sus funciones por haber finalizado el periodo constitucional para el cual
fueron elegidos. Facultad de los nuevos Jueces. Materia Civil. Leyes 684
de 1934 y 926 de /935.

En la audiencia del 18 de febrero de 1982, que culminó con la sentencia
impugnada, la Corte a-qua estuvo constituida por los Magistrados antes
indicados; que después de haber quedado el asunto en estado, los ya
señalados Jueces dejaron de formar parte de la mencionada Corte, que
en esas condiciones, y en virtud de las disposiciones de las Leyes Nos.
CS4 de 1934 y 926 de 1935 antes transcritas, los nuevos Jueces que in-
tegraron la Corte podían válidamente deliberar y fallar el asunto.
siempre que no hubiese causa de inhibición o recusación de alguno de
ellos. lo que no ha ocurrido en la especie; que, por otra parte, el
recurrente no ha precisado cuáles argumentos esgrimidos por él no
fueron ponderados por los Jueces que deliberaron y decidieron el
asunto; finalmente, si los indicados Jueces entendieron que no había
lugar a nueva discusión del caso en audiencia, porque se había dado
cumplimiento al debate oral, público y contradictorio y las conclusiones
de las partes figuraban en el expediente, es claro, que en esas
circunstancias, el derecho de defensa del recurrente no ha sido
lesionado; que, por tanto, el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 15 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2040.

Corte de justicia policial. Irregularidad en la Constitución Art 21 ch.
la Ley 6141 del 194,2, modificado por la Ley 876 de 1978. Casación

En la especie, la Corte a-qua constituida para juzgar al acusado que
tiene rango de C. de la P.N., estuvo presidida por un T.C. de la P.N ,
mientras que las funciones de P. G. de la misma, las desempeño un C
de la referida institución, rango éste que es superior al que ostentó el
Pte; que en esas condiciones es evidente que la referida Corte estuvo
irregularmente constituida, puesto que para formarla no tuvieron en
cuenta las disposiciones imperativas del indicado articulo 18 antes
transcrito; que esa irregularidad atinente a la constitución de una Corte
de J.P., es upa cuestión de orden público. susceptible de ser Invocada
por primera vez en casación, y conduce necesariamente a la anulación
de la sentencia impugnada.

Cas. In junio 1984. B.J. 883, Pág. 1591

Cheque rehusado no obstante existir provisión de fondos suficiente.
Responsabilidad del Banco. Indemnización. Monto. Sentencia que no

justifica el monto de la indemnización. Casación
Si t'en es cierto que cuando una entidad bancaria rehusa pagar un

1
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En la especie, la Camara a-qua para acoger la demanda del hoy
recurrido se baso en la constancia escrita antes indicada y en las
declaraciones de los testigos M. y M.. y no ponderó, como era su deber,
los documentos ya señalados, depositados por la recurrente como
elementos de juicio esenciales para la solución del caso; que la Cámara
a-qua se limitó en la especie a indicar que la recurrente para los fines de
su defensa ha depositado "una serie de cheques pagados al reclamante,
así COMO varios documentos que se transcriben en parte anterior de
esta misma sentencia", sin dar ningún motivo justificativo de su
rechazamiento como elementos probatorios de la defensa de la
recurrente; que esa ausencia de motivos en el caso ha impedido a la
S.C. de J. verificar, como Corte de Casación, si en la especie se ha hecho
o no una correcta aplicación de la ley; que por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por falta de base legal y de motivos, sin que
sea necesario ponderar los demás alegatos de la recurrente.

Cas. 13 junio 1984, B J 883, Pág. 1447.

Contrato de trabajo. Suspensión del contrato. Orden del patrono no
cumplida. Trabajador que no incurre en falta al no realizar el servicio
ordenado.

En la especie, la Camara a-qua, para revocar la sentencia apelada y
fallar como lo hizo, comprobó en hecho por la declaración del testigo
A F que cuando el recurrido se negó a efectuar el servicio que le
requerid la recurrente, se encontraba suspendido el contrato de trabajo
que lo ligaba a ella y que, por tanto, no estaba obligado a realizar el
servicio ordenado, de donde dedujo que el trabajador no cometió la falta
que le imputa la empresa recurrente; que esa forma de razonar de la
Cámara a-qua es correcta, ya que cuando existe suspensión del contrato
de trabajo, el trabajador no está obligado a prestar al patrono los
servicios contratados, ni éste a pagar el salario convenido.

Cas. 19 diciembre 1984. B.J. 889, Pág. 3358.

Contrato de trabajo por tiempo indefinido y no por temporada.
Suspensión legal de los Contratos.

Cas 12 marzo 1984, B.J.880, Pág. 599.

Contrato de trabajo. Terapista de una asociación de fines no
lucrativos. Contrato de trabajo. Despido. Derecho a prestaciones
laborales menos a bonificación.

El hecho de que la empresa demandada no está dedicada a fines
lucrativos no impide que los trabajadores a su servicio tengan derecho
a percibir las prestaciones laborales del Código de Trabajo envaso de
despido injustificado, como ha ocurrido en la especie; que por tanto, la
Cámara a -gua procedió correctamente al declarar que en el caso se
trataba de una trabajadora con derecho a recibir el pago de
prestaciones laborales en vista de haber sido despedida 'in
justificadamente y condenar a los recurrentes al pago de esas
prestaciones. aunque no debió acodar bonificaciones. como lo Lizo. al

confirmar el fallo del Juez de Primer Grado, ya que no se trata de una
empresa lucrativa, por lo que, en este aspecto, la sentencia debe ser
casada, por vla de supresión y sin envío por no haber nada que juzgar

Cas. 26 marzo 1984. B.J. 880. Pág. 750.

Corte de Apelación. Regularmente constituida. Jueces que cesaron en
sus funciones por haber finalizado el periodo constitucional para el cual
fueron elegidos. Facultad de los nuevos Jueces. Materia Civil. Leyes 684
de 1934 y 926 de 1935.

En la audiencia del 18 de febrero de 1982, que culminó con la sentencia
impugnada, la Corte a-qua estuvo constituida por los Magistrados antes
Indicados; que después de haber quedado el asunto en estado, los ya
señalados Jueces dejaron de formar parte de la mencionada Corte, que
en esas condiciones, y en virtud de las disposiciones de las Leyes Nos.
684 de 19.34 y 926 de 1935 antes transcritas, los nuevos Jueces que in-
tegraron la Corte podían válidamente deliberar y fallar el asunto,
siempre que no hubiese causa de inhibición o recusación de alguno de
ellos, lo que no ha ocurrido en la especie; que, por otra parte. el
recurrente no ha precisado cuáles argumentos esgrimidos por él no
fueron ponderados por los Jueces que deliberaron y decidieron er
asunto; finalmente, si los indicados Jueces entendieron que no habla
lugar a nueva discusión del caso en audiencia, porque se había dado
cumplimiento al debate oral, público y contradictorio y las conclusiones
de las partes figuraban en el expediente, es claro, que en esas
circunstancias, el derecho de defensa del recurrente no ha sido
lesionado; que, por tanto, el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 15 agosto 1984, S.J. 5, Pá g. 2040-

Corte de justicia policial. Irregularidad en la Constitución Art 21 de
'la Ley 6141 del 1962, modificado por la Ley 876 de 1978. Casación

En la especie, la Corte a-qua constituida para juzgar al acusado que
tiene rango de C. de la P.N., estuvo presidida por un T.C. de la P.N
mientras que las funciones de P. G. de la misma. las desempeño un C
de la referida institución, rango éste que es superior al que ostentó el
Pte; que en esas condiciones es evidente que la referida Corte estuvo
irregularmente constituida, puesto que para formarla no tuvieron en
cuenta las disposiciones imperativas del indicado artículo 18 antes
transcrito; que esa irregularidad atinente a la constitución de una Corte
de J.P., es upa cuestión de orden público. susceptible de ser invocada
por primera vez en casación, y conduce necesariamente a la anulacion
de la sentencia impugnada.

Cas. 29 junio 1984, 11.J. 883. Pág. 1591

Cheque rehusado no obstante existir provisión de fondos suficiente.
Responsabilidad del Banco. Indemnización. Monto. Sentencia que no
justifica el monto de la indemnización. Casación

Si !ajen es cieno que cuando una entidad bancaria rehusa pagar un
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cheque cuyo librador tiene suficiente provisión ae fondos compromete
su responsabilidad, no es menos cierto que la cuantía de las daños y
perjuicios a que pueda ser condenada la entidad bancaria, está
subordinada a que el librador justifique el perjuicio de una manera
clara y precisa ; que el examen de la sentencia impugnada revela que la
Corte a-qua se limitó a señalar los elementos constitutivos de la falta
que habla cometido el banco al rehusar el pago del cheque girado por
M.B. de la C. y/o S La C.S.A., sin dar motivos para justificar la cuantía
de la indemnización acordada a los recurridos; que en esa situación la
Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de verificar si la
magnitud de los daños ocasionados al recurrido están en proporción con
el monto de la indemnización concedida ; en consecuencia la sentencia
debe ser casada.

Cas. 16 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 676.

Cheques rehusados por falta de provisión. Demanda civil en cobro de
los valores . Cheques considerados pagarés a la orden.

El examen de la sentencia impugnada pone de relieve que la Corte a-
gua para confirmar la sentencia apelada y fallar como lo hizo, se basó
en que el recurrente expidió a favor del recurrido varios cheques por la
suma de FtDS4,350 00, cuyo pago fue rehusado por falta de provisión por
lo cual deben considerarse pagarés a la orden, a cuyo pago está
obligado el emisor de los mismos.

Cas. 16 marzo 1984. B.J 880. Pág. 671.

Comunidad matrimonial. Divorcio. Oposición a la disponibilidad de
los fondos dcoo- :ida% er. i n Banco. Deber del Banco. No
respoi,a1 ti lad del gane() a l negarse a entregar los fondos sin el
levnnt	 mto de la opcsicion.

Per el objeto y finalidad de la indicada oposición se advierte que la
eón% tate oponente solo perseguid la indisponibilidad de los fondos de las
cuentas que la recurrida tenla en el banco recurrente, hasta la termina-
ción de la demanda de divorcio, sin el propósito de obtener pa-
gos y desembolsos de dichos valores, que por esas razones tal opo-
sinon no conr1 dula un embargo retentivo corno fue calificado por
la Corte agua: que, además, por las disposiciones legales an-
teriormente expuestas, que regulan la situación del depositante y las
empresas bancarias en caso de oposición, en cuanto a la in-
disponibilidad de los bienes, el banco recurrente no pudo incurrir ea
responsabilidad alguna al negarse a pagar los cheques que la recurrida
giró contra su cuenta y a hacer la entrega de los valores colocados en
depósito. toda vez que hasta ese momento dicha recurrida no le había
notificado el levantamiento de la oposición, por lo que tampoco esa
abstención podía constituir una causa de rescisión de los contratos
existentes entre las panes, según lo decidió la Corte a-qua, con sus
consiguientes efectos indemnizatorios, en razón de que al proceder
como lo hizo, el banco recurrente cumplía una obligacien que le imponía
la ley; que. por tanto, en la sentencia impugnada se ha incurrido en las
vicios y violaciones denunciados en el medio que se examina, por lo cual
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debe ser casada, sin que sea necesario ponderar los demás medios del
recurso.

Cas. 7 septiembre 1%4, B.J. 886, Pág. 291 y 2333.

Comunidad matrimonial. Divorcio. Medidas protectoras que pueden
tomar la mujer. Art. 24 de la Ley 1306 bis de 1937. Oposición a la
disponibilidad de los bienes confiados a terceras personas.

En el estado actual de nuestro derecho, la mujer demandada o
demandante en divorcio puede realizar, en virtud de las disposiciones
del articulo 24 de la Ley No. 1306 bis de 1937, de Divorcio, además de la
fijación de sellas sobre los bienes de la comunidad otras medidas
protectoras, como la oposición a la disponibilidad de los bienes con-
fiados a terceras personas; que esa oposición no corresponde exac-
tamente al embargo retentivo por su carácter esencialmente con-
servatorio y porque no requiere la existencia de una acreencia cierta.
líquida y exigible ni que fuese autorizada por decisión judicial; que
además, la misma no conduce a la transferencia de los valores en favor
de la persiguienie, que en ese mismo orden de ideas, el tercero a quien
se notifica una oposición, o el tercero embargo, por asimilación, no es
juez de la validez de la oposición, ni tiene que apreciar su mérito o buen
fundamento; que, en tal virtud, tanto por extensión del articulo 1242 del
Código Civil por analogía con el embargo retentivo en cuanto a los
efectos de la indisponibilidad de los bienes, como por los articules 1944
del mismo Código o el 32 de la Ley No. 2839 de 1951 sobre Cheques. si  se
tratara de un depositario o de un banco, dicho tercero no incurre en
res ponsabilidad si en el caso de una oposición, rehChz . el pago de
cheques o la entrega de los valores que les hayan sido confiados en
depósito, aun cuando la oposición fuera irregular o no estuviera
justificada, hasta que se haya presentado su levantamiento judicial o
amigable, si' nalando al respecto que este tercero juega un papel pasivo
y que por tanto no es a él sino al embargado, a quien corresponde
promover la acción en levantamiento de la oposición.

Cas. 7 septiembre 1964, B.J. 886, Págs. 2291 y 2383.

Comitente. Calidad no discutida por ante los jueces del fondo. Medio
nuevo en Casación. Inadmisible.

En el expediente consta que A. H. C. II. fue puesto en causa como
persona civilmente responsable del hecho cometido por hl. A.
mientas éste conducía un automóvil de C.H. asegurado con la C.D. de
S C. por A.: que el abogado B.G. asistió a la audiencia celebrada en el

'primer grado, y expuso que representaba en dicha audiencia a los
• indicados eliplazacios: qui.. en la referida ¿l'atienda se decidió, a pedí-
. memo del Magistraco Presidente. reenviar la causa correccional para
el 20 de septiembre de 1978 y el abogado B.G. no se opuso a dicha
n 'aso . pero no asistió a la nueva audiencia para presentar los medios

« d • defensa que hubiera estimado pertinentes: que luego el señalado
-abogado. en representacion de los condenados entre quienes figuraba
A.It.C.11. como comitente del prevenido H. ;interpuso el correspondien-
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cheque cuyo librador tiene suficiente provisión de fondos compromete
su responsabilidad, no es menos cierto que la cuantía de las daños y
perjuicios a que pueda ser condenada la entidad bancaria, está
subordinada a que el librador justifique el perjuicio de una manera
clara y precisa; que el examen de la sentencia impugnada revela que la
Corte a-qua se limitó a señalar los elementos constitutivos de la falta
que habla cometido el banco al rehusar el pago del cheque girado por
M.R. de la C. y/o S La C.S.A., sin dar motivos para justificar la cuantía
de la indemnización acordada a los recurridos; que en esa situación la
Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de verificar si la
magnitud de los daños ocasionados al recurrido están en proporción con
el monto de la indemnización concedida ; en consecuencia la sentencia
debe ser casada.

Cas. 16 mano 1984. B.J. 880, Pág. 676.

Cheques rehusados por falta de provisión. Demanda civil en cobro de
los valores. aloques considerados pagarés a la orden.

El examen de la sentencia impugnada pone de relieve que la Corte a-
gua para confirmar la sentencia apelada y fallar como lo hizo, se basó
en que el recurrente expidió a favor del recurrido varios cheques por la
suma de FtDS4,350.00, cuyo pago fue rehusado por falta de provisión por
lo cual deben considerarse pagarés a la orden, a cuyo pago está
obligado el emisor de los mismos.

(las. 16 marzo 1984. B.J 880. Pág. 671.

Comunidad matrimonial. Divorcio. Oposición a la disponibilidad de
los buidos deo° • liadas e:. la Banco. Deber del Banco. No
respoimb lad del la :leo a l negarse a entregar lis fondos sin el
levnnlairditto de la opcsicion.

Por el objeto y finalidad de la indicada oposición se advierte que la
eóns uge oponente solo perseguia le Indisponibilidad de los fondos de las
cuentas que la recurrida tenía en el banco recurrente, hasta la termina-
cien de la demanda de divorcio, sin el propósito de obtener pa-
gos y desembolsos de dichos valores; que por esas razones tal opo-
sitan,' no con:titula un embargo retentivo como fue calificado por
la Corte a-qua : que, además, por las disposiciones legales an-
teriormente expuestas, que regulan la situación del depositante y las
empresas bancarias en caso de oposición, en cuanto a la in-
disponibilidad de los bienes, el banco recurrente no pudo incurrir ea
responsabilidad alguna al negarse a pagar los cheques que la recurrida
giró contra su cuenta y a hacer la entrega de los valores colocados en
depósito. toda vez que hasta ese momento dicha recurrida no le habla
notificado el levantamiento de la oposición, por lo que tampoco esa
abstención podía constituir una causa de rescisión de las contratos
existentes entre las partes, según lo decidió la Corte a-qua, con sus
consiguientes efectos indemnizatorios. en razón de que al proceder
como lo hizo, el banco recurrente cumplía una obligación que le imponía
la ley; que. por tanto, en la sentencia impugnada se ha incurrido en los
vicios y violaciones denunciados en el medio que se examina, por lo cual

debe ser casada, sin que sea necesario ponderar los demás medios del
recurso.

Cas. 7 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 291 y ZI33.

Comunidad matrimonial. Divorcio. Medidas protectoras que pueden
tomar la mujer. Art. 24 de la Ley 1306 bis de 1937. Oposición a la
disponibilidad de los bienes confiados a terceras personas.

En el estado actual de nuestro derecho, la mujer demandada o
demandante en divorcio puede realizar, en virtud de las disposiciones
del artículo 24 de la Ley No. 1306 bis de 1937, de Divorcio. además de la
fijación de sellos sobre los bienes de la comunidad otras medidas
protectoras, como la oposición a la disponibilidad de los bienes con-
fiados a terceras personas; que esa oposición no corresponde exac-
tamente al embargo retentivo por su carácter esencialmente con-
ser •atorio y porque no requiere la existencia de una acreencia cierta,
líquida y exigible ni que fuese autorizada por decisión judicial; que
además, la misma no conduce a la transferencia de los valores en favor
de la persiguiente, que en ese mismo orden de ideas, el tercero a quien
se notifica una oposición, o el tercero embargo, por asimilación, no es
juez de la Validez de la oposición, ni tiene que apreciar su mérito o buen
fundamento; que, en tal virtud, tanto por extensión del artículo 1242 del
Código Civil por analogía con el embargo retentivo en cuanto a los
efectos de la indisponibilidad de los bienes, como por los articulas 1944
del mismo Código o el 32 de la Ley No. 2839 de 1151 sobre Cheques, si se
tratara de un depositario o de un banco, dicho tercero no incurre en
responsabilidad si en el caso de una oposición, rehá.,z . el pago de
cheques o la entrega de los valores que les hayan sido confiados en
depósito, aun cuando la oposición fuera irregular o no estuviera
justificada, hasta que se haya presentado su levantamiento judicial o
amigable, senalando al respecto que este tercero juega un papel pasivo
y que por tanto no es a él sino al embargado, a quien corresponde
promover la acción en levantamiento de la oposición.

Cas. 7 septiembre 1984, B.J. 886, Págs. 2291 y 2383.

Comitente. Calidad no discutida por ante los jueces del fondo. Medio
nuevo en Casación. Inadmisible.

En el expediente consta que A. R. C. B. fue puesto en causa como
persona civilmente responsable del hecho cometido por M. A. R.
mie as éste conduela un automóvil de C.R. asegurado con la C.D. de
S. C. por A.: que el abogado B.G. asistió a la audiencia celebrada en el

'primer grado..y expuso que representaba en dicha audiencia a los
indicados eiliplazaans; qus en la referida ~tienda se decidió, a pedi
memo del 11agistracto Presidente. reenviar la causa correccional pare
el 20 de septiembre de 1978 y el abogado B.G. no se opuso a dicha
fi memo. pero no asistió a la nueva audiencia para presentar los medios
d • defensa que hubiera estimado pertinentes; que luego el señalado
abogado. en represenlacion de los condenadas entre quienes figuraba
A.R.C.I1. como comitente del prevenido H. ¡interpuso el correspondien-
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te recur4o de apelleiór gin los recurrentes no comparecieron por ante
la Corla a :Ha y no pi asentaron por tanto, en aquella jurisdicción de
segundo grade, nin.tun inegato tendente a discutir la calidad de
comitente que se le ha hin at ri huido a A.R.C.H.; que como se advierte, el
medio de casación q le han presentado los recurrentes va dirigido ex-
clusivamente a discutir, por primera vez en casación, la calidad de
comitente que se le habla atribuido a C. H. en su condición de
propietario del vehículo causante del accidente; que en esas con-
diciones el medio que se examina resulta nuevo por tanto inadmisible
en casación

Cas. 21 noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 3048.

Conclusiones. Deber de los Jueces del fondo. Rechazamiento de
conclusiones sin dar motivos. Casación.

Los Jueces están en la obligación de responder a todos los puntos de
las conclusiones de las partes. para admitirlos o rechazarlos, dando los
motivos que sean pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las con-
clusiones principales como a las subsidiarias lo mismo que a las con-
clusiones que contengan una demanda, una defensa, una excepción o un
medio de inadmisión; que en la especie el examen de la sentencia im-
pugnada, muestra que ante la Corte a-qua la recurrente presentó las
conclusiones siguientes: "Primero: que en el aspecto civil, se revoque
la sentencia recurrida en sus ordinales Oto. y 5to. en razón de no haberse
establecido que A.A.M., prevenido, haya sido en ningún momento
asegurado por la compañía T.G.S.C., C. por A.. y por consiguiente dicha
compañia no debe responder de acuerdo a la ley de la materia, de las
indemnizaciones a que fue condenado quien no era su asegurado; que la
T.G.S.C., C. por A., sólo actúa como representante en el país de T. Y.I.
Co. lAd.. quien ro fue °misia en causa en ninguna calidad y que en el ex:.
pediente no figura ningún documento donde se pruebe que la deman-
dada T. G.S.C., C. por A., haya emitido póliza de seguro. al señor
A.A.M., en cuya virtud el mandatario no se obliga personalmente
cuando acula a nombre del demandante y sólo compromete a aquel por
cuyo nombre ha actuado; Segundo: Que se condene a los señores
A.R.F.. P. de la R., J.B. de R. y O.R., al pago de las costas civiles del
procedimiento, tanto en el primer grado, como en segundo y se ordene
su distracción en provecho del Dr. M. de J.D.S., por estarlas avanzando
en su totalidad"; que sin embargo la Corte a-qua al declarar oponibles
las condenaciones civiles de T.G.S.C., C. por A., rechazó im-
plícitamente dichas conclusiones sin dar motivos justificativos de tal
rechazamiento; en consecuencia la sentencia impugnada debe ser
casada en ese punto.

Cas. lro. Junio 1984, B. J. 883. Pág. 1335.

Conclusiones rechazadas sin dar los motivos pertinentes. Sentencia
que viola las reglas de la autoridad i de la cosa juzgada. Casación.

En la especie, la recurrente presentó ante la Corte a-qua las
siguientes conclusiones: que entre los nombres incluidos en el poder

owizadt. por las Colon( • del C.K. a la A. de C. A. del C.R., Inc., figura-
han pez-lonas J .:1~(ns y sucesiones cuyas miembros no fueron
nominativamente designados, por lo que carecían de personalidad
jurídica para otorgar un poder; que, no obstante, la Corte a-qua admitió
como regulares los pagos hechos en sus manos por los terceros em-
bargados en virtud del embargo retentivo trabado por dichos colonos
contra la recurrente; que, además en el fallo impugnado se afirma que
de acuerdo con la sentencia de la S.C. de J , del 9 de agosto del 1978
quedó establecido que la recurrente era deudora de los colonos de una
suma determinada de dinero por falta de pago de una diferencia con la
cantidad de toneladas de cañas suministradas por los colonos a la
recurrente, cuando por esa sentencia se casó la de la Corte de Apelación
de S. D., que condenó a la G. and W al pago de esas sumas sin tomar en
cuenta que esa sentencia habla sido casada y que estaba pendiente del
conocimiento del envío ordenado, por lo cual dicho fallo no había
adquirido la autoridad de la cosa definitivamente juzgada; que, por lo
antes expuesto es evidente que en la sentencia impugnada se violó el
derecho de defensa de la recurrente y se incurrió en la violación de las
reglas de la autoridad de la cosa juzgada, por lo que dicho fallo debe ser
casado sin que sea necesario examinar los demás medios del recurso.

Cas. 12 noviembre 1984, 13.3. 888, Pág. 211.i.
Confiscación general de bienes. Ley 583 del 1962.
Por el hecho de haber sido la confiscación general de bienes en per-

juicio del recurrente ordenada por la Ley No 5823 del 21 de febrero de
1962, era a éste a quien correspondía hacer la prueba contraria de que
los bienes adquiridos por él durante la pasada tiranía que terminó el 30
de mayo de 1961, no le fueran al amparo de la usurpación o del abuso del
poder cometido por R.L. T.M. que al no haber sido hecha esa prueba, tal
y como la pone a su cargo el articulo 2 de la mencionada ley, la Corte a-
gua en funciones de Tribunal de Confiscaciones, no ha incurrido en los
vicios y violaciones denunciados, en consecuencia, el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Cas. 27 de agosto de 1984, B.J. 885, Pág. 2102.
Contencioso Administrativo. Recurso. Arts. 15 y 16 de la Ley 1494 de

1947. Dictamen del Procurador General Administrativo. Derecho de
defensa del Estado garantizado.

En esta materia no se precisa que los organismos públicos
enumerados en el Art. 15, sean especialmente citados para el
conocimiento y fallo de un asunto; que su representación y defensa las
asumen de pleno derecho el P.G. Administrativo; que, en la especie,
según consta en el fallo impugnado, el expediente fue comunicado al P
G. A., y éste emitió un dictamen dejando la solución del asunto a la
"consideración justa y ecuánime de los Jueces que integran el Tribunal
S.A."; que en esas condiciones es obvio que se cumplió con el voto de la
ley y el derecho de defensa del recurrente, como del Estado. no ha sido

ionado, por lo cual los medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados.

Cas. 21 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2441.	 e 1
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le recurso de apelaciór . qu los recurrentes no comparecieron por ante
la Con/ a :un y no n' escalaron por tanto, en aquella jurisdicción de
segundo grade. nirmun alegato tendente a discutir la calidad de
coro i tenle que se le habla atribuido a A.R.C.H.; que como se advierte, el
medio de casación qic han presentado los recurrentes va dirigido ex-
clusivamente a discutir, por primera vez en casación, la calidad de
comitente que se le habla atribuido a C. II. en su condición de
propietario del vehículo causante del accidente; que en esas con-
diciones el medio que se examina resulta nuevo por tanto inadmisible
en casación

Cas. 21 noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 3048.

Conclusiones. Deber de los Jueces del fondo. Rechazamiento de
conclusiones sin dar motivos. Casación.

Los Jueces están en la obligación de responder a todos los puntos de
las conclusiones de las partes. para admitirlos o rechazarlos, dando los
motivos que sean pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las con-
clusiones principales como a las subsidiarias lo mismo que a las con-
clusiones que contengan una demanda, una defensa. una excepción o un
medio de inadmisión; que en la especie el examen de la sentencia im-
pugnada, muestra que ante la Corte a-qua la recurrente presentó las
conclusiones siguientes: "Primero: que en el aspecto civil, se revoque
la sentencia recurrida en sus ordinales 4to. y Sto. en razón de no haberse
establecido que A.A.M., prevenido, haya sido en ningún momento
asegurado por la compañia T.G.S.C., C. por A., y por consiguiente dicha
compañia no debe responder de acuerdo a la ley de la materia, de las
indemnizaciones a que fue condenado quien no era su asegurado; que la
T.G.S.C., C. por A., sólo actúa como representante en el país de T. Y.I.
Co. Ltd.. quien no fue ouest a en causa en ninguna calidad y que en el ex-
pediente no figura ningún documento donde se pruebe queue la deman-
dada T. G.S.C., C. por A., haya emitido póliza de seguro, al señor
A.A.M., en cuya virtud el mandatario no se obliga personalmente
cuando actúa a nombre del demandante y sólo compromete a aquel por
cuyo nombre ha actuado; Segundo: Que se condene a los señores
A.R.F., P. de la R., J.B. de R. y alt., al pago de las costas civiles del
procedimiento. tanto en el primer grado, como en segundo y se ordene
su distracción en provecho del Dr. M. de J.D.S., por estarlas avanzando
en su totalidad": que sin embargo la Corte a-qua al declarar oponibles
las condenaciones civiles de T.G.S.C., C. por A., rechazó im-
plicitamente dichas conclusiones sin dar motivos justificativos de tal
rechazamiento; en consecuencia la sentencia impugnada debe ser
casada en ese punto.

Cas. Iro. Junio 1984, B. J. 883, Pág. 1335.

Conclusiones rechazadas sin dar las motivos pertinentes. Sentencia
que viola las reglas de la autorinall de la cosa juzgada. Casación.

En la especie, la recurrente presentó ante la Corte a-qua las
siguientes conclusiones: que entre los nombres Incluidos en el poder

otorgad, por los colon' •• del C.R. a la A. de C. A. del C.R., Inc., figura-
ban pen.onas failetioa4 y sucesiones cuyos miembros no fueron
nominativamente designados, por lo que carecían de personalidad
jurídica para otorgar un poder; que, no obstante, la Corte a-qua admitió
como regulares los pagos hechos en sus manas por los terceros em-
bargados en virtud del embargo retentivo trabado por dichos colonos
contra la recurrente; que, además en el fallo impugnado se afirma que
de acuerdo con la sentencia de la S.C. de J , del 9 de agosto del 1978
quedó establecido que la recurrente era deudora de los colonos de una
MIMA determinada de dinero por falta de pago de una diferencia con la
cantidad de toneladas de cañas suministradas por los colonos a la
recurrente, cuando por esa sentencia se casó la de la Corte de Apelación
de S. D., que condenó a la G. and W al pago de esas sumas sin tomar en
cuenta que esa sentencia habla sido casada y que estaba pendiente del
conocimiento del envío ordenado, por lo cual dicho fallo no habla
adquirido la autoridad de la cosa definitivamente juzgada ; que, por lo
antes expuesto es evidente que en la sentencia impugnada se violó el
derecho de defensa de la recurrente y se incurrió en la violación de las
reglas de la autoridad de la cosa juzgada, por lo que dicho fallo debe ser
casado sin que sea necesario examinar los demás medios del recurso.

Cas. 12 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 29 t
Confiscación general de bienes. Ley 583 del 1962.
Por el hecho de haber sido la confiscación general de bienes en per-

juicio del recurrente ordenada por la Ley No. 5823 del 21 de febrero de
1962, era a éste a quien correspondia hacer la prueba contraria de que
los bienes adquiridos por él durante la pasada tiranía que terminó el 30
de mayo de 1961, no le fueran al amparo de la usurpación o del abuso del
poder cometido por R.L. T.M. que al no haber sido hecha esa prueba, tal
y como la pone a su cargo el articulo 2 de la mencionada ley, la Corte a-
qua en funciones de Tribunal de Confiscaciones, no ha incurrido en los
vicios y violaciones denunciados, en consecuencia, el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Cas. 27 de agosto de 1984. B.J. 885, Pág. 2102.
Contencioso Administrativo. Recurso. Arts. 15 y 16 de la Ley 1494 de

1947. Dictamen del Procurador General Administrativo. Derecho de
defensa del Estado garantizado.

En esta materia no se precisa que los organismos públicos
enumerados en el Art. 15, sean especialmente citados para el
conocimiento y fallo de un asunto; que su representación y defensa las
asumen de pleno derecho el P.G. Administrativo; que, en la especie,
según consta en el fallo impugnado, el expediente fue comunicado al P
G. A., y éste emitió un dictamen dejando la solución del asunto a la
"consideración justa y ecuánime de los Jueces que integran el Tribunal
S.A."; que en esas condiciones es obvio que se cumplió con el voto de la
ley y el derecho de defensa del recurrente, como del Estado, no ha sido
lesionado, por lo cual los medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados.

Cas. 21 septiembre 1984, B.J. 888, Pág. 2441. e 1
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Contencioso Administrativo. Recurso	 •Casación.	 Desistimiento.
Sentencia que da acta de desistimiento. ,	•

Que en fecha 27 de junio de 1)84 dirigió a la S.C. de J. el banco
recurrente, que termina asi: por medio del presente escrito desisten
formalmente tanto del recurso interpuesto por el B.C. de la Rep. Dom.
el 1.1 de septiembre de 1978 contra la sentencia dictada por la Cámara de
Cuentas en !unciones de Tribunal Superior Administrativo, en fecha 14
de agosto de 1978 como de la solicitud de suspensión de la ejecución de la
indicada sentencia elevada a ese alto Tribunal también en fecha la de
septiembre de 1978. así como de cualquier otro escrito de este Banco C.
relacionado con la demanda en intervención forzosa incoada a
requerimiento de kW. B. (South) Inc., contra el B.C. de la Rep. Dom
con motivo de la litis obtenida entre dicha firma y la 0.F., S.A., con
posterioridad a la fecha en que fue conocido en audiencia pública el
presente recurso y antes de su deliberación y fallo, el recurrente ha
desistido de su recurso; que tal desistimiento no tiene que ser aceptado
por los recurridos en razón de que contra ellos se ha promovido el
defecto.

Cas. 6 de julio 1984, B.J. 884, Pág. 1710

Contrato civil de arrendamiento y no contrato de trabajo.
De los términos claros y precisos del contrato, antes transcrito, que el

recurrente reconoce haberlo	 firmado,	 se	 advierte,	 in-
cuestionablemente, que la relación existente entre el recurrente y la
compañía recurrida, no era la correspondiente a un contrato de trabajo
protegido por las leyes laborales, sino la concerniente a un contrato
civil de arrendamiento para la explotación de un negocio de peluquería

Cas. 10 diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3259.

Contrato de trabajo. Actas de los inspectores de trabajo no firmada
por los infractores. Valor probatorio. Facultades de los Jueces.

Si bien es verdad que el artículo 408 del Código de Trabajo atribuye
valor probatorio de hasta inscripción en falsedad, a los hechos relatados
en las actas redactadas por los Inspectores de Trabajo, no es menos
cierto que ese valor de prueba está subordinado a la circunstancia de
que el acta haya sido firmada a la vez por los testigos y por el infractor o
su representante, sin protesta ni reserva; que, en la especie, pos in-
formes a que se refiere la recurrente están firmados solamente por el
Inspector actuante, por lo cual son simples documentos de la causa
cuyo valor probatorio es el que le atribuye el Juez.

Cas. 3 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 270.

Contrato de trabajo. Cláusula que obligaba al empleador a concertar
un seguro de vida para el trabajador. Muerte del trabajador. Demanda
de los herederos contra el empleador reclamándole el cumplimiento de
sus obligaciones. Competencia del tribunal laboral.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
Cámara a-qua para confirmar la sentencia del T. de Primer G. que

declaró la competencia de las jurisdicciones laborales para conocer de

le demanda de que se trata, expresó en definitiva que entre las
recurrentes y A.T. existió un contrato de trabajo por tiempo indefinido;
que según se alega, ese contrato contenía una cláusula por la cual las
empresas empleadoras se hablan comprometido a contratar un seguro
de vida a favor del trabajador: que la demanda incoada por las
recurridas tiene	 su motivo y razón de ser en el contrato de trabajo
aludido; que, como ocurre en la especie, cuando se trata de la
reclamación por los herederas de un trabajador fallecido, de derechos
pertenecientes a éste en virtud del contrato de trabajo y que son
adeudados por el patrono, los Tribunales de Trabajo son los com-
petentes para conocer y resolver las controversias que surjan al
respecto; que al decidirlo así la Camara a-qua hizo una correcta
aplicación de las reglas que rigen la competencia, sin incurrir en los
vicios y violaciones denunciados.

Cas. 21 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2446.

Contrato de concesión. Art. 7, Parr. VIII de la Ley 173 de 1966
modificado por la ley 622 de 1973. Sentencia dictada después de los 30
días fijados por dicho texto legal. Sanción al Juez, pero no nulidad de la
sentencia.

El hecho de que la sentencia no sea dictada en el plazo indicado por el
referido texto de Ley, no está sancionado con la nulidad de la misma,
sino como lo expresa el señalado artículo, con la aplicación de la san-

' ción prevista por el 165 de la Ley de Organización Judicial, esto es, con
(1 . :v.aa el' al 11 . -,	 len. de la proporcion correspondiente por

cana dad e , . icti 11 19 (4.1( . , por tanto, el ouzdio que se examina carece de
ainisaine.it., y	 e se] desestimado:

Cas. 19 diciembre 1984, B.J. 889. Pág. 3348.

Contrato de trabajo para una obra o servicio determinado. Alegato de
despido. Documento aportado por el patrono, pero no ponderado por los
jueces del fondo. Casación por falta de base legal.

En la especie el patrono depositó por ante la Cámara a-qua una carta
dirigida el 28 de abril de 1977 al encargado de la O. de T. de S. C., por J.
R.L.11.. en nombre de J.J. L. S.A., en la cual ésta comunicó a dicho
funcionario que en vista de que en esa fecha se habla realizado la
primera etapa de la construcción del C. D. de S. C., quedaban cesan-
teados los trabajadores de la obra, con la excepción de algunos, cuyos
nombres aparecen en dicha comunicación, que permanecerían hasta la
terminación de la construcción; es evidente que si el Juez a-quo hubiera
examinado el mencionado documento hubiera podido dar, even-
tualmente, al caso una solución distinta.

Cas. 25 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1246.

Contrato de trabajo. Comunicación del patrono a las autoridades
laborales sujeta a comprobación por el Departamento. Elementos de.
juicio de la litis. Art. 57 de la Ley G37 de 1944.

1



Contencioso Administrativo. Recurso. Casación. Desistimiento..	 . 
Sentencia que da acta de desistimiento.

Que en fecha 27 de turno de 1%4 dirigió a la S.C. de J. el banco
recurrente, que termina ase; por medio del presente escrito desisten
formalmente tanto del recurso interpuesto por el B.C. de La Rep. Dom.
el i.t de septiembre de 1978 contra id sentencia dictada por la Cámara de
Cuentas en funciones (le Tribunal Superior Administrativo, en fecha 14

' de agosto de 1978 como de la solicitud de suspensión de la ejecución de la
indicada sentencia elevada a ese alto Tribunal también en fecha 13 de
septiembre de 1978. así como de cualquier otro escrito de este Banco C.
relacionado con la demanda en	 intervención forzosa incoada a
requerimiento de la W. B. (South) Inc., contra el B.C. de la Rep. Dom
con motivo de la litis obtenida entre dicha firma y la 0.F., S.A., con
posterioridad a la fecha en que fue conocido en audiencia pública el
presente recurso y antes de su deliberación y fallo, el recurrente ha
desistido de su recurso; que tal desistimiento no tiene que ser aceptado
por los recurridos en razón de que contra ellos se ha promovido el
defecto.

Cas. 6 de julio 1984, B.J. 884, Pág. 1710

Contrato civil de arrendamiento y no contrato de trabajo.
De los términos claros y precisos del contrato, antes transcrito, que el

recurrente reconoce haberlo	 firmado,	 se advierte,	 in-
cuestionablemente, que la relación existente entre el recurrente y la
compañia recurrida, no era la correspondiente a un contrato de trabajo
protegido por las leyes laborales, sino la concerniente a un contrato
civil de arrendamiento para la explotación de un negocio de peluquería

Cas. 10 diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3269.

Contrato de trabajo. Actas de las inspectores de trabajo no firmada
por los infractores. Valor probatorio. Facultades de los Jueces.

Si bien es verdad que el artículo 408 del Código de Trabajo atribuye
valor probatorio de hasta inscripción en falsedad, a los hechos relatajos
en las actas redactadas por los Inspectores de Trabajo, no es menos
cierto que ese valor de prueba está subordinado a la circunstancia de
que el acta haya sido firmada a la vez por los testigos y por el infractor o
su representante, sin protesta ni reserva; que, en la especie, los in-
formes a que se refiere la recurrente están firmados solamente por el
Inspector actuante, por lo cual son simples documentos de la causa
cuyo valor probatorio es el que le atribuye el Juez.

Cas. 3 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 270.

Contrato de trabajo. Cláusula que obligaba al empleador a concertar
un seguro de vida para el trabajador. Muerte del trabajador. Demanda
de los herederos contra el empleador reclamándole el cumplimiento de
sus obligaciones. Competencia del tribunal laboral.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
Cámara a-qua para confirmar la sentencia del T. de Primer G. que
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declaró la competencia de las jurisdicciones laborales para conocer de
la demanda de que se trata, expresó en definitiva que entre las

recurrentes y A.T. existió un contrato de trabajo por tiempo indefinido;
que según se alega, ese contrato contenta una cláusula por la cual las
empresas empleadoras se hablan comprometido a contratar un seguro
de vida a favor del trabajador; que la demanda incoada por las
recurridas tiene su motivo y razón de ser en el contrato de trabajo
aludido; que, como ocurre en la especie, cuando se trata de la
reclamación por los herederos de un trabajador fallecido, de derechos
pertenecientes a éste en virtud del contrato de trabajo y que son
adeudados por el patrono, los Tribunales de Trabajo son los com-
petentes para conocer y resolver las controversias que surjan al
respecto: que al decidirlo así la Cámara a-qua hizo una correcta
aplicación de las reglas que rigen la competencia, sin incurrir en los
vicios y violaciones denunciados.

Cas. 21 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2446.

Contrato de concesión. Art. 7, Parr. VIII de la Ley 173 de 1966
modificado por la ley 622 de 1973. Sentencia dictada después de los 30
días fijados por dicho texto legal. Sanción al Juez. pero no nulidad de la
sentencia.

El hecho de que la sentencia no sea dictada en el plazo indicado por el
referido texto de Ley, no está sancionado con la nulidad de la misma,
sino como lo expresa el señalado articulo, con la aplicación de la san-
cien prevista por el 165 de la Ley de Organización Judicial, esto es, con
ni d., ej.w go al 1. 1 . 1. de cc .an lito, de la proporción correspondiente por
caca /11;1 (.•• It It it to	 por tanto. el medio que se examina carece de
.anoame	 y (1.• !•e set desestunado:

Cas. 19 diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3348.

Contrato de trabajo para una obra o servicio determinado. Alegato de
..	 despido. Documento aportado por el patrono, pero no ponderado por los
.lit,	 jueces del fondo. Casación por falta de base legal.
-^ 	 En la especie el patrono depositó por ante la Cámara a-qua una carta

'	 dirigida el 28 de abril de 1977 al encargado de la O. de T. de S. C., por J.
B.L.M., en nombre de J.J. L. S.A., en la cual ésta comunicó a dicho
funcionario que en vista de que en esa fecha se había realizado la
primera etapa de la construcción del C. D. de S. C., quedaban cesan-
teados los trabajadores de la obra, con la excepción de algunos, cuyos

'1...	 nombres aparecen en dicha comunicación, que permanecerían hasta la
terminación de la construcción; es evidente que si el Juez a-quo hubiera
examinado el mencionado docwnento hubiera podido dar, even-
tualmente, al caso una solución distinta.

Cas. 25 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1246.

Contrato de trabajo. Comunicación del patrono a las autoridades
laborales sujeta a comprobación por el Departamento. Elementos de
juicio de la litis. Art. 57 de la Ley 637 de 1944.
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Es un principio establecido por el articulo 57 de la Ley No. 637 de 1944
sobre Contratos de Trabajo, que todos los medios de prueba serán
admisibles con motivo de un contrato de trabajo; que, en tal virtud
deben ser elmit ido, con medias de prueba, libros, libretas, registros y
otros documentos que las leyes o reglamentos de trabajo exijan a
empleados o trabajadores, particularmente si su contenido está sujeto a
la comprobación de las autoridades laborales, como lo están las
comunicaciones del patrono al Departamento de trabajo señalando la
fecha de la terminación de las labores estacionales o Indicado la lista de
los trabajadores cuya labor ha terminado; que el hecho de que el
Departamento de Trabajo no haya realizado ninguna comprobación
oficial del asunto, como se afirma, no excluye a tales documentos como
elementos de juicio de la litis. los cuales deben ser ponderados; que si a
juicio de los jueces del fondo tales documentos no son lo suficientemente
idóneos para su edificación nada se opone a que ordenen las medidas de
instrucción que estimen de lugar para una buena administración de
justicia; como en la especie la Cámara a-qua descartó el Indicado
documento como elemento de juicio de la litis. es . claro que al fallar de
ese modo se incurrió en la violación de las reglas de la prueba en
materia laboral y se lesionó además, el derecho de defensa de la
recurrente, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada:

Cas. 31 agosto 1984, B.J. 885, Págs. 2177 a 2201.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Reclamación de
prestaciones. Trabajador que no obtiene todo lo que reclama. Co:.
dentición en costas contra el patrono.

Que el hecho de que la persona que reclama prestaciones laborales
con motivo de un despido injustificado no obtenga la suma inicialmente
reclamada, no la convierte en perdidosa frente a su adversario que le
niega los derechos por él reclamados, aunque ambas partes hayan
reunido contra el fallo de primera instancia que le acordó determinadas
prestaciones; pues el hecho de seguir aspirando a las sumas
inicialmente reclamadas tampoco la convierte en perdidosa si como
ocurrió en la especie la otra parte, también apelante, le sigue
discutiendo el derecho a las prestaciones laborales por él demandadas
total o parcialmente; que si bien en este caso las costas podrán ser
compensadas; como ello es facultativo para el Tribunal, según el arti-
culo 131 del Código de Procedimiento Civil, al no hacerlo, el fallo im-
pugnado, no puede por ese motivo ser anulado, en consecuencia el
alegato que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 8 junio 1984, B.J. 883. Pág. 1406.

Contrato de trabajo. Conclusiones de una de las partes; rechazadas
sin dar los motivos justificativos de ese rechazamiento.

Cas. 3 febrero 1984. B.J. 879. Pág. 276.

Daños y perjuicios. Monto de la indemnización. Motivos justificati-
vos. Casación por falta de base legal.

En la especie se acordó una indemnización de RD$1,500.00, por los
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daños ocasionados tu propietario del vehículo que reciblólos desperfec-
tos. sin especificar la magnitud de los daños y sin dar constancia, como
era su deber. de los elementos de juicio en que se fundamentó para
apreciar de manera razonable el monto total de las reparaciones de-
bidas; que si bien es cierto, que los jueces del fondo son soberanos en la
apreciación del monto de las Indemnizaciones, eso no los libera de la
obligación de indicar en sus sentencias, los hechos y circunstancias, así
corno los motivos pertinentes relativos a ese aspecto: que al no hacerle
así, la Cámara a-qua. incurrió en los vicios denunciados en el punto del
medio que se examina, por lo que procede su casación por falta de base
legal e insuficiencia de motivos en el referido aspecto.

Cas. 13 de febrero 1%4, B.J. 879, Pág. 357

Daños y perjuicios. Reparación. Obligación del demandante de la
reparación. Prueba del perjuicio.

Para que los tribunales puedan condenar al pago de una indemni-
zación, como reparación de daños y perjuicios, es indispensable que se
establezca la existencia no sólo de una falta imputable al demandado,
sino del perjuicio ocasionado a quien reclama la reparación, y la re-
lación de la causa a efecto entre la falta y el perjuicio; que, por tanto la
Corte a-qua procedió correctamente al rechazar la demanda en re-
paración de daños y perjuicios en vista de que el demandante misil-
ministró la prueba de la existencia del perjuicio alegado

Cas. 21 de septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2458.

ds'
Daños y perjuicios a justificar por estado. Demanda civil tendente a

reducir el monto de la liquidación. Experticio innecesario. Facultad de
los jueces del fondo.

Cas. 11 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1103.

Debates. Reapertura. Sentencia que la ordena. Carácter prepara-
torio. Casación. Articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

La sentencia que ordena una reapertura de los debates, tiene en todo
caso un carácter preparatorio que no prejuzga el fondo; que, en la es-
pecie, ese criterio se reafirma por la circunstancia de que toda parte
que ofrece hacer la prueba de sus alegatos por medio de un informativo
testimonial, se expone al riesgo que significa el contrainformativo, el
cual es de derecho, y de cuya celebración no se puede deducir que el
juez haya subordinado la solución del asunto al resultado de la señalada
medida; que al tenor del último párrafo del artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, contra las sentencias preparatorias, no se
puede recurrir en casación sino después de la sentencia del mit va : que
como en el presente caso el recurso de casación fue interpuesto contra
una sentencia preparatoria, antes de que se dictara sentencia definitiva
sobre el fondo, es obvio que dicho recurso es inadmisible por prema-
turo.

Cas 19 de marzo 1984. B J.880, Pág. 691
Defecto del demandante. Descargo puro y simple de la demanda.

Sentencia no susceptible de ape lac ion. Debe intentarse nueva demanda
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Es un principio establecido por el articulo 57 de la Ley No. 637 de 1944
sobre Contratos de Trabajo, que todos los medios de prueba serán
admisibles con motivo de un contrato de trabajo; que, en tal virtud
deben ser iban ido% con medios de prueba, libros, libretas, registros y
otros documentos que las leyes o reglamentos de trabajo exijan a
empleados o trabajadores, particularmente si su contenido está sujeto a
la comprobación de las autoridades laborales, como lo están las
comunicaciones del patrono al Departamento de trabajo señalando la
fecha de la terminación de las labores estacionales o Indicado la lista de
los trabajadores cuya labor ha terminado; que el hecho de que el
Departamento de Trabajo no haya realizado ninguna comprobación
oficial del asunto, como se afirma, no excluye a tales documentos como
elementos de juicio de la litis. los cuales deben ser ponderados; que si a
juicio de los jueces del fondo tales documentos no son lo suficientemente
idóneos para su edificación nada se opone a que ordenen las medidas de
instrucción que estimen de lugar para una buena administración de
justicia ; como en la especie la Cámara a-qua descartó el Indicado
documento como elemento de juicio de la litis, es. claro que al fallar de
ese modo se incurrió en la violación de las reglas de la prueba en
materia laboral y se lesionó además, el derecho de defensa de la
recurrente, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada :

Cas. 31 agosto 1984, R.J. 885, Págs. 217; a 2201.

Contrato de trabajo. Despido injustificado. Reclamación de
prestaciones. Trabajador que no obtiene todo lo que reclama. Con-
denación en costas contra el patrono.

Que el hecho de que la persona que reclama prestaciones laborales
con motivo de un despido injustificado no obtenga la suma inicialmente
reclamada, no la convierte en perdidosa frente a su adversario que le
niega los derechos por él reclamados, aunque ambas partes hayan
reunido contra el fallo de primera instancia que le acordó determinadas
prestaciones; pues el hecho de seguir aspirando a las sumas
inicialmente reclamadas tampoco la convierte en perdidosa si como
ocurrió en la especie la otra parte, también apelante, le sigue
discutiendo el derecho a las prestaciones laborales por él demandadas
total o parcialmente; que si bien en este caso las costas podrán ser
compensadas; como ello es facultativo para el Tribunal, según el arti-
culo 131 del Código de Procedimiento Civil, al no hacerlo, el fallo im-
pugnado, no puede por ese motivo ser anulado, en consecuencia el
alegato que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 8 junio 1984, B.J. 883. Pág. 1406.

Contrato de trabajo. Conclusiones de una de las partes; rechazadas
sin dar los motivos justificativos de ese rechazamiento.

Cas. 3 febrero 1984. R.J. 879. Pág. 276.

Daños y perjuicios. Monto de la indemnización. Motivos justificati-
vos. Casación por falta de base legal.

En la especie se acordó una indemnización de RD51,500.00, por los
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daños ocasionados tu propietario del vehículo que recibiólos desperfec-
tos, sin especificar la magnitud de las daños y sin dar constancia, como
era su deber. de los elementos de juicio en que se fundamentó para
apreciar de manera razonable el monto total de las reparaciones de-
bidas; que si bien es cierto, que los jueces del fondo son soberanos en la
apreciación del monto de las indemnizaciones, eso no los libera de la
obligación de indicar en sus sentencias, los hechos y circunstancias, as!
como los motivos pertinentes relativos a ese aspecto: que al no hacerle
así, la Cámara a-qua. incurrió en los vicios denunciados en el punto del
medio que se examina, por lo que procede su casación por falta de base
legal e insuficiencia de motivos en el referido aspecto.

Cas. 13 de febrero 1%4, B.J. 879, Pág. 357

Daños y perjuicios. Reparación. Obligación del demandante de la
reparación. Prueba del perjuicio.

Para que los tribunales puedan condenar al pago de una indemni-
zación, como reparación de daños y perjuicios, es indispensable que se
establezca la existencia no sólo de una falta imputable al demandado,
sino del perjuicio ocasionado a quien reclama la reparación, y la re-
lación de la causa a efecto entre la falta y el perjuicio; que, por tanto la
Corte a-qua procedió correctamente al rechazar la demanda en re-
paración de daños y perjuicios en vista de que el demandante no‘su-
ministró la prueba de la existencia del perjuicio alegado

Cas. 21 de septiembre 1984, R.J. 886, Pág. 2458.

Daños y perjuicios a justificar por estado. Demanda civil tendente a
reducir el monto de la liquidación. Experticio innecesario. Facultad de
los Jueces del fondo.

Cas. 11 de mayo 1985, B.J. 882, Pág. 1103.

Debates. Reapertura. Sentencia que la ordena. Carácter prepara-
torio. Casación. Articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

La sentencia que ordena una reapertura de los debates, tiene en todo
caso un carácter preparatorio que no prejuzga el fondo; que, en la es-
pecie, ese criterio se reafirma por la circunstancia de que toda parte
que ofrece hacer la prueba de sus alegatos por medio de un informativo
testimonial, se expone al riesgo que significa el contrainformativo, el
cual es de derecho, y de cuya celebración no se puede deducir que el
juez haya subordinado la solución del asunto al resultado de la señalada
medida; que al tenor del último párrafo del artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, contra las sentencias preparatorias, no se
puede recurrir en casación sino después de la sentencia definitiva: que
como en el presente caso el recurso de casación fue interpuesto contra
una sentencia preparatoria, antes de que se dictara sentencia definitiva
Sobre el fondo, es obvio que dicho recurso es inadmisible por prema-
turo.

Cas 19 de marzo 1984. R.J. 880. Pág. e91
Defecto del demandante. Descargo puro y simple de la demanda.

Sentencia no susceptible de apelac ion. Debe intentarse nueva demanda

1
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Cuando el demandante hace defecto y sobre Las conclusiones del
demandado el tribunal se limita a pronunciar el descargo puro y simple
de la demanda sin estatuir sobre el fondo, el demandante pude formar
una nueva demanda ; que la circunstancia de que la sentencia que
pronuncia el descargo de la demanda condene al defectante al pago de
las costas de la instancia, no implica que se haya pronunciado sobre un
aspecto del fondo del proceso. puesto que la condenación en costas es
procedente cava vez que una parte sucumbe, y éstas pueden sucumbir,
como en la especie, sobre un aspecto formal del procedimiento que no
tocó el fondo; qué, cuando una sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia pronuncia el defecto del demandante y descarga al demandado
de la demanda, no es susceptible del recurso de apelación porgue.como
se ha dicho, el demandante puede intentar una nueva demanda y, por
tanto, la Corte de Apelación apoderada de ese recurso, está obligada a
declararlo inadmisible como ocurrió, en el presente caso: que al de-
cidirlo así la Corte a-qua hizo una correcta interpretación del artículo
154 del Código de Procedimiento Civil, que era el texto legal aplicable
en la especie, y no ha podido incurrir en las violaciones que , se denun-
cian en los medios que se examinan, por lo cual éstos carecen de fun-
damento y deben ser desestimados.

Cas. 27 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 165.

Defecto por falta de comparecer. Materia Civil. Ejecución de la sen-
tencia. Aplicación. Art. 156 y 443 del Código Civil.- Cuando comienza el
plazo de la apelación. Condenación contra un menor. Art. 444 del Código
Civil. Notificación al protutor del menor.

Al tenor del antiguo arUculo 159 del Código de Procedimiento Civil,
vigente para la fecha en que se interpuso el recurso de apelación, la
ejecución de la sentencia en defecto por falta de comparecer, cerraba el
plazo del recurso de oposición, pero no el de la apelación, sino que core;-
titula el punto de partida para calcular el plazo de dos meses para inter-
poner este último recurso, de acuerdo con las prescripciones del ar-
ticulo 443 del mismo Código: que, por tanto, la ejecución de una senten-
cia de la naturaleza considerada no le atribula a ella el carácter de la
cosa irrevocablemente juzgada, sino cuando transcurriera el plazo de
dos meses para apelar, sin que este recurso hubiese sido Interpuesto,
por lo cual en el caso resultan inaplicables los artículos 1350, 1351, y 1352
del Código Civil, que se refieren a la autoridad de la cosa juzgada: que,
como en la especie no existe constancia alguna en el expediente del
momento en que el actual recurrido se enteró de los actos de ejecución
de la sentencia apelada, es necesario admitir. que ese conocimiento lo
obtuvo el mismo día en que interpuso el recurso de apelación ini-
cianclwe en esa fecha el plazo de dos meses para interponerlo, por lo
que, su recurso fue incoado dentro del plazo legal, y era, por consiguien-
te, admisible; que por otra parte, y a mayor abundamiento, la Corte a-
qua para admitir el mencionado recurso de apelación, se basó esencial-
mente en que el fallo del tribunal de Primer Grado, que contiene una
condenación en contra del menor L.M. C.F. representado por su tutora
legal, A.A. F., no le fue notificado al protutor de dicho menor como lo
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exige el articulo 444 del Código de Procedimiento Civil, y. por tanto, el
plazo para la apelación no podía comenzar a correr en contra de dicho
menor sin haberse cumplido con el citado requisito.

Cas. 8 de agosto 1984,	 885, Pág. 1984.
r.

Demanda laboral. Rechazo del informativo. Trabajador móvil que no
tenía derecho a recibir prestaciones laborales.

Los jueces del fondo pueden rechazar cualquier medida de instruc-
ción, siempre y cuando estimen que el expediente contiene elementos de
juicio suficientes para fundamentar sus fallos; que, en efecto el Juez a-
guo para rechazar el pedimento del recurrente tendente a la celebra-
ción de un informativo se basó en que éste no articuló en sus conclu-
siones los hechos que se proponía probar con el informativo, y en que
ante los primeros Jueces se realizaron un informativo y un contrainfor-
mativo, por lo que el Juez a-quo estimó que se encuentra suficientemen-
te edificado en el sentido de que el reclamante no era un trabajador fijo,
sino móvil, lo que era el objeto de la controversia, y que, por tanto, el
trabajador demandante no tenía derecho a recibir las prestaciones
laborales que reclamaba.

Cas. 11 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1092.

Denegación. Autorización solicitada a la Suprema Corte de Justicia
para iniciar el procedimiento de denegación de una actuación por ante
el Tribunal de Tierras. Inadmisible. Artículos 53 y 54 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación.

19 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 229.

Desalojo. Incumplimiento del procedimiento previsto por el decreto
4807 de 1959. Demanda en reparación de daños. Sentencia carente de'
base legal. Casación.

En la especie, la Corte a-qua para formar su convicción en el sentiao
en que lo hizo, no ponderó los alegatos de la hoy recurrente relativa,. al
incumplimiento del procedimiento previsto por el Decreto No. 4807 de
1959, ni la influencia que esa situación, de ser cierta, podría eventual-
mente tener en la caracterización de la falta; que esa ausencia de pon-
deración de circunstancias decisivas para la solución del caso, pone a la
Suprema Corte de Justicia en la imposibilidad de verificar si en la es-
pecie se ha hecho una correcta aplicación de la ley, por lo cual la sen-
tencia impugnada debe ser casada por falta de base legal.

Cas. 2 de marzo 1984, B.J. 880, Pág. 531.

Desistimiento. Materia Comercial. Aniquilamiento de los actos
procesales, sentencia intervenida y fianza judicatum solvi.

En la especie, el examen de la sentencia impugnada pone de mani-
fiesto que la Corte a-qua para fallar como lo hizo, se basó en que la ins-
tancia iniciada con la demanda del 19 de noviembre de 1973, quedó ex-
ti ng uida por el desistimiento del demandante, juzgado válido por los
tribunales, por lo cual todos los actos procesales intervenidos en esa ins-
tancia, incluso la sentencia del 30 de abril de 1974 que habla fijado la
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Cuando el demandante hace defecto y sobre las conclusiones del
demandado el tribunal se limita a pronunciar el descargo puro y simple
de la demanda sin estatuir sobre el fondo, el demandante pude formar
una nueva demanda ; que la circunstancia de que la sentencia que
pronuncia el descargo de la demanda condene al defectante al pago de
las costas de la instancia, no implica que se haya pronunciado sobre un
aspecto del fondo del proceso, puesto que la condenación en costas es
procedente cava vez que una parte sucumbe, y éstas pueden sucumbir,
como en la especie, sobre un aspecto formal del procedimiento que no
tocó el fondo; que. cuando una sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia pronuncia el defecto del demandante y descarga al demandado
de la demanda. no es susceptible del recurso de apelación porque.como
se ha dicho, el demandante puede intentar una nueva demanda y, por
tanto, la Corte de Apelación apoderada de ese recurso, está obligada a
declararlo inadmisible como ocurrió, en el presente caso' que al de-
cidirlo así la Corte a-qua hizo una correcta interpretación del artículo
154 del Código de Procedimiento Civil, que era el texto legal aplicable
en la especie, y no ha podido incurrir en las violaciones que , se denun-
cian en los medios que se examinan, por lo cual éstos carecen de fun-
damento y deben ser desestimados.

Cas. 27 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 165.

Defecto por falla de comparecer. Materia Civil. Ejecución de la sen-
tencia. Aplicación. Art. 156 y 443 del Código Civil.- Cuando comienza el

. plazo de la apelación. Condenación contra un menor. Art. 444 del Código
Civil. Notificación al protutor del menor.

Al tenor del antiguo articulo 159 del Código de Procedimiento Civil.
vigente para la fecha en que se interpuso el recurso de apelación, la
ejecución de la sentencia en defecto por falta de comparecer., cerraba el
plazo del recurso de oposición. pero no el de la apelación, sino que cons-
tituía el punto de partida para calcular el plazo de dos meses para inter-
poner este último recurso, de acuerdo con las prescripciones del ar-
ticulo 443 del mismo Código; que, por tanto, la ejecución de una senten-
cia de la naturaleza considerada, no le atribuía a ella el carácter de la
cosa irrevocablemente juzgada, sino cuando transcurriera el plazo de
dos meses para apelar, sin que este recurso hubiese sido Interpuesto,
por lo cual en el caso resultan inaplicables los artículos 1350. 1351, y 1352
del Código Civil, que se refieren a la autoridad de la cosa juzgada: que,
como en la especie no existe constancia alguna en el expediente del
momento en que el actual recurrido se enteró de los actos de ejecución
de la sentencia apelada, es necesario admitir, que ese conocimiento lo
obtuvo el mismo día en que interpuso el recurso de apelación ini-
ciándose en esa fecha el plazo de dos meses para interponerlo, por lo
que, su recurso fue incoado dentro del plazo legal, y era, por consiguien-
te, admisible; que por otra parte, y a mayor abundam lento, la Corte a-
gua para admitir el mencionado recurso de apelación, se basó esencial-
mente en que el fallo del tribunal de Primer Grado, que contiene una
condenación en contra del menor L.M. C.F. representado por su tutora
legal, A.A. F., no le fue notificado al protutor de dicho menor como lo
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exige el artículo 444 del Código de Procedimiento Civil, y, por tanto, el
plazo para la apelación no podía comenzar a correr en contra de dicho
menor sin haberse cumplido con el citado requisito.

Cas. 8 de agosto 1984, 11.1 885, Pág. 1984.

Demanda laboral. Rechazo del informativo. Trabajador móvil que no
tenía derecho a recibir prestaciones laborales.

Los jueces del fondo pueden rechazar cualquier medida de instruc-
ción, siempre y cuando estimen que el expediente contiene elementos de
juicio suficientes para fundamentar sus fallos; que, en efecto el Juez a-
guo para rechazar el pedimento del recurrente tendente a la celebra-
ción de un informativo se basó en que éste no articuló en sus conclu-
siones los hechos que se proponía probar con el informativo, y en que
ante los primeros Jueces se realizaron un informativo y un contrainfor-
mativo, por lo que el Juez a-quo estimó que se encuentra suf icientemen-
le edificado en el sentido de que el reclamante no era un trabajador fijo,
sino móvil, lo que era el objeto de la controversia, y que, por tanto, el
trabajador demandante no tenla derecho a recibir las prestaciones
laborales que reclamaba.

Cas. II de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1092.

Denegación. Autorización solicitada a la Suprema Corte de Justicia
para iniciar el procedimiento de denegación de una actuación por ante
el Tribunal de Tierras. Inadmisible. Artículos 53 y 54 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación.

19 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 2::9.

Desalojo. Incumplimiento del procedimiento previsto por el decreto
4807 de 1959. Demanda en reparación de daños. Sentencia carente de'
base legal. Casación.

En la especie, la Corte a-qua para formar su convicción en el sentiao
en que lo hizo, no ponderó los alegatos de la hoy recurrente relativa al
incumplimiento del procedimiento previsto por el Decreto No. 4807 de
1959, ni la influencia que esa situación. de ser cierta, podría eventual-
mente tener en la caracterización de la falta; que esa ausencia de pon-
deración de circunstancias decisivas para la solución del caso, pone a la
Suprema Corte de Justicia en la imposibilidad de verificar si en la es-
pecie se ha hecho una correcta aplicación de la ley, por lo cual la sen-
tencia impugnada debe ser casada por falta de base legal.

Cas. 2 de marzo 1984, B.J. 880, Pág. 531. -

Desistimiento. Materia Comercial. Aniquilamiento de los actos
procesales, sentencia intervenida y fianza judicatura solvi.

En la especie, el examen de la sentencia impugnada pone de mani-
fiesto que la Corte a-qua para fallar como lo hizo, se basó en que la ins-
tancia iniciada con la demanda del 19 de noviembre de 1973, quedó ex-
tinguida por el desistimiento del demandante, juzgado válido por los
tribunales, por lo cual todos los actos procesales intervenidos en esa ins-
ta ncia, incluso la sentencia del 30 de abril de 1974 que habla fijado la
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fianza aet extranjero transeúnte, fueron aniquilados por efecto de aquel
desistimiento; esa forma de razonar de la Corte a-qua es correcta y se
ajusta a los principios jurídicos que rigen la materia, por tanto. para
decidir la cuestión que le fue planteada, dicha Corte no tenla que re-
ferirse a la instancia iniciada con la demanda del 19 de noviembre de
1973. ya extinguida por el desistimiento. como se ha dicho anteriormen-
te, sino, como lo hizo, a la que se inició con la demanda del 6 de noviem-
bre de 1975.

Cas. 5 de septiembre 1984, B.J. 886, Pag. 2257

Desistimiento de Instancia. Materia comercial. Instancia no ligada
por conclusiones al fondo. Demandado que presenta una excepción.
Desistimiento que no necesita la aceptación del demandado.
" En la especie. el examen de la sentencia impugnada pone de manifies

to que la Corte a-qua para admitir la validez del desistimiento del actual
recurrido y fallar como lo hizo, se basó esencialmente en que el desis-
timiento de instancia no precisa de aceptación por parte del deman-
dado, cuando la instancia aún no se encuentra ligada entre las partes;
que la instancia se encuentra ligada cuando el demandado concluye al
fondo o presenta una demanda reconvencional; que como en la especie,
la recurrente, demandada en la instancia desistida, no concluyó al fon-
do ni interpuso demanda reconvenciona I, sino que se limitó a proponer
la excepción de fianza del extranjero transeúnte, es claro que la instan-
cia no se habla ligado entre las partes, por lo cual el desistimiento de ins
tanda del demandante no necesita para su validez de la aceptación de
la demandada ; que para la validez del desistimiento de instancia no es
necesaria la aceptación del demandado, sino después que la instancia
se haya ligado entre las partes; que la misma no está ligada y el desis-
timiento queda posible por declaración unilateral de voluntad del de-
mandante, cuando el demandado ha opuesto una excepción, como
ocurre en la especie, o se limita a invocar la nulidad de la citación; que
la Corte a-qua al decidir de acuerdo con las reglas enunciadas, hizo una
correcta aplicación del artículo 402 del Código de Procedimiento Civil,
por lo cual el único medio propuesto por la recurrente carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Cas. 31 de agosto 1984, B.J.885, Pág. 2204.

Divorcio. Incompetencia del tribunal en razón de la . persona. Anu-
lación de la sentencia. Rechazamiento del recurso.

La Corte a-qua para anular la sentencia apelada y fallar como lo hizo,
se basó esencialmente en que el Tribunal que la dictó era incompetente
en razón de la persona para conocer y fallar la referida demanda en
divorcio, al comprobar por la comparecencia personal de las partes que
la demanda tiene su domicilio y lo tenla al momento de incoarse la
demanda, en la ciudad de S.D., es decir, fuera de la jurisdicción te-
rritorial del J. de P. I. del D. J. de San Cristóbal

Cas. 10 de octubre 1984. B.J. 887. Pág. 2601.

Di. oreio Pedimento de Informacion testimonial. Rechazamiento

de esa medida de instruccion. Aquiescencia a esa sentencia. Casacion.
Inadmisibilidad.

El examen del acta de la audiencia celebrada por la Corte aqua el día
15 de septiembre de 1983, pone de manifiesto que en esa audiencia el
recurrente pidió que se practicara el informativo a que alude y la Corte
a-qua rechazó ese pedimento sin dar motivos justificativos del recha-
zamiento, pero también consta en la misma acta que inmediatamente
después de haberse operado el rechazo de la medida solicitada, le fue
ofrecida la palabra al abogado del recurrente para que formulara sus
conclusiones al fondo del asunto, y aquél sin hacer ninguna reserva res-
pecto de su posición en relación con la medida denegada concluyó, en
primer lugar, solicitando el sobreseimiento de la instancia y en segundo
lugar, pidiendo el rechazamiento del recurso de apelación.

Cas. 10 de octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2598.

Donación y no un acto a titulo oneroso. Desnaturalización de los he-
chos.

De acuerdo con el articulo 1105 del Código Civil, "El contrato de be-
neficencia es aquel en que una de las partes procura a la otra un be-
neficio puramente gratuito"; y el articulo 1106 del mismo Código ex-
presa que: "El contrato a titulo oneroso es aquel que obliga a los con-
tratantes a dar o hacer alguna cosa"; que el Tribunal a-quo estimó que
el acto Notarial del 28 de junio del 1954, otorgado en provecho de J.M.A.,
constituía una compensacion por servicios prestados por éste a la C. de
I., C. por A.; que sin embargo, dicho Tribunal no tuvo en cuenta que por
el examen del expediente y de la sentencia Impugnada se comprueba
que J.M.A. fue liquidado en dicha Compallia y que le fueron compradas
las acciones que tenía en ella, y. en él acto referido se expresa, con toda
claridad que la parcela 218-B se le donaba en recompensa de los ser-
vicios prestados a la Empresa, lo que no deja dudas de que no se trataba
en el caso de la remuneración de trabajos realizados por J.MA . en
dicha Compañía que de no ser pagados ésta podía ser demandada en
justicia de parte del mencionado J.M.A.; que, por tanto, al estimar el
Tribunal a-quo que en la especie se trataba de un acto a titulo oneroso y
no de una liberalidad, y que, de este modo el Inmueble en discusión en-
traba a formar parte de la comunidad que existía entre J.M.A. y G. F
Vda. A., se incurrió en la sentencia impugnada en el vicio de desnatu-
ralización de los hechos de la causa, alegada por los recurrentes.

Cas. 29de febrero 1984, B.J. 879, Pág. 513.

Drogas. Tráfico. Viajera a quien se le ocupó la cantidad de 2 kilos de
cocaína. Culpabilidad. Crimen de traficar con drogas narcóticas.
Párrafo 2 del articulo 68 de la ley 168 de 1975.

Enero 1984. 11.i. 878, Pág. 144.

Embargo Inmobiliario. Demanda en distracción. Sentencia.
Apelación. Plazo de 10 chas. Art. 731 del Código de Procedimiento Civil.
Art. 156 del Código de Procedimiento Civil Modificado por la ley 845 de
1778. Notificación de la sentencia realmente contradictoria. No hay

•
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fianza oca extranjero transeúnte, fueron aniquilados por efecto de aquel
desistimiento; esa forma de razonar de la Corte a-qua es correcta y se
ajusta a los principios jurídicos que rigen la materia, por tanto, para
decidir la cuestión que le fue planteada, dicha Corte no tenia que re-
ferirse a la instancia iniciada con la demanda del 19 de noviembre de
1973, ya extinguida por el desistimiento, como se ha dicho anteriormen-
te. sino, como lo hizo, a la que se inició con la demanda del 6 de noviem-
bre de 1975.

G IS. S de septiembre 1984, B.J. 886, Pag. 2257

Desistimiento de instancia. Materia comercial. Instancia no ligada
por conclusiones al fondo. Demandado que presenta una excepción.
Desistimiento que no necesita la aceptación del demandado.

En la especie. el examen de la sentencia impugnada pone de manifies
lo que la Corte a-qua para admitir la validez del desistimiento del actual
recurrido y fallar como lo hizo, se basó esencialmente en que el desis-
timiento de instancia no precisa de aceptación por parte del deman-
dado. cuando la instancia aún no se encuentra ligada entre las partes;
que la instancia se encuentra ligada cuando el demandado concluye al
fondo o presenta una demanda reconvencional. que como en la especie,
la recurrente, demandada en la instancia desist ida, no concluyó al fon-
do ni interpuso demanda reconvencional, sino que se limitó a proponer
la excepción de fianza del extranjero transeúnte, es claro que la instan-
cia no se había ligado entre las partes, por lo cual el desistimiento de ins
tancia del demandante no necesita para su validez de la aceptación de
la demandada ; que para la validez del desistimiento de instancia no es
necesaria la aceptación del demandado, sino después que la instancia
se haya ligado entre las partes; que la misma no está ligada y el desis-
timiento queda posible por declaración unilateral de voluntad del de-
mandante, cuando el demandado ha opuesto una excepción, como
ocurre en la especie, o se limita a invocar la nulidad de la citación; que
la Corte a-qua al decidir de acuerdo con las reglas enunciadas, hizo una
correcta aplicación del articulo 402 del Código de Procedimiento Civil,
por lo cual el único medio propuesto por la recurrente carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Cas. 31 de agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2204.

Divorcio. Incompetencia del tribunal en razón de la persona. Anu-
lación de la sentencia. Rechazamiento del recurso.

La Corte a-qua para anular la sentencia apelada y fallar como lo hizo,
se basó esencialmente en que el Tribunal que la dictó era incompetente
en razón de la persona para conocer y fallar la referida demanda en
divorcio, al comprobar por la comparecencia personal de las partes que
la demanda tiene su domicilio y lo tenla al momento de incoarse la
demanda, en la ciudad de S.D., es decir, fuera de la jurisdicción te-
rritorial del J. de Pi. del D. J. de San Cristóbal

Cas. 10 de octubre 1984. B J. 887. Pág. 2601.

Dikurcio Pedimento de InformaciOn testimonial. Rechazamiento

de esa medida de instruccion. Aquiescencia a esa sentencia. Casacion.
I nadmisibilidad.

El examen del acta de la audiencia celebrada por la Corte a-qua el día
15 de septiembre de 1983, pone de manifiesto que en esa audiencia el
recurrente pidió que se practicara el informativo a que alude y la Corte
a-qua rechazó ese pedimento sin dar motivos justificativos del recha-
zamiento, pero también consta en la misma acta que inmediatamente
después de haberse operado el rechazo de la medida solicitada, le fue
ofrecida la palabra al abogado del recurrente para que formulara sus
conclusiones al fondo del asunto, y aquél sin hacer ninguna reserva res-
pecto de su posición en relación con la medida denegada concluyó, en
primer lugar, solicitando el sobreseimiento de la instancia y en segundo
lugar, pidiendo el rechazamiento del recurso de apelación.

Cas. 10 de octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2598.

Donación y no un acto a título oneroso. Desnaturalización de los he-
chos.

De acuerdo con el articulo 1105 del Código Civil, "El contrato de be-
neficencia es aquel en que una de las partes procura a la otra un be-
neficio puramente gratuito"; y el articulo 1106 del mismo Código ex-
presa que: "El contrato a título oneroso es aquel que obliga a los con-
tratantes a dar o hacer alguna cosa"; que el Tribunal a-quo estimó que
el acto Notarial del 28 de junio del 1954, otorgado en provecho de J.M.A.,
constituía una compensación por servicios prestados por éste a la C. de
I., C. por A.; que sin embargo, dicho Tribunal no tuvo en cuenta que por
el examen del expediente y de la sentencia impugnada se comprueba
qtle J.:11.A. fue liquidado en dicha Compañia y que le fueron compradas
las acciones que tenla en ella, y, en el acto referido se expresa, con toda
claridad que la parcela 218-B se le donaba en recompensa de los ser-
vicios prestados a la Empresa, lo que no deja dudas de que no se trataba
en el caso. de la remuneración de trabajos realizados por J.M.A. en
dicha Compañía que de no ser pagados ésta podla ser demandada en
justicia de parte del mencionado J.M.A.; que, por tanto, al estimar el
Tribunal a-quo que en la especie se trataba de un acto a titulo oneroso y
no de una liberalidad, y que, de este modo el Inmueble en discusión en-
traba a formar parte de la comunidad que existía entre J. M.A. y G. F
Vda. A., se incurrió en la sentencia impugnada en el vicio de desnatu-
ralización de los hechos de la causa, alegada por los recurrentes.

Cas. 29 de febrero 1984, B.J. 879, Pág. 513.

Drogas. Tráfico. Viajera a quien se le ocupó la cantidad de 2 kilos de
cocaína. Culpabilidad. Crimen de traficar con drogas narcóticas.
Párrafo 2 del articulo 68 de la ley 168 de 1975.

'Enero 1984. Si. 878, l'ág. 144.

Embargo inmobiliario. Demanda en distracción. Sentencia.
Apelación. Plazo de 10 días. Art. 731 del Código de Procedimiento Civil.
Art. 156 del Código de Procedimiento Civil Modificado por la ley 843 de
1978. Notificación de la sentencia realmente contradictoria. No hay

•
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necesidad de hacer mención de los plazos de oposición o apelación.
Como se adviene por la lectura del articulo 156, ese texto tiene por

finalidad regular la forma de notificación de las sentencias dictadas en
defecto y de aquellas otras que aunque pronunciadas en defecto la ley
las reputa contradictorias; que este criterio se reafirma por la cir-
cunstancia de que el referido artículo se encuentra incluido dentro del
titulo destinado a reglamentar las sentencias en defecto y de la
oposición a las mismas; que de ello resulta que la necesidad de hacer
mención en el acto de notificación del plazo de la oposición, así como del
de la apelación, está limitada a las sentencias en defecto y aquellas
reputadas contradictorias, sin que se pueda extender esa formalidad a
las sentencias realmente contradictorias, por haber comparecido las
partes y por haberse defendido.

Cas. Iro. Febrero 1984, B.J. 879 Pág. 243.

Embargo Inmobiliario. Demanda en nulidad. Emplazamiento.
Persona con domicilio desconocido. Validez de emplazamiento.
Casación sin envio.

Para su notificación los A. actuantes se trasladaron a la casa No. 42
de la avenida A., de la ciudad de B., donde vive la madre de los
recurridos, y al mismo tiempo que notificaron a ésta los referidos actos,
indagaron en ella el domicilio de los recurridos y aquella le contestó que
no vivían en esa casa y que ignoraba el actual domicilio, de cada uno de
ellos, que ante esa información los alguaciles actuantes se trasladaron
a las O. de C., al destacamento de la P.N. y la S.M., de la indicada
ciudad de 13., en Indagación de esos domicilios, y en tales lugares les
informaron desconocerlos, por lo cual se trasladaron al P. de J. de la
ciudad de B., y colocaron en la puerta principal del T. de P. I., una copia
de los repetidos actos y entregaron otras al P. F. de ese Di., quien visó
el original.

Cas. 27 de julio 1984, B.J. 884, Pág. 1870.

Embargo Inmobiliario. Ofertas reales hechas por el deudor. El
tribunal competente para conocer de la validez de tales ofertas es el
Tribunal apoderado del procedimiento de embargo.

La acción en validez de ofertas reales hechas por el deudor después de
comenzado un procedimiento de embargo inmobiliario, sólo puede ser
juzgada por el tribunal al cual compete estatuir sobre el embargo;

Cas. 18 enero 1984, B.J. 878, Pág. 69.

Embargo Inmobiliario. Nulidad. Mandamiento de pago. Notificación
e Inscripción. Arts. 149 y 150 de la Ley 8186 de 1963, modificado por la
Ley 659 de 1963. Casación.

Resulta de los textos legales anteriores que la notificación e ins-
cripción del mandamiento de pago, son operaciones distintas que
producen efectos diferentes, que la Ley no ha unido efecto a la ins-
cripción del mandamiento de pago, con su conversión en embargo
Inmobiliario, sino a la notificación; que en ese orden de ideas para
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efectuar una inscripción válida del mandamiento de pago, no es
necesario esperar a que transcurra el plazo de quince días a que se
ref iere el articulo 153 de la supradicha Ley, sino que basta que tal ins-
cripción se haga en un momento cualquiera del plazo de veinte días
fijado para ese fin por el articulo 150 de la citada Ley, sin importar que
haya llegado a su término o no el plazo del artículo 153; que, además, el
plazo de veinte días para su conversión en embargo inmobiliario, son
simultáneos y corren al mismo tiempo, y ambos tienen como punto de
partida la fecha de notificación del mandamiento, de modo que quince
días después de su notificación se conviene en embargo inmobiliario en
caso de falta de pago por el deudor, hóyase o no inscrito tal man-
damiento, no obstante que por el juego de los plazos el mandamiento de
pago se haya convertido en embargo inmobiliario antes de su ins-
cripción.	 •

Cas . 20 junio 1984. B.J. 883, Pág. 1480.

Embargo retentivo. Demanda en validez. Sucesiones cuyos miem-
bros no fueron nominativamente designados. Sentencia carente de
motivos. Casación.

El examen del expediente revela que la actual recurrente sometió a la
Corte a-qua, el 16 de noviembre de 1977, un escrito en el que se alega que
"entre los embargantes figuran muchas sucesiones cuyos miembros no
han sido nominativamente designados, y que como las sucesiones
carecen de personalidad juridica no tenlan calidad ni para practicar el
embargo ni para ejercer ninguna acción contra la G. and W.A.C.,
D.C.It", y que también figuraban entre los-demandantes "personas
físicas que hablan fallecido y. que, en consecuencia, tampoco podían
practicar embargos ni ejercer acciones en justicia"; que el examen de
la sentencia impugnada muestra que ella no contiene motivos en
relación con estos alegatos de la recurrente; que, en tales condiciones,
en la sentencia impugnada se ha violado el derecho de defensa de la
actual recurrente, y, en consecuencia, dicho fallo debe ser casado, sin
que sea necesario ponderar los demás medios y alegatos del recurso.

Cas: 18 enero 1984, B.J. 878, Pág. 74.	 .

Embargo Inmobiliario. Pliego de condiciones. Depósito del mismo.
Lectura de dicho pliego. Notificaciones. Acreedores inscritos. Oposición
a que se efectúen actos jurídicos en relación con inmuebles registrados.
El oponente no es un acreedor inscrito.

El único efecto de la inscripción de una oposición a que se efectúen
actos jurídicos sobre inmuebles registrados es el de hacer oponible a
terceros la sentencia que intervenga sobre el derecho controvertido,
pero no atribuye al oponente el carácter de acreedor inscrito en un
procedimiento de embargo inmobiliario trabado sobre el mismo in-
mueble; que al decidir la Corte a-qua que en la especie no procedía la
notificación a la recurrente del depósito del pliego de condiciones ni la
fecha de la audiencia fijada para su lectura. por no ser ella acreedora
inscrita ni haber adquirido ese carácter por la inscripción de su1      
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necesidad de hacer mención de los plazos de oposición o apelación.
Como se advierte por la lectura del articulo 156, ese texto tiene por

finalidad regular la forma de notificación de las sentencias dictadas en
defecto y de aquellas otras que aunque pronunciadas en defecto la ley
las reputa contradictorias; que este criterio se reafirma por la cir-
cunstancia de que el referido artículo se encuentra incluido dentro del
titulo destinado a reglamentar las sentencias en defecto y de la
oposición a las mismas; que de ello resulta que la necesidad de hacer
mención en el acto de notificación del plazo de la oposición, as! como del
de la apelación, está limitada a las sentencias en defecto y aquellas
reputadas contradictorias, sin que se pueda extender esa formalidad a
las sentencias realmente contradictorias, por haber comparecido las
partes y por haberse defendido.

Cas. Iro. Febrero 1984, B.J. 879 Pág. 243.

Embargo Inmobiliario. Demanda en nulidad. Emplazamiento.
Persona con domicilio desconocido. Validez de emplazamiento.
Casación sin envio.

Para su notificación los A. actuantes se trasladaron a la casa No. 42
de la avenida A., de la ciudad de B., donde vive la madre de los
recurridos, y al mismo tiempo que notificaron a ésta los referidos actos,
Indagaron en ella el domicilio de los recurridos y aquella le contestó que
no vivían en esa casa y que ignoraba el actual domicilio, de cada uno de
ellos, que ante esa información los alguaciles actuantes se trasladaron
a las O. de C., al destacamento de la P.N. y la S.M., de la indicada
ciudad de B., en indagación de esos domicilios, y en tales lugares les
informaron desconocerlos, por lo cual se trasladaron al P. de J. de la
ciudad de B., y colocaron en la puerta principal del T. de P. I., una copia
de los repetidos actos y entregaron otras al P. F. de ese D.J., quien visó
el original.

Cas. 27 de julio 1984, B.J. 884, Pág. 1870.

Embargo Inmobiliario. Ofertas reales hechas por el deudor. El
tribunal competente para conocer de la validez de tales ofertas es el
Tribunal apoderado del procedimiento de embargo.

La acción en validez de ofertas reales hechas por el deudor después de
comenzado un procedimiento de embargo inmobiliario, sólo puede ser
juzgada por el tribunal al cual compete estatuir sobre el embargo;

Cas. 18 enero 1984, B.J. 878, Pág. 69.

Embargo Inmobiliario. Nulidad. Mandamiento de pago. Notificación
e Inscripción. Arts. 149 y 150 de la Ley 8186 de 1963, modificado por la
Ley 659 de 1963. Casación.

Resulta de los textos legales anteriores que la notificación e ins-
cripción del mandamiento de pago, son operaciones distintas que
producen efectos diferentes, que la Ley no ha unido efecto a la ins-
cripción del mandamiento de pago, con su conversión en embargo
inmobiliario, sino a la notificación; que en ese orden de ideas para

efectuar una inscripción válida del mandamiento de pago, no es
necesario esperar a que transcurra el plazo de quince días a que se
refiere el articulo 153 de la supradicha Ley, sino que basta que tal ins-
cripción se haga en un momento cualquiera del plazo de veinte días
fijado para ese fin por el articulo 150 de la citada Ley, sin importar que
haya llegado a su término o no el plazo del artículo 153; que, además, el
plazo de veinte días para su conversión en embargo inmobiliario, son
simultáneos y corren al mismo tiempo, y ambos tienen como punto de
partida la fecha de notificación del mandamiento, de modo que quince
días después de su notificación se convierte en embargo inmobiliario en
caso de falta de pago por el deudor, hóyase o no inscrito tal man-
damiento, no obstante que por el juego de los plazos el mandamiento de
pago se haya convertido en embargo inmobiliario antes de su ins-
cripción.	 •

Cas. 20 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1480.

Embargo retentivo. Demanda en validez. Sucesiones cuyos miem-
bros no fueron nominativamente designados. Sentencia carente de
motivos. Casación.

El examen del expediente revela que la actual recurrente sometió a la
Corte a-qua, el 16 de noviembre de 1977, un escrito en el que se alega que
"entre los embargantes figuran muchas sucesiones cuyos miembros no
han sido nominativamente designados, y que como las sucesiones
carecen de personalidad jurídica no tenían calidad ni para practicar el
embargo ni para ejercer ninguna acción contra la G. and W.A.C.,
D.C.R", y que también figuraban entre los demandantes "personas
físicas que habían fallecido y, que, en consecuencia, tampoco podían
practicar embargos ni ejercer acciones en justicia"; que el examen de
la sentencia impugnada muestra que ella no contiene motivos en
relación con estos alegatos de la recurrente; que, en tales condiciones,
en la sentencia impugnada se ha violado el derecho de defensa de la
actual recurrente, y, en consecuencia, dicho fallo debe ser casado, sin
que sea necesario ponderar los demás medios y alegatos del recurso.

Cas: 18 enero 1984, B.J. 878, Pág. 74.. .

Embargo Inmobiliario. Pliego de condiciones. Depósito del mismo.
Lectura de dicho pliego. Notificaciones. Acreedores inscritos. Oposición
a que se efectúen actos jurídicos en relación con inmuebles registrados.
El oponente no es un acreedor inscrito.

El único efecto de la inscripción de una oposición a que se efectúen
actos juridicos sobre inmuebles registrados es el de hacer oponible a
terceros la sentencia que intervenga sobre el derecho controvertido,
pero no atribuye al oponente el carácter de acreedor inscrito en un
procedimiento de embargo inmobiliario trabado sobre el mismo in-
mueble; que al decidir la Corte a-qua que en la especie no procedía la
notificación a la recurrente del depósito del pliego de condiciones ni la
fecha de la audiencia fijada para su lectura. por no ser ella acreedora
inscrita ni haber adquirido ese carácter por la inscripción de su
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oposición a que se realizaran operaciones jurídicas con el inmueble
embargado, hizo una correcta interpretación y aplicación del artículo
691 del Código de Procedimiento Civil, que manda que tal notificación se
haga a los acreedores inscritos, entre los cuales hay que incluir al
vendedor no pagado, segun el articulo 692 del mismo cuerpo legal, así
como también interpretó correctamente el artículo 208 de la Ley de
Registro de Tierras; que por lo expuesto se revela que los medios del
recurso carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 13 abril 1984, B.J. 881, Pág. 910.

Embargo retentivo. Referimiento. Levantamiento del embargo.
Demanda en validez. Incompetencia del Juez de los referimientos. Arts.
48 y SO del Código de Procedimiento Civil.

Un estudio más detenido de los artículos 48 y 50 del Código de
Procedimiento Civil ponen de manifiesto que una vez que ha sido in-
tentada la demanda en validez del embargo retentivo, cesa la com-
petencia del Juez de los referimientos para revocar la cancelación o
limitación del mismo salvo el caso de que se trate de la sustitución del
embargo por otra garantía. prevista por la primera parte del artículo 50
de dicho Código; que en tales condiciones al fallar el caso como lo hizo
la Corte a-qua aplicó correctamente dichas disposiciones legales; que
por otra parte, el hecho de que los Jueces del fondo se fundaran para
dictar su fallo en las disposiciones de los artículos 101 de la Ley No. 834 y
806 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, en vez de aplicar al
caso los arts. 48 y 50 de dicho Código, como se sostiene en el alegato
señalado con la letra d), carece de relevancia, por cuanto el fallo dic-
tado está legalmente justificado tal como se expresa anteriormente;

Cas. 12 diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3291.

Estados de Gastos y Honorarios. Impugnación. Autoridad de cosa
juzgada. Cuándo se adquiere dicha autoridad.

La aprobación de un estado de costas y honorarios sólo adquiere la
autoridad de la cosa juzgada cuando se hace contencioso y es fallado
definitivamente o cuando el mismo es ejecutado; que en el expediente
no hay constancia de que el estado de costas y honorarios aprobado por
el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan el 5 de
julio de 1977 y en favor del recurrente, haya sido anteriormente
sometido a un procedimiento contencioso y fallado definitivamente o
haya sido ejecutado por éste; que, por lo tanto, el redurrido podía im-
pugnarlo sin que válidamente le fuera oponible la excepción de la cosa
irrevocablemente juzgada, razón por la cual el único medio del recurso
carece de fundamento y debe ser desestimad:.

Cas. 13 enero 1984, B.J. 878, Pág. 52.

Estado de Gastos y Honorarios. Impugnación. Deber del im-
pugnante.

En caso de impugnaciones a los Estados de Gastos y honorarios, los
impugnantes deben indicar explícitamente, las partidas con las que no

XXXVII

están conformes y exponer las razones en que se fundan para im•
pugnarlas.

Cas. 28 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3098.

Estafa. Maniobras fraudulentas. Calidad de socio. Sentencia carente
de base legal. Casación.

En la especie, la Corte a-qua declaró al prevenido recurrente culpable
del delito de estafa en perjuicio de IR., sobre la base de que dicho
prevenido habla empleado manejos fraudulentos al "hacerse pasar
como socio del querellante para con ello poder recibir dineros de éste y
apoderarse de esos dineros en su provecho", sin ponderar, como era su
deber, que fue el propio querellante quien afirmó, tanto en el acta de su
querella como en las declaraciones que prestó por ante los Jueces del
fondo, que el prevenido era su socio, que "este señor y yo en sociedad
invertimos", que entre ellos "existían relaciones comerciales- , todo lo
cual conduce a establecer que la calidad de socio. que le atribuye al
prevenido la Corte a-qua no fue el resultado de una maniobra
fraudulenta de dicho prevenido.

Cas. 27 junio 1984. B.J. 883, Pág. 1556.

Estupro y atentado al pudor en perjuicio de niñas de lo y 9 años
respectivamente. Sanción inferior a la que le correspondía pero el error
no pudo enmendarse en razón de que el M.P. no recurrió en casación.

Cas. 10 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1990.

Factura Consular y Conocimiento de embarque. Documentos apor-
tados como prueba de una venta de mercancías. Desnaturalización de
:ales documentos. Casación.

Cas. Iro. agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1934.

Ver: Venta de mercancías. Conocimiento...

Fianza Judicatum Solvt Art. 16 del Código Civil modificado por la
Ley 845 de 1978. Casación del recurso interpuesto por una compañia
extranjera.

En la especie, tanto en el memorial de casación como en el acta de la
notificación del emplazamiento, depositados en el expediente. se  hace
constar que la recurrente es una sociedad de comercio con domicilio
social en el Estado de N.J., E. U. de A.; que además, consta también en
el expediente, que dicha empresa extranjera hoy recurrente en
casación fue la demandante originaria en el presente litigio, que, por
tanto. como se trata de una compañía extranjera transeúnte, deman-
dante principal que no ha justificado poseer bienes inmuebles en el país
ts obvio que dicha recurrente se encuentra sometida a las prescrip-
ciones legales antes indicadas.

Cas. Iro. de octubre 1984, B.J. 887, Pág. 513.

Fianza judica tan/ solvf. Pedimento de reapertura de debates para
defensa al fondo. Fianza previa.
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oposición a que se realizaran operaciones jurídicas con el inmueble
embargado, hizo una correcta interpretación y aplicación del articulo
691 del Código de Procedimiento Civil, que manda que tal notificación se
haga a los acreedores inscritos, entre los cuales hay que incluir al
vendedor no pagado, según el articulo 692 del mismo cuerpo legal, así
como también interpretó correctamente el artículo 208 de la Ley de
Registro de Tierras; que por lo expuesto se revela que los medios del
recurso carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 13 abril 1984, B.J. 881, Pág. 910.

Embargo retentivo. Referimiento. Levantamiento del embargo.
Demanda en validez. Incompetencia del Juez de los referimientos. Arts.
48 y 50 del Código de Procedimiento Civil.

Un estudio más detenido de los artículos 48 y 50 del Código de
Procedimiento Civil ponen de manifiesto que una vez que ha sido in-
tentada la demanda en validez del embargo retentivo, cesa la com-
petencia del Juez de los referimientos para revocar la cancelación o
limitación del mismo salvo el caso de que se trate de la sustitución del
embargo por otra garantía, prevista por la primera parte del articulo 50
de dicho Código; que en tales condiciones al fallar el caso como lo hizo
la Corte a-qua aplicó correctamente dichas disposiciones legales; que
por otra parte, el hecho de que los Jueces del fondo se fundaran para
dictar su fallo en las disposiciones de los artículos 101 de la Ley No. 834 y
806 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, en vez de aplicar al
caso los arts. 48 y 50 de dicho Código, como se sostiene en el alegato
señalado con la letra d), carece de relevancia, por cuanto el fallo dic-
tado está legalmente justificado tal como se expresa anteriormente;

Cas. 12 diciembre 1984. B.J. 889, Pág. 3291.

Estados de Gastos y . Honorarios. impugnación. Autoridad de cosa
juzgada. Cuándo se adquiere dicha autoridad.

La aprobación de un estado de costas y honorarios sólo adquiere la
autoridad de la cosa juzgada cuando se hace contencioso y es fallado
definitivamente o cuando el mismo es ejecutado: que en el expediente
no hay constancia de que el estado de costas y honorarios aprobado por
el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan el 5 de
julio de 1977 y en favor del recurrente, haya sido anteriormente
sometido a un procedimiento contencioso y fallado definitivamente o
haya sido ejecutado por éste; que, por lo tanto, el redurrido podía im-
pugnado sin que válidamente le fuera oponible la excepción de la cosa
irrevocablemente juzgada, razón por la cual el único medio del recurso
carece de fundamento y debe ser desestima&

Cas. 13 enero 1984, B.J. 878. Pág. 52.

Estado de Gastos y Honorarios. Impugnación. Deber del im-
pugnante.

En caso de impugnaciones a los Estados de Gastos y Honorarios, los
impugnantes deben indicar explícitamente, las partidas con las que no
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están conformes y exponer las razones en que se fundan para im.
pugnarlas.

Cas. 28 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3098.

Estafa. Maniobras fraudulentas. Calidad de socio. Sentencia carente
de base legal. Casación.

En la especie, la Corte a-qua declaró al prevenido recurrente culpable
del delito de estafa en perjuicio de IR., sobre la base de que dicho
prevenido había empleado manejos fraudulentos al "hacerse pasar
como socio del querellante para con ello poder recibir dineros de éste y
apoderarse de esos dineros en su provecho- , sin ponderar, como era su
deber, que fue el propio querellante quien afirmó, tanto en el acta de su
querella como en las declaraciones que prestó por ante los Jueces del
fondo, que el prevenido era su socio, que "este señor y yo en sociedad
invertimos", que entre ellos "existían relaciones comerciales", todo lo
cual conduce a establecer que la calidad de socio, que le atribuye al
prevenido la Corte a-qua no fue el resultado de una maniobra
fraudulenta de dicho prevenido.

Cas. 27 junio 1984. B.J. 883, Pág. 1556.

Estupro y atentado al pudor en perjuicio de niñas de lo y 9 años
respectivamente. Sanción inferior a la que le correspondía pero el error
no pudo enmendarse en razón de que el M.P. no recurrió en casación.

Cas. 10 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1990.

Factura Consular y Conocimiento de embarque. Documentos apor-
tadas como prueba de una venta de mercancías. Desnaturalización de
;ales documentos. Casación.

Cas. 1ro. agosto 1984, B.J. 0.5, Pág. 1934.

Ver: Venta de mercancías. Conocimiento...

Fianza Judicatum Solvf. Art. 16 del Código Civil modificado por la
Ley 845 de 1978. Casación del recurso interpuesto por una compaña
extranjera.

En la especie, tanto en el memorial de casación como en el acta de la
notificación del emplazamiento, depositados en el expediente, se hace
constar que la recurrente es una sociedad de comercio con domicilio
social en el Estado de N.J., E. U. de A.; que además, consta también en
el expediente, que dicha empresa extranjera hoy recurrente en
casación fue la demandante originaria en el presente litigio, que, por
tanto, como se trata de una compañia extranjera transeúnte, deman-
dante principal que no ha justificado poseer bienes inmuebles en el pais
es obvio que dicha recurrente se encuentra sometida a las prescrip-
ciones legales antes indicadas.

Cas. 1ro. de octubre 1984, B.J. 887, Pág. 513.

Fianza judlcatum sok/. Pedimento de reapertura de debates para
defensa al fondo. Fianza previa.
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Si bien es cierto que la recurrente solicitó una reapertura de debates
para su defensa al fondo, y que la Corte a-qua , no hizo alusión en su
sentencia a tal pedimento. también es verdad, que dicha Corte al
disponer que la recurrente debía prestar previamente al conocimiento
del recurso dé apelación, la fianza judicatura sohi, decidió, en
definitiva, la suspensión del fallo acerca de la reapertura de debates,
hasta tanto la indicada litigante diese cumplimiento a las disposiciones
del articulo 16 del Código Civil, modificado por la Ley No. 845 de 1978;
que la Corte a-qua al pronunciarse de ese modo, no incurrió en la sen-
tencia impugnada en los vicios y violaciones denunciados, por lo cual
los medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados.

Cas. 16 de noviembre 1984. B.J. 888, Pág. 2996.

Filiación legítima. Contestación. Sentencia que no ponderó
documentos esenciales de la litis. Casación.

Cas. 16 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 62.
Impuesto sobre sucesiones. Recurso Jerárquico. Tribunal Superior

Administrativo. Impugnaciones a una declaración. Plazo.
En la especie las recurridas impugnaron el 7 de enero de 1983 por ante

el D. del I. sobre la R., el pliego de modificaciones que le fuera
notificado el 30 de Dic. de 1982, esto es, dentro del plazo de diez días
establecido por el artículo 28 de la Ley No. 2569 de 1950, que esta im-
pugnación fue resuelta por el funcionario apoderado, mediante su
decisión No. 826 dei 25 de enero de 1983. por medio de la que se declaró
incompetente para conocer del caso, la cual decisión constituye una
verdadera sentencia y no una simple carta Informativa del
procedimiento a seguir; que contra tal decisión las recurridas interpu-
sieron recurso jerárquico ante el S. de E. de E. el 31 de enero de 1903. es
decir antes de que transcurriera el plazo de diez días prescrito por
la Ley para tal fin; que como se advierte por lo anteriormente expuesto
el recurso ante el S. de E. de F., fue interpuesto dentro del plazo legal y
era, por tanto, admisible.

Cas. 11 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1090.

Impugnación o “contredit. Art. 10 de la Ley gaí de 1979.- Plazo.
Gastos. Depósito en Secretarla. Consecuencia del no cumplimiento de
las formalidades.

El plazo de quince días para interponer el recurso de impugnación (le
contrediD , fijado por el articulo 10 de la Ley No. 834, comienza a correr
a partir del día siguiente de aquél en que la parte interesada en recurrir
haya tenido conocimiento de la existencia de la sentencia; que la parte
tiene conocimiento de esa sentencia cuando el fallo haya sido dictado en
su presencia, o cuando ha sido dictada para oir el pronunciamiento del
mismo, o cuando en forma legal le ha sido notificado; que fuera de esos
casos es necesario admitir que ha tenido conocimiento de la existencia
de la sentencia el día de la interposición del recurso; que en cuanto al
alegato relativo a la falta de depósito de los gastos, esa situación no está
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sancionada con la inadmisibilidad del recurso, sino que la Ley se ¡imita
a prescribir que el secretario no aceptará aquél si no han sido con-
signados los gastos; que, si no obstante la falta de consignación, el
secretario acepta el recurso, la Ionice consecuencia de tal irregularidad
es que dicho funcionario será también, conjuntamente con la parte,
responsable de los gastos incurridos; que en cuanto al alegato deducido
de la falta de notificación de la impugnación esta formalidad tiene por
objeto garantizar el derecho de defensa de la parte contra quien se
dirige el recurso, poniéndole al corriente de la interposición del mismo
y reservándole la posibilidad de responder a los motivos y argumentos
del "contredit"; que. en la especie, pese a la falta de notificación de la
impugnación en la forma prevista por la Ley, los hoy recurrentes
tuvieron conocimiento de ella en tiempo oportuno, puesto que com-
parecieron a la audiencia en que fue conocida y en esa oportunidad
propusieron en su contra todos los medios de forma y de fondo que
consideraron pertinentes; que, en esas condiciones, el derecho de
defensa de los actuales recurrentes fue respetado al juzgarse el recurso
de impugnación, con lo cual se cumplió el voto de la Ley; las cuestiones
antes examinadas fueron planteadas ante la Cámara a-qua, y ésta las
rechazó implícitamente al admitir la validez del recurso y decidir al
fondo. sin dar motivo alguno al respecto, pero los motivos de puro
derecho expuestos por la S. C. J. en funciones de Corte de Casación, son
suficientes para justificar el dispositivo de la sentencia impugnada en el
aspecto considerado; que, en consecuencia, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 26 de noviembre de 1984, B.J. 88, Pág. 3091.

Impugnación o Contredit. Plazo. Cuándo comienza a computarse el
plazo. Art. 10 de la Ley No. 834 de 1978.

Si bien es verdad que el articulo 10 de la citada Ley establece un plazo
de quince días a partir del pronunciamiento de la sentencia atacada.
para recurrir en impugnación (le contrediD, contra ella, esto es así
cuando ha sido dictada en la misma audiencia en que se conoció del
incidente de competencia, o cuando las partes hayan sido citadas para
oír su pronunciamiento, o cuando se encuentren presentes per
sonalmente o legalmente representadas; que en los demás punto de
partida del plazo es la fecha de la notificación de la sentencia a la parte
interesada en impugnarla.

Cas. 24 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2684.

Indemnización. Monto. Sentencia que no contiene la relación de los
desperfectos recibidos por el vehículo accidentado.

Cas. 16 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 666.

Inquilinato. Alegato de incompetencia. Seriedad del alegato. Cuestión
de hecho de la soberana apreciación de los jueces.- Alegato rechazado.

En la especie. la Cámara a-qua para declarar la competencia de la
jurisdicción del Primer Grado y su propia competencia para conocer
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Si bien es cierto que la recurrente solicitó una reapertura de debates
para su defensa al fondo, y que la Corte a-qua , no hizo alusión en su
sentencia a tal pedimento, también es verdad, que dicha Corte al
disponer que la recurrente debía prestar previa mante al conocimiento
del recurso dé apelación, la fianza judicatum solvi, decidió, en
definitiva, la suspensión del fallo acerca de la reapertura de debates,
hasta tanto la indicada litigante diese cumplimiento a las disposiciones
del articulo 16 del Código Civil, modificado por la Ley No. 845 de 1978;
que la Corte a-qua al pronunciarse de ese modo, no incurrió en la sen-
tencia impugnada en los vicios y violaciones denunciados, por lo cual
los medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados.

Cas. 16 de noviembre 1989. B.J. 888. Pág. 2996.

Filiación legitima. Contestación. Sentencia que no ponderó
documentos esenciales de la litis. Casación.

Cas. 16 de enero 1984, B.J. 878, Pág. 62.

Impuesto sobre sucesiones. Recurso Jerárquico. Tribunal Superior
Administrativo. Impugnaciones a una declaración. Plazo.

En la especie las recurridas impugnaron el 7 de enero de 1983 por ante
el D. del I. sobre la R., el pliego de modificaciones que le fuera
notificado el 30 de Dic. de 1982, esto es, dentro del plazo de diez días
establecido por el articulo 28 de la Ley No. 2569 de 1950, que esta im-
pugnación fue resuelta por el funcionario apoderado, mediante su
decisión No. 82G dei 25 de enero de 1983, por medio de la que se declaró
incompetente para conocer del caso, la cual decisión constituye una
verdadera sentencia y no una simple carta informativa del
procedimiento a seguir; que contra tal decisión las recurridas interpu-
sieron recurso jerárquico ante el S. de E. de F. el 31 de enero de 1983, es
decir antes de que transcurriera el plazo de diez días prescrito por
la Ley para tal fin; que como se advierte por lo anteriormente expuesto
el recurso ante el S. de E. de F., fue interpuesto dentro del plazo legal y
era, por tanto, admisible.

Cas. 11 de mayo 1989, B.J. 882, Pág. 1090.

sancionada con la inadmisibilidad del recurso, sino que ta Ley se limita
a prescribir que el secretario no aceptará aquél si no han sido con-
signados los gastos; que, si no obstante la falta de consignación, el
secretario acepta el recurso, la única consecuencia de tal irregularidad
es que dicho funcionario será también, conjuntamente con la parte,
responsable de los gastos incurridos; que en cuanto al alegato deducido
de la falta de notificación de la impugnación esta formalidad tiene por
objeto garantizar el derecho de defensa de la parte contra quien se
dirige el recurso, poniéndole al corriente de la interposición del mismo
y reservándole la posibilidad de responder a los motivos y argumentos
del "contredit"; que, en la especie, pese a la falta de notificación de la
impugnación en la forma prevista por la Ley, los hoy recurrentes
tuvieron conocimiento de ella en tiempo oportuno, puesto que com-
parecieron a la audiencia en que fue conocida y en esa oportunidad
propusieron en su contra todos los medios de forma y de fondo que
consideraron pertinentes; que, en esas condiciones, el derecho de
defensa de los actuales recurrentes fue respetado al juzgarse el recurso
de impugnación, con lo cual se cumplió el voto de la Ley; las cuestiones
antes examinadas fueron planteadas ante la Cámara a-qua. y ésta las
rechazó implícitamente al admitir la validez del recurso y decidir al
fondo, sin dar motivo alguno al respecto, pero los motivos de puro
derecho expuestos por la S. C. J. en funciones de Corte de Casación, son
suficientes para justificar el dispositivo de la sentencia impugnada en el
aspecto considerado; que, en consecuencia, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 26 de noviembre de 1984, B.J. 88, Pág. 3091.

Impugnación o "contredit. Art. 10 de la Ley gat de 1979.- Plazo.
Gastos. Depósito en Secretaria. Consecuencia del no cumplimiento de
las formalidades.

El plazo de quince días para interponer el recurso de impugnación (le
contredit), fijado por el articulo 10 de la Ley No. 834, comienza a correr
a partir del ella siguiente de aquél en que la parte interesada en recurrir
haya tenido conocimiento de la existencia de la sentencia; que la parte
tiene conocimiento de esa sentencia cuando el fallo haya sido dictado en
su presencia, o cuando ha sido dictada para oír el pronunciamiento del
mismo, o cuando en forma legal le ha sido notificado; que fuera de esos
casos es necesario admitir que ha tenido conocimiento de la existencia
de la sentencia el día de la interposición del recurso; que en cuanto al
alegato relativo a la falta de depósito de los gastos, esa situación no está

Impugnación o Contredit. Plazo. Cuándo comienza a computarse el
plazo. Art. 10 de la Ley No. 839 de 1978

Si bien es verdad que el articulo 10 de la citada Ley establece un plazo
de quince días a partir del pronunciamiento de la sentencia atacada.
para recurrir en impugnación (le contredit ). contra ella, esto es a si
cuando ha sido dictada en la misma audiencia en que se conoció del
incidente de competencia, o cuando las partes hayan sido citadas para
oír su pronunciamiento, o cuando se encuentren presentes per-
sonalmente o legalmente representadas; que en los demás punto de
partida del plazo es la fecha de la notificación de la sentencia a la parte
interesada en impugnarla.

Cas. 24 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2684.

y:*

Indemnización. Monto. Sentencia que no contiene la relación de los
desperfectos recibidos por el vehículo accidentado.

Cas. 16 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 666.

Inquilinato. Alegato de incompetencia. Seriedad del alegato. Cuestión
de hecho de la soberana apreciación de los jueces.- Alegato rechazado.

En la especie, la Cámara a-qua para declarar la competencia de la
jurisdicción del Primer Grado y su propia competencia para conocer
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del asunto, y fallar como lo hizo, se basó en que la excepción de in-
competencia fundada en la inexistencia del contrato de inquilinato,
carecía de seriedad ya que no basta el alegato de que no existe contrato
para que cese la competencia del Juzgado de Paz en esta materia, sino
que es necesario que de los hechos y circunstancias de la causa resulte
que tal alegato es serio, lo que no ocurre en la especie; que la deter-
minación de la seriedad es una cuestión de hecho de la soberana
apreciación de los Jueces del fondo, que escapa al control de la
casación.

Cas. 26 de noviembre de 1984, B J. 888, Pág. 3091.

Inquilinato. Alegato de una litis sobre terreno Registrado. Rescision
del Contrato de Inquilinato y no litis sobre el Registro.

Una litis no puede considerarse sobre terreno registrado, por el solo
hecho de que se relacione con un inmueble registrado, sino que es
necesario, además, que afecte el derecho de propiedad u otro derecho
real inmobiliario; que, en la especie, con la demanda incoada por la
recurrente se persigue la rescisión de un contrato de inquilinato. el
desalojo del inmueble y el cobro de los alquileres, sin que esté en juego
el derecho de propiedad u otro derecho real inmobiliario, por lo que
constituye una acción personal mobiliaria de la competencia de los
tribunales ordinarios; que la existencia entre las partes de una litis con
relación al mismo inmueble, de la cual está apoderado el Tribunal de
Tierras, no despoja a los tribunales ordinarios de su competencia para
conocer de la acción ejercida por la recurrente. sino que, en caso de que
el resultado de esta acción está subordinado a la decisión que la
jurisdicción de tierras de aquella litis el Juez apoderado de dicha acción
podría ordenar el sobreseimiento de la instancia hasta tanto intervenga
sentencia definitiva del Tribunal de Tierras sobre el asunto de que está
apoderado.

Cas. 4 de julio de 1984, B.J. 884, Pág. 1671.

Inquilinato. Desalojo. Demandado que habla fallecido. Inad
misibilidad de la demanda. Violación a las reglas procedimentales.
Rechazamiento del recurso.

En la especie, al revocar el Tribunal a-quo la sentencia del Juez del
Primer Grado sobre el fundamento de que antes de la demanda y del
pronunciamiento de la sentencia O.C.Ch. habla fallecido, hizo una
correcta aplicación de la ley, pues una persona fallecida no puede ser
sujeto ni activo ni pasivo de derecho; que al ser declarada la inad-
misibilidad de la demandada originaria por violación de reglas
procedimentales de orden público el Juez a-quo no tenía que examinar
ni ponderar cuestiones de fondo relativas al contrato de que se trata

Cas. 16 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1160.

Habeas Corpus. Irregularidades en la Orden de Prisión. Facultad del
Juez de Habeas Corpus.

Cuantas veces en un juicio de Hábeas Corpus se revele la existencia
de indicios que hagan presumir que el detenido, puede resultar culpable
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del hecho que se le imputa, sancionado con pena privativa de libertad,
se debe mantener el encarcelamiento aunque éste sea o haya sido
irregular; que, por otra parte, la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y una
exposición de los hechos y circunstancias que ha permitido a la S. C. J.
verificar como Corte de Casación, que en la especie, los Jueces de
Hábeas Corpus, al apreciar, como cuestión de hecho que escapa a la
censura de la casación, que los indicios retenidos son suficientes para
mantener al recurrente privado de su libertad, no han incurrido en
ninguno de los vicios y violaciones denunciados, por lo cual los medios
que se examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 14 de noviembre de 1984, 11..1.888, Pág. 2%8.

Habeas Corpus. Sentencia que ordena el reenvío de la vista de la
causa. Facultad de los Jueces de Hábeas Corpus.

Los Jueces del Habeas Corpus tienen facultad de ordenar o no la
libertad provisional del detenido cuando haya necesidad de reenviar la
vista del juicio; que como en la especie los Jueces del Hábeas Corpus al
reenviar la causa para citar testigos mantuvieron en prisión al detenido
es obvio que al actuar de ese modo estaban ejerciendo sus facultades
soberanas de apreciación, por lo que el alegato que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado:

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 2968

libertad provisional bajo fianza en materia correccional. Sentencia
que declinó el asunto por considerar que se trataba de un crimen.
Apelación del prevenido. La fianza conserva su vigencia hasta que se
decidaacerea de la apelación. Articulo 18 de la Ley sobre Libertad bajo
Fianza.

La fianza prestada por la compañia aseguradora en favor del
prevenido para gozar de libertad provisional conserva su vigencia,
cuando la sentencia del Juez de primer grado que declinó el asunto para
el Juzgado de Instrucción por entender que se trataba de un crimen, fue
apelada por el prevenido D.C., en razón de que dicha sentencia no era
sobre el fondo y podia ser revocada como consecuencia del recurso
interpuesto: que en esas condiciones, la Corte a-qua al rechazar el
pedimento del recurrente en el sentido de que se declarara caduco el
contrato de fianza	 y que se reintegrara a prisión al hoy recurrido,

fundamento

iócor. rectamente y por tanto no incurrió en la violación denun-
ciada en el alegato que se examina, el cual se rechaza por carecer de

Cas. 12 de septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2350.

Hábeas
l
jue2dCe iabeaCorpus. Facultades

Corpus.
del Juez de Habeas Corpus. Facultades

del 
En los recursos de Hábeas Corpus los Jueces no Juzgan el fondo del

caso penal, sino que exclusivamente son apoderados por los detenidos
Para que determinen si su privación de libertad ha sido dispuesta en
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del asunto, y fallar como lo hizo, se basó en que la excepción de in-
competencia fundada en la inexistencia del contrato de inquilinato,
carecía de seriedad ya que no basta el alegato de que no existe contrato
para que cese la competenci a del Juzgado de Paz en esta materia, sino
que es necesario que de los hechos y circunstancias de la causa resulte
que tal alegato es serio, lo que no ocurre en la especie; que la deter-
minación de la seriedad es una cuestión de hecho de la soberana
apreciación de los Jueces del fondo, que escapa al control de la
casación.

Cas. 26 de noviembre de 1984, R J. 888, Pág. 3091.

Inquilinato. Alegato de una litis sobre terreno Registrado. Rescisión
del Contrato de Inquilinato y no litis sobre el Registro.

Una litis no puede considerarse sobre terreno registrado, por el solo
hecho de que se relacione con un inmueble registrado, sino que es
necesario, además, que afecte el derecho de propiedad u otro derecho
real inmobiliario; que, en la especie. con la demanda incoada por la
recurrente se persigue la rescisión de un contrato de inquilinato, el
desalojo del inmueble y el cobro de los alquileres, sin que esté en juego
el derecho de propiedad u otro derecho real inmobiliario, por lo que
constituye una acción personal mobiliaria de la competencia de los
tribunales ordinarios; que la existencia entre las partes de una litis con
relación al mismo inmueble, de la cual está apoderado el Tribunal de
Tierras, no despoja a los tribunales ordinarios de su competencia para
conocer de la acción ejercida por la recurrente, sino que, en caso de que
el resultado de esta acción está subordinado a la decisión que la
jurisdicción de tierras de aquella litis el Juez apoderado de dicha acción
podría ordenar el sobreseimiento de la instancia hasta tanto intervenga
sentencia definitiva del Tribunal de Tierras sobre el asunto de que está
apoderado.

Cas. 4 de julio de 1984, B.J. 884, Pág. 1671.

Inquilinato. Desalojo. Demandado que habla fallecido. Inad
misibilidad de la demanda. Violación a las reglas procedimentales.
Rechazamiento del recurso.

En la especie, al revocar el Tribunal a-quo la sentencia del Juez del
Primer Grado sobre el fundamento de que antes de la demanda y del
pronunciamiento de la sentencia 0.C.Ch.. habla fallecido. hizo una
correcta aplicación de la ley, pues una persona fallecida no puede ser
sujeto ni activo ni pasivo de derecho; que al ser declarada la inad-
misibilidad de la demandada originaria por violación de reglas
procedimentales de orden público el Juez a-quo no tenía que examinar
ni ponderar cuestiones de fondo relativas al contrato de que se trata.

Cas. 16 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1160.
Hábeas Corpus. Irregularidades en la Orden de Prisión. Facultad del

Juez de Habeas Corpus.
Cuantas veces en un juicio de Hábeas Corpus se revele la existencia

de indicios que hagan presumir que el detenido, puede resultar culpable

del hecho que se le imputa, sancionado con pena privativa de libertad,
se debe mantener el encarcelamiento aunque éste sea o haya sido
irregular; que, por otra parte, la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y una
exposición de los hechos y circunstancias que ha permitido a la S. C. J.
verificar como Corte de Casación, que en la especie, los Jueces de
iirmeas Corpus, al apreciar, como cuestión de hecho que escapa a la
censura de la casación, que los indicios retenidos son suficientes para
mantener al recurrente privado de su libertad, no han incurrido en
ninguno de los vicios y violaciones denunciados, por lo cual los medios
que se examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J.888, Pág. 2968.

Ilábeas Corpus. Sentencia que ordena el reenvío de la vista de la
causa. Facultad de los Jueces de Hábeas Corpus.

Los Jueces del Hábeas Corpus tienen facultad de ordenar o no la
libertad provisional del detenido cuando haya necesidad de reenviar la
vista del juicio; que como en la especie los Jueces del Hábeas Corpus al
reenviar la causa para citar testigos mantuvieron en prisión al detenido
es obvio que al actuar de ese modo estaban ejerciendo sus facultades
soberanas de apreciación, por lo que el alegato que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 2968.

libertad provisional bajo fianza en materia correccional. Sentencia
que declinó el asunto por considerar que se trataba de un crimen.
Apelación del prevenido. La fianza conserva su vigencia hasta que se
decida acerca de la apelación. Articulo 18 de la Ley sobre Libertad bajo
Fianza.

La fianza prestada por la compañia aseguradora en favor del
prevenido para gozar de libertad provisional conserva su vigencia,
cuando la sentencia del Juez de primer grado que declinó el asunto para
el Juzgado de Instrucción por entender que se trataba de un crimen, fue
apelada por el prevenido D.C., en razón de que dicha sentencia no era
sobre el fondo y podía ser revocada como consecuencia del recurso
interpuesto; que en esas condiciones, la Corte a-qua al rechazar el
pedimento del recurrente en el sentido de que se declarara caduco el
contrato de fianza	 y que se reintegrara a prisión al hoy recurrido,
procedió correctamente y por tanto no incurrió en la violación denun-
fcuiandadamenenetol alegato que se examina, el cual se rechaza por carecer de

Cas. 12 de septiembre 1984, 13.1 886. Pág. 2350.

Babeas Corpus. Facultades del Juez de Hábeas Corpus. Facultades
del Juez de Babeas Corpus.

En los recursos de Hábeas Corpus los Jueces no juzgan el fondo del
caso penal, sino que exclusivamente son apoderados por los detenidos
Para que determinen si su privación de libertad ha sido dispuesta en
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forma regular y por iuncionarios autorizados por la ley para ordenarla,
asi como también, cual que sea la forma en que se haya dispuesto la
detención, si en la vista de la causa se revelan, a cargo del detenido,
hechos o indicios que justifiquen la privación de libertad, a juicio de los
Jueces de Hábeas Corpus, como una medida provisional de protección
social; que, además, los Jueces llamados a estatuir en atribuciones de
Hábeas Corpus deben limitarse a decidir si una detención puramente
precautoria, está o no justificada por hechos que sean indicios de alguna
infracción sancionada con penas privativas de libertad.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 2968.

Homicidio voluntario y no por Imprudencia. Ponderación de los
elementos de juicio del proceso. Indemnización acordada para la
reparación del daño;

Para formar su convicción en el sentido en que lo hicieron, los jueces
del fondo ponderaron en toda su significación y alcance las
declaraciones de los testigos y los demás hechos y circunstancias del
proceso, y al apreciar dentro de sus facultades sobetanas que el disparo
que hizo el acusado no fue por imprudencia como se alega, la Corte a-
gua no incurrió en la sentencia impugnada en los vicios y violaciones
denunciados; que, por otra parte, si los Jueces entendieron que el hecho
no fue obra de la imprudencia, tampoco incurrieron en violación alguna
de la ley al fijar el monto de la indemnización en las sumas que se
consignan en el dispositivo de la sentencia impugnada, ya que el monto
de la indemnización se fija para la reparación daño causado; que, por
tanto, los alegatos que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Cas. 3. de agosto 1984, B.J. Pág. 1969.

Hábeas Corpus. Facultades del Juez de Habeas Corpus. Intima
convicción.

Para los Jueces de Hábeas Corpus edificar su criterio acerca de si es
de lugar o no ordenar la libertad de los detenidos, no es necesario que se
establezcan los hechos de una manera exhaustiva y definitiva, como es
de rigor al conocerse y fallar el fondo de los procesos, sino que es
suficiente, que en el curso de la vista de liábeas Corpus, los Jueces del
caso al exponerse ante ellos los hechos de la causa, lleguen a la intima

• convicción de que la prisión no se justifica, o de que, por lo contrario,
hay suficiente justificación para disponer el mantenimiento de la
prisión como en la especie, hasta que la causa sea conocida en toda su
profundidad, determinándose entonces, la exculpación o la
condenación.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J.888, Pág. 2968.

Hábeas Corpus. Alegato del impetrante relativo a que el Ministerio
Público no dictaminó acerca de una de las sentencias impugnadas en
Casación. Rechazamiento de ese alegato.

En la especie, y de conformidad con el articulo 40 de la Ley sobre

Procedimiento de Casación el expediente de naturaleza correccionat de
que se trata, fue comunicado al Magistrado Procurador General de la
República, para fines• de dictamen; que este Magistrado en cum-
plimiento de la indicada disposición legal, produjo su dictamen en la
forma que entendió debla hacerlo, y además, le dio lectura al mismo, en
audiencia pública; que, como el recurrente ha presentado sus medios de
casación contra las sentencias impugnadas y ha podido también hacer
las aclaraciones de lugar al amparo de las disposiciones del articulo 42
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es evidente que su derecho'
de defensa en el caso, ha estado suficientemente protegido de con-
formidad con la Ley; que, por otra parte, el hecho de que el recurrente
entienda que el dictamen del Ministerio Público no incluyó en el caso,
todos los puntos que a juicio del recurrente debla incluir, no puede dar
lugar a la aplicación del Art. 29 de la Ley de Organización Judicial para
que la S.C.J. determine el procedimiento para subsanar esa omisión, en
razón de que el contenido del dictamen del Procurador General de la
República no solamente no liga a los Jueces de la casación, sino que
puede ser dejado a su soberana apreciación; que, además, la forma
como se produjo el dictamen en el caso, cumplió el voto de la ley; que,
por tanto el pedimento del recurrente que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J.888, Pág.2968.
Juez que anuncia que va a vender sentencias. Falta grave.-

Destitución.
El hecho de que un Juez, cual que fuese el motivo que lo impulse,

anuncie que va a vender sentencias, constituye una falta grave en el
ejercicio de sus funciones que atenta contra la buena administración de
justicia y podría estimular los actos de corrupción en el Poder Judicial;
que, por tanto, procede sancionar al Juez en la forma como se consigna
en el dispositivo de la presente sentencia.

Cas. 5 de diciembre de 1984, B.J.889, Pág.3220.
Hipoteca Judicial provisional. Inscripción. Conversión de una ins-

cripción provisional en definitiva. Condiciones requeridas. Art. 54
apartado IV del Código de Procedimiento Civil.

Resulta de los términos del apartado IV del articulo 54 del Código de
Procedimiento Civil, que para que se pueda operar la conversión en
definitiva de una inscripción de hipoteca judicial provisional, tomada
con autorización del Juez, no basta que el acreedor esté provisto de
titulo que pruebe la existencia de su crédito, ni haya demandado ante
los Jueces del fondo el cobro de tal crédito, sino que es necesario e
imprescindible que previamente intervenga sentencia con autoridad de
cosa juzgada que condene al deudor al pago de la obligación; que como
en la especie, no hay constancia en el expediente de que exista la sen-
tencia condenatoria aludida, es obvio que la Corte a-qua, al fallar como
lo hizo violó el texto legal mencionado, por lo cual el fallo impugnado

de es
 ser casao sin necesidad de examinar el otro medio propuesto por

la recurrente.
Cas. 19 de noviembre de 1984, B.J.888, Pág.3o19.
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forma regular y por funcionarios autorizados por la ley para ordenarla,
asi como también, cual que sea la forma en que se haya dispuesto la
detención, si en la vista de la causa se revelan, a cargo del detenido,
hechos o indicios que justifiquen la privación de libertad, a juicio de los
Jueces de Hábeas Corpus, como una medida provisional de protección
social; que, además, los Jueces llamados a estatuir en atribuciones de
Hábeas Corpus deben limitarse a decidir si una detención puramente
precautoria, está o no justificada por hechos que sean indicios de alguna
infracción sancionada con penas privativas de libertad.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 2968.

Homicidio voluntario y no por imprudencia. Ponderación de los
elementos de juicio del proceso. Indemnización acordada para la
reparación del daño;

Para formar su convicción en el sentido en que lo hicieron, los jueces
del fondo ponderaron en toda su significación y alcance las
declaraciones de los testigos y los demás hechos y circunstancias del
proceso, y al apreciar dentro de sus facultades sobetanas que el disparo
que hizo el acusado no fue por imprudencia como se alega, la Corte a-
qua no incurrió en la sentencia impugnada en los vicios y violaciones
denunciados; que, por otra parte, si los Jueces entendieron que el hecho
no fue obra de la imprudencia, tampoco incurrieron en violación alguna
de la ley al fijar el monto de la indemnización en las sumas que se
consignan en el dispositivo de la sentencia impugnada, ya que el monto
de la indemnización se fija para la reparación daño causado; que, por
tanto, los alegatos que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Cas. 3 de agosto 1984, B.J. Pág. 1969.

Habeas Corpus. Facultades del Juez de Hábeas Corpus. Intima
convicción.

Para los Jueces de Habeas Corpus edificar su criterio acerca de si es
de lugar o no ordenar la libertad de los detenidos, no es necesario que se
establezcan los hechos de una manera exhaustiva y definitiva, como es
de rigor al conocerse y fallar el fondo de los procesos, sino que es
suficiente, que en el curso de la vista de Habeas Corpus. los Jueces del
caso, al exponerse ante ellos los hechos de la causa, lleguen a la Intima
convicción de que la prisión no se justifica, o de que, por lo contrario,
hay suficiente justificación para disponer el mantenimiento de la
prisión como en la especie, hasta que la causa sea conocida en toda su
profundidad, determinándose entonces, la exculpación o la
condenación.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J.888, Pág. 2968.

Hábeas Corpus. Alegato del impetrante relativo a que el Ministerio
Público no dictaminó acerca de una de las sentencias impugnadas en
Casación. Rechazamiento de ese alegato.

En la especie, y de conformidad con el articulo 40 de la Ley sobre
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Procedimiento de Casación el expediente de naturaleza correccional de
que se trata, fue comunicado al Magistrado Procurador General de la
República, para fines- de dictamen; que este Magistrado en cum-
plimiento de la indicada disposición legal, produjo su dictamen en la
forma que entendió debla hacerlo, y además, le dio lectura al mismo, en
audiencia pública; que, como el recurrente ha presentado sus medios de
casación contra las sentencias impugnadas y ha podido también hacer
las aclaraciones de lugar al amparo de las disposiciones del articulo 42
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es evidente que su derecho'
de defensa en el caso, ha estado suficientemente protegido de con-
formidad con la Ley; que, por otra parte, el hecho de que el recurrente
entienda que el dictamen del Ministerio Público no incluyó en el caso,
todos los puntos que a juicio del recurrente debla incluir, no puede dar
lugar a la aplicación del Art. 29 de la Ley de Organización Judicial para
que la S.C.J. determine el procedimiento para subsanar esa omisión, en
razón de que el contenido del dictamen del Procurador General de la
República no solamente no liga a los Jueces de la casación, sino que
puede ser dejado a su soberana apreciación; que, además, la forma
como se produjo el dictamen en el caso, cumplió el voto de la ley; que,
por tanto el pedimento del recurrente que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J.888, Pág.2968.
Juez que anuncia que va a vender sentencias. Falta grave.-

Destitución.
El hecho de que un Juez, cual que fuese el motivo que lo impulse,

anuncie que va a vender sentencias, constituye una falta grave en el
ejercicio de sus funciones que atenta contra la buena administración de
justicia y podría estimular los actos de corrupción en el Poder Judicial;
que, por tanto, procede sancionar al Juez en la forma como se consigna
en el dispositivo de la presente sentencia.

Cas. 5 de diciembre de 1984, B.J.889, Pág.3220.
Hipoteca judicial provisional. Inscripción. Conversión de una ins-

cripción provisional en definitiva. Condiciones requeridas. Art. 54
apartado IV del Código de Procedimiento Civil.

Resulta de los términos del apartado IV del articulo 54 del Código de
Procedimiento Civil, que para que se pueda operar la conversión en
definitiva de una inscripción de hipoteca judicial provisional, tomada
con autorización del Juez, no basta que el acreedor esté provisto de
titulo que pruebe la existencia de su crédito, ni haya demandado ante
los Jueces del fondo el cobro de tal crédito, sino que es necesario e
imprescindible que previamente intervenga sentencia con autoridad de
COSA juzgada que condene al deudor al pago de la obligación; que como
en la especie, no hay constancia en el expediente de que exista la sen-
tencia condenatoria aludida, es obvio que la Corte a-qua, al fallar como
lo hizo violó el texto legal mencionado, por lo cual el fallo impugnado
debe ser casado sin necesidad de examinar el otro medio propuesto por
la recurrente.

Cas. 19 de noviembre de 1984, 8.3.888, Pág.3019.
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Mquileres de Casas. Desalojo, Demanda. Ley 317 de 1968 sobre
Catastro Nacional. Casación por violación al Artículo 55 de la Ley 317.

El artículo 55 de la Ley No. 317 de 1968. sobre el Catastro Nacional,
está concebido en los siguientes términos: "Los Tribunales no
pronunciarán sentencia de desalojo, desahucios, lanzamientos de
lugares, ni fallarán acciones petitorias, ni admitirán instancias
relativas a propiedades sujetas a las previsiones de esta ley, ni en
general darán curso a acción alguna que directa o indirectamente
afecte bienes inmuebles, si no se presenta junto con los documentos
sobre los cuales se basa la demanda, el recibo relativo a la declaración
presentada a la D.G. del Catastro Nacional de la propiedad inmobiliaria
de que se trate"; que el texto legal arriba transcrito crea un fin de
inadmisión para el caso de acciones que se refieren a inmuebles. a falta
de aportar junto con los documentos sobre los cuales se basa la
demanda, el recibo relativo a la declaración presentada a la D.G. del
Catastro Nacional respecto del inmueble involucrado en el asunto; que
resulta del texto legal antes mencionado y de los artículos 1 y 5 de la
misma Ley, que la regla mencionada tiene un alcance general y se
aplica en todos los casos en que el litigio afecte un inmueble, esté
registrado o no, se refiera a mejoras o no, y sea quien fuere su
propietario; que al limitar la aplicación de esa regla al solo caso de que
se trate de mejoras levantadas en terrenos propiedad del Estado
Dominicano, la Cámara a-qua hizo una errónea interpretación del
artículo 55 de la Ley No. 317 de 1968 sobre el Catastro Nacional, por lo
cual la sentencia impugnada debe ser casada sin necesidad de
examinar el otro medio propuesto por el recurrente.

Cas. 27 de julio de 1984, 8.3.884, Pág.1865.

Notificación. Alguacil que entrega una copia del acto en el domicilio
del demandado a una persona que dice ser empleado. Regularidad de
esa notificación.

Toda notificación es válida aunque la persona a quien se ha entregado
copia, a título de pariente, sirviente o empleado, no lo sea en realidad,
sino que haya declarado inexactamente serlo, puesto que el Alguacil no
está obligado a verificar la verdad de sus manifestaciones; que, por
tanto, al ser notificada la sentencia del Juzgado de Paz al recurrido, J.
A. S., en el domicilio de éste, hablando con una persona que dijo ser
empleado, no hay dudas de que esta declaración significaba que se
trataba de un empleado del mencionado J.A.S., y que, por consiguiente,
el plazo de la apelación comenzó a córrer desde la fecha de ese acto,
situación que se confirma por el hecho de que el propio M.C. envió dicha
notificación a J.A.S.; que. por tanto, en la sentencia impugnada, se
violó el artículo 68 del Código de Procedimiento Civil y, en con-
secuencia, dicho fallo debe ser casado sin que sea necesario examinar
los demás medios de casación propuestos por la recurrente.

Cas. 26 . de marzo 1984, B.J. 880, Pág. 744.

libertad provisional bajo fianza. Perseguido de violación del Art. 405
del Código Penal y de la Ley 2859 de 1951, sobre cheques. Cancelación de

la fianza. Art. 2 de la Ley 3439 de 1915. Sentencia carente de base legal.
De conformidad con el artículo 9 de la Ley sobre Libertad Provisional

bajo Fianza también cesan las obligaciones resultantes de la fianza
cuando el fiador entrega al procesado para que lo reduzcan a prisión y
pide que se cancele aquella: la cancelación será consentida por el Juez
a quien se hubiere hecho entrega del procesado, con tal que sea com-
petente de conformidad con el Art. 2; que una correcta interpretación
del indicado texto legal conduce a admitir que la presentación que se
haga del prevenido en libertad provisional bajo fianza no tiene que
hacerse necesariamente por ante el Juez apoderado del caso, sino que
puede hacerse como ocurrió en la especie, por ante el P.E.
correspondiente que es el funcionario judicial encargado de dictar la
orden de reingreso a prisión, independientemente de las atribuciones
que tiene,e1 Juez de declarar el vencimiento de la fianza tal como se
establece en la parte final del referido articulo.

Cas. 27 de Junio 1984, B.J.883, Pág.1538.

Huelga de los trabajadores de un hotel. Declaratoria de ilegalidad.
Conclusiones del sindicato. Sentencia con motivos suficientes
Casación. Recurso rechazado.

Según consta en la sentencia impugnada, la Corte a-qua comprobó en
hecho, mediante los elementos de juicio que fueron sometidos al debate,
que efectivamente existía un estado de huelga de parte de los traba-
jadores del hotel M.D. y que tal situación era ilegal por no haberse
cumplido los requisitos exigidos por la Ley para ese fin, dando en apoyo
de su decisión motivos suficientes y pertinentes, los cuales en forma
alguna han sido discutidos por el recurrente; que los motivos expuestos
por la Corte a-qua para rechazar las conclusiones principales del
recurrente, sirvieron a la vez para justificar el rechazamiento de las
conclusiones subsidiarias, ya que, como se dijo antes, éstas no son más
que la reiteración de sus conclusiones principales; que por lo expuesto
se evidencia que el único medio propuesto por el recurrente carece dr
fundamento y debe ser desestimado:

Cas. 12 de diciembre de 1984, 11.1889, Pág.3287.

Apelación. Materia criminal. Parte civil, que apela para que se.
aumente la indemnización de 2 mil a 20 mil pesos. Sentencia que nc
pondera ese pedimento. Casación.

En la especie la Corte a-qua incurrió en los vicios señalados, ya que
se limitó a confirmar pura y simplemente la sentencia del Prime'
Grado, en el aspecto civil, sin pronunciarse tanto respecto a la
apelación como a las conclusiones de la parte civil, en la que se
solicitaba que la indemnización fuera aumentada de RDS2,000 00 a
RDS20,000.00, con lo cual se violó su derecho de defensa, razón por 14
cual la sentencia impugnada debe ser casada, en aspecto civil.

Cas. 26 de noviembre de 1984, 13.1888, Pág.3062.

Accidente de tránsito. Alegato de que las heridas curaron en 30 días
Enfermedad que duró 3 ó 4 meses. Indemnización de 3 mil pesos.
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Niquileres de tasas. Desalojo. Demanda. Ley 317 de 1968 sobre
Catastro Nacional. Casación por violación al Articulo 55 de la Ley 317.

El artículo 55 de la Ley No. 317 de 1968, sobre el Catastro Nacional,
está concebido en los siguientes términos: "Los Tribunales no
pronunciarán sentencia de desalojo, desahucios, lanzamientos de
lugares, ni fallarán acciones petitorias, ni admitirán instancias
relativas a propiedades sujetas a las previsiones de esta ley, ni en
general darán curso a acción alguna que directa o indirectamente
afecte bienes inmuebles, si no se presenta junto con los documentos
sobre los cuales se basa la demanda. el recibo relativo a la declaración
presentada a la D.G. del Catastro Nacional de la propiedad inmobiliaria
de que se trate"; que el texto legal arriba transcrito crea un fin de
inadmisión para el caso de acciones que se refieren a inmuebles, a falta
de aportar junto con los documentos sobre los cuales se basa la
demanda, el recibo relativo a la declaración presentada a la D.G. del
Catastro Nacional respecto del inmueble involucrado en el asunto; que
resulta del texto legal antes mencionado y de los artículos 1 y 5 de la
misma Ley, que la regla mencionada tiene un alcance general y se
aplica en todos los casos en que el litigio afecte un inmueble, esté
registrado o no, se refiera a mejoras o no, y sea quien fuere su
propietario; que al limitar la aplicación de esa regla al solo caso de que
se trate de mejoras levantadas en terrenos propiedad del Fstado
Dominicano, la Cámara a-qua hizo una errónea interpretación del
articulo 55 de la Ley No. 317 de 1968 sobre el Catastro Nacional, por lo
cual la sentencia impugnada debe ser casada sin necesidad de
examinar el otro medio propuesto por el recurrente.

Cas. 27 de julio de 1984, B.J.884, Pág.1865.

Notificación. Alguacil que entrega una copia del acto en el domicilio
del demandado a una persona que dice ser empleado. Regularidad de
esa notificación.

Toda notificación es válida aunque la persona a quien se ha entregado
copia, a titulo de pariente, sirviente o empleado, no lo sea en realidad,
sino que haya declarado inexactamente serlo, puesto que el Alguacil no
está obligado a verificar la verdad de sus manifestaciones; que, por
tanto, al ser notificada la sentencia del Juzgado de Paz al recurrido, J.
A. S., en el domicilio de éste, hablando con una persona que dijo ser
empleado, no hay dudas de que esta declaración significaba que se
trataba de un empleado del mencionado J.A.S., y que, por consiguiente,
el plazo de la apelación comenzó a córrer desde la fecha de ese acto,
situación que se confirma por el hecho de que el propio M.C. envió dicha
notificación a J.A.S.; que. por tanto, en la sentencia impugnada, se
violó el articulo 68 del Código de Procedimiento Civil y, en con-
secuencia, dicho fallo debe ser casado sin que sea necesario examinar
los demás medios de casación propuestos por la recurrente.

Cas. 26 de marzo 1984, B.J. 880, Pág. 744.
libertad provisional bajo fianza. Perseguido de violación del Art. 405

del Código Penal y de la Ley 2859 de 1951, sobre cheques. Cancelación de
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la fianza. Art. 2 de la Ley 3439 de 1915. Sentencia carente de base legal.
De conformidad con el articulo 9 de la Ley sobre Libertad Provisional

bajo Fianza también cesan las obligaciones resultantes de la fianza
cuando el fiador entrega al procesado para que lo reduzcan a prisión y
pide que se cancele aquella ; la cancelación será consentida por el Juez
a quien se hubiere hecho entrega del procesado, con tal que sea com-
petente de conformidad con el Art. 2; que una correcta interpretación
del indicado texto legal conduce a admitir que la presentación que se
haga del prevenido en libertad provisional bajo fianza no tiene que
hacerse necesariamente por ante el Juez apoderado del caso, sino que
puede hacerse como ocurrió en la especie, por ante el P.E.
correspondiente que es el funcionario judicial encargado de dictar la
orden de reingreso a prisión, independientemente de las atribuciones
que tiene,el Juez de declarar el vencimiento de la fianza tal como se
establece en la parte final del referido articulo.

Cas. 27 de Junio 1984, B.J.883, Pág.1538.

Huelga de los trabajadores de un hotel. Declaratoria de ilegalidad.
Conclusiones del sindicato. Sentencia con motivos suficientes
Casación. Recurso rechazado.

Según consta en la sentencia impugnada, la Corte a-qua comprobó en
hecho, mediante los elementos de juicio que fueron sometidos al debate,
que efectivamente existía un estado de huelga de parte de los traba-
jadores del hotel M.D. y que tal situación era ilegal por no haberse
cumplido los requisitos exigidos por la Ley para ese fin, dando en apoyo
de su decisión motivos suficientes y pertinentes, los cuales en forma
alguna han sido discutidos por el recurrente: que los motivos expuestos
por la Corte a-qua para rechazar las conclusiones principales del
recurrente, sirvieron a la vez para justificar el rechazamiento de las
conclusiones subsidiarias, ya que, como se dijo antes, éstas no son más
que la reiteración de sus conclusiones principales; que por lo expuesto
se evidencia que el único medio propuesto por el recurrente carece dr
fundamento y debe ser desestimado:

Cas. 12 de diciembre de 1984, B.J.889, Pág.3287.

Apelación. Materia criminal. Parte civil, que apela para que 5s
aumente la indemnización de 2 mil a 20 mil pesos. Sentencia que nc
pondera ese pedimento. Casación.

En la especie la Corte a-qua incurrió en Íos vicios señalados, ya que
se limitó a confirmar pura y simplemente la sentencia del Primei
Grado, en el aspecto civil, sin pronunciarse tanto respecto a la
apelación como a las conclusiones de la parte civil, en la que se
solicitaba que la indemnización fuera aumentada de RDS2,000 00 a
RD520,000100, con lo cual se violó su derecho de defensa, razón por la
cual la sentencia impugnada debe ser casada, en aspecto civil.

Cas. 26 de noviembre de 1984. 13.J.888, Pág.3062.

Accidente de tránsito. Alegato de que las heridas curaron en 30 dias
Enfermedad que duró 3 ó 4 meses. Indemnización de 3 mil pesos.
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Sentencia motivada suficientemente.
Si bien es cierto que en la sentencia impugnada no se exponen eslos

también 

verdad que en la indicada sentenc ia se hace constar que el monto de los
tres mil pesos fijado por el Juez del Primer Grado fue confirmado por la
Corte a-qua fundose nosl motivos que al respecto expuso el Juez

del Primer Grado
dán

 ; que
e este Juez para justificar la indemnización

acordada
 expuso que lo hacia para reparar • los daños y perjuicios

mont, fisicos y materiales sufridos por S.E.N . parte civil constituida,
como consecuencia del accidente; que además, en el expedient

e consta
que dicho agraviado sufrió lesiones que lo retuvieron enfermo '3 ó 4
meses; que. como se advierte, los indicados motivos, aunque sucintos,
son suficientes para justifica r lo que al respecto ha sido decidido; que,

por tanto, los medios que se examina n carecen de fundame nto y deben

ser desestimados;
Cas. 19 de noviembre de 1984, B.11388, Pág. 3009.

Alquileres de casas. Desalojo . Demanda en reparación de daños y

perjuicios . Demanda rechazada n por falta d
ver etido,

 existencia del
contr

perj
aurio

icieso.

Que siendo un hecho cierto y o contro	
si por 

admitido por las partes de que el ahora recurrente
 arrendó un bar, esto

es. los muebles, el -punto comerciar o punto de comercio, así como
equipos y artículos propios de este tipo de negocio a la intimad a pero

que el local no era propio, sino le fue arrendad a él r su pr
estaban a su

opietario y

que sólo por su falta de pago de las mensualidad es, que
cargo, por ser el inquilino, eáque se produce la demanda en desalo jo el
cual se efectuó contra él en su indicada caridad, es claro que la inteima

falta
da

no ha cometido ninguna falta, sino que por el contrario, elSinico n 
lo es el demandant e , no habiéndose planteado siquiera que la intimada
le adeudaba suma alguna, sino que no obstante ser evidente que ella
cum pl con	 obligacion es , él no cumplía con las suyas; que por todo

ello se ióhace susevidente que los perjuicios o daños que se hayan ocasionado
no son más que la consecuencia lógica de la propia falta de recurrente
y de la cual éste no se puede prevaler; que en consecuencia al ser claro
que la intimado cometió ningún tipo de falta o hecho que causaren
daños al reca nlamante, procede rechazar su reclamac ión , y como con-

secuencia la confirm ación de la sentencia.
Cas. 13 de Julio 1984. 13.J.884. Pág. 1765.
Mandato para litigar. Requisito.
Si bien es cierto que la legislación vigente para la época en que se

inició el presente proceso, permitía al litigante conferir mandato ad-
litem voluntario a cualquier persona. física o moral, que reuniera las
condiciones requeridas para ser mandataria, a fin de que asumiera su
representac ión en justicia, tal mandato no era exactament e idéntico al
mandato de derecho común, en especial en lo que se refiere a la forma,
efectos y extensión; que, en cuanto a la forma, dicho mandato tenía q u equse

e
ser escrito y especial, esto es, que debla ser otorgado por 
debla precisar el proceso para el cual se confería la representación;
que, en la especie, tal como lo afirma la Corte a-qua, no hay constancia
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en el proceso de que la hubiera conferido a la recurrente procuración
especial para que la representara en esta litis; que el contrato que in-
voca la recurrente como prueba de tal mandato, pactado el 20 de junio
de 1958 Y que sustituyó el del 18 de junio de 1957, en ninguna de sus
cláusulas otorga mandato a la recurrente para que actúe en
representación de aquella empresa como demandante en el presente
litigio:

Cas. 19 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3348

Medidas de instrucción ordenadas. Comunicación de documentos y
comparecencia personal. Facultad de los jueces.

La Corte a-qua para ordenar las indicadas medidas de instrucción,
expresó, en síntesis, que la comunicación de documentos es una medida
que tiende a proteger el derecho de defensa de las partes y debe ser
ordenada tan pronto sean usadas tales documentos, mientras que la
comparecencia personal tiene por finalidad esclarecer al Juez sobre los
hechos de la causa; que, estas medidas pueden ser aun ordenadas de
oficio; que, por todo lo expuesto, es evidente que la Corte a-qua se
pronunció acerca del pedimento a que se contrae el medio que se
examina, y que, asimismo• dio con relación a esa decisión, motivos
suficientes y pertinentes que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia, en funciones de Corte de Casación, verificar que en la sen-
tencia impugnada no se ha incurrido en los vicios y violaciones
denunciados, y, por tanto, el medio que se examina debe ser
desestimado:

Cas. 8 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1984.

Menor. Asistencia Obligatoria. Prevenido que alega que el menor es
hijo de una mujer casada y que por tanto el menor es hijo del marido.
Concubinato Público y Notorio.

En la sentencia impugnada consta que para atribuir al recurrente la
calidad de padre del menor R. procreado por la querellante, el Juez a-
quo se basó en que ésta se encontraba separada de su legitimo esposo
desde hacia más de once años y que mantenía concubinato notorio con
el recurrente; que para formar su convicción en tal sentido el Juez a-
quo se fundamentó en las declaraciones del testigo V. Q., a las que dio
mayor verosimilitud que a las de los demás testigos, en uso de sus
facultades soberanas de apreciación de los testimonios sometidos al
debate, que le permite escoger, entre varias declaraciones, aquéllas
que les parezcan más sinceras; que como se advierte, por lo expuesto,
dlosesesmtediminods osque se examinan carecen de fundamento y deben ser

Cas. le agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1993. •

Menores. Asistencia obligatoria. Ley 2402 de 1950. Apelación del
Procurador Fiscal realizada por el Fiscalizador en su representación.
Validez.

Los Procuradores Fiscales tienen la facultad de apelar per-.
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Sentencia motivada suficientemente.
Si bien es cierto que en la sentencia impugnada no se exponen los

motivos acerca del monto de la indemnización acordada, también es

verdad que en la indicada sentencia se hace constar que el monto de los

tre	
pesos fijado por el Juez del Primer Grado fue confirma

do por la

Cortee a .
qua fundándose en los motivos que al respecto expuso el Juez

del Primer Grado; que este Juez para justificar la indemnización

acordada
 expuso que lo hacia para reparar los daños y con

per
stituida,

juicios

físicos y materiales sufridos por S.E.N . parte civil 
morales,
como consecuencia

 del accidente; que además, en el expediente consta
que dicho agraviado sufrió lesiones que lo retuvieron enfermo '3 ó 4

mese	
se advierte, los indicados motivos, aunque sucintos,

son suficientes pa
s; que. como ra justificar looo que al respecto ha sido decidido; que,

por tanto, los medios que se examina n carecen de fundamento y deben

ser desestimados;
Cas. 19 de noviem bre de 1984, 13.J.1188, Pág. 3009.

Alquileres de casas. Desalojo . Demanda en reparació n de daños y

perjuicios . Demanda rechazada por falta de existencia del perjuicio.

Que siend un	
ho cierto y no controvertido, sino por contrario

admitido por
o
 las e l	de que el ahora recurrent e arrendó un bar, esto

es. los muebles, el "punto comercial-
 o punto de comercio, así como

equipos y artículos propios de este tipo de negocio a la intimad
a pero

que el local no era propio, sino le fue arrendad o a él por su propietar io y

que sólo por su falta de pago de las mensualidad
es, que estaban a su

cargo, por ser el inquilino, es que se produce la demanda en desalo
jo el

cual se efectuó contra él en su indicada calidad, esr
 cl
ari

arooue la int
ico eimafalta

da

no ha cometido ninguna falta, sino que por el cont, eqlonn 

lo es el demandante, no habiéndose planteado siquiera que la intimada
le adeudaba suma alguna, sino que no obstante ser evidente que ella

cumplió con sus obligacion es, él no cumplía con las suyas; quehayan por todo

ello se hace evidente que los perjuicios o daños que se 

no son más que la consecuencia lógica de la propia falta del recurrente

y de la cual éste no se puede prevaler; que en consecue
ncia al ser claro

que la intimad	
no cometió ningún tipo de falta o hecho que causaren

daños al rec
a

lamante, procede rechazar su reclamac ión , y como con-

secuencia la confirmación de la sentencia.
Cas. 13 de Julio 1984. B.J.884. Pág. 1765.
Mandato para litigar. Requisito.
Si bien es cierto que la legislació n vigente para la época en que se

inició el presente proceso, permitía al litigante conferir mandato ad-

litem voluntario a cualquier persona. física o moral, que reuniera las

condiciones requeridas para ser mandataria, a fin de que asumiera su

representac ión en justicia, tal mandato no era exactament e idéntico al

mandato de derecho común, en especial en lo que se refiere a la forma,

efectos y extensión; que, en	
debla

cuanto a la form
ser otorgado	 o qu e

debla precisar el proceso para el cual se confería la representación;
que, en la especie, tal como lo afirma la Corte a-qua. no hay constancia

en el proceso de que la hubiera conferido a la recurrente procuración
especial para que la representara en esta litis; que el contrato que in•
vota la recurrente como prueba de tal mandato, pactado el 20 de junio
de 1958 y que sustituyó el del 18 de junio de 1957, en ninguna de sus
cláusulas otorga mandato a la recurrente para que actúe en
representación de aquella empresa como demandante en el presente
litigio:

Cas. 19 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3348

Medidas de Insten/aún ordenadas. Comunicación de documentos y
comparecencia personal. Facultad de los jueces.

La Corte a•qua para ordenar las indicadas medidas de instrucción,
expresó, en síntesis, que la comunicación de documentos es una medida
que tiende a proteger el derecho de defensa de las partes y debe ser
ordenada tan pronto sean usados tales documentos, mientras que la
comparecencia personal tiene por finalidad esclarecer al Juez sobre los
hechos de la causa; que, estas medidas pueden ser aun ordenadas de
oficio; que, por todo lo expuesto, es evidente que la Corte a-qua se
pronunció acerca del pedimento a que se contrae el medio que se
examina, y que, asimismo, dio con relación a esa decisión, motivos
suficientes y pertinentes que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia, en funciones de Corte de Casación, verificar que en la sen-
tencia impugnada no se ha incurrido en los vicios y violaciones
denunciados, y, por tanto, el medio que se examina debe ser
desestimado:

Cas. 8 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1984.

Menor. Asistencia Obligatoria. Prevenido que alega que el menor es
hijo de una mujer casada y que por tanto el menor es hijo del marido.
Concubinato Público y Notorio.

En la sentencia impugnada consta que para atribuir al recurrente la
calidad de padre del menor R. procreado por la querellante, el Juez a-
quo se basó en que ésta se encontraba separada de su legitimo esposo
desde hacia más de once años y que mantenía concubinato notorio con
el recurrente; que para formar su convicción en tal sentido el Juez a-
quo se fundamentó en las declaraciones del testigo V. Q., a las que dio
mayor verosimilitud que a las de los demás testigos, en uso de sus
facultades soberanas de apreciación de los testimonios sometidos al
debate, que le permite escoger. entre varias declaraciones, aquéllas
que les parezcan más sinceras; que como se advierte, por lo expuesto,
los medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados:

Cas. 10 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1993.

Menores. Asistencia obligatoria. Ley 2402 de 1950. Apelación del
Procurador Fiscal realizada por el Fiscalizador en su representación.
Validez.

Los Procuradores Fiscales tienen la facultad de apelar per-,
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sonalmente de cualquier sentencia correccional, dictada por un
Juzgado de Paz de su jurisdicción y nada se opone a que dicho
Magistrado encomiende realizar esa diligencia en su nombre, al
fiscalizador correspondiente; que, por otra parte. en la especie, el
recurrente compareció a la audiencia y concluyó al fondo del asunto y
se defendió tanto en el aspecto penal como en lo concerniente a la

• pensión solicitada por la madre querellante cuyo interés estaba en
debate como consecuencia de la apelación del Ministerio Público; que
como en la sentencia impugnada se admitió el recurso de apelación del
Ministerio Público es claro que el medio que se examina carece de
Fundamento y debe ser desestimado;

Cas. 10 agosto 1984, B.J. Pág. 1993

Menores. Asistencia obligatoria. Ley 2402 de 1950. Prevenido que
niega la paternidad. Descargo. Sentencia carente de motivos. Casación.

En la especie, el examen de la sentencia impugnada pone de
manifiesto que la Cámara a-qua para admitir que el prevenido no era el
padre del menor, no ponderó las declaraciones dadas por éste en la
audiencia del 28 de agosto de 1981, celebrada por dicha Cámara Penal,
cuando expresó: "vivi con ella dos veces y cuando nació el niño yo fui
donde ella y le dije que ese niño no era hijo mío", ni mucho menos
ponderó las dadas por ante el F. del J. de P. de S. C., cuando le ofrecióa
la querellante RD316.00 uheciseis pesos) mensuales y luego en la
audiencia de dicho J. de P. ofreció sólo diez pesos (RD$10.00), para
cubrir las necesidades del niño mencionado, sin que en ninguna de estas
comparecencias negara la paternidad de E.L., de tres años de edad,
como lo hizo por ante el Juzgado a-quo: que, frente a tales expresiones,
era obligación del Juez del fondo, determinar, por todos los medios
legales a su alcance, si dicho menor fue concebido por la querellante
dentro del período en que el presunto padre y prevenido sostuvo
relaciones sexuales con ella, para, de esa forma, poder establecer si en
realidad él es o no el padre del mismo; que, por lo expuesto, es evidente
que la sentencia impugnada carece de motivos que justifiquen su
dispositivo, y por tanto, debe ser casada.

Cas. 19 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2432.

Referimiento. Demanda en entrega provisional. Secuestro.
Designación del Secuestrarlo. Competencia. Casación.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que al
perseguir por la vía del referimiento la entrega provisional de la finca,
lo que en definitiva demandó la recurrente en su condición de
propietaria del predio, fue la puesta en secuestro del mismo y su
designción como secuestraria, situación que no colide con el asunto

,principal de que están apoderados los tribunales ordinarios, si bien el
Juez de los referimientos de entender procedente el secuestro, podría
designar como secuestrario a un tercero: que al no interpretar la
situación en la forma señalada, la Corte a-qua dio a los hechos de la.
causa un sentido distinto al que le corresponde por su naturaleza, in-

curriendo en su desnaturalización, por lo cual procede la casación de la
sentencia impugnada.

Cas. 6 de junio 1984, B.J. 883, Pág. 1373.

Rescisión de contrato. Estación de gasolina que no reunla los
requisitos exigidos por la ley. Carta que prueba previo acuerdo en la
litis. Partes. Rechazamiento del recurso.

En la especie, es evidente que en las circunstancias anotadas, el
establecimiento para el expendio de gasolina del recurrente no reunía
las condiciones requeridas por la citada Ley No. 317 y que por ser ésta
una ley de orden público, como lo expresa la Corte a-qua, toda vez que
tiende a proteger el interés general imponiendo medidas para la
seguridad de la vida y la propiedad, cuya violación constituye una in-
fracción. impedía naturalmente que la recurrida pudiera ejecutar las
obligaciones que le imponía el contrato que la comprometía a
suministrar gasolina al establecimiento en cuestión o sea, que su
ejecución era imposible; que, en consecuencia, al pronunciar la Corte a-
gua la rescisión del referido contrato, sin responsabilidad para las
partes por los motivos antes señalados, no ha podido incurrir en los
vicios denunciados por el recurrente en los alegatos que se acaban de
examinar; que en lo que se refiere a la compensación que el recurrente
exigió a la recurrida por la pérdida de 4,215 galones de gasolina, debida
a la perforación del tanque, la Corte a-qua estimó, por el examen de la
carta que la recurrida le dirigió el 12 de julio de 1973 y un cheque por
IRDS349.10. para aplicarlo a la pérdida de dicha gasolina, el cual cobró
sin protesta, ni reserva, que las partes hablan llegado a un acuerdo
ajustando la cantidad de la gasolina perdida a los 1,277 galones.

Cas. 8 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1422.

Responsabilidad Civil. Accidente de aviación. Guardián de la cosa.
Solicitud de experticio para probar si el hecho ocurrió por impericia del
demandante. Rechazamiento de esa medida de instrucción.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que ante la
Corte a-qua la recurrente concluyó solicitando que se ordenara la
comparecencia personal del recurrido, a fin de determinar "si el ac-
cidente ocurrió o no a consecuencia de la Impericia de dicha parte
demandante"; que la Corte a-qua rechazó tal solicitud en base a que en
el expediente existían documentos que revelan la pericia del recurrido
en el manejo de ese tipo de vehículo aéreo; que al proceder así dicha
Corte obró correctamente, sin violar el derecho de defensa de la
recurrente, pues resulta innecesaria una medida de instrucción cuando
en el expediente se encuentran elementos de juicio suficientes que
permitan formar la convicción de los Jueces respecto del hecho que se
pretende probar con la medida en cuestión; que, por tanto, el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 1ro agosto 1984, B.J. 885. Pag. 1946.

Responsabilidad Civil. Avioneta de fumigación que manejada por un
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curriendo en su desnaturalización, por lo cual procede la casación de la
sentencia impugnada.

Cas. 6 de junio 1984, B.J. 883, Pág. 1373.

Rescisión de contrato. Estación de gasolina que no reune/ los
requisitos exigidos por la ley. Carta que prueba previo acuerdo en la
litis. Partes. Rechazamiento del recurso.

En la especie, es evidente que en las circunstancias anotadas, el
establecimiento para el expendio de gasolina del recurrente no reunía
las condiciones requeridas por la citada Ley No. 317 y que por ser ésta
una ley de orden público, como lo expresa la Corte a-qua, toda vez que
tiende a proteger el interés general imponiendo medidas para la
seguridad de la vida y la propiedad, cuya violación constituye una in-
fracción. impedía naturalmente que la recurrida pudiera ejecutar las
obligaciones que le imponía el contrato que la comprometta a
suministrar gasolina al establecimiento en cuestión o sea, que su
ejecución era imposible; que, en consecuencia, al pronunciar la Corte a.
qua la rescisión del referido contrato, sin responsabilidad para las
partes por los motivos antes señalados, no ha podido incurrir en los
vicios denunciados por el recurrente en los alegatos que se acaban de
examinar; que en lo que se refiere a la compensación que el recurrente
exigió a la recurrida por la pérdida de 4,215 galones de gasolina, debida
ala perforación del tanque, la Corte a-qua estimó, por el examen de la
carta que la recurrida le dirigió el 12 de julio de 1973 y un cheque por
RD$349.10. para aplicarlo a la pérdida de dicha gasolina, el cual cobró
sin protesta, ni reserva, que las partes hablan llegado a un acuerdo
ajustando la cantidad de la gasolina perdida a los 1,277 galones.

Cas. 8 junio 1989, B.J. 883, Pág. 1422.

Responsabilidad Civil. Accidente de aviación. Guardián de la cosa.
Solicitud de expedido para probar si el hecho ocurrió por impericia del
demandante. Rechazamiento de esa medida de Instrucción.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que ante la
Corte a-qua la recurrente concluyó solicitando que se ordenara la
comparecencia personal del recurrido, a fin de determinar "si el ac-
cidente ocurrió o no a consecuencia de la Impericia de dicha parte
demandante"; que la Corte a-qua rechazó tal solicitud en base a que en
el expediente existian documentos que revelan la pericia del recurrido
en el manejo de ese tipo de vehículo aéreo; que al proceder así dicha
Corte obró correctamente, sin violar el derecho de defensa de la
recurrente, pues resulta innecesaria una medida de instrucción cuando
en el expediente se encuentran elementos de juicio suficientes que
permitan formar la convicción de los Jueces respecto del hecho que se
pretende probar con la medida en cuestión; que, por tanto. el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. tro. agosto 1984. B.J. 885. Pág. 1946.

Responsabilidad Civil. Avioneta de fumigación que manejada por un

1

socialmente de cualquier sentencia correccional, dictada por un
.Juzgado de Paz de su jurisdicción y nada se opone a que dicho
Magistrado encomiende realizar esa diligencia en su nombre, al
fiscalizador correspondiente; que. por otra parte, en la especie, el
recurrente compareció a la audiencia y concluyó al fondo del asunto y
se defendió tanto en el aspecto penal como en lo concerniente a la
pensión solicitada por la madre querellante cuyo interés estaba en
debate como consecuencia de la apelación del Ministerio Público; que
como en la sentencia impugnada se admitió el recurso de apelación del
Ministerio Público es claro que el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado:

Cas. 10 agosto 1984. B.J. Pág. 1993

Menores. Asistencia obligatoria. Ley 2402 de 1950. Prevenido que
niega la paternidad. Descargo. Sentencia carente de motivos. Casación.

En la especie, el examen de la sentencia impugnada pone de
manifiesto que la Cámara a-qua para admitir que el prevenido no era el
padre del menor, no ponderó las declaraciones dadas por éste en la
audiencia del 28 de agosto de 1981, celebrada por dicha Cámara Penal,
cuando expresó: "viví con ella dos veces y cuando nació el niño yo fui
donde ella y le dije que ese niño no era hijo mio", ni mucho menos
ponderó las dadas por ante el F. del J. de P. de S. C., cuando le ofrecida
la querellante RD516.00 I dieciseis pesos) mensuales y luego en la
audiencia de dicho J. de P. ofreció sólo diez pesos (111.410.00), para
cubrir las necesidades del niño mencionado, sin que en ninguna de estas
comparecencias negara la paternidad de E.L., de tres años de edad,
como lo hizo por ante el Juzgado a-quo: que, frente a tales expresiones,
era obligación del Juez del fondo, determinar, por todos los medios
legales a su alcance. si dicho menor lue concebido por la querellante
dentro del periodo en que el presunto padre y prevenido sostuvo
relaciones sexuales con ella, para, de esa forma, poder establecer si en
realidad él eso no el padre del mismo; que, por lo expuesto, es evidente
que la sentencia impugnada carece de motivos que justifiquen su
dispositivo, y por tanto, debe ser casada.

Cas. 19 septiembre 1%4, B.J. 886. Pág. 2432.

Referimiento. Demanda en entrega provisional. Secuestro.
Designación del Secuestrario. Competencia. Casación.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que al
perseguir por la vid del referimiento la entrega provisional de la finca,
lo que en definitiva demandó la recurrente en su condición de
propietaria del predio, fue la puesta en secuestro del mismo y su
design'ación como secuestraria, situación que no colide con el asunto

,principal de que están apoderados los tribunales ordinarios, si bien el
Juez de los referimientos de entender procedente el secuestro, podría
designar como secuestrario a un tercero; que al no interpretar la
situación en la forma señalada, la Corte a-qua dio a los hechos de la
causa un sentido distinto al que le corresponde por su naturaleza, in-
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experto piloto cae a tierra y el piloto sufre daños. Responsabilidad de la
compañia dueña de la avioneta.

El propietario continúa teniendo la guarda jurídica de su cosa.
cuando entrega ésta a un tercero para la ejecución de un trabajo. como
ocurrió en la especie, en cuyo caso el encargado viene a ser un simple
tenedor de la cosa, sin convertirse en guardián de la misma; que si el
encargado recibe un daño causado por la cosa, puede alegar contra el
guardián el artículo 1384, párrafo 1ro. del Código Civil, salvo accidente
del trabajo, y aquél sólo podrá liberarse de esa responsabilidad
probando que el accidente se debió a una falta del encargado víctima
del mismo; que al decidir la Corte a-qua en el sentido señalado, hizo una
correcta interpretación del texto legal indicado, por lo cual el segundo
medio propuesto por la recurrente carece también de fundamento y
debe ser desestimado;

Cas. 1ro. agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1946.

Responsabilidad Civil. Contrato. Cláusula de responsabilidad
limitada. Conclusiones rechazadas sin dar motivos. Casación.

El examen de la sentencia impugnada como la del Tribunal de
Primer Grado, pone de manifiesto que ante ambas jurisdicciones la
recurrente concluyó formalmente solicitando que en el caso de que se le
estimara responsable de algún daño en perjuicio del recurrido, se
aplicara la cláusula de responsabilidad limitada prevista en el contrato
intervenido entre las partes; que, no obstante los Jueces del fondo
rechazaron implícitamente tal pedimento, al fijar el monto de la
reparación sin tomar en cuenta la aludida cláusula y sin exponer los
motivos pertinentes al respecto; que es obligación de los Jueces del
fondo responder todos los puntos de las conclusiones de las partes, ya
sean principales o subsidiarias, y se refieran a un medio de defensa, a
una excepción o a un fin de inadmisión, dando los motivos pertinentes;
que al no observarse en la especie la regla antes expuesta, la sentencia
impugnada adolece del vicio denunciado, por lo cual procede su
casación por falta de motivos, sin necesidad de examinar los demás
medios del recurso;

Cas. 5 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3191.

Responsabilidad civil. Demanda en reparación de daños por in-
cumplimiento de un contrato de transporte aéreo. Sentencia carente de
base legal.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la Corte
a-qua para declarar a la recurrente responsable de daños y perjuicios
frente al recurrido, se basó esencialmente en que ésta no cumplió con la
obligación asumida en el contrato de transporte que intervino con
aquél. de transportarlo de retorno a Santo Domingo, desde el 2 de
octubre de 1982, pero no precisa si cuando el recurrido llegó a la
rampa para abordar el avión de la recurrente, habla cumplido o no
con los trámites legales de aduana e inmigración, requeridos a to-
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do viajero internacional, y de no haberlo hecho asi el lap-
so de 14 mininos antes de la partida del avión, en que se pre-
s. cató era suficiente para llenar tales requisitos y tomar el mis-
mo: que tampoco precisa las razones alegadas por los oficiales de I
para oponerse a que el recurrido viajara en dicho avión: que esa im-
precisión en exponer hechos decisivos para la solución del caso, impide
a la S.C.J.. en funciones de Corte de Casación, verificar si en la es-
pecie se ha hecho o no una correcta aplicación de la ley, por lo cual la
sentencia impugnada carece de base legal y debe ser casada

Cas. 22 de agosto de 1984, B.J. 885, Pág. 2061.

Responsabilidad Civil. Demanda en reparación de daños y perjuicios
basado en una querella temeraria. Sentencia carente de base legal.
Casación.

En la especie, resulta del examen de la sentencia impugnada y de los
demás documentos del expediente, que para acoger la demanda, la
Corte a-qua no ponderó debidamente las circunstancias de que el
recurrido confesó de que en su poder fueron encontrados dos fórmulas
en blanco de cheques, de las que fueron sustraídas del negocio de la
recurrente, y que él y A. C. emitieron dos cheques falsos en otras dos
fórmulas similares, por las sumas de RD$120.00 y RD$250.00, cuyos
valores repartieron entre si y con M. V. T.; que es obvio que si la Corte
a -qua pondera en su verdadero sentido y alcance tales circunstancias,
hubiese podido eventualmente dar otra solución al caso; que esa falta
de ponderación de hechos decisivp4para la solución del asunto, impide
a la S. C. J. en funciones de Corte de Casación, verificar si en la especie
se ha hecho una correcta aplicación de la ley, por lo cual procede la
casación de la sentencia impugnada por falta de base legal.

Casación 1ro. agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1940.

Responsabilidad Civil. Menor que pisa un cable de alta tensión que se
encontraba en el suelo y muere como consecuencia del shock eléctrico.
Responsabilidad de la Corporación Dominicana de Electricidad.

En la especie, la Corte a-qua para establecer que el menor Domingo
Sánchez de la Nuez de la Nuez falleció a consecuencia de un shock
eléctrico producido al pisar un cable de alta tensión que se encontraba
tirado en el suelo, se basó no sólo en el acta policial, sino también en los
demás documentos del expediente y en los hechos y circunstancias de la
causa, entre la jurisdicción de primer gravado, donde constan las
declaraciones de los testigos a que aluden las recurrentes, y a las cuales
se refiere expresamente la Corte a-qua en el primer considerando, de la
página 11 de la sentencia impugnada; que como se advierte por lo ex-
puesto, la Corte a-qua ponderó las declaraciones de los testigos
señalados y atribuyó a las mismas su verdadero sentido y alcance; que.
por otra parte, la sentencia impugnada contiene una relación completa
de los hechos de la causa, asi como motivos suficientes y pertinentes
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experto piloto cae a tierra y el piloto sufre daños. Responsabilidad de la
compañia dueña de la avioneta.

El propietario continúa teniendo la guarda jurídica de su cosa.
cuando entrega ésta a un tercero para la ejecución de un trabajo, como
ocurrió en la especie, en cuyo caso el encargado viene a ser un simple
tenedor de la cosa, sin convertirse en guardián de la misma; que si el
encargado recibe un daño causado por la cosa, puede alegar contra el
guardián el articulo 1384, párrafo lro del Código Civil, salvo accidente
del trabajo, y aquél sólo podrá liberarse de esa responsabilidad
probando que el accidente se debió a una falta del encargado víctima
del mismo; que al decidir la Corte a-qua en el sentido señalado, hizo una
correcta interpretación del texto legal indicado, por lo cual el segundo
medio propuesto por la recurrente crece también de fundamento y
debe ser desestimado;

Cas. 1ro agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1946.

Responsabilidad Civil. Contrato. Cláusula de responsabilidad
limitada. Conclusiones rechazadas sin dar motivos. Casación.

El examen de la sentencia impugnada como la del Tribunal de
rnmer Grado, pone de manifiesto que ante ambas jurisdicciones la
recurrente concluyó formalmente solicitando que en el caso de que se le
estimara responsable de algún daño en perjuicio del recurrido, se
aplicara la cláusula de responsabilidad limitada prevista en el contrato
intervenido entre las partes; que, no obstante los Jueces del fondo
rechazaron implícitamente tal pedimento, al fijar el monto de la
reparación sin tomar en cuenta la aludida cláusula y sin exponer los
motivos pertinentes al respecto; que es obligación de los Jueces del
fondo responder todas los puntos de las conclusiones de las partes, ya
sean principales o subsidiarias, y se refieran a un medio de defensa, a
una excepción o a un fin de inadmisión, dando los motivos pertinentes;
que al no observarse en la especie la regla antes expuesta, la sentencia
impugnada adolece del vicio denunciado, por lo cual procede su
casación por falta de motivos, sin necesidad de examinar los demás
medios del recurso;

Cas. 5 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3191.

Responsabilidad civil, Demanda en reparación de dañas por in-
cumplimiento de un contrato de transporte aéreo. Sentencia carente de
base legal.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la Corte
a-qua para declarar a la recurrente responsable de daños y perjuicios
frente al recurrido, se basó esencialmente en que ésta no cumplió con la
obligación asumida en el contrato de transporte que intervino con
aquél, de transportarlo de retorno a Santo Domingo, desde el 2 de
octubre de 1982, pero no precisa si cuando el recurrido llegó a la
rampa para abordar el avión de la recurrente, habla cumplido o no
con los trámites legales de aduana e inmigración, requeridos a to-
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do v i ajero internacional, y de no haberlo hecho así el lap-
so de 14 minutos antes de la partida del avión, en que se pre-
sentó era suficiente para llenar tales remusitos y tomar el mis-
mo; que tampoco precisa las razones alegadas por los oficiales de 1
para oponerse a que el recurrido viajara en dicho avión: que esa im-
precisión en exponer hechos decisivos para la solución del caso. impide
a la S.C.J.. en funciones de Corte de Casación, verificar si en la es-
pecie se ha hecho o no una correcta aplicación de la ley, por lo cual la
sentencia impugnada carece de base legal y debe ser casada

Cas. 22 de agosto de 1984, B.J. 885, Pág. 2061.

Responsabilidad Civil. Demanda en reparación de daños y perjuicios
basado en una querella temeraria. Sentencia carente de base legal.
Casación.

En la especie, resulta del examen de la sentencia impugnada y de los
demás documentos del expediente, que para acoger la demanda, la
Corte a-qua no ponderó debidamente las circunstancias de que el
recurrido confesó de que en su poder fueron encontrados dos fórmulas
en blanco de cheques, de las que fueron sustraídas del negocio de la
recurrente, y que él y A. C. emitieron dos cheques falsos en otras dos
fórmulas similares, por las sumas de RDS120.00 y RD$250.00, cuyos
valores repartieron entre sí y con III. V. T.; que es obvio que si la Corte
a-qua pondera en su verdadero sentido y alcance tales circunstancias,
hubiese podido eventualmente dar otra solución al caso; que esa falta
de ponderación de hechos decisivp para la solución del asunto, impide
a la S. C. J. en funciones de Corte de Casación, verificar si en la especie
se ha hecho una correcta aplicación de la ley, por lo cual procede la
casación de la sentencia impugnada por falta de base legal.

Casación lro. agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1940.

Responsabilidad Civil. Menor que pisa un cable de alta tensión que se
encontraba en el suelo y muere como consecuencia del shock eléctrico.
Responsabilidad de la Corporación Dominicana de Electricidad.

En la especie, la Corte a-qua para establecer que el menor Domingo
Sánchez de la Nuez de la Nuez falleció a consecuencia de un shock
eléctrico producido al pisar un cable de alta tensión que se encontraba
tirado en el suelo, se basó no sólo en el acta policial, sino también en los
demás documentos del expediente y en los hechos y circunstancias de la
causa, entre la jurisdicción de primer gravado, donde constan las
declaraciones de los testigos a que aluden las recurrentes, y a las cuales
se refiere expresamente la Corte a-qua en el primer considerando, de la
página 11 de la sentencia impugnada; que como se advierte por lo ex-
puesto, la Corte a-qua ponderó las declaraciones de los testigos
Señalados y atribuyó a las mismas su verdadero sentido y alcance; que,
por otra parte, la sentencia impugnada contiene una relación completa
de los l'echas de la causa, así como motivos suficientes y pertinentes
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que han permitido a la Suprema Corte de Justicia, como Corte de
Casación verificar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación
de la ley;

Cas 3 agosto 1%4. 13.J 885. Pág. 1951.

ni-amaba bilidad (1%11 Menor que se electrocuta al hacer contacto
con un cable bajante a tierra desde un poste del tendido eléctrico.
Responsabilidad civil de la C.D.E.

Cas 20 febrero 1984. B.J 879. Pág. 435.

Iiespon‘abilidad Ch II Técnicos de una empresa vendedora de her-
bicidas que recomiendan a un cliente una dosis inadecuada del
producto Responsabilidad de la empresa por error de conducta de sus
empleados

Si bien es cierto que para definir la falta cometida por la recurrente,
la Corte a-qua se refiere a la violación de una obligación general de
prudencia y diligencia, al no tener un criterio firme y definido respecto
a la dosis para la aplicación del Gravem in en los plátanos, no es menos
cierto que resulta de la terminología empleada y de los hechos
soberanamente comprobados por la Corte a-qua. que ésta en definitiva
lo que quiso decir fue que la falta consistió en el hecho de que dos
técnicos de la recurrente recomendaron al recurrido, la aplicación de
una dosis inadecuada del producto que le vendieron, para ese tipo de
terreno y esa clase de cultivo; que tal circunstancia evidentemente
constituye una falta susceptible de comprometer la responsabilidad
civil, de su autor.

Cas 14 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 2928.

Responsabilidad Civil. Perros que muerden a una inquilina.
Presunción de responsabilidad a cargo del dueño o encargado del
animal. Art. 385 del Código Civil. Condenación contra el dueño.

En la especie los Jueces del fondo para formar su convicción en el
sentido en que lo hicieron ponderaron, sin desnaturalización alguna, los
elementos de juicio aportados al debate, particularmente el resultado
de la información y contrainformación testimonial y si apreciaron como
más verosímiles, y por tanto merecedoras de mayor crédito, las
declaraciones de la testigo A., tal apreciación, como cuestión de hecho,
no puede ser objeto de censuro en casación, sobre todo en la especie, en
que no hay constancia de que el hoy recurrente hubiese presentado por
ante los Jueces del fondo, observación alguna contra la idoneidad de la
indiCada testigo; que, por otra parte, la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes, pertinentes y congruentes que justifican su
dispositivo y una relación de hechos que ha permitido a la S.C.J.
verificar, como Corte de Casación, que en la especie, se ha hecho una
correcta aplicación de la ley; que por tanto, los medios que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados

Cas 15 agosto de 1984. B.J. 885, Pág. 2040

LIII

ilemion‘abilldad eh II. Presuncion de responsabilidad. Tercero que
inconsultain ente se apodera de la llave del encendido de un automóvil y
lo pone en marcha y causa daño. No responsabilidad del propietario

Siendo la guarda una cuestión de puro hecho, el propietario cesa de
ser guardián desde el momento en que ha sido privado del uso. dirección
y control de su vehículo, y no está por tanto, salvo circunstancias
particulares, sometido a la presunción de responsabilidad dictada por
el articulo 1384, primera parte, del Código Civil, cuando cause el que se
ha apoderado del vehículo un daño con el manejo del mismo, que.
además, la condenación del propietario a reparar el daño, no estaría
justificada sobre el fundamento de que ha cometido una falta personal
que ha facilitado la pérdida de la guarda, puesto que de producirse esa
situación, no existiría tampoco una relación de casualidad necesaria
entre esa falta del propietario y el accidente posterior que ha causado el
daño.

Cas. 20 enero 1984. B.J 878, Pág. 116.

Responsabilidad Civil Reparacion cie daños. Monto. Sentencia que
carece de elementos de juicio para determinarlo. Casación

En la especie, si la Corte no tenía suficientes elementos de juicio para
determinar el monto del crédito principal debió ordenar las medidas de
Instrucción que fueren pertinentes para determinar la suma a que fue
condenada la G. and W. A. C., D.C.R.. en favor de los demandantes que
no fueron excluidos, para de este modo calcular los intereses acordados
a título de indemnización a los colonos demandantes; que, por tanto, la
sentencia impugnada debe ser casada, sin que, sea necesario examina'
los demás medios del recurso.

Cas. 29 octubre 1984, R.J. 887, Pág. 2702.

Responsabilidad civil derivada de dos delitos distintos cometidos por
prevenidos distintos. Indemnización fijada de manera global. Proceder
incorrecto de la Corte. Casación de la sentencia en ese punto

En la especie, los Jueces del fondo condenaron a cada uno de los
prevenidos por un delito distinto; esto es, a C.L. por violación de
propiedad y a F.L. por amenaza; que en esas condiciones la in-
demnización no podía ser fijada de manera "global" como se hizo. pues
de ese modo no se puede precisar cuáles daños sufrió la víctima como
consecuencia de la violación de propiedad y cuáles como consecuencia
de la amenaza ; daños que corresponde reparar, separadamente, a cada
uno de los responsables por su propio hecho; que. por tanto. procede la
casación de la sentencia impugnada en el punto que se examina

Cas. 15 de agosto de 1984, 13.J.885 Pag. 2047.
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que han permitido a la Suprema Corte de Justicia, como Corte de
Casación verificar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación
de la ley;

Cas 3 agosto 1984. B.J 885. Pág. 1951.

Itespomabilidad	 U Menor que se electrocuta al hacer contacto
ion un cable bajante a tierra desde un poste del tendido eléctrico.
Responsabilidad civil de la C.D.E.

Cas. 20 febrero 1984. B.J 879. Pág. 435.

itemionsabilidad (dril Técnicos de una empresa vendedora de her-
bicidas que recomiendan a un cliente una dosis inadecuada del
producto Responsabilidad de la empresa por error de conducta de sus
empleados.

Si bien es cierto que para definir la falta cometida por la recurrente,
la Corte a-qua se refiere a la violación de una obligación general de
prudencia y diligencia, al no tener un criterio firme y definido respecto
a la dosis para la aplicación del Gravemin en los plátanos, no es menos
cierto que resulta de la terminología empleada y de los hechos
soberanamente comprobados por .1a Corte a-qua, que ésta en definitiva
lo que quiso decir fue que la falta consistió en el hecho de que dos
técnicos de la recurrente recomendaron al recurrido. la  aplicación de
una dosis inadecuada del producto que le vendieron, para ese tipo de
terreno y esa clase de cultivo; que tal circunstancia evidentemente
constituye una falta susceptible de comprometer la responsabilidad
civil, de su autor.

Cas 14 de noviembre de 1984, B.J. 888 , Pág. 2928.

Responsabilidad Civil. Perros que muerden a una inquilina.
Presunción de responsabilidad a cargo del dueño o encargado del
animal. Art. 385 del Código Civil. Condenación contra el dueño.

En la especie los Jueces del fondo para formar su convicción en el
sentido en que lo hicieron ponderaron, sin desnaturalización alguna, los
elementos de juicio aportadas al debate, particularmente el resultado
de la información y contrainformación testimonial y si apreciaron como
más verosímiles, y por tanto merecedoras de mayor crédito, las
declaraciones de la testigo A., tal apreciación, como cuestión de hecho,
no puede ser objeto de censura en casación, sobre todo en la especie, en
que no hay constancia de que el hoy recurrente hubiese presentado por
ante los Jueces del fondo, observación alguna contra la idoneidad de la
indicada testigo; que, por otra parte, la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes,	 pertinentes y congruentes que justifican su
dispositivo y una relación de hechos que ha permitido a la S.C.J.
verificar. como Corte de Casación, que en la especie, se ha hecho una
correcta aplicación de la ley: que por tanto. los medios que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados

Cas 15 a gosto de 1984. 13 J. 885, Pág. 2040
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Responsabilidad Civil. Presuncion de responsaoilidad. Tercero que
inconsultamente se apodera de la llave del encendido de un automóvil y
lo pone en marcha y causa daño. No responsabilidad del propietario

Siendo la guarda una cuestión de puro hecho, el propietario cesa de
ser guardián desde el momento en que ha sido privado del uso, dirección
y control de su vehículo, y no está por tanto, salvo circunstancias
particulares, sometido a la presunción de responsabilidad dictada por
el articulo 1384, primera parte, del Código Civil, cuando cause el que se
ha apoderado del vehículo un daño con el manejo del mismo. que.
además, la condenación del propietario a reparar el daño, no estaría
justificada sobre el fundamento de que ha cometido una falta personal
que ha facilitado la pérdida de la guarda, puesto que de producirse esa
situación, no existiría tampoco una relación de casualidad necesaria
entre esa falta del propietario y el accidente posterior que ha causado el
daño.

Cas. 20 enero 1984, B.J 878, Pág. 118.

Responsabilidad Civil Reparacion de daños. Monto. Sentencia que
carece de elementos de juicio para determinarlo. Casación.

En la especie, si la Corte no tenía suficientes elementos de juicio para
determinar el monto del crédito principal debió ordenar las medidas de
instrucción que fueren pertinentes para determinar la suma a que fue
condenada la G. and W. A. C., D.C.R., en favor de los demandantes que
no fueron excluidos, para de este modo calcular los intereses acordados
a título de indemnización a los colonos demandantes: que, por tanto, la
sentencia impugnada debe ser casada, sin que, sea necesario examina'
los demás medios del recurso.

Cas. 29 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2702.

Responsabilidad civil derivada de dos delitos distintos cometidos por
prevenidos distintos. Indemnización fijada de manera global. Proceder
incorrecto de la Corte. Casación de la sentencia en ese punto.

En la especie, los Jueces del fondo condenaron a cada uno de los
prevenidos por un delito distinto; esto es, a C.L. por violación de
propiedad y a F.L. por amenaza; que en esas condiciones la in
demnización no podía ser fijada de manera "global" como se hizo pues
de ese modo no se puede precisar cuáles daños sufrió la víctima como
consecuencia de la violación de propiedad y cuáles como consecuencia
de la amenaza ; daños que corresponde reparar, separadamente, a cada
uno de los responsables por su propio hecho; que. por tanto, procede la
casación de la sentencia impugnada en el punto que se examina

Cas. 15 de agosto de 1984, 13.J.885 l'ag. 2047.

Revis km Civil. Sentencia de rectificación de un acto del Estado Civil
Art. 480 del Código de Procedimiento Civil.- Rechazamiento de la
revisión.
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Según resulta de los artículos 480 y su4 del Código de Procedimiento
Civil, y especialmente del primero de los artículos citados, la revisión
civil es un recurso de retractación de carácter extraordinario sólo
admisible por los Tribunales o Juzgados de Primera Instancia y Cortes
de Apelación, contra las sentencias dictadas por esas jurisdicciones en
último recurso en los casos y en las formalidades especiales
establecidas por la ley; una de las condiciones necesarias para que
pueda interponerse el recurso en revisión civil es que la sentencia ob-
jeto de dicho recurso sea de carácter contencioso; que tal como lo juzgó
la Corte a-qua la sentencia que fue objeto del recurso de revisión civil no
es de carácter contencioso, ya que fue dictada en Cámara de Consejo,
sin la presencia de las partes, ni se probó que éstas fueran puestas en
causa, por lo que la Corte a-qua rechazó dicho recurso aplicando así
correctamente, el artículo 480 del Código de Procedimiento Civil; que,
por tanto, los medios que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados.

Cas. 30 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 3151.

Oposición, Desistimiento. Necesidad de aceptación de la contra parte
para que haya desistimiento.

La oposición no origina una nueva instancia, sino que es la simple
continuación de la instancia anterior; que como al interponer su
recurso de oposición el oponente formuló conclusiones al fondo en el
acto contentivo del recurso, solicitando la revocación de la sentencia
condenatoria, es claro que la instancia quedó definitivamente ligada
entre las partes. por la cual para desistir de su recurso el oponente
precisa la aceptación de la contraparte, especialmente cuando, como
ocurre en la especie, la parte recurrida notificó al oponente un acto de
A. citandolo para la audiencia del 21 de abril de 1977; que en ese orden
de ideas y frente a la negativa de la recurrida de aceptar el
desistimiento. los Jueces del fondo podían, como lo hicieron, recibir las
conclusiones de ésta, apreciar sus méritos y decidir lo oue estimaren
asto y conforme a derecho.

Cas. 14 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1170.

Oposición. Materia Civil. Sentencia que ordena medidas de ins-
trucción -previo al conocimiento de conclusiones tendentes a declarar
inadmisibles el recurso. Rechazo implícito de las conclusiones prin-
cipales. Falta de motivos.

Los jueces del fondo están en el deber de responder a todos los puntos
de las conclusiones de las partes para admitirlas o rechazarlas, dando
las motivos que sean pertinentes: que esa regla se aplica tanto a las
conclusiones principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las
conclusiones que contengan una demanda, una defensa, una excepción.
un medio de madmisión, o la solicitud de una medida de instrucción; en
la especie, los recurrentes presentaron por ante la Curte a-qua. las

conclusiones antes indicarlas, tendentes, en definitiva, a que se declare
Inadmisible el recurso de oposición que habla interpuesto P. y W, S. A.;
que, sin embargo, la Corte a-qua al ordenar la comparecencia personal
de las partes. y un informativo para establecer hechos articulados por
la compañía oponente, rechazó implícitamente las reféridas con-
clusiones sin dar los motivos justificativos de tal rechazamiento.

Cas. 30 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1292

Oposición. Materia Civil. Rechazo implícito de las conclusiones.
Casación, por falta de motivos.

Los jueces del fondo están en el deber de responder a todos los puntos
de las conclusiones de las partes para admitirlas o rechazarlas. dando
los motivos que sean pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las
conclusiones principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las
conclusiones que contengan una demanda, una defensa, una excepción,
un medio de inadmisión. o la solicitud de una medida de instrucción:
que en la especie la Corte a-qua al ordenar la comparecencia personal
de las partes, y un informativo para establecer hechos articulados por
la compañia oponente, rechazó implícitamente las referidas con-
clusiones sin dar los motivos justificativos de tal rechazamiento.

Cas. 30 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1286

Oposición. Sentencia en defecto. Alquileres de casa Sentencia
carente de motivos.

Ver. Alquileres de casas 	
Cas. 10 octubre 1984, S.J. 887, Pág. 2607.

Seguro. Póliza. Cláusula que excluye ciertos riesgos como ciclones
Desnaturalización del contrato. Casación.

En la especie la Corte a-qua para admitir que la cobertura c, de la
láusula segunda de la póliza No. 80-11693 habla sido estipulada en el
-ieguro, se fundó esencialmente en que la cláusula Ira., de dicha póliza
cubría todos los riesgos y que por tanto se encontraban comprendidos
los daños causados por ciclones, huracanes, e inundaciones; pero que
esa interpretación no corresponde al sentido y alcance de eta cláusula
ya que de sus términos se desprende que la póliza sólo cubría los daños
ocasionados por causas que no fueran excluidas en la cláusula segunda,
según la cual, como muestra su fotocopiado precedentemente, para que
la cobertura c, pudiera ser incluida en el seguro era requisito indispen-
sable, que fuere convenida y aceptada expresamente y pagada la prima
correspondiente, lo que explica que bajo este aspecto las cláusulas
primera y segunda son interdependientes, de manera que la cláusula
Ira., no podía ser aplicada aisladamente, como lo hizo la Corte a-qua.
sino en coordinación, de la segunda, pues de otro modo la existencia de
esta última no tendría sentido, de donde se infiere que al decir la Corte
a-qua que la cobertura C) estaba comprendida en el seguro, sin la
prueba de que hubiera sido convenida expresamente y pagada la prima
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Según resulta de los artículos 480 y 504 del Código de Procedimiento
Civil, y especialmente del primero de los artículos citados, la revisión
civil es un recurso de retractación de carácter extraordinario sólo
admisible por los Tribunales o Juzgados de Primera Instancia y Cortes
de Apelación, contra las sentencias dictadas por esas jurisdicciones en
último recurso en los casos y en las formalidades especiales
establecidas por la ley; una de las condiciones necesarias para que
pueda interponerse el recurso en revisión civil es que la sentencia ob-
jeto de dicho recurso sea de carácter contencioso; que tal como lo juzgó
la Corte a-qua la sentencia que fue objeto del recurso de revisión civil no
es de carácter contencioso, ya que fue dictada en Cámara de Consejo,
sin la presencia de las partes, ni se probó que éstas fueran puestas en
causa, por lo que la Corte a-qua rechazó dicho recurso aplicando así
correctamente, el articulo 480 del Código de Procedimiento Civil; que,
por tanto, los medios que se examinan carecen de fundamento y deben
set- desestimados.

Cas. 30 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 3151.

Oposición, Desistimiento. Necesidad de aceptación de la contra parte
para que haya desistimiento.

La oposición no origina una nueva instancia, sino que es la simple
continuación de la instancia anterior; que como al interponer su
recurso de oposición el oponente formuló conclusiones al fondo en el
acto contentivo del recurso, solicitando la revocación de la sentencia
condenatoria, es claro que la instancia quedó definitivamente ligada
entre las partes. por la cual para desistir de su recurso el oponente
precisa la aceptación de la contraparte, especialmente cuando, como
ocurre en la especie, la parte recurrida notificó al oponente un acto de
A. citandolo para la audiencia del 21 de abril de 1977; que en ese orden
de ideas y frente a la negativa de la recurrida de aceptar el
desistimiento. los Jueces del fondo podían, como lo hicieron, recibir las
conclusiones de ésta, apreciar sus méritos y decidir lo eme estimaren
esto y conforme a derecho.
(:as. 14 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1170.

Oposición. Materia Civil. Sentencia que ordena medidas de ins-
trucción previo al conocimiento de conclusiones tendentes a declarar
inadmisibles el recurso. Rechazo implícito de las conclusiones prin-
cipales. Falta de motivos.

Los jueces del fondo están en el deber de responder a todos los puntos
de las conclusiones de las partes para admitirlas o rechazarlas, dando
los motivos que sean pertinentes: que esa regla se aplica tanto a las
conclusiones principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las
conclusiones que contengan una demanda. una defensa, una excepción.
un medio de madmisión, o la solicitud de una medida de instrucción; en
la especie. los recurrentes presentaron por ante la Corte a-qua. las

conclusiones antes meneadas, tendentes, en definitiva, a que se declare
inadmisible el recurso de oposición que habla interpuesto P. y W, S. A.;
que, sin embargo, la Corte a-qua al ordenar la comparecencia personal
de las partes. y un informativo para establecer hechos articulados por
la compañia oponente, rechazó implícitamente las referidas con-
clusiones sin dar los motivos justificativos de tal rechazamiento.

Cas. 30 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1292

Oposición. Materia Civil. Rechazo implícito de las conclusiones.
Casación, por falta de motivos.

Los jueces del fondo están en el deber de responder a todos los puntos
de las conclusiones de las partes para admitirlas o rechazarlas. dando
los motivos que sean pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las
conclusiones principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las
conclusiones que contengan una demanda, una defensa, una excepción,
un medio de inadmisión. o la solicitud de una medida de instrucción:
que en la especie la Corte a-qua al ordenar la comparecencia personal
de las partes, y un informativo para establecer hechos articulados por
la compañía oponente, rechazó implícitamente las referidas con-
clusiones sin dar los motivos justificativos de tal rechazamiento.

Cas. 30 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1286

Oposición. Sentencia en defecto. Alquileres de casa. Sentencia
carente de motivos.

Ver. Alquileres de casas 	
Cas. 10 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2607.

Seguro. Póliza. Cláusula que excluye ciertos riesgos como ciclones
Desnaturalización del contrato. Casación.

En la especie la Corte a-qua para admitir que la cobertura c, de la
cláusula segunda de la póliza No. 80-11693 habla sido estipulada en el
seguro, se fundó esencialmente en que la cláusula ira., de dicha póliza
cubría todos los riesgos y que por tanto se encontraban comprendidos
los daños causados por ciclones, huracanes, e inundaciones; pero que
esa interpretación no corresponde al sentido y alcance de eta cláusula
ya que de sus términos se desprende que la póliza sólo cubría los daños
ocasionados por causas que no fueran excluidas en la cláusula segunda,
según la cual, como muestra su fotocopiado precedentemente, para que
la cobertura c, pudiera ser incluida en el seguro era requisito indispen-
sable, que fuere convenida y aceptada expresamente y pagada la prima
correspondiente, lo que explica que bajo este aspecto las cláusulas
primera y segunda son interdependientes. de manera que la cláusula
Ira., no podía ser aplicada aisladamente, como lo hizo la Corte a-qua.
sino en coordinación, de la segunda. pues de otro modo la existencia de
esta última no tendria sentido, de donde se infiere que al decir la Corte
a-qua que la cobertura C) estaba comprendida en el seguro, sin la
prueba de que hubiera sido convenida expresamente y pagada la prima
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adicional correspondiente, desnaturalizó los términos delas cláusulas
Primera y Segunda de la póliza No. 80-11693, como lo alega la recurren-
te.

Cas. 13 febrero 1984, 8.3.879, Pág. 349.

Seguro de vida. cesantía e Invalidez de los funcionarios públicos. Art.
29 de la Ley 82 de 1966. Expedido. Elemento de juicio no imperativo.

En la especie, resulta del examen del texto legal Invocado por el
recurrente que el experticio practicado por la Junta de tres médicos a
que se alude, es un elemento de juicio que el C.D. del I. de A. y V., de-
berá tener en cuenta para adoptar su decisión, pero en modo alguno se
impone ni obliga al C.D. a acatar su resultado, como tampoco al Trib.
Sup. Ad.; que, por tanto, el medio que se examina carece de fundamen-
to y debe ser desestimado.

Cas. 21 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2441.

Seguro Obligatorio de Vehículos. Ley 432 de 1964. Art.10 de la Ley 4117
de 1955. Oposición inadmisible.

Conforme a la Ley No. 432 del 3 de octubre de 1964, 'Cuando se trata de
una sentencia en defecto con motivo de alguna de las infracciones de
golpes y heridas camadas con el manejo o conducción de un vehículo de
motor, previstos y sancionados por la Ley No. 5771, de fécha 31 de di-
ciembre de 1961, o por daños a la propiedad, y se haya puesto en causa
la entidad aseguradora, dicha sentencia no será susceptible de oposi-
ción, ni en primera instancia ni en Grado de Apelación; que de acuerdo
con la disposición legal a que nos hemos referido precedentemente, el
recurso de oposición interpuesto por el Lic. S.L.O., debe ser declarado
inadmisible por improcedente; que como se advierte por lo antes ex-
puesto la Corte a-qua al fallar en el sentido ya Indicado procedió correc-
tamente.

Cas. lro. junio 1984, B.3.883, Pág. 1354.

Seguro obligatorio de vehículos de motor. Apelaciones del prevenido y
de la persona puesta en causa como civilmente responsable, declaradas
inadmisibles. Recurso de casación de la compañía aseguradora.

La compañia aseguradora tiene calidad para alegar cuanto tienda a
reducir o a eliminar la responsabilidad civil, independientemente del
comportamiento procesal del asegurado, por lo que la inadmlsión del
recurso de apelación, de dicho asegurado no la puede perjudicar al ex-
tremo de que, como ocurrió en la especie, se le prive de laoportunidad
de probar, para los fines de que a ella no les sean oponibles las Con-
denaciries cil iles, que el asegurado no era comitente del prevenido en
el momento en que éste causó el accidente con el manejo del vehículo;

Cas. 7 diciembre 1984,13.3. 889, Pág. 3229.

LVII

Seguro obligatorio de vehículos de motor. Compañia demandada que
alega Inexistencia del contrato y que ella no debió ser demandada.

El examen del expediente revela que en él existe una certificación del
Superintendente de Seguros, expedida el 9 de abril del 1980, en la que
consta que la D. de S.. C. por A.. expidió la póliza No. 44740, con vigencia
del 20de septiembre de 1979 al 2 de septiembre del 1980, en favor de H.G.
y/o E.A.N., para amparar el vehículo marca D., chasis No. 1620-587151;
que estas mismas especificaciones figuran en el acta de la Policía y en
la sentencia impugnada como las correspondientes al vehículo que
ocasionó el accidente; que el seguro sigue al vehículo asegurado no
importa quién sea el propietario de dicho vehículo en el momento en que
ocurra el accidente, y la compañía debe responder del seguro: que, por
otra parte, en la sentencia impugnada se expresa que por acto bajo
firma privada debidamente legalizada por el Notario Público, Dr.
R.B.R.P., depositado en el expediente, R.E.P.G., vendió a H.B.G. el
vehículo que ocasionó el accidente, venta que fue ratificada por el
vendedor en audiencia celebrada por la Corte ol lo. de octubre de 1981,
por lo que el primer medio del recurrente carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Cas.7 diciembre 1984, B.3. 889, Pág. 3252.

Seguro Obligatorio de vehículos de motor. Costas. Condenación direc-
ta a la compañia aseguradora.

En la especie, tal como lo afirma la compañía de Seguros C. por A.,
fue condenada por la Corte a-qua al pago de las costas, junta y solida-
riamente con la recurrente MT., que para que una compañía de seguros
pueda ser condenada al pago de las costas, es preciso que actúe en su
propio interés; que en la sentencia impugnada no existe constancia de
que la expresada compañía actuara en la calidad antes dicha, por lo que
debe entenderse que lo hacia en defensa de su asegurado, en ejercicio
de los derechos que le confiere el artículo 10 de la Ley No. 4117 de 1935,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; que, por tanto, al ser
condenada la referida compañía al pago de las costas, en las circuns-
tancias expresadas, la Corte a-qua violó la indicada Ley.

Cas. 9 de mayo 1984, B.J. 882, Págs. 1085 Y 1321; 21 diciembre 1984.
B.J. 889 Pág. 3401.

Seguro Obligatorio de vehículos de motor. Límite del segurro. Senten-
cia que no lo expresa.

Las compañías de seguros sólo están obligadas a hacer pago a cuenta
de sus asegurados hasta el límite de la responsabilidad asegurada, que
al declarar la Corte a-qua que la sentencia sea oponible en su aspecto
civil a la M. de S., C. por A., esta compañía sólo está obligada dentro de
los limites contractuales de la póliza afín cuando la sentencia así no lo
hubiere expresado; en consecuencia los medios que se examinan ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 26 de noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3054
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adicional correspondiente, desnaturalizó los términos . de las cláusulas
Primera y Segunda de la póliza No. 80-11693, como lo alega la recurren-
te.

Cas. 13 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 349.

Seguro de vida, cesantía e Invalidez de los funcionarios públicos. Art.
29 de la Ley 82 de 1966. Experticio. Elemento de juicio no imperativo.

En la especie, resulta del examen del texto legal invocado por el
recurrente que el experticio practicado por la Junta de tres médicos a
que se alude, es un elemento de juicio que el C.D. del I. de A. y V., de-
berá tener en cuenta para adoptar su decisión, pero en modo alguno se
Impone ni obliga al C.D. a acatar su resultado, como tampoco al Trib.
Sup. Ad.; que, por tanto, el medio que se examina carece de fundamen-
to y debe ser desestimado.

Cas. 21 septiembre 1984,13.J. 886, Pág. 2441.

Seguro Obligatorio de Vehículos. Ley 432 de 1964. Art. 10 de la Ley 4117
de 1955. Oposición inadmisible.

Conforme a la Ley No. 432 del 3 de octubre de 1964, 'Cuando se trata de
una sentencia en defecto con motivo de alguna de las infracciones de
golpes y heridas causadas con el manejo o conducción de un vehículo de
motor, previstos y sancionados por la Ley No. 5771, de fecha 31 de di-
ciembre de 1961, o por daños a la propiedad, y se haya puesto en causa
la entidad aseguradora, dicha sentencia no será susceptible de oposi-
ción, ni en primera instancia ni en Grado de Apelación; que de acuerdo
con la disposición legal a que nos hemos referido precedentemente. el
recurso de oposición interpuesto por el Lic. S.L.O., debe ser declarado
inadmisible por improcedente; que como se advierte por lo antes ex-
puesto la Corte a-qua al fallar en el sentido ya indicado procedió correc-
tamente.

Cas. I ro. junio 1984, B.J. 883, Pág. 1354.

Seguro obligatorio de vehículos de motor. Apelaciones del prevenido y
de la persona puesta en causa como civilmente responsable, declaradas
inadmisibles. Recurso de casación de la compañia aseguradora.

La compañía aseguradora tiene calidad para alegar cuanto tienda a
reducir o a eliminar la responsabilidad civil, independientemente del
comportamiento procesal del asegurado, por lo que la inadmisión del
recurso de apelación, de dicho asegurado no la puede perjudicar al ex-
tremo de que, como ocurrió en la especie, se le prive de 1m:oportunidad
de probar, para los fines de que a ella no les sean oponibles las Con-
denacir'ies civiles, que el asegurado no era comitente del prevenido en
el momento en que éste causó el accidente con el manejo del vehículo;

Cas. 7 diciembre 1984, B.J.1389, Pág 3229

LVII

Seguro obligatorio de vehículos de motor. Compañia demandada que
alega inexistencia del contrato y que ella no debió ser demandada.

El examen del expediente revela que en él existe una certificación del
Superintendente de Seguros, expedida el 9 de abril del 1980, en la que
consta que la D. de S.. C. por A.. expidió la póliza No. 44740, con vigencia
del 20de septiembre de 1979 al 2 de septiembre del 1980, en favor de H.G.
y/o E.A.N., para amparar el vehículo marca D., chasis No. 1620-587151;
que estas mismas especificaciones figuran en el acta de la Policía y en
la sentencia impugnada como las correspondientes al vehículo que
ocasionó el accidente; que el seguro sigue al vehículo asegurado no
importa quién sea el propietario de dicho vehiculoen el momento en que
ocurra el accidente, y la compañia -debe responder del seguro; que. por
otra parte. en la sentencia impugnada se expresa que por acto bajo
firma privada debidamente legalizada por el Notario Público, Dr.
R.13.13.P.. depositado en el expediente, R.E.P.G., vendió a H.B.G. el
vehículo que ocasionó el accidente, venta que fue ratificada por el
vendedor en audiencia celebrada por la Corte el 1ro. de octubre de 1981,
por lo que el primer medio del recurrente carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Cas. 7 diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3252.

Seguro Obligatorio de vehículos de motor. Costas. Condenación direc-
ta a la compañia aseguradora.

En la especie, tal como lo afirma la compañía de Seguros C. por A.,
fue condenada por la Corte a-gua al pago de las costas, junta y solida-
riamente con la recurrente MT., que para que una compañia de seguros
pueda ser condenada al pago de las costas, es preciso que actúe en su
propio interés; que en la sentencia impugnada no existe constancia de
que la expresada compañia actuara en la calidad antes dicha, por lo que
debe entenderse que lo hacia en defensa de su asegurado, en ejercicio
de los derechos que le confiere el articulo 10 de la Ley No. 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; que, por tanto, al ser
condenada la referida compañia al pago de las costas, en las circuns-
tancias expresadas, la Corte a-qua violó la indicada Ley.

Cas. 9 de mayo 1984, B.J. 882, Págs. 1085 Y 1321; 21 diciembre 1984.
B.J. 889 Pág. 3401.

Seguro Obligatorio de vehículos de motor. Límite del seguro. Senten-
cia que no lo expresa.

Las compañías de seguros sólo estáO obligadas a hacer pago a cuenta
de sus asegurados hasta el límite de la responsabilidad asegurada, que
al declarar la Corte a-qua que la sentencia sea oponible en su aspecto
civil a la M. de S., C. por A., esta compañia sólo está obligada dentro de
los limites contractuales de la póliza aún cuando la sentencia así no lo
hubiere expresado; en consecuencia los medios que se examinan ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 26 de noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3054
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Seguro obligatorio de veh Rulos de motor. Pasajero de una ea ~net.:
Propietario de ese vehículo que se duerme y causa un accidente. Lesión
corporal al pasajero. Oponibilidad de las condenaciones civiles a la
compañia aseguradora.

De conformidad con el articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971 sobre
Seguros Privados, las exclusiones a que se refiere dicha Ley no son
oponibles a terceros cuando se trata de accidentes ocurridos con la con-
ducción de vehículos de motor; que en la especie el hecho de que L.P.,
fuera pasajero del vehículo que causó el accidente no impide que las
condenaciones civiles pronunciadas contra el asegurado, sean oponi-
bles a la compañía aseguradora de ese vehículo, siempre que dicho
asegurado causante del accidente haya sido puesto en causa, como
ocurrió en la especie; que, por tanto, los alegatos que se examinan
carecen también de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 28 de noviembre de 1984, B.J. 88, Pág. 310L

Seguro obligatorio de vehículos de motor. Riesgo excluido o no in-
cluido en la póliza. Art. 68 de la ley 126 de 1971.- Pasajeros regulares.

Los pasajeros regulares de un vehículo de motor, como en la especie,
son terceros en relación con los contratos de seguro concertados entre el
asegurado y la entidad aseguradora, y por tanto, cualquier cláusula de
exclusión o de no inclusión que, como es natural, el tercero no ha tenido
oportunidad de discutir, no le puede ser oponible, sobre todo si se tiene
en cuenta que las disposiciones de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor y sus modificaciones, tienen un al-
cance social, de orden público, que tienden a la protección eficaz de las
víctimas de los accidentes automovilísticos, y toda otra disposición
legal modificadora de esa ley debe ser interpretada restrictivamente;
que la indicada orientación legislativa se reaf irma aún más en el texto
del artículo 68 int ine de la Ley No. 126 de 1971, sobre Seguros Privados,
que copiado textualmente expresa: "Las exclusiones de riesgo consig-
nadas en la póliza eximen de responsabilidad al Asegurador frente al
Asegurado y terceras personas, excepto cuando se trate del aseguro
obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de motor, para los
cuales dichas exclusiones no serán oponibles a terceros, salvo al ase-
gurador recurrir contra el asegurado en falta"; por otra parte, si la
compañia aseguradora como consecuencia de la aplicación del referido
articulo 68 tiene que reparar algún daño ocasionado por su asegurado
con la conducción de un vehículo de motor, no obstante no haber reci-
bido pago alguno de primas por un riesgo no cubierto, dicha compañía
tiene, de conformidad con la ley, una acción recursoria contra el ase-
gurado en falta;

Cas. 12 de diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3279.

Sociedad de Comercio. Administrador. Obligaciones contraídas por la
persona del administrador. Condiciones para que tales obligaciones
comprometan a la sociedad. Facturas no aceptadas por la sociedad.
Casación.

Si es cierto que el administrador obliga a la sociedad por los actos que
entran en los poderes que le son atribuidos y en general por los relativos
a su objeto, aún por aquellos poderes aparentes o realizados en exceso,
de sus facultades, cuando el mandante por su falta ha contribuido a sor-
prender la buena fe de los terceros, es necesario siempre que el ad-
ministrador haya actuado en esta calidad, es decir, a nombre de la so-
ciedad; que en este sentido el que reclama el pago de una acreencia a
una sociedad debe justificar la causa y circunstancias de hecho en que
ha sido originada, de manera que los Jueces puedan conocer si fue con-
traída para las necesidades de la sociedad y en funciones de adminis-
trador; que por los motivos anteriormente reproducidos se advierte que
la Corte a-qua para justificar su dispositivo se fundó en las facturas
aportadas por la recurrida, las cuales aunque reconoció que no hablan
sido expedidas a noMbre de la recurrente, sino de C.J.T.; las acreditó a
cargo de la compañía recurrente, sobre la base de que aquel estaba
obligado por los créditos que habla solicitado a la recurrida; que de
acuerdo con los principios expuestos sobre el mandato del adminis-
trador, los expresados motivos no contienen los elementos circunstan-
ciales en que se realizaron las operaciones para determinar si C.J.T.
habla actuado a nombre de la reclamante y si los efectos comprados por
él iban a ser emple.ados en el funcionamiento de los negocios de la em-
presa de manera que su responsabilidad pudiese quedar comprome-
tida.

Cas. l0 de febrero 1984, B.J. 879, Pág. 329.

Sociedad en participación y no contrato de inquilinato.- Incompeten-
cia del Juzgado de Paz.

En la especie, el Juzgado a-quo para confirmar la sentencia apelada,
se basó en que la relación contractual existente entre el recurrente y el
recurrido, se originó en un contrato de sociedad en participación y no en
un contrato de inquilinato como lo pretende el recurrente; que para for-
mar su convicción en tal sentido, el Juzgado a-quo ponderó unas cartas
que desde Nueva York le dirigió el recurrente al recurrido, con las
cuales le remitió sumas de dinero para que la fuera invirtiendo en la
forma que había convenido y le avisaba. asimismo, que en casa de un
cuñado tenía una máquina de tres bocas para hacer jugos y tostadas de
pan y que iba a ordenar que se la entregaran; que en cuanto a los vasos
no queda ninguno por lo que el recurrido los comprará poco a poco .; que
además, ponderó una cuenta bancaria de ahorro abierta a nombre de
ambos en la Asociación Bonao de Ahorros y Préstamos para la Vivito-
da ; que en base a esos hechos el Tribunal a-quo pudo, como lo hizo, en

LVIII
Lli



LVIII

Seguro obi igatorio de vehículos de motor. Pasajero de una camioneta.
Propietario de ese vehículo que se duerme y causa un accidente. Lesión
corporal al pasajero. Oponibilidad de las condenaciones civiles a la
compañia aseguradora.

De conformidad con el articulo G8 de la Ley No. 126 de 1971 sobre
Seguros Privados, las exclusiones a que se refiere dicha Ley no son
oponibles a terceros cuando se trata de accidentes ocurridos con la con-
ducción de vehículos de motor; que en la especie el hecho de que L.P.,
fuera pasajero del vehículo que causó el accidente no impide que las
condenaciones civiles pronunciadas contra el asegurado, sean oponi-
bles a la compañia aseguradora de ese vehículo, siempre que dicho
asegurado causante del accidente haya sido puesto en causa, como
ocurrió en la especie; que, por tanto, los alegatos que se examinan
carecen también de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 28 de noviembre de 1984, B.J. 88, Pág. 3101.

Seguro obligatorio de vehículos de motor. Riesgo excluido o no in-
cluido en la póliza. Art. 68 de la ley 126 de 1971.- Pasajeros regulares.

Los pasajeros regulares de un vehículo de motor, como en la especie,
son terceros en relación con los contratos de seguro concertados entre el
asegurado y la entidad aseguradora, y por tanto, cualquier cláusula de
exclusión o de no inclusión que, como es natural, el tercero no ha tenido
oportunidad de discutir, no le puede ser oponible, sobre todo si se tiene
en cuenta que las disposiciones de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor y sus modificaciones, llenen un al-
cance social, de orden público, que tienden a la protección eficaz de las
víctimas de los accidentes automovilísticos, y toda otra disposición
legal modificadora de esa ley debe ser interpretada restrictivamente;
que la indicada orientación legislativa se reafirma aún más en el texto
del artículo 68 inf Me de la Ley No. 126 de 1971, sobre Seguros Privados,
que copiado textualmente expresa: "Las exclusiones de riesgo consig-
nadas en la póliza eximen de responsabilidad al Asegurador frente al
Asegurado y terceras personas, excepto cuando se trate del aseguro
obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de motor, para los
cuales dichas exclusiones no serán oponibles a terceros, salvo al ase-
gurador recurrir contra el asegurado en falta"; por otra parte, si la
compañia aseguradora como consecuencia de la aplicación del referido
articulo 68 tiene que reparar algún daño ocasionado por su asegurado
con la conducción de un vehículo de motor, no obstante no haber reci-
bido pago alguno de primas por un riesgo no cubierto, dicha compartía
tiene, de conformidad con la ley, una acción recursoria contra el ase-
gurado en falta ;

Cas. 12 de diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3279.

Sociedad de Comercio. Administrador. Obligaciones contraídas por la
persona del administrador. Condiciones para que tales obligaciones
comprometan a la sociedad. Facturas no aceptadas por la sociedad.
Casación.

Si es cierto que el administrador obliga a la sociedad por los actos que
entran en los poderes que le son atribuidos y en general por los relativos
a su objeto, aún por aquellos poderes aparentes o realizados en exceso,
de sus facultades, cuando el mandante por su falta ha contribuido a sor-
prender la buena fe de los terceros, es necesario siempre que el ad-
ministrador haya actuado en esta calidad, es decir, a nombre de la so-
ciedad; que en este sentido el que reclama el pago de una acreencia a
una sociedad debe justificar la causa y circunstancias de hecho en que
ha sido originada, de manera que los Jueces puedan conocer si fue con-
traída para las necesidades de la sociedad y en funciones de adminis-
trador; que por los motivos anteriormente reproducidos se advierte que
la Corte a-qua para justificar su dispositivo se fundó en las facturas
aportadas por la recurrida, las cuales aunque reconoció que no hablan
sido expedidas a nombre de la recurrente, sino de (7..1.T. ; las acreditó a
cargo de la compañia recurrente, sobre la base de que aquel estaba
obligado por los créditos que habla solicitado a la recurrida; que de
acuerdo con los principios expuestos sobre el mandato del adminis-
trador, los expresados motivos no contienen los elementos circunstan-
ciales en que se realizaron las operaciones para determinar si C.J.T.
habla actuado a nombre de la reclamante y si los efectos comprados por
él iban a ser empleitdos en el funcionamiento de los negocios de la em-
presa de manera que su responsabilidad pudiese quedar comprome-
tida.

Cas. tO de febrero 1984, B.J. 879, Pág. 329.

Sociedad en participación y no contrato de inquilinato.- Incompeten-
cia del Juzgado de Paz.

En la especie, el Juzgado a-quo para confirmar la sentencia apelada,
se basó en que la relación contractual existente entre el recurrente y el
recurrido, se originó en un contrato de sociedad en participación y no en
un contrato de inquilinato como lo pretende el recurrente: que para for-
mar su convicción en tal sentido, el Juzgado a-quo ponderó unas cartas
que desde Nueva York le dirigió el recurrente al recurrido, con las
cuales le remitió sumas de dinero para que la fuera invirtiendo en la
forma que habla convenido y le avisaba, asimismo, que en casa de un
cuñado tenía una máquina de tres bocas para hacer jugos y tostadas de
pan y que iba a ordenar que se la entregaran; que en cuanto a los vasos
no queda ninguno por lo que el recurrido las comprará poco a poco', que
además, ponderó una cuenta bancaria de ahorro abierta a nombre de
ambos en la Asociación Bonao de Ahorros y Préstamos para la Viviert
da; que en base a esos hechos el Tribunal a-quo pudo, como lo hizo, en
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uso de las facultades soberanas que le acuerda la ley, en la apreciación
de los elementos de juicio sometidos al debate, lo cual escapa al control
de la casación, que entre las partes habla intervenido un contrato de
sociedad en participación para la explotación de un negocio de res-
taurant y no un un contrato de inquilinato; las dificultades surgidas son
motivo de un contrato de sociedad en participación, cuando su cuantía
es indeterminada, como ocurre en la especie, escapa a la competencia
del Juzgado de Paz; que como se advierte por lo anteriormente expues-
to la sentencia impugnada contiene una relación de los hechos de la
causa, a los cuales los Jueces del fondo le dieron su verdadero sentido y
alcance, sin desnaturalizarlos, así como motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo, lo que ha permitido a la S.C.J.
verificar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
Ley, sin que tenga influencia alguna sobre lo decidido la referencia y
afirmación hecha por el Juez a-quo en relación con el artículo 1715 del
Código Civil; por lo cual los medios que se examinan carecen de tune
demento y deben ser desestimadas.

Cas. 30 de noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3150

Solidaridad. Condenación solidaria. Accidente de tránsito.- Prevenido
y comitente condenadas a reparar el daño. Arts. 1200 y 1202 del Código
Civil.

Conforme a los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, la repa-
ración de los daños a la v (clima está tanto a cargo del autor de los mis-
mos como de la o de las personas a quienes esos textos hacen civilmente
responsables; que en esa situación se caracteriza un caso de solidari-
dad de pleno derecho a los términos de los artículos 1200 y 1202 del
Código Civil; que en la especie, al pronunciar la Corte a- qua la soli-
daridad respecto al pago de la reparación acordada a la parte civil
constituida lo que ha hecho es simpletnente, pronunciar una solidaridad
resultante de la ley ; en consecuencia el alegato que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 26 de noviembre 1984, B.J 888, Pág. 3054.

& /- 11 ..5Ç.rst L 4 6J1:\ z1:77—SÇ,

Accidente de tránsito. Declaraciones no ponderadas por los jueces del
fondo. Sentencia carente de base legal.
La Corte a-qua para condenar al prevenido L., como único culpable

del accidente expuso en la sentencia impugnada que éste no redujo le
velocidad al acercarse a la intersección de las calles Presidente
Vásquez y 17 del ensanche Chama, de esta ciudad, sin ponderar, como
era su deber, las declaraciones del otro conductor, R.E.C. quien afirmó
que transitaba por la calle 17 y cuando iba a cruzar la calle Presidente
Vásquez, por donde transitaba el prevenido L. "no me fijé y venía el
otro vehículo y chocó"; "yo lo alcancé a ver a mucha distancia y pensé
que podía cruzar"; que como se advierte si la Corte .a-qua hubiera
ponderado tales declaraciones habría podido eventualmente, darle al
caso, una solución distinta; que en esas condiciones la S.C.J. no ha
podido verificar, como Corte de Casación, si en la especie se ha hecho o
no una correcta aplicación de la ley; que, por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por falta de base legal.

Cas. 22 agosto 1964, B.J. 885, Pág. 2076.

Accidente de tránsito. Demanda civil en reparación de los daños
causados al propietario del vehículo chocado. Prueba de los desper-
fectos y del valor de la reparación. Facturas y presupuestos. Sentencia
bien motivada.

Cas. 14 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2942.

Accidente de tránsito. Desperfectos al vehículo. Indemnización.
Intereses de esa suma. Depreciación. Piezas nuevas al vehículo.

Los jueces del fondo pueden libremente disponer la condenación al
pago de los intereses legales sobre la suma acordada a título de in-
demnización supletoria e indicar la fecha a partir de la cual deberán
computarse; además, todo vehículo chocado y que haya sufrido
desperfectos, aunque éstos sean reparados utilizando piezas nuevas,
experimenta depreciación desde el momento en que recibe los
desperfectos.

Cas. 19 septiembre 1984. B.J. 886, Pág. 2395.

Accidente de tránsito. Exceso de velocidad. Muerte de dos menores.
Rechazo del recurso.

Cas. 27 julio 1984, B.J. 884, Pág. 1888.

Accidente de tránsito. Exceso de velocidad. Camión que choca
automóvil. Muerte de tres personas. Imprudencia del conductor del
camión al ocupar el carril correspondiente al otro vehículo.

Cas. 29. junio 1984, B.J. 883, Pág. 1610.

Accidente de tránsito. Indemnización acordada a la parte civil
onstituida en su calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores

de edad. Sentencia bien motivada.
Cas. 3 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2539
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uso de las facultades soberanas que le acuerda la ley, en la apreciación
de los elementos de juicio sometidos al debate, lo cual escapa al control
de la casación, que entre las partes habla intervenido un contrato de
sociedad en participación para la explotación de un negocio de res-
taurant y no un un contrato de inquilinato; las dificultades surgidas son
motivo de un contrato de sociedad en participación, cuando su cuantía
es indeterminada, como ocurre en la especie, escapa a la competencia
del Juzgado de Paz; que como se advierte por lo anteriormente expues-
lo la sentencia Impugnada contiene una relación de los hechos de la
causa, a los cuales los Jueces del fondo le dieron su verdadero sentido y
alcance, sin desnaturalizarlos, así como motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo, lo que ha permitido a la S.C.J.
verificar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
Ley, sin que tenga influencia alguna sobre lo decidido la referencia y
afirmación hecha por el Juez a-quo en relación con el articulo 1715 del
Código Civil; por lo cual los medios que se examinan carecen de fan,
demento y deben ser desestimados.

Cas. 30 de noviembre 1984, D.J. 888, Pág. 3150

Solidaridad. Condenación solidaria. Accidente de tránsito.- Prevenido
y comitente condenados a reparar el daño. Arts. 1200 y 1202 del Código
Civil.

Conforme a los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, la repa-
ración de los daños a la victima está tanto a cargo del autor de los mis-
mos como de la o de las personas a quienes esos textos hacen civilmente
responsables; que en esa situación se caracteriza un caso de solidari-
dad de pleno derecho a los términos de los artículos 1200 y 1202 del
Código Civil; que en la especie, al pronunciar la Corte a- qua la soli-
daridad respecto al pago de la reparación acordada a la parte civil
constituida lo que ha hecho es simpleMente, pronunciar una solidaridad
resultante de la ley; en consecuencia el alegato que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 26 de noviembre 1984, B.J 888, Pág. 3054.
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Accidente de tránsito. Declaraciones no ponderadas por los jueces del
fondo. Sentencia carente de base legal.
La Corle a-qua para condenar al prevenido L., como único culpable

del accidente expuso en la sentencia impugnada que éste no redujo la
velocidad al acercarse a la intersección de las calles Presidente
Vázquez y 17 del ensanche Ozama, de esta ciudad, sin ponderar, como
era su deber, las declaraciones del otro conductor, R.E.C. quien afirmó
que transitaba por la calle 17 y cuando iba a cruzar la calle Presidente
Vásquet, por donde transitaba el prevenido L. "no me fijé y venía el
otro vehículo y chocó"; "yo lo alcancé a ver a mucha distancia y pensé
que podía cruzar"; que como se advierte si la Corte .a-qua hubiera
ponderado tales declaraciones habría podido eventualmente, darle al
caso, una solución distinta; que en esas condiciones la S.C.J. no ha
podido verificar, como Corle de Casación, si en la especie se ha hecho o
no una correcta aplicación de la ley; que, por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por falta de base legal,

Cas. 22 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2076.

Accidente de tránsito. Demanda civil en reparación de los daños
causados al propietario del vehículo chocado. Prueba de los desper-
fectos y del valor de la reparación. Facturas y presupuestos. Sentencia
bien motivada.

Cas. 14 . noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2942.

Accidente de tránsito. Desperfectos al vehículo. Indemnización.
Intereses de esa suma. Depreciación. Piezas nuevas al vehículo.

Los jueces del fondo pueden libremente disponer la condenación al
pago de los intereses legales sobre la suma acordada a titulo de in-
demnización supletoria e indicar la fecha a partir de la cual deberán
computarse; además, todo vehículo chocado y que haya sufrido
desperfectos, aunque éstos sean reparados utilizando piezas nuevas,
experimenta depreciación desde el momento en que recibe los
desperfectos.

Cas. 19 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2395.

Accidente de tránsito. Exceso de velocidad. Muerte de dos menores.
Rechazo del recurso.

Cas. 27 julio 1984, B.J. 884, Pág. 1888.

Accidente de tránsito. Exceso de velocidad:Camión que choca
automóvil. Muerte de tres personas. Imprudencia del conductor del
camión al ocupar el carril correspondiente al otro vehiculo.

Cas. 29 . junio 1984, B.J. 883, Pág. 1610.

Accidente de tránsito. Indemnización acordada a la parte civil
onstituida en su calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores

de edad. Sentencia bien motivada.
Cas. 3 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2539.
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Accidente de tránsito. Homicidio por Imprudencia. Culpabilidad del
conductor.

Cas. 4 mayo 1984. B.J. 882, Pág. 1027.

Accidente de tránsito. Inoponibilidad de la sentencia a la Compañia
aseguradora.

El hecho de que el abogado que representaba la defensa del
prevenido, de la C. de C. del Ing. B., Inc., y de la Compañía de Seguros
C. por A., presentara sus conclusiones en el orden en que lo hizo, no
implicaba que hubiese aceptado la existencia de la póliza al día, pues
desde el inicio de la litis la Compañia de Seguros ha venido sosteniendo
que la póliza, cuando ocurrió el accidente no estaba vigente, en razón de
que el cheque de RD$112.87 expedido para pagar la prima correspon-
diente a la renovación, fue recibido por el A. de S., señor L. F.P., al día
siguiente, de haber ocurrido el accidente.

Cas. 2 , mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1019

Accidente de tránsito. Indemnizaciones acordadas. Sentencia carente
de motivos para justificar el monto de las indemnizaciones.

En la especie, la Corte a-quia, no ha expuesto como era su deber, en
qué, consistieron los desperfectos sufridos por el vehículo chocado,
tampoco hace una descripción, precisa, ni da motivos suficientes, para
justificar el monto de las indemnizaciones concebidas, lo que impide a
la S.C.J. verificar si en el caso se hizo o no, una correcta aplicación de la
Ley; que por tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por falta de
base legal en el aspecto que se examina.

Cas. 22 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2065.

Accidente de tránsito. Indemnización acordada a la parte civil cons-
tituida en su calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores de
edad. Sentencia bien motivada.

Como en la sentencia impugnada se admitió la constitución en parte
civil de A.C. en su calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores
de edad procreados con la víctima, y como la indemnización se acordó
a dicha señora, es claro que tal indemnización se otorgó en la indicada
calidad, y no personalmente; que, por otra parte. como a los indicados
menores no les fue discutida su calidad de hijos de la víctima por ante
los Jueces del fondo, es obvio que tal alegato es nuevo en casación, y por
tanto inadmisible; en cansecuencia el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 15 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1014

Accidente de tránsito. Lesiones corporales y desperfectos al vehículo.
Indemnización acordada en forma global a la parte civil por las lesiones
corporales y por los desperfectos sufridos por su vehículo. Validez de
esa forma de proceder.

El examen del fallo impugnado pone de manifiesto que la Corte a-qua
lo que hizo fue acordar una suma global a la persona constituida en
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parte civil que ya el Tribunal de primer grado habla evaluado
separadamente y en tal sentido expresa lo siguiente "que la suma de
Tres	 Pesos Oro RD$3,000,001 es un valor justo y equitativo para
compensar no sólo los daños morales sufridos por dicho señor, sino
también los daños sufridos por su bicicleta..." que esta motivación
satisface el voto de la ley, si como en la especie el lesionado y la persona
constituida en parte civiles a la vez el propietario del vehículo: por otra
parte, los Jueces del fondo son soberanos para evaluar los daños y
perjuicios materiales y morales sufridos por una persona a causa de un
accidente tomando en consideración las lesiones sufridas y el tiempo de
su curación.

Cas. 3 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1963.

Accidente de tránsito. Lesiones corporales. Sentencia que condena al
prevenido. Oponibilidad de esa sentencia a la Compañia aseguradora.
Cas. 10 octubre 1984, E.J. 887, Pág. 2618.

Accidente de tránsito. Sentencia carente de motivos claros y precisos.
Casación.

En la especie, la Corte a-qua, para declarar co-culpable al prevenido
recurrente, E.R.L., y fallar como !o hizo no expone de manera clara,
precisa y concordante, los motivos en que funda su decisión, pues
aunque los toma de parte del contenido del acta policial, redactada
principalmente por las declaraciones de los agraviados, constituidos
luego en parte civil, y no por comprobaciones realizadas por la Policía,
las mismas son contradictorias e Imprecisas, por lo que, la Suprema
Corte de Justicia no está en condiciones de verificar si en la especie, la
Ley fue bien o mal aplicada, sin que sea necesario examinar los demás
medios del recurso.

Accidente de tránsito. Riesgo de pasajeros. Indemnizaciones. Art. 68
de la Ley 126 de 1971 sobre Seguros Privados. Oponibilidad a la Com-
pañia Aseguradora.

De conformidad con el articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971 de Seguros
Privados, las exclusiones a que se refiere dicha ley no son oponibles a
terceros cuando se trata de accidentes ocurridos con la conducción o
manejo de vehículos de motor; que en la especie, el hecho de que las
indemnizaciones se hayan concedido en base a riesgo de pasajeros, no
impide que las mismas se hagan oponibles a la compañía aseguradora
del vehículo, siempre que ésta haya sido puesta en causa, como ocurrió
en la especie; que por tanto, el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado.

Cas. 3 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2550.

Accidente de tránsito. Propietario del vehículo conminado civilmente
sin que se le hubiese puesto en causa. Casación de la sentencia por vía
de supresión y sin envío.

Cas. 28 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3107.
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Accidente de tránsito. Homicidio por Imprudencia. Culpabilidad del
conductor.

Cas. 4 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1027.

Accidente de tránsito. Inoponibilidad de la sentencia a la Compañia
aseguradora.

El hecho de que el abogado que representaba la defensa del
prevenido, de la C. de C. del Ing. B.. Inc., y de la Compañia de Seguros
C. por A., presentara sus conclusiones en el orden en que lo hizo, no
implicaba que hubiese aceptado la existencia de la póliza al día, pues
desde el inicio de la litis la Compañia de Seguros ha venido sosteniendo
que la póliza, cuando ocurrió el accidente no estaba vigente, en razón de
que el cheque de RD$112.87 expedido para pagar la prima correspon-
diente a la renovación. fue recibido por el A. de S., señor L. F.P., al cha
siguiente. de haber ocurrido el accidente.

Cas. 2 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1019

Accidente de tránsito. Indemnizaciones acordadas. Sentencia carente
de motivos para justificar el monto de las indemnizaciones.

En la especie, la Corte a-qus, no ha expuesto como era su deber, en
qué, consistieron los desperfectos sufridos por el vehículo chocado,
tampoco hace una descripción, precisa, ni da motivos suficientes, para
justificar el monto de las indemnizaciones concebidas, lo que impide a
la S.C.J. verificar si en el caso se hizo o no, una correcta aplicación de la
Ley; que por tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por falta de
base legal en el aspecto que se examina.

Cas. 22 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2065.

Accidente de tránsito. Indemnización acordada a la parte civil cons-
tituida en su calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores de
edad. Sentencia bien motivada.

Corno en la sentencia impugnada se admitió la constitución en parte
civil de A.C. en su calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores
de edad procreados con la víctima, y como la indemnización se acordó
a dicha señora, es claro que tal indemnización se otorgó en la indicada
calidad, y no personalmente; que, por otra parte. como a los indicados
menores no les fue discutida su calidad de hijos de la victima por ante
los Jueces del fondo, es obvio que tal alegato es nuevo en casación, y por
tanto inadmisible; en consecuencia el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado. .

Cas. 15 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1014

Accidente de tránsito. Lesiones corporales y desperfectos al vehículo.
Indemnización acordada en forma global a la parte civil por las lesiones
corporales y por los desperfectos sufridos por su vehículo. Validez de
esa forma de proceder.

El examen del fa i:ü impugnado pone de manifiesto que la Corte a-qua
lo que hizo fue acordar una suma global a la persona constituida en

LXIII

Ir-parte civil que ya el Tribunal de primer grado había evaluado
separadamente y en tal sentido expresa lo siguiente "que la suma de
Tres Mil Pesos Oro (RDS3,000,00) es un valor justo y equitativo para
compensar no sólo los daños morales sufridos por dicho señor, sino
también los daños sufridos por su bicicleta..." que esta motivación
satisface el voto de la ley, si como en la especie el lesionado y la persona
constituida en parte civil es a la vez el propietario del vehículo; por otra
parte, los Jueces del fondo son soberanos para evaluar los daños y
perjuicios materiales y morales sufridos por una persona a causa de un
accidente tomando en consideración las lesiones sufridas y el tiempo de
su curación.

Cas. 3 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1963.

Accidente de tránsito. Lesiones corporales. Sentencia que condena al
prevenido. Oponibilidad de esa sentencia a la Compañía aseguradora.
Cas. 10 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2618.

Accidente de tránsito. Sentencia carente de motivos claros y precisos.
Casación.

En la especie, la Corte a-qua, para declarar co-culpable al prevenido
recurrente, E.R.L., y fallar como lo hizo no expone de manera clara,
precisa y concordante, los motivos en que funda su decisión, pues
aunque los toma de parte del contenido del acta policial, redactada
principalmente por las declaraciones de los agraviados, constituidos
luego en parte civil, y no por comprobaciones realizadas por la Policia,
las mismas son contradictorias e imprecisas, por lo que, la Suprema
Corte de Justicia no está en condiciones de verificar si en la especie, la
Ley fue bien o mal aplicada, sin que sea necesario examinar los demás
medios del recurso.

Accidente de tránsito. Riesgo de pasajeros. Indemnizaciones. Art. 68
de la Ley 126 de 1971 sobre Seguros Privados. Oponibilidad a la Com-
pañía Aseguradora.

De conformidad con el articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971 de Seguros
Privados, las exclusiones a que se refiere dicha ley no son oponibles a
terceros cuando se trata de accidentes ocurridos con la conducción o
manejo de vehículos de motor; que en la especie, el hecho de que las
indemnizaciones se hayan concedido en base a ri esgo de pasajeros, no
impide que las mismas se hagan oponibles a la compañia aseguradora
del vehículo, siempre que ésta haya sido puesta en causa, como ocurrió
en la especie; que por tanto, el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado.

Cas. 3 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2550.

Accidente de tránsito. Propietario del vehículo condenado civilmente
sin que se le hubiese puesto en causa. Casación de la sentencia por vía
de supresión y sin envio.

4110
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Accidente de tránsito. Prevenido descargado en primer grado. No
apelación del Ministerio Público. Condenación de este prevenido eti la
Corte. Violación del articulo 202 del Código de Procedimiento Criminal.
Casación de la sentencia por vía de Supresión y sin envio en lo con-
cerniente a la multa que se le aplicó.

Accidente de tránsito. Patana que choca motor. Muerte del motorista.
Culpabilidad del conductor de la palana al ocupar la derecha del
motorista.

Cas. 11 : mayo 1904, B.J. 882, Pág. 1153.

Accidente de tránsito. Muerte de la víctima. Imprudencia del con-
ductor al no detener la marcha del vehículo. cuando advirtió que en el
lugar habla gran cantidad de personas en la vía pública.

Cas. 20 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1511.

Accidente de tránsito. Muerte. Daños morales y materiales.
Indemnización. Montos irrazonables. Falta de motivos. Casación.

Que la fijación del monto de las indemnizaciones a acordar en caso de
demandas intentadas por las personas constituidas en parte civil en el
proceso penal, queda abandonada al poder soberano de los Jueces del
fondo, cuyas decisiones en este orden no pueden, por tanto, ser objeto de
censura alguna salvo el caso que sean obviamente irrazonales, como ha
ocurrido en el presente caso; que, por consiguiente, para modificar en
la forma en que lo hizo, el monto de las referidas indemnizaciones, la
Corte a-qua estaba en el deber de exponer las motivaciones
justificativas del dispositivo de su sentencia, lo que no realizó, razón por
la cual procede la casación de la misma, porque a la S. C. de J. no se le
ha puesto en condiciones de verificar si en la especie el monto de dichas
indemnizaciones guarda proporción con el perjuicio sufrido por cada
una de las personas constituidas en parte civil.

Cas. 4 Junio 1984, B.J. 883, Pág. 1339.

Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Sentencia que no especifica
los daños. Casación de la sentencia en ese aspecto.

En la especie no se especifican cuáles fueron los daños ocasionados a
esta última de donde infiere que se procedió a una evaluación
caprichosa de los mismos, lo que no permite verificar si se hizo o no una
correcta aplicación de la Ley; que por tanto, procede casar la sentencia
impugnada en el aspecto civil, por haber incurrido la Cámara a-qua en
los vicios y violaciones denunciados.

Cas. 21 . diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3401.

Accidente de tránsito. Sentencia con motivos incongruentes y con-
tradictorios. Desnaturalización de los hechos. Casación.

Cas. 22 febrero 1984. B.J. 879. Pág. 459.

Accidente de tránsito. Sentencia con motivación vaga e imprecisa.

Casación.
En la especie, la Corte a-qua basó su decisión únicamente en la in-

formación del prevenido, quien asegura que hizo toda maniobra para
evitar el accidente, lo que no logró por la razón de que la víctima se
lanzó de improviso a cruzar la vía luego de desmontarse de una guagua;
que, como se advierte por lo precedentemente expuesto, los Jueces del
fondo no hicieron un análisis bien ponderado, como era su deber, acerca
del comportamiento de la víctima en el momento del accidente, por lo
cual su motivación resulta vaga e imprecisa, lo que ha impedido a la S.
C. de J., como Corte de Casación, verificar si en la especie se aplicó o no
correctamente la Ley, por lo que, procede la casación de la sentencia
impugnada, sin necesidad de examinar el otro medio del recurso.

Cas. 28 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2464.

Accidente de tránsito. Sentencia penal con autoridad cosa juzgada.
Demanda civil en reparación del perjuicio sufrido. Sentencia bien
motivada.

El hoy recurrido desde el inicio de la litis fundamentó su demanda
civil en el hecho de que la sentencia penal que condenó a R. A. B. había
adquirido la autoridad de la cosa juzgada en razón de que no fue objeto
de recurso alguno por parte de este último; que los hoy recurrentes no
comparecieron por ante los Jueces del fondo a discutir este hecho; que,
por tanto el alegato que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 29 agosto 1984, B.J. 885. Pág. 2131.

Accidente de tránsito. Atropello de un menor. Conductor que no toma
precaución en zona Urbana. Culpabilidad. Rechazamiento del recurso.

Que el hecho se debió a la imprudencia del prevenido quien no ad-
virtió la presencia del menor que corría del lado izquierdo del automóvil
y pasó por el frente del vehículo, sin que el prevenido tomara ninguna'
precaución para evitar el hecho, especialmente si se tiene en cuenta que
el lugar donde ocurrió el caso es una "zona urbana ampliamente
reconocida por ser muy populosa", lo que obligaba al conductor a ex-
tremar las precauciones, lo que no hizo.

Cas. lro. junio 1984, B.J. 883, Pág. 1342.

Accidente de tránsito. Conductor que no portaba licencia.
Oponibilidad de las condenaciones civiles a la Compañia aseguradora.
Art. 68 de la ley 126 de 1971 sobre seguros privados.

En la especie, la Corte a-qua, para rechazar el pedimento de no
oponibilidad de la Seguros P., S. A., se basé en "que si bien es cierto que
el conductor del vehículo no portaba licencia en el momento del ac-
cidente, esta circunstancia no perjudica al agraviado, ya que la com-
pañía aseguradora tiene una acción contra el propietario del vehículo
de que se trata, según consta en el articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971,
que expresa, que: las exclusiones de riesgos consignados en la póliza
eximen de responsabilidad al asegurador frente al asegurado y a ter-
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Accidente de tránsito. Prevenido descargado en primer grado. No
apelación del Ministerio Público. Condenación de este prevenido en la
Corte. Violación del articulo 202 del Código de Procedimiento Criminal.
Casación de la sentencia por vía de Supresión y sin envio en lo con-
cerniente a la multa que se le aplicó.

Accidente de tránsito. Palana que choca motor. Muerte del motorista.
Culpabilidad del conductor de la palana al ocupar la derecha del
motorista.

Cas. 11 • mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1153.

Accidente de tránsito. Muerte de la víctima. Imprudencia del con-
ductor al no detener la marcha del vehículo, cuando advirtió que en el
lugar habla gran cantidad de personas en la vía pública.

Cas. 20 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1511.

Accidente de tránsito. Muerte. Daños morales y materiales.
Indemnización. Montos irrazonables. Falta de motivos. Casación.

Que la fijación del monto de las indemnizaciones a acordar en caso de
demandas intentadas por las personas constituidas en parte civil en el
proceso penal, queda abandonada al poder soberano de los Jueces del
fondo, cuyas decisiones en este orden no pueden, por tanto, ser objeto de
censura alguna salvo el caso que sean obviamente irrazonales, como ha
ocurrido en el presente caso; que, por consiguiente, para modificar en
la forma en que lo hizo, el monto de las referidas indemnizaciones, la
Corle a-qua estaba en el deber de exponer las motivaciones
justificativas del dispositivo de su sentencia, lo que no realizó, razón por
la cual procede la casación de la misma, porque a la S. C. de J. no se le
ha puesto en condiciones de verificar si en la especie el monto de dichas
indemnizaciones guarda proporción con el perjuicio sufrido por cada
una de las personas constituidas en parte civil.

Cas. 4 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1339.

Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Sentencia que no especifica
los daños. Casación de la sentencia en ese aspecto.

En la especie no se especifican cuáles fueron los daños ocasionados a
esta última de donde infiere que se procedió a una evaluación
caprichosa de los mismos, lo que no permite verificar si se hizo o no una
correcta aplicación de la Ley; que por tanto, procede casar la sentencia
impugnada en el aspecto civil, por haber incurrido la Cámara a-qua en
los vicios y violaciones denunciados.

Cas. 21 . diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3401.

Accidente de tránsito. Sentencia con motivos incongruentes y con-
tradictorios. Desnaturalización de los hechos. Casación.

Cas. 22 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 459.

Accidente de tránsito. Sentencia con motivación vaga e imprecisa

Casación.
 laE	 especie, la Corte a-qua basó su decisión únicamente en la in-

formación del prevenido, quien asegura que hizo toda maniobra para
evitar el accidente, lo que no logró por la razón de que la víctima se
lanzó de improviso a cruzar la vía luego de desmontarse de una guagua:
que, como se advierte por lo precedentemente expuesto, los Jueces del
fondo no hicieron un análisis bien ponderado, como era su deber, acerca
del comportamiento de la víctima en el momento del accidente, por lo
cual su motivación resulta vaga e imprecisa, lo que ha Impedido a la S.
C. de J., como Corte de Casación, verificar si en la especie se aplicó o no
correctamente la Ley, por lo que, procede la casación de la sentencia
impugnada, sin necesidad de examinar el otro medio del recurso.

Cas. 28 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2464.

Accidente de tránsito. Sentencia penal con autoridad cosa juzgada.
Demanda civil en reparación del perjuicio sufrido. Sentencia bien
motivada.

El hoy recurrido desde el inicio de la litis fundamentó su demanda
civil en el hecho de que la sentencia penal que condenó a R. A. 13. habla
adquirido la autoridad de la cosa juzgada en razón de que no fue objeto
de recurso alguno por parte de este último; que los hoy recurrentes no
comparecieron por ante los Jueces del fondo a discutir este hecho; que,
por tanto el alegato que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 29 agosto 1984, B.J. 885. Pág. 2131.

Accidente de tránsito. Atropello de un menor. Conductor que no toma
precaución en zona Urbana. Culpabilidad. Rechazamiento del recurso.

Que el hecho se debió a la imprudencia del prevenido quien no ad-
virtió la presencia del menor que corría del lado izquierdo del automóvil
y pasó por el frente del vehículo, sin que el prevenido tomara ninguna'
precaución para evitar el hecho, especialmente si se tiene en cuenta que
el lugar donde ocurrió el caso es una "zona urbana ampliamente
reconocida por ser muy populosa", lo que obligaba al conductor a ex-
tremar las precauciones, lo que no hizo.

Cas. 1ro. junio 1984, B.J. 883, Pág. 1342.

Accidente de tránsito. Conductor que no portaba licencia.
Oponibilidad de las condenaciones civiles a la Compañia aseguradora.
Art. 68 de la ley 126 de 1971 sobre seguros privados.

En la especie, la Corte a-qua, para rechazar el pedimento de no
oponibilidad de la Seguros P.. S. A., se basó en "que si bien es cierto que
el conductor del vehículo no portaba licencia en el momento del ac-
cidente, esta circunstancia no perjudica al agraviado, ya que la com-
pañía aseguradora tiene una acción contra el propietario del vehículo
de que se trata, según consta en el articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971,
que expresa, que: las exclusiones de riesgos consignados en la póliza
eximen de responsabilidad al asegurador frente al asegurado y a ter-
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ceras personas. excepto cuando se trata de seguro obligatorio contra
daños ocasionados por el vehículo de motor, para los cuales dichas
exclusiones no serán oponibles a terceros salvo al asegurador recurrir
contra el asegurado en falta; que por lo expuesto resulta evidente, que
la Corte a-qua al fallar en el sentido indicado, procedió correctamente.

Cas. 5 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2231.

Accidente de tránsito. Conductor que ocupa la vía contraria para
evadir una zanja. Culpabilidad. Rechazamiento del recurso.

Cas. 1 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1335.

Accidente de tránsito. Choque de dos automóviles. Muerte de dos
personas. Imprudencia del prevenido al tratar de dar la vuelta en U
muy cerca de una curva.

Cas. 10 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2635.

Accidente de tránsito. Choque de dos motocicletas. Exceso de
velocidad en vía oscura y en malas condiciones. Muerte de uno de los
conductores. Rechazamiento del recurso. Culpabilidad del recurrente.

Dicho accidente se debió a la imprudencia del prevenido recurrente,
por conducir a exceso de velocidad por una da en malas condiciones, lo
que no le permitió mantener el control de la motocicleta que conducta,
para evitar el accidente; que como se advierte, la Corte a-qua. para
formar su convicción y fallar como lo hizo, ponderó en todo su alcance,
los elementos de juicio aportados al debate, particularmente, la
declaración del prevenido, quien afirmó: "conduela de 50 a 60 K. por
hora; que la vía estaba en malas condiciones porque habla hoyos"; y
"el lugar donde ocurrió el accidente, estaba oscuro", "yo no alcancé a
ver el motor".

Cas. 'ro-junio 1984, B.J. 883, Pág. 1348.

Accidente de tránsito. Daños materiales y morales. Lesiones cor-
porales. Certificado médico no impugnado por ante los jueces del fondo.
Indemnización no irrazonable.

Cas. diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3214.

Accidente de tránsito. Daños a una motocicleta. Sentencia carente de
base legal. Casación.

Ni en la sentencia impugnada ni en la del Primer Grado, que como se
ha dicho, fue confirmada en ese punto por aquella, hay constancia
alguna de que los Jueces del fondo hayan dado algún motivo acerca de
los dañes materiales ocasionados a la motocicleta, ni que hayan pon-
derado tampoco algún elemento de juicio que justifique lo que en ese
punto ha sida decidido; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser
casada por falta de motivos y de base legal en el aspecto que se
examina.

Cas 15 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2023.

Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Golpes que no causaron

fractura. Certificados médicos que no concuerdan. Sentencia que
carece de motivos suficientes. Casación.

En el expediente consta que el 31 de julio de 1980, esto es, al día
siguiente del accidente, el Dr. W. R. médico Legista del Distrito
Nacional, certificó que R. L. internado en el Hospital Darlo Contreras,
presentaba "laceraciones en antebrazo, muslo y rodilla izquierda,
pendiente de radiografía"; que, además en la sentencia del primer
grado consta la declaración del propio agraviado en la que éste afirma
que "estuvo 15 días interno"; que como el Certificado Médico expedido
el 6 de abril de 1981 establece que los traumas sufridos por L. curaron a
los 4 meses y como en el expediente no hay constancia de que la víctima
sufriera "fracturas" ni existe elemento alguno de	 juicio que
corroborara la afirmación que se hace en la segunda Certificación
Médica de que las lesiones curaron después de 4 meses, es obvio que la
Corte a-qua no ha dado los motivos suficientes y pertinentes acerca de
la magnitud del daño causado, justificativo del monto de las in-
demnizaciones acordadas; que, en consecuencia la sentencia im-
pugnada debe ser casada en el punto que se examina por falta de
motivos y de base legal.

Cas. 26•noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3066.

Accidente de tránsito. Camión que choca vivienda causando daños a
la construcción y a los muebles.

El hecho se debió a la imprudencia del prevenido recurrente por
penetrar en una calle estrecha con camión muy grande lo que no le
permitió maniobrar adecuadamente a fin de no chocar con las
viviendas cuando trataba de dar la vuelta dando marcha hacia atrás.

Cas. 18 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1194.

Accidente de tránsito. Camión choca automóvil. Muerte del conductor
del automóvil. Culpabilidad del prevenido al ocupar con su vehículo el
carril que le correspondía al conductor fallecido. 	 -

Cas. 10 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2630

Accidente de tránsito. Camión con sobrecarga. Desprendimiento de
neumático. Culpabilidad del conductor.

El accidente se debió a la imprudencia del prevenido al sobrecargar
el camión que conducía, lo que motivó que se rompieran todos los tor-
nillos que sujetaban la rueda trasera derecha la que se zafó y produjo
las indicadas muerte y lesiones corporales.

Cas. 8 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2591.

Accidente de tránsito. Automóvil que choca bicicleta. Muerte de una
de las víctimas. Imprudencia del conductor del automóvil al no detener
la marcha, cuando un vehículo que venia en dirección contraria le privó
de visibilidad.

Cas. 18 junio 1984, B.J. 883. Pág. 1473.
Accidente de tránsito. Transporte gratuito Alegato presentado por
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ceras personas. excepto cuando se trata de seguro obligatorio contra
daños ocasionados por el vehículo de motor, para los cuales dichas
exclusiones no serán oponibles a terceros salvo al asegurador recurrir
contra el asegurado en falta; que por lo expuesto resulta evidente, que
la Corte a-qua al fallar en el sentido indicado, procedió correctamente.

Cas. 5 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2231.

Accidente de tránsito. Conductor que ocupa la vía contraria para
evadir una zanja. Culpabilidad. Rechazamiento del recurso.

Cas. 1 junio 1984, B.J. 883, Pág. 1335.

Accidente de tránsito. Choque de dos automóviles. Muerte de dos
personas. Imprudencia del prevenido al tratar de dar la vuelta en U
muy cerca de una curva.

Cas. 10 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2635.

Accidente de tránsito. Choque de dos motocicletas. Exceso de
velocidad en via oscura y en malas condiciones. Muerte de uno de los
conductores. Rechazamiento del recurso. Culpabilidad del recurrente.

Dicho accidente se debió a la imprudencia del prevenido recurrente.
por conducir a exceso de velocidad por una vía en malas condiciones, lo
que no le permitió mantener el control de la motocicleta que conducía,
para evitar el accidente; que como se advierte, la Corte a-qua, para
formar su convicción y fallar como lo hizo, ponderó en todo su alcance,
los elementos de juicio aportados al debate, particularmente. la
declaración del prevenido, quien afirmó: "conducía de 50 a 60 K. por
hora; que la via estaba en malas condiciones porque habla hoyos": y
"el lugar donde ocurrió el accidente, estaba oscuro", "yo no alcancé a
ver el motor".

Cas. Iro., junio 1984, B.J. 883, Pág. 1348.

Accidente de tránsito. Daños materiales y morales. Lesiones cor-
porales. Certificado médico no impugnado por ante los jueces del fondo.
Indemnización no irrazonable.

Cas. 5. diciembre 1984, B.J. 889, Pág. 3214.

Accidente de tránsito. Daños a una motocicleta. Sentencia carente de
base legal. Casación.

Ni en la sentencia impugnada ni en la del Primer Grado, que como se
ha dicho, fue confirmada en ese punto por aquella, hay constancia
alguna de que los Jueces del fondo hayan dado algún motivo acerca de
los daños materiales ocasionados a la motocicleta, ni que hayan pon-
derado tampoco algún elemento de juicio que justifique lo que en ese
punto ha sido decidido; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser
casada por falta de motivos y de base legal en el aspecto que se
examina.

Cas. 15 agosto 1984, B.J. 883, Pág. 2023.
Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Golpes que no causaron

fractura. Certificados médicos que no concuerdan. Sentencia que
carece de motivos suficientes. Casación.

En el expediente consta que el 31 de julio de 1980, esto es, al die
siguiente del accidente, el Dr. W. R. médico Legista del Distrito
Nacional, certificó que R. L. internado en el Hospital Darlo Contreras,
presentaba "laceraciones en antebrazo, muslo y rodilla izquierda,
pendiente de radiografía"; que, además en la sentencia del primer
grado consta la declaración del propio agraviado en la que éste afirma
que "estuvo 15 días interno"; que como el Certificado Médico expedido
el 6 de abril de 1981 establece que los traumas sufridos por L. curaron a
los 4 meses y como en el expediente no hay constancia de que la víctima
sufriera "fracturas" ni existe elemento alguno de juicio que
corroborara la afirmación que se hace en la segunda Certificación
Médica de que las lesiones curaron después de 4 meses, es obvio que la
Corte a-qua no ha dado los motivos suficientes y pertinentes acerca de
la magnitud del daño causado, justificativo del monto de las in-
demnizaciones acordadas; que, en consecuencia la sentencia im-
pugnada debe ser casada en el punto que se examina por falta de
motivos y de base legal.

Cas. 26 . noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3066.

Accidente de tránsito. Camión que choca vivienda causando daños a
la construcción y a los muebles.

El hecho se debió a la imprudencia del prevenido recurrente por
penetrar en una calle estrecha con camión muy grande lo que no le
permitió maniobrar adecuadamente a fin de no chocar con las
viviendas cuando trataba de dar la vuelta dando marcha hacia atrás.

Cas. 18 . mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1194.

Accidente de tránsito. Camión choca automóvil. Muerte del conductor
del automóvil. Culpabilidad del prevenido al ocupar con su vehiculo el
carril que le correspondía al conductor fallecido.

Cas. 10 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2630.

Accidente de tránsito. Camión con sobrecarga. Desprendimiento de
neumático. Culpabilidad del conductor.

El accidente se debió a la imprudencia del prevenido al sobrecargar
el camión que conducía, lo que motivó que se rompieran todos los tor-
nillos que sujetaban la rueda trasera derecha la que se zafó y produjo
las indicadas muerte y lesiones corporales.

Cas. 8 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2591.

Accidente de tránsito. Automóvil que choca bicicleta. Muerte de una
de las víctimas. Imprudencia del conductor del automóvil al no detener
la marcha, cuando un vehiculo que venía en dirección contraria le privó
de visibilidad.

Cas. 18 junio 1984. B.J. 883. Pág. 1473.
Accidente de tránsito. Transporte gratuito. Alegato presentado por
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primera vez en casación. Inadmisible.
En la especie, los recurrentes no invocaron ante los jueces del fondo

la inexistencia del contrato de transporte o la gratuida
d del mismo; que

al proponerlo por primera vez ante la Suprema Corte de Justicia resulta

inadmisible en casación.
Cas. 11 enero 1984, B.J. 875, Pág. 22.

Accidente de tránsito. Conductor que maneja imprudentemente el

mecanismo de abrir y cerrar la puerta de un autobús. Golpes y heridas
a un pasajero. Aplicación del articulo 49 de la Ley 241 de 1967.

En la especie, el accidente de que se trata si bien se produjo estando el
autobús detenido. no menos cierto es que el mismo se debió al manejo
imprudente del mecanismo utilizado para abrir y cerrar la puerta a fin

de que los pasajeros puedan entrar y salir con la mayor seguridad
posible; que para la existencia del delito previsto por el articulo 49 de la
Ley No. '241 de 1967, no es indispensable que el vehículo

al m
de 

ani
motor esté

necesariamente
 en movimiento, pues si el conductormanipular 

mecanismo del vehículo lo hace de manera imprudente que cause
golpes y heridas al pasajero, es preciso admitir que tal falta tiene el
carácter delictual previsto y sancionado por el indicado texto de ley;

que, en consecuenc ia los medios que se examinan carecen de fun-

damento  y deben ser desestimados.
Cas. 9 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2408.

Accidente de tránsito. Competencia del Juzgado de Paz correspon-
diente al lugar donde ocurrió el hecho. Art. 20 del Código de

Procedimiento Criminal.
Conforme al artículo 20 del Código de Procedimie nto Criminal, en

material correccion al , el Tribunal competente en razón del territorio
puede ser el del lugar donde se cometió el hecho, el de la residencia del
inculpado, o el del lugar donde el inculpado pueda ser encontrado; que
como en la especie, el hecho ocurrió en la Avenida John F. Kennedde

y,

entre la Avenida Máximo Gómez y la calle Leopoldo Navarro, dentro 
la jurisdicción territorial del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, es obvio que dicho Juzgado era
competente para conocer del asunto de que se trata; que pordesestimado;

lo antto, el

medio que se examina carece de fundamento y debe ser
Cas. 27 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2124.

Accidente de tránsito. Casación. Recurso. Inadmisible	 por

prematuro.
El examen del expediente revela que la sentencia les fue notificada a

dichos recurrentes el 20 de octubre de 1978, por acto del M. R. A.H.N.,
alguacil de E. del J. de P. I. del D. J. de Valverde, y los recursos fueron

r la
interpuestos el 3 de noviembre del mismo año, por lo que es obvio qu
ellos apelaron después de vencido el plazo de 10 días exigido po 	 Ley

para ejercer este recurso, por lo que, la Corte a-qua procedió coree-

Lamente al declarar inadmisibles por extemporáneas esas apelaciones.
Cas. +mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1034.

Accidente de tránsito. Automóvil y Bicicleta. Muerte del ciclista.
Culpabilidad del prevenido y de la víctima.

El accidente se debió a la imprudencia tanto del prevenido como del
ciclista; que la imprudencia del prevenido consistió en transitar a una
velocidad no permitida por la ley y no reducir o aun detener su vehículo
cuando vio al ciclista que se acercaba a la intersección de ambas calles.

Cas. 31 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2763.

Alquileres de casas. Control. Desalojo. Apelación. Reducción del
monto del alquiler. Compensación. Sentencia carente de base legal.

Cas. 18 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1184.

Alquiler de casa. Demanda en desalojo contra el inquilino y el
ocupante para que la sentencia le fuese oponible. Competencia del
Juzgado de Paz.

El examen de la sentencia impugnada y de los demás documentos del
expediente, en especial el acto introductivo de instancia diligenciado
por el Ministerial C.A.M.C., alguacil Ordinario del Juzgado Especial de
Tránsito del Distrito Nacional, el 10 de marzo de 1983. pone de relieve
que la recurrida dirigió su demanda contra R N. con quien estaba
ligada por un contrato de inquilinato en relación con la segunda planta
de la casa No. 7 de la calle Respaldo 18 del ensanche la Fe. de esta
ciudad, y que llamó a causa al actual recurrente, en su calidad de
ocupante de la referida planta, para que le fuera oponible la sentencia a
intervenir contra B.N.; que, en tales condiciones, es obvio que en la
especie se encuentran reunidos los requisitos exigidos por la ley para la
competencia del Juzgado de Paz en la materia; que al decidirlo así la
Cámara a-qua no incurrió en las violaciones que se denuncian en el
medio que se examina, por lo cual éste carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 27.agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2072.

Alquileres de casas Demandado que alega ser el propietano de la
casa y aporta un documento de que compró. Incompetencia del Juzgado
de Paz.

Tan pronto como ante el Juzgado de Paz, apoderado de una demanda
en desalojo, se plantea una cuestión de propiedad, este Tribunal resulta
incompetente para conocer del asunto y debe limitarse a declarar su
incompetencia y enviar a las partes a proveerse ante el Tribunal
competente; que al no observar esa disposición, la Cámara a-qua in-
currió en la violación de las reglas de la competencia e hizo una falsa
aplicación del articulo Ira, párrafo 2, del Código de Procedimiento
Civil, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad
de examinar el otro medio del recurso.

Cas. 30-noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3154.
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primera vez en casación. Inadmisible.
En la especie, los recurrentes no invocaron ante los jueces del fondo

la inexistencia del contrato de transporte o la gratuidad del mismo; que
al proponerlo por primera vez ante la Suprema Corte de Justicia resulta

inadmisible en casación.
Cas. 11 enero 1984, B.J. 875, Pág. 22.

Accidente de tránsito. Conductor que maneja imprudenteme
ntele

mecanismo de abrir y cerrar la puerta de un autobús. Golpes y heridas
a un pasajero. Aplicación del articulo 49 de la Ley 241 de 1967.

En la especie, el accidente de que se trata si bien se produjo estando el
autobús detenido. no menos cierto es que el mismo se debió al manejo
imprudente del mecanismo utilizado para abrir y cerrar la puertaeguridad

a fin

de que los pasajeros puedan entrar y salir con la mayor s 
posible; que para la existencia del delito previsto por el articulo 49 de la
Ley No. 241 de 1967, no es indispensabl e que el vehículo de motor esté

necesariamente en movimiento, pues si el conducto r al manipular un

mecanismo del vehículo lo hace de so
manera imprudente

falta tiene el

carácter delictual previsto y sancionado por el indicado texto de ley;
que, en consecuencia los medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados.

Cas. 9 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2408.

Accidente de tránsito. Competencia del Juzgado de Paz correspon-
diente al lugar donde ocurrió el hecho. Art. 20 del Código de
Procedimiento Criminal.

Conforme al articulo 20 del Código de Procedimiento Criminal, en

material correccion al , el Tribunal competente en razón del territorio
puede ser el del lugar donde se cometió el hecho, el de la

encontr
residenci

ado;a qu
del

inculpado, o el del lugar donde el inculpado pueda ser 	
e

como en la especie, el hecho ocurrió en la Avenida John F. Kennedy,
entre la Avenida Máximo Gómez y la calle Leopoldo Navarro, dentro de

la jurisdicción territorial del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, es obvio que dicho Juzgado era
competente para conocer del asunto de que se trata; que por lo tanto, el
medio que se examina carece de[

 undamento y debe ser desestimado;

Cas. 27 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2124.

Accidente de tránsito. Casación. Recurso. Inadmisible por

prematuro.
El examen del expediente revela que la sentencia les fue notificada a

dichos recurrentes el 20 de octubre de 1978, por acto del M. R. A.H.N.,
alguacil de E. del J. de P. I. del D. J. de Valverde, y los recursos fueron
interpuestos el 3 de noviembre del mismo año, por lo que es obvio que
ellos apelaron después de vencido el plazo de 10 dlas exigido por la Ley

ec-para ejercer este recurso, por lo que, la Corte a-qua procedió corr

lamente al declarar inadmisibles por extemporáneas esas apelaciones.
Cas. 4 , mayo 1964, B.J. 882. Pág. 1034.

Accidente de tránsito. Automóvil y Bicicleta. Muerte del ciclista.
Culpabilidad del prevenido y de la víctima.

El accidente se debió a la imprudencia tanto del prevenido como del
ciclista; que la imprudencia del prevenido consistió en transitar a una
velocidad no permitida por la ley y no reducir o aun detener su vehículo
cuando vio al ciclista que se acercaba a la intersección de ambas calles.

Cas. 31 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2763.

Alquileres de casas. Control. Desalojo. Apelación. Reducción del
monto del alquiler. Compensación. Sentencia carente de base legal.

Cas. 18 mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1184.

Alquiler de casa. Demanda en desalojo contra el inquilino y el
ocupante para que la sentencia le fuese oponible. Competencia del
Juzgado de Paz.

El examen de la sentencia impugnada y de los demás documentos del
expediente, en especial el acto introductivo de instancia diligenciado
por el Ministerial C.A.51.C., alguacil Ordinario del Juzgado Especial de
Tránsito del Distrito Nacional, el 10 de marzo de 1983, pone de relieve

Ill S	 que la recurrida dirigió su demanda contra B.N. con quien estaba
ligada por un contrato de inquilinato en relación con la segunda planta
de la casa No. 7 de la calle Respaldo 18 del ensanche la Fe. de esta
ciudad, y que llamó a causa al actual recurrente, en su calidad de
ocupante de la referida planta, para que le fuera oponible la sentencia a
intervenir contra R.N.; que, en tales condiciones, es obvio que en la
especie se encuentran reunidos los requisitos exigidos por la ley para la
competencia del Juzgado de Paz en la materia; que al decidirlo así la
Cámara a-qua no incurrió en las violaciones que se denuncian en el
medio que se examina, por lo cual éste carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 27 agosto 1984, B.J. 885, Pág. 2072.

Alquileres de casas Demandado que alega ser el propietario de la
casa y aporta un documento de que compró. Incompetencia del Juzgado
de Paz.

Tan pronto como ante el Juzgado de Paz, apoderado de una demanda
en desalojo, se plantea una cuestión de propiedad, este Tribunal resulta
incompetente para conocer del asunto y debe limitarse a declarar su
Incompetencia y enviar a las partes a proveerse ante el Tribunal
.competente; que al no observar esa disposición, la Cámara a-qua in-

aplicación
en la violación de las reglas de la competencia e hizo una falsa

aplicación del articulo 1ro., párrafo 2, del Código de Procedimiento
Civil, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad
de examinar el otro medio del recurso.

Cas. 30 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 3154.
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Alegato de caducidad. Material laboral. Plazo. Art. 7 de la Ley sobre
Procedimiento de Cas. Caducidad rechazada.

Habiéndose dictado el auto de autorización ele de octubre de 1982, si
el emplazamiento se notificó el día 6 de noviembre de ese mismo año,
como se afirma, es obvio que se hizo dentro de los 30 días francos
establecidos por la ley: que, por tanto, la caducidad propuesta carece
de fundamento y debe ser desestimada.

Cas 31 agosto 1984, B.J. 885, Págs. 2177 a 2303.

Arto de Alguacil notificado durante el periodo de vacaciones
judiciales. Sanción, Art. 15 de Ley de Organización Judicial y 63 del
Código de Procedimiento Civil. No hay nulidad del acto.

Si bien es cierto que resulta de los artículos 15 de la Ley de
Organización Judicial y 63 del Código de Procedimiento Civil, que
durante el periodo de vacaciones judiciales no se hará ningún acto
judicial ni ninguna notificación, sin previa autorización del Juez
competente. si hubiere peligro en la demora, salvo en asuntos
criminales, también es verdad que ni los textos citados ni ningún otro
texto legal, sanciona con la nulidad del acto la inobservancia de esa
regla; que la única sanción aplicable en ese caso es una multa a cargo
del Alguacil actuante, según prescribe el articulo 1030 del Código de
Procedimiento Civil; que, en consecuencia, el medio de inadmisión
propuesta carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 26 noviembre 1984. B.J. 888, Pág. 3091.
Acciones de una Compañía. Certificado de las acciones. Alegato de

transferencia de las mismas. Sentencia carente de base legal.
Casación.

En la especie, no ponderaron la otra causa de imposibilidad alegada
por la recurrente, de que los recurridos no hablan hecho entrega del
certificado contentivo de las treinta acciones de que era propietario el
cedente, operación necesaria y previa a toda transferencia de acciones;
que la imprecisión de la sentencia impugnada sobre el punto señalado
imposibilita a la S.C. de J. verificar si en la especie se ha hecho o no, una
correcta aplicación de la Ley; que, por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada por falta de base legal, ya que de la Corte a-qua haber
ponderado esa circunstancia podía eventualmente dar una solución
distinta al caso.

Cas. 8 junio 1984, B.J. 833, Pág. 1402.
Tribunal de Confiscaciones. Documentos depositados y no pon-

derados. Casación de la sentencia por falta de base legal.
Cas. 13 abril 1984, B.J. 881, Pág. 920.

Tribunal de Confiscaciones. Impugnación de una venta de inmueble
hecha por el Estado Dominicano a la A.N Litis de la competencia del
Tribunal de Confiscaciones.

De acuerdo con el articulo 18 de la Ley No. 5924 del 1962, letra (g), las
actuaciones intentadas por personas perjudicadas por el abuso o
usurpación de poder, contra los detentadores o adquirientes, son de la

competencia del Tribunal de Confiscaciones; y el artículo 42 de la
misma Ley dispone que "todos los asuntos que se encuentren pen-
dientes de fallo ante otros Tribunales que sean de la competencia del
Tribunal de Confiscaciones, serán declinados ante este Tribunal por vía
de Secretaria para los fines de conocimiento y fallo..."; que el Tribunal
a-quo al declarar su incompetencia para conocer del presente caso.
fundándose en lo expresado precedentemente, hizo en el caso una
aplicación correcta de los textos legales antes señalados, y, en con-
secuencia, el único medio del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 3 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 265.

Tribunal Contencioso-administrativo. Conclusiones rechazadas sin
dar ningún motivo. Casación.

Cas. 2 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 556.

Tribunal Contencioso administrativo. Impuesto sobre Sucesiones.
Declaración. Impugnación a esa declaración. Recurso de recon-
sideración por ante la misma Dirección General.

Es un principio general de nuestro derecho impositivo que el recurso
de reconsideración debe ser llevado ante el mismo funcionario u
organismo administrativo que dictó el acto impugnado; que a esa regla
general le introduce una derogación en materia de impuesto sobre
sucesiones y donaciones, el articulo 29 de la Ley No. 2569 de 1950,
modificado por la Ley No. 3429 de 1952, al disponer que cuando la im-
pugnación verse sobre el valor de los bienes se apoderará del recurso al
S. de E. de F.; que tratándose de una excepción al principio general,
ésta no puede aplicarse más allá del caso expresamente previsto, fuera
del cual el principio general recobra su imperio y es el único aplicable;
que, en la especie, según resulta de la sentencia Impugnada, las
recurrentes no atacan el pliego de modificaciones por haber hecho el D.
G. del I. sobre la R., una tasación excesiva del valorsle los bienes que
componen el acervo sucesora' del de-cujus, sino basándose en el error
cometido por ellas mismas de haber hecho figurar en el inventario
parcelas con un área superficial superior a la que realmente tienen, así
como por haber incluido en el mismo instrumento bienes que al
momento de la apertura de la sucesión habían salido ya del patrimonio
del de-cujus, casos éstos que no son alcanzados por la excepción
señalada ; que por tanto, tal como lo decidió el Tribunal a-quo, el D. G.
del I. sobre la R., es competente para conocer y decidir sobre la dicha
impugnación, ante quién debe ser planteado de nuevo el asunto.

Cas 11 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1090.

Tránsito. Tribunal Especial de Tránsito. Competencia.
De acuerdo con lo establecido por la Ley No. 585 de 1977 en su articulo

1ro se atribuye competencia exclusiva al Tribunal Especial de Tránsito
Para conocer y fallar las infracciones a la Ley No. 241 sobre Tránsito y
Vehículos con excepción de los casos previstos en los artículos 3 de la
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Alegato de caducidad. Material laboral. Plazo. Art. 1 de la Ley sobre
Procedimiento de Cas. Caducidad rechazada.

Habiéndose dictado el auto de autorización el 6 de octubre de 1982, si
el emplazamiento se notificó el día 6 de noviembre de ese mismo año,
como se afirma, es obvio que se hizo dentro de los 30 días francos
establecidos por la ley; que, por tanto, la caducidad propuesta carece
de fundamento y debe ser desestimada.

Cas 31 agosto 1984, B.J. 885, Págs. 2177 a 2303.

Acto de Alguacil notificado durante el período de vacaciones
judiciales. Sanción, Art. 15 de Ley de Organización Judicial y 63 del
Código de Procedimiento Civil. No hay nulidad del acto.

Si bien es cierto que resulta de los articules 15 de la Ley de
Organización Judicial y 63 del Código de Procedimiento Civil, que
durante el periodo de vacaciones judiciales no se hará ningún acto
judicial ni ninguna notificación, sin previa autorización del Juez
competente, si hubiere peligro en la demora, salvo en asuntos
criminales, también es verdad que ni los textos citados ni ningún otro
texto legal. sanciona con la nulidad del acto la inobservancia de esa
regla; que la única sanción aplicable en ese caso es una multa a cargo
del Alguacil actuante, según prescribe el articulo 1030 del Código de
Procedimiento Civil; que, en consecuencia, el medio de inadmisión
propuesta carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 26 noviembre 1%4, B.J. 888, Pág. 3091.
Acciones de una Compañia. Certificado de las acciones. Alegato de

transferencia de las mismas. Sentencia carente de base legal.
Casación.

En la especie. no ponderaron la otra causa de imposibilidad alegada
por la recurrente, de que los recurridos no hablan hecho entrega del
certificado contentivo de las treinta acciones de que era propietario el
cedente, operación necesaria y previa a toda transferencia de acciones;
que la Imprecisión de la sentencia impugnada sobre el punto señalado
imposibilita a la S.C. de J. verificar si en la especie se ha hecho o no, una
correcta aplicación de la Ley; que, por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada por falta de base legal, ya que de la Corte a-qua haber
ponderado esa circunstancia podla eventualmente dar una solución
distinta al caso.

Cas. 8 junio 1984, B.J. 933, Pág. 1402.
Tribunal de Confiscaciones. Documentos depositados y no pon-

derados. Casación de la sentencia por falta de base legal.
Cas. 13 abril 1981, B.J. 881. Pág. 920.

Tribunal de Confiscaciones. Impugnación de una venta de Inmueble
hecha por el Estado Dominicano a la A.N.Litis de la competencia del
Tribunal de Confiscaciones.

De acuerdo con el artículo 18 de la Ley No. 5924 del 1962. letra (IV las
actuaciones intentadas por personas perjudicadas por el abuso o
usurpación de poder. contra los detentadores o adquirientes, son de la

LXXI

competencia del Tribunal de Confiscaciones; y el articulo 42 de la
misma Ley dispone que "todos los asuntos que se encuentren pen-
dientes de fallo ante otros Tribunales que sean de la competencia del
Tribunal de Confiscaciones, serán declinados ante este Tribunal por vía
de Secretaria para los fines de conocimiento y fa llo..." ; que el Tribunal
a-quo al declarar su incompetencia para conocer del presente caso,
fundándose en lo expresado precedentemente, hizo en el caso una
aplicación correcta de los textos legales antes señalados, y. en con-
secuencia, el ígneo medio del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 3 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 265.

Tribunal Contencloso-administrativo. Conclusiones rechazadas sin
dar ningún motivo. Casación.

Cas. 2 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 556.

Tribunal Contencioso administrativo. Impuesto sobre Sucesiones.
Declaración. Impugnación a esa declaración. Recurso de recon-
sideración por ante la misma Dirección General.

Es un principio general de nuestro derecho impositivo que el recurso
de reconsideración debe ser llevado ante el mismo funcionario u
organismo administrativo que dictó el acto Impugnado; que a esa regla
general le introduce una derogación en materia de impuesto sobre
sucesiones y donaciones, el articulo 29 de la Ley No. 2569 de 1950,
modificado por la Ley No. 3429 de 1952, al disponer que cuando la im-
pugnación verse sobre el valor de los bienes se apoderará del recurso al
S. de E. de F.; que tratándose de una excepción al principio general,
ésta no puede aplicarse más allá del caso expresamente previsto, fuera
del cual el principio general recobra su imperio y es el único aplicable;
que, en la especie, según resulta de la sentencia impugnada, las
recurrentes no atacan el pliego de modificaciones por haber hecho el D.
G. del I. sobre la R., una tasación excesiva del valor.de los bienes que
componen el acervo sucesora] del de-cujus, sino basándose en el error
cometido por ellas mismas de haber hecho figurar en el inventario
parcelas con un área superficial superior a la que realmente tienen, así
como por haber incluido en el mismo instrumento bienes que al
momento de la apertura de la sucesión hablan salido ya del patrimonio
del de'cujus, casos éstos que no son alcanzados por la excepción
señalada ; que por tanto, tal como lo decidió el Tribunal a-quo. el D. G.
del I. sobre la R., es competente para conocer y decidir sobre la dicha
impugnación. ante quién debe ser planteado de nuevo el asunto.

Cas 11 de mayo 1984, B.J. 882, Pág. 1090.

Tránsito. Tribunal Especial de Tránsito. Competencia.
De acuerdo con lo establecido por la Ley No. 585 de 1977 en su articulo

Iro se atribuye competencia exclusiva al Tribunal Especial de Tránsito
Pura conocer y fallar las Infracciones a la Ley No. 241 sobre Tránsito y
Vehículos con excepción de los casos previstos en los artículos 3 de la
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indicada ley la cual dispone que los expedientes instrumentados por la
Policía Nacional y por las autoridades a quienes la ley atribuye facultad
para velar por el cumplimiento de las disposiciones relativas al transitó
de vehículos que sean de la competencia de las Juzgados de Paz
Especiales de Tránsito serán remitidos sin demora al Fiscalizador por
ante dicho Juzgado, quien apoderará inmediatamente a esa jurisdic-
ción especial para su conocimiento y decisión; que la competencia
ratione materia o de atribución en materia penal es de orden público y
por tanto puede ser propuesta en todas las jurisdicciones y aún por
primera vez en casación; que en la especie, la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia debió haber declarado la in-
competencia del Juzgado de Paz Ordinario para conocer del asunto,
desapoderándose del mismo y enviándolo por ante el Tribunal com-
petente; que al no hacerlo así la sentencia impugnada debe ser casada,
sin necesidad de examinar el segundo medio del recurso, procediendo
en consecuencia el envio del expediente por ante el Juzgado de Paz
Especial de Tránsito que es el Tribunal competente.

Cas. 21 de diciembre de 1984, B.J. 889, Págs. 3396 y 3410.

Tribunal de Tierras. Actos de ventas de Inmuebles registrados.
Artículo 189 de la Ley de Registro de Tierras. Rechazamiento de la
solicitud de transferencia. Sentencia bien motivada.

Cas. 27 abril 1984, B.J. 881, Pág. 1000.

Tribunal Superior de Tierras. Casación de una sentencia de dicho
Tribunal. Envicia! mismo Tribunal. Constitución de dicho Tribunal. Los
mismos Jueces que dictaron la sentencia casada podrían constituirlo.

El Tribunal Superior de Tierras es una jurisdicción especial y única
en el país. de donde resulta que, tal como se desprende del articulo 136
de la Ley No. 1542 de 1947, en caso de casación con motivo de envío, es el
mismo Tribunal que debe proceder a reconsiderar la sentencia casada,
como lo expresa el Tribunal a-quo diciendo "que dado el carácter ex-
cepcional de esta Jurisdicción Catastral, cada vez que la Suprema
Corte de Justicia casa una sentencia en todo o en parte devuelve el
expediente al Tribunal Superior de Tierras para que sea conocido
nuevamente como Tribunal de envio. siendo el mismo Tribunal el en-
cargado de conocerlo nuevamente"; que, en consecuencia, no
disponiendo la ley nada respecto a la Constitución del Tribunal en estos
casos, los mismos Jueces pueden fallar nuevamente el asunto, tal como
ocurre con otras jurisdicciones en que por su organización sólo existe un
tribunal en el Territorio Nacional.

Cas. 3 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 292.

Tribunal de Tierras. Casación. Errores de juicio. Sentencia con
autoridad de la cosa definitivamente juzgada. Rechazamiento del
recurso

En la especie se revela que lo que alegan los recurrentes no constituye
les errores puramente materiales. a que se refiere el articulo 143 de la
Ley de Registro de Tierras, sino a errores jurídicos relativos al fondo
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del derecho, que fueron juzgados en el saneamiento catastral del in-
mueble en discusión y respecto del cual intervino sentencia que
adquirió la autoridad de cosa definitivamente juzgada; por lo que al
rechazar la instancia en revisión por error de los recurrentes, fundán-
dose en los razonamientos antes expuestos, el Tribunal a-quo procedió
correctamente.

Cas. 22 de junio 1984, B.J. 883, Pág. 1523.

Tribunal de Tierras. Conclusiones de uno de los litigantes sentencia
que no se pronuncia acerca de tales conclusiones. Casación.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
recurrente en su escrito de fecha 6 de diciembre de 1982, solicitó el
sobreseimiento del caso hasta tanto se falle el pedimento de inscripción
en falsedad que intentaría contra el testamento de fecha 15 de julio de
1977, instrumentado por el Notario Público del municipio de San
Francisco de Macorís, Dr. S. A. V.; que como el Tribunal a-que no se
pronunció sobre el pedimento señalado, incurrió en el vicio alegado, por
lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de
examinar los demás medios del recurso.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 2937.

Tribunal de Tierras. Documento bajo firma privada. Formalidades.
Art. 1318 del Código Civil. Firma de la parte que se obliga.

"El documento que no es acto auténtico, por la incompetencia o in-
capacidad del oficial o por un defecto de forma, vale como acto privado
si está firmado por las partes"; que como se advierte por lo transcrito
la firma de ambas partes sólo es requerida para darle carácter de acto
privado al documento redactado por un oficial público incompetente o
incapacitado, o cuando en su redacción no se observan las formalidades
exigidas por la Ley, pero cuando se trata, como en la especie, de un
documento preparado por la parte misma, basta la firma de la parte.
que se obliga u otorga descargo o finiquito para su validez.

Cas. 7 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2892.

Tribunal de Tierras. Litis sobre terreno registrado. Venta. Trans-
ferencia. Art. 189 de la Ley de Registro de Tierras.

En la especie, el T. S. de T., para fallar en la forma como lo hizo, se
basó en el contrato de colonato celebrado ente la recurrente y el
recurrido, así como también en el recibo de descargo, de fecha 21 de
marzo de 1957, suscrito por la primera en favor del segundo, lo cual es
correcto, puesto que las disposiciones del art. 189 de la Ley de R. de T.,
que hace obligatoria entre otras formalidades la legalización de las
firmas de los actos traslativos del recibo de la propiedad en terrenos
registrados es una disposición que se impone para los actos que han de-
ser presentados directamente al Registrador de Títulos con el fin de que
este funcionario al operar el registro de los actos, lo haga con las
mejores garantías; pero si falta alguna formalidad. nada impide que
las partes interesadas, y aun el mismo Registrador de Títulos sometan
un documento, carente de alguna de esas formalidades al T. S. de T.,.
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Indicada ley la cual dispone que los expedientes instrumentados por la
Policía Nacional y por las autoridades a quienes la ley atribuye facultad
para velar por el cumplimiento de las disposiciones relativas al tránsito
de vehículos que sean de la competencia de los Juzgados de Paz
Especiales de Tránsito serán remitidos sin demora al Fiscalizador por
ante dicho Juzgado, quien apoderará inmediatamente a esa jurisdic-
ción especial para su conocimiento y decisión; que la competencia
ratione materia o de atribución en materia penal es de orden público y
por tanto puede ser propuesta en todas las jurisdicciones y aún por
primera vez en casación; que en la especie, la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia debió haber declarado la in-
competencia del Juzgado de Paz Ordinario para conocer del asunto,
desapoderándose del mismo y enviándolo por ante el Tribunal com-
petente; que al no hacerlo ase la sentencia impugnada debe ser casada,
sin necesidad de examinar el segundo medio del recurso, pa °cediendo
en consecuencia el envio del expediente por ante el Juzgado de Paz
Especial de Tránsito que es el Tribunal competente.

Cas. 21 de diciembre de 1984, B.J. 889, Págs. 3396 y 3410.

Tribunal de Tierras. Actos de ventas de inmuebles registrados.
Articulo 189 de la Ley de Registro de Tierras. Rechazamiento de la
solicitud de transferencia. Sentencia bien motivada.

Cas. 27 abril 1984, B.J. 881, Pág. 1000.

Tribunal Superior de Tierras. Casación de una sentencia de dicho
Tribunal. Envio al mismo Tribunal. Constitución de dicho Tribunal. Los
mismos Jueces que dictaron la sentencia casada podrían constituirlo.

El Tribunal Superior de Tierras es una jurisdicción especial y única
en el país, de donde resulta que, tal como se desprende del articulo 136
de la Ley No. 1542 de 1947, en caso de casación con motivo de envio, es el
mismo Tribunal que debe proceder a reconsiderar la sentencia casada,
como lo expresa el Tribunal a-quo diciendo "que dado el carácter ex-
cepcional de esta Jurisdicción Catastral, cada vez que la Suprema
Corte de Justicia casa una sentencia en todo o en parte devuelve el
expediente al Tribunal Superior de Tierras para que sea conocido
nuevamente como Tribunal de envio, siendo el mismo Tribunal el en-
cargado de conocerlo nuevamente"; que, en consecuencia, no
disponiendo la ley nada respecto a la Constitución del Tribunal en estos
casos, los mismos Jueces pueden fallar nuevamente el asunto, tal como
ocurre con otras Jurisdicciones en que por su organización sólo existe un
tribunal en el Territorio Nacional.

Cas. 3 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 292.

Tribunal de Tierras. Casación. Errores de juicio. Sentencia con
autoridad de la cosa definitivamente juzgada. Rechazamiento del
recurso

En la especie se revela que lo que alegan los recurrentes no constituye
Ice, errores puramente materiales, a que se refiere el articulo 143 de la
Ley de Registro de Tierras, smo a errores jurídicos relativos al fondo
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del derecho, que fueron juzgados en el saneamiento catastral del In-
mueble en discusión y respecto del cual intervino sentencia que
adquirió la autoridad de cosa definitivamente juzgada ; por lo que al
rechazar la instancia en revisión por error de los recurrentes, fundán-
dose en los razonamientos antes expuestos, el Tribunal a-quo procedió
correctamente.

Cas. 22 de junio 1984, B.J. 883. Pág. 1523.

Tribunal de Tierras. Conclusiones de uno de los litigantes sentencia
que no se pronuncia acerca de tales conclusiones. Casación.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
recurrente en su escrito de fecha 6 de diciembre de 1982, solicitó el
sobreseimiento del caso hasta tanto se falle el pedimento de inscripción
en falsedad que intentarla contra el testamento de fecha 15 de julio de
1977, instrumentado por el Notario Público del municipio de San
Francisco de Macoris, Dr. S. A. V.; que como el Tribunal a-quo no se
pronunció sobre el pedimento señalado, incurrió en el vicio alegado, por
lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de
examinar los demás medios del recurso.

Cas. 14 de noviembre de 1984, B.J. 888, Pág. 2937.

Tribunal de Tierras. Documento bajo firma privada. Formalidades.
Art. 1318 del Código Civil. Firma de la parte que se obliga.

"El documento que no es acto auténtico, por la incompetencia o in-
capacidad del oficial o por un defecto de forma, vale como acto privado
si está firmado por las partes"; que como se advierte por lo transcrito
la firma de ambas partes sólo es requerida para darle carácter de acto
privado al documento redactado por un oficial público incompetente o
incapacitado, o cuando en su redacción no se observan las formalidades
exigidas por la Ley, pero cuando se trata, como en la especie, de un.
documento preparado por la parte misma, basta la firma de la parte,
que se obliga u otorga descargo o finiquito para su validez.

Cas. 7 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2892.

Tribunal de Tierras. Litis sobre terreno registrado. Venta. Trans-
ferencia. Art. 189 de la Ley de Registro de Tierras.

En la especie, el T. S. de T., para fallar en la forma como lo hizo, se
basó en el contrato de colonato celebrado ente la recurrente y el
recurrido, así como también en el recibo de descargo, de fecha 21 de
marzo de 1957, suscrito por la primera en favor del segundo, lo cual es
correcto, puesto que las disposiciones del art. 189 de la Ley de R. de T.,
que hace obligatoria entre otras formalidades la legalización de las
firmas de los actos traslativos del recibo de la propiedad en terrenos
registrados es una disposición que se impone para los actos que han de
ser presentados directamente al Registrador de Títulos con el fin de que
este funcionario al operar el registro de los actos, lo haga con las
mejores garantías; pero si falta alguna formalidad, nada impide que
las partes interesadas, y aun el mismo Registrador de Títulos sometan
un documento, carente de alguna de esas formalidades al T. S. de T.,.
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con el fin de que éste verifique, por los medios que la ley señala si dicho'
acto es o no válido, y decidir en consecuencia: por todo lo cual los
medios que se examinan carecen de fundamentos y deben ser
desestimados.

Cas. 19 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2424.

Tribunal de Tierras. Litigante que no fue citado por ante el juez del
primer grado. Pedimento de un nuevo juicio hecho por ante el tribunal
de Segundo Grado. Rechazamiento. Lesión al derecho de defensa.

Una vez que el Tribunal a-quo comprobó en hecho que el recurrente
no fue legalmente citado para comparecer a la audiencia del 15 de junio
de 1976, lo que le impidió asistir a la misma para tener la oportunidad de
rebatir las pruebas aportadas por su contraparte y formular sus
pedimentos en relación con su reclamación, era obligación del Tribunal
proceder a una nueva instrucción del caso, a fin de garantizar el
derecho de defensa del recurrente; que al no hacerlo así, incurrió en la
violación denunciada, por lo cual la sentencia impugnada debe ser
casada.

Cas. 17 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 397.

Tribunal de Tierras. Litigante que solicita reenvío de la causa para
otra audiencia para que su abogado pudiera asistirlo. Pedimento
rechazado sin dar motivos. Lesión al derecho de defensa. Casación.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que ante el
Tribunal a-quo el recurrente solicitó el reenvío del conocimiento de la
causa para otra fecha a los fines indicados, pero tal T. a-quo al decidir
el fondo del asunto rechazó implícitamente ese pedimento sin dar los
motivos justificativos de su rechazamiento; que al proceder así el
Tribunal a-quo privó al recurrente de la posibilidad de rebatir las
pruebas presentadas contra él, especialmente la testimonial; de
presentar sus propias pruebas; de provocar medidas de instrucción que
sirvieran para esclarecer los hechos; de que su abogado interrogan a
las personas que prestaron declaraciones; que la circunstancia de que
posteriormente se le concedieran plazos para formular escritos, no
subsana el agravio de su derecho de defensa que significó el hecho de no
estar asistido por un abogado en la celebración de la audiencia en que se
conoció el proceso; que, por tanto, procede acoger el alegato de que se
trata y casar la sentencia por violación al derecho de defensa.

Cas. 12 septiembre 1984, B.J. 886, Págs. 2319 y 2452.

Tribunal de Tierras. Mejoras construidas en terrenos registrados.
Consentimiento del propietario de los terrenos. Arts. 202 y 198 de la Ley
de Registro de Tierras. Consentimiento establecido por lodos los medios
de prueba.

El artículo 202 de la Ley de Registro de Tierras, sigue los
delineamientos del articulo 189 de Registro de Tierras, y de su texto se
infiere que sus exigencias conciernen únicamente a documentos que
van a ser presentados para fines de ejecución ante el R. de T., ocasión

en que dichos documentos deben estar rodeados de las mayores
garantías; que esto resulta de la frase contenida en dicho articulo: "el
dueño de terreno registrado entregará al R. de T., un documento
debidamente legalizado, en el cual expresará su consentimiento al R. de
dichas mejoras, en los terrenos registrados en su nombre; que, en
consecuencia, cuando la cuestión es planteada ante el Tribunal de
Tierras la existencia de ese consentimiento puede ser establecida por
todos los medios de prueba ; por otra parte el articulo 271 de la Ley de
Registro de Tierras después de consignar que ella se interpretarla de
acuerdo con su espíritu, obviamente, una remisión al sistema en que
está fundamentada, traza una norma general la cual tiene como
propósito que ella no puede desconocer, ni alterar los derechos y
obligaciones de las otras leyes, sobre los casos especificados por dicha
Ley de Registro de Tierras; que en la especie, no se ventiló ni dirimió
ningún derecho que le reconociera alguna de nuestras leyes al
recurrente, sino que se dio por establecido su consentimiento a la
señora A.E. Vda. A. para que ésta construyera unas mejoras en su solar
de su propiedad.

Cas. 2 noviembre 1984, B.J. 883. Pág. 2841.

Tribunal de Tierras. Mejoras construidas en terrenos registrados.
Consentimiento del dueño. Prueba del consentimiento. Sentencia bien
motivada.

En la especie los hechos señalados que no fueron desnaturalizados,
retenidos en conjunto, condujeron a la conclusión de la existencia del
consentimiento; que la lectura de las notas de audiencia es releVante de
que las declaraciones de los testigos no fueron viciadas, sino
reproducidas fielmente y tampoco los hechos establecidos ni el contexto
de los documentos aportados fueron alterados al servir de base para el
fallo; que, por consiguiente, este tercer medio carece de fundamento y
debe ser desestimado.

Cas. 2 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2841.

Tribunal de Tierras. Procedimiento de embargo Inmobiliario.
Incompetencia del Tribunal Superior de Tierras. Art. 10 de la Lev de R.
de T. Casación por causa de Incompetencia. Envio a la Camara Civil
correspondiente.

En el presente caso la demanda intentada se relaciona con el derecho
de propiedad de la parcela objeto del litigio; que, los Jueces del fondo no
tuvieron en cuenta, al declararse competentes para conocer del mismo,
los términos claros y precisos del artículo 10 de la Ley de Registro de
Tierras antes transcrito, según el cual los Tribunales ordinarios son
competentes para conocer de toda demanda con motivo de un
procedimiento de embargo inmobiliario, aún cuando se relacione esta
demanda con la propiedad del inmueble cuya expropiación se persigue,
o con cualquier derecho susceptible de ser registrado, como ocurre en la
especie: que en tales condiciones, en la sentencia Impugnada no se ha
hecho una aplicación correcta de dicho texto legal. y por tanto. debe ser
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con el fin de que este verifique, por los medios que la ley señala si dicho
acto es o no válido, y decidir en consecuencia ; por todo lo cual los
medios que se examinan carecen de fundamentos y deben ser
desestimados.

Cas. 19 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2424.

Tribunal de Tierras. Litigante que no fue citado por ante el juez del
primer grado. Pedimento de un nuevo juicio hecho por ante el tribunal
de Segundo Grado. Rechazamiento. Lesión al derecho de defensa.

Una vez que el Tribunal a-quo comprobó en hecho que el recurrente
no fue legalmente citado para comparecer a la audiencia del 15 de junio
de 1976, lo que le impidió asistir a la misma para tener la oportunidad de
rebatir las pruebas aportadas por su contraparte y formular sus
pedimentos en relación con su reclamación, era obligación del Tribunal
proceder a una nueva instrucción del caso, a fin de garantizar el
derecho de defensa del recurrente; que al no hacerlo así, incurrió en la
violación denunciada, por lo cual la sentencia impugnada debe ser
casada.

Cas. 17 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 397.

Tribunal de Tierras. Litigante que solicita reenvío de la causa para
otra audiencia para que su abogado pudiera asistirlo. Pedimento
rechazado sin dar motivos. Lesión al derecho de defensa. Casación.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que ante el
Tribunal a-quo el recurrente solicitó el reenvío del conocimiento de la
causa para otra fecha a los fines indicados, pero tal T. a-quo al decidir
el fondo del asunto rechazó implícitamente ese pedimento sin dar los
motivos justificativos de su rechazamiento; que al proceder así el
Tribunal a-quo privó al recurrente de la posibilidad de rebatir las
pruebas presentadas contra él, especialmente la testimonial; de
presentar sus propias pruebas; de provocar medidas de instrucción que
sirvieran para esclarecer los hechos; de que su abogado interrogara a
las personas que prestaron declaraciones; que la circunstancia de que
posteriormente se le concedieran plazos para formular escritos. no
subsana el agravio de su derecho de defensa que significó el hecho de no
estar asistido por un abogado en la celebración de la audiencia en que se
conoció el proceso; que, por tanto, procede acoger el alegato de que se
trata y casar la sentencia por violación al derecho de defensa.

Cas. 12 septiembre 1984, B.J. 886, Págs. 2319 y 2452.

Tribunal de Tierras. Mejoras construidas en terrenos registrados.
Consentimiento del propietario de los terrenos. Arts. 202 y 198 de la Ley
de Registro de Tierras. Consentimiento establecido por todos los medios
de prueba.

El artículo 202 de la Ley de Registro de Tierras, sigue los
delineamientos del artículo 189 de Registro de Tierras, y de su texto se
infiere que sus exigencias conciernen únicamente a documentos que
van a ser presentados para fines de ejecución ante el R. de T., ocasión
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en que dichos documentos deben estar rodeados de las mayores
garantías; que esto resulta de la frase contenida en dicho articulo: "el
dueño de terreno registrado entregará al R. de T., un documento
debidamente legalizado, en el cual expresará su consentimiento al R. de
dichas mejoras, en los terrenos registrados en su nombre; que, en
consecuencia, cuando la cuestión es planteada ante el Tribunal de
Tierras la existencia de ese consentimiento puede ser establecida por
todos los medios de prueba; por otra parte el articulo 271 de la Ley de
Registro de Tierras después de consignar que ella se interpretarla de
acuerdo con su espíritu, obviamente, una remisión al sistema en que
está fundamentada, traza una norma general la cual tiene como
propósito que ella no puede desconocer, ni alterar los derechos y
obligaciones de las otras leyes, sobre los casos especificados por dicha
Ley de Registro de Tierras; que en la especie, no se ventiló ni dirimió
ningún derecho que le reconociera alguna de nuestras leyes al
recurrente, sino que se dio por establecido su consentimiento a la
señora A.E. Vda. A. para que ésta construyera unas mejoras en su solar
de su propiedad.

Cas. 2 noviembre 1984, B.J. 888. Pág. 2841.

Tribunal de Tierras. Mejoras construidas en terrenos registrados.
Consentimiento del dueño. Prueba del consentimiento. Sentencia bien
motivada.

En la especie los hechos señalados que no fueron desnaturalizados,
retenidos en conjunto, condujeron a la conclusión de la existencia del
consentimiento; que la lectura de las notas de audiencia es relevante de
que las declaraciones de los testigos no fueron viciadas, sino
reproducidas fielmente y tampoco los hechos establecidos ni el contexto
de los documentos aportados fueron alterados al servir de base para el
fallo; que, por consiguiente, este tercer medio carece de fundamento y
debe ser desestimado.

Cas. 2 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2841.

Tribunal de Tierras. Procedimiento de embargo inmobiliario.
Incompetencia del Tribunal Superior de Tierras. Art. 10 de la Lev de R.
de T. Casación por causa de incompetencia. Envio a la Cámara Civil
correspondiente.

En el presente caso la demanda Intentada se relaciona con el derecho
de propiedad de la parcela objeto del litigio; que, los Jueces del fondo no
tuvieron en cuenta, al declararse competentes para conocer del mismo,
los términos claros y precisos del articulo 10 de la Ley de Registro de
Tierras antes transcrito, según el cual los Tribunales ordinarios son
competentes para conocer de toda demanda con motivo de un
procedimiento de embargo inmobiliario, aún cuando se relacione esta
demanda con la propiedad del inmueble cuya expropiación se persigue,
o con cualquier derecho susceptible de ser registrado, como ocurre en la
especie: que en tales condiciones. en la sentencia impugnada no se ha
hecho una aplicación correcta de dicho texto legal, y por tanto. debe ser
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casada, sin que sea necesario ponderar los demás medios del recurso;
que cuando una sentencia es casada por causa de incompetencia, la S.

C. de J. dispondrá el envio del asunto por ante el Tribunal que deberá
conocer de él y lo designará igualmente.

Cas. 9 de noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2910.

Tribunal de Tierras. Promesa de venta. Sentencia bien motivada.
Cas. 3 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 292.

Tribunal de Tierras. Prueba por escrito. Requisitos. •Facultad de
los Jueces del fondo. Art. 1347 del Código Civil.

Los Jueces del fondo son soberanos para apreciar el grado de
verosimilitud de un comienzo de prueba por escrito; que en la especie el
Tribunal a-quo, pudo, como lo hizo, estimar, dentro de esos poderes
soberanos de apreciación, que el escrito firmado por el recurrente U.M.
y C.F. con las firmas certificadas por N., dirigido al 1. de A. y V.,
constituía un principio de prueba por escrito. prueba que fue com-
pletada con la audición de varios testigos, oídos a requerimiento del
recurrido G.F., quienes informaron al Tribunal que el licenciado U.M.
les dijo que ese inmueble era de la propiedad de J.G.F., declaraciones
que le merecieron entero crédito, llegando por ello a la conclusión de
que dicho solar y sus mejoras hablan sido traspasados legalmente al
recurrido J.G.F., con la autorización del recurrente, licenciado
J.H.U.M.; que. por tanto, en la sentencia impugnada no se ha incurrido
en los vicios y violaciones alegados por el recurrente, y, en con-
secuencia,  los medios del recurso carecen de fundamento y deben ser

desestimados.
Cas. 2 febrero 1984, B.J. 884, Pág. 1649.

Tribual de Tierras. Revisión por causa de fraude. Artículo 137 e la

Ley de
n
 Registro de Tierras. Condiciones para que se caracteric

d
e el

fraude.
En la especie, es evidente que el tribunal a-quo no comprobó, antes de

llegar a la conclusión de que las recurrentes hablan cometido fraude en
el saneamiento, si las demandada s tenían el conocimiento de la
existencia de esas posesiones en la Parcela No. 320; ni se estableció que
se realizaran maniobras fraudulentas para hacerse adjudicar esta
parcela ; que para que el fraude previsto en los artículos 137 y siguientes
de la Ley de Registro de Tierras se caracterice es necesario que se
pruebe la intención, de perjudicar al demandante con su actuación; que
no basta con establecer que dentro de un terreno determinado existían
posesiones, cuando se realizaba el saneamiento que no fueron
declaradas por el reclamante, sino que es necesario establecer que éste
tenla el conocimiento de la existencia de las mismas; que en con-
secuencia en la sentencia impugnada se ha incurrido en falta de base
legal y, pm' tanto, la sentencia debe ser casada, sin que sea necesario

. examinar los demás alegatos del recurso.
Cas. 26 marzo 1984, B.J. 8130, Pág. 756.

LXXVII
Tribunal Superior de Tierras. Resolución que aprueba trabajos de

subdivisión. Resolución de carácter administrativo. Casación Inad-
misible.

Las decisiones de los Tribunales de justicia que tienen carácter
puramente administrativo, o sea, aquellas que no resuelven un litigio
entre partes, no son susceptibles del recurso de casación.

Cas. 6 de julio 1964, B.J. 884, Pág. 1701.
Tribunal de Tierras. Sentencia que decide el fondo del asunto.

Solicitud de secuestro improcedente.
El secuestro es una medida provisional que tiene por finalidad

colocar el bien discutido en manos de un tercero para que éste lo ad-
ministre y rinda cuenta a la parte que a la postre resulte gananciosa ;
que dada su naturaleza provisional, esa medida no puede ser ordenada
después de fallado el fondo de la litis, porque ella conllevaría privar a la
parte gananciosa del objeto del litigio lo que constituiría una in-
consecuencia jurídica ; que como por el fallo se resolvió el fondo del
asunto, quedó desapoderado el Tribunal Superior de Tierras, por lo que
éste no estaba ya obligado a pronunciarse sobre el secuestro solicitado.

Cas. 2 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2841.
Tribunal de Tierras. Sentencia que ordena el desalojo de Tierras

ocupadas por varios copropietarios. Deber del Tribunal de Tierras. Art.258 de la ley de Registro de Tierras.
Las disposiciones del articulo 258 de la Ley de Registro de Tierras que

se refieren al desalojo de terrenos saneados, no dejan dudas de que para
realizar este procedimiento es indispensable que el abogado del Estado,a quien corresponde ejecutarlo, se le provea del Certificado de Título,
del terreno objeto del procedimiento en desalojo; tal como lo revela la
sentencia impugnada, la parcela No. 44 del Distrito Catastral No. 11 del
municipio de M.P., objeto del litigio, pertenece a varias personas y si
bien en dicha sentencia expresa que al perjudicarlo D.T.R. le
corresponde dentro de ese terreno las porciones adquiridas de co-
dueños que tenían allí posesiones determinadas por cultivos y cercas, el
Tribunal a-quo debió, antes de ordenar dicho desalojo, disponer la
stiodivisión del terreno para determinar, con precisión, las posesiones
de cada uno de los copropietarios de esa parcela, a fin de poner al
abogado del Estado en condiciones de ejecutar correctamente el
desalojo de que fue encargado por la sentencia impugnada ; que en tales
condiciones el fallo impugnado carece de base legal, y, en con-
secuencia, debe ser casado sin que sea necesario ponderar los demás
alegatos del recurrente.

Cas. 14 septiembre 1984, B.J. 886. Pág. 2377.
Tribunal de Tierras. venta de un inmueble. Vendedora que se en-

contraba en un estado de salud mental que le impedía dar un con-sentimiento válido. Nulidad.
En la especie, la recurrida se encontraba en un estado de salud

lados por el actual recurrente; que los Jueces del fondo gozan de un
poder soberano para apreciar el valor y alcance de las pruebas
sometidas al debate, lo que, como cuestión de hecho. escapa al control
de la casación, salvo desnaturalización que no ha ocurrido en la
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casada, sin que sea necesario ponderar los demás medios del recurso;
que cuando una sentencia es casada por causa de incompetencia, la S.
C. de J. dispondrá el envio del asunto por ate el coTrbunal que deberá

conocer de él y lo designará igualmente.
Cas. 9 de noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2910.

Tribunal de Tierras. Promesa de venta. Sentencia bien motivada.
Cas. 3 febrero 1984, B.J. 879, Pág. 292.

Tribunal de Tierras. Prueba por escrito. Requisitos. Facultad de
los Jueces del fondo. Art. 1347 del Código Civil.

los Jueces del fondo son soberanos para apreciar el grado de
verosimilitud de un comienzo de prueba por escrito; que en la especie el
Tribunal a-quo, pudo. como lo hizo, estimar, dentro de esos poderes

soberanos de apreciación, que el escrito firmado por el recurrente U.M.
y G.F. con las firmas certificada s por N., dirigido al 1. de A. y V.,
constitula un principio de prueba por escrito, prueba que fue com-
pletada con la audición de varios testigos, oldos a requerimiento del
recurrido G.F., quienes informaron al Tribunal que el licenciado U.M.
les dijo que ese inmueble era de la propiedad de J.G.F., declaraciones
que le merecieron entero crédito, llegando por ello a la conclusión de
que dicho solar y sus mejoras hablan sido traspasados legalmente al
recurrido J.G.F., con la autorización del recurrente, licenciado

J.H.U.M . ; que, por tanto, en la sentencia impugnada no se ha incurrido
en los vicios y violaciones alegados por el recurrente, y, en con-
secuencia, los medios del recurso carecen de fundamento y deben ser

desestimados.
Cas. 2 febrero 1984, B.J. 884, Pág. 1649.

Tribual de Tierras. Revisión por causa de fraude. Artículo 137 de la

Ley de
n
 Registro de Tierras. Condiciones para que se caracterice el

fraude.
En la especie, es evidente que el tribunal a-quo no comprobó, antes de

llegar a la conclusión de que las recurrentes hablan cometido fraude en
el saneamiento, si las demandadas tenían el conocimiento de la
existencia de esas posesiones en la Parcela No. 320; ni se estableció que
se realizaran maniobras fraudulentas para hacerse adjudicar esta
parcela; que para que el fraude previsto en los artículos 137 y siguientes
de la Ley de Registro de Tierras se caracterice es necesario que se
pruebe la intención, de perjudicar al demandante con su actuación; que
no basta con establecer que dentro de un terreno determinado existían
posesiones, cuando se realizaba el saneamiento que no fueron
declaradas por el reclamante, sino que es necesario establecer que éste
tenía el conocimiento de la existencia de las mismas; que en con-
secuencia en la sentencia impugnada se ha incurrido en falta de base
legal y, por tanto, la sentencia debe ser casada, sin que sea necesario
examinar los demás alegatos del recurso.

Cas. 26 marzo 1984, B.J. 880, Pág. 756.
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Tribunal Superior de Tierras. Resolución que aprueba trabajos de

subdivisión. Resolución de carácter administrativo. Casación Inad-
misible.

Las decisiones de los Tribunales de justicia que tienen carácter
puramente administrativo o sea, aquellas que no resuelven un litigio
entre partes, no son susceptibles del recurso de casación.

Cas. 6 de julio 1984, B.J. 884, Pág. 1701.
Tribunal de Tierras. Sentencia que decide el fondo del asunto.

Solicitud de secuestro improcedente.
El secuestro es una medida provisional que tiene por finalidad

colocar el bien discutido en manos de un tercero para que éste lo ad-
ministre y rinda cuenta a la parte que a la postre resulte gananciosa;
que dada su naturaleza provisional, esa medida no puede ser ordenada
después de fallado el fondo de la litis, porque ella conllevada privar a la
parte gananciosa del objeto del litigio lo que constituirla una in-.
consecuencia jurídica; que como por el Fallo se resolvió el fondo del
asunto, quedó desapoderado el Tribunal Superior de Tierras, por lo que
éste no estaba ya obligado a pronunciarse sobre el secuestro solicitado.

Cas. 2 noviembre 1984, B.J. 888. Pág. 2341.
Tribunal de Tierras. Sentencia que ordena el desalojo de Tierras

ocupadas por varios copropietarios. Deber del Tribunal de Tierras. Art.
258 de la ley de Registro de Tierras.

Las disposiciones del artículo 258 de la Ley de Registro de Tierras que
se refieren al desalojo de terrenos saneados, no dejan dudas de que para
realizar este procedimiento es indispensable que el abogado del Estado,a quien corresponde ejecutarlo. se  le provea del Certificado de Titulo,
del terreno objeto del procedimiento en desalojo; tal como lo revela la
sentencia impugnada, la parcela No. 44 del Distrito Catastral No. 11 del
municipio de M.P., objeto del litigio, pertenece a varias personas y si
bien en dicha sentencia expresa que al perjudicarlo D.T.R. le
corresponde dentro de ese terreno las porciones adquiridas de co-
dueños que tenían allí posesiones determinadas por cultivos y cercas, el
Tribunal a-quo debió, antes de ordenar dicho desalojo, disponer la
suudivisión del terreno para determinar, con precisión, las posesiones
de cada uno de los copropietarios de esa parcela, a fin de poner al
abogado del Estado en condiciones de ejecutar correctamente el
desalojo de que fue encargado por la sentencia impugnada; que en tales
condiciones el fallo impugnado carece de base legal, y, en con-
secuencia, debe ser casado sin que sea necesario ponderar los demás
alegatos del recurrente.

Cas. 14 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 7377.
Tribunal de Tierras. Venta de un inmueble. Vendedora que se en-

contraba en un estado de salud mental que le impedía dar un con-
sentimiento válido. Nulidad.

En la especie. la recurrida se encontraba en un estado de salud
lados por el actual recurrente; que los Jueces del fondo gozan de un
poder soberano pura apreciar el valor y alcance de las pruebas
sometidas al debate, lo que, como cuestión de hecho, escapa al control
de la casación, salvo desnaturalización que no ha ocurrido en la
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especie; que en el ejercicio de esa facultad soberana el Tribunal a-quo
pudo como lo hizo, decidir que los distintos nombreá con que se firman
los recibos en cuestión, corresponden todos a la persona del actual
recurrente, sin necesidad de tener que exponer e individualizar cada
uno de los hechos que comprobó para llegar a esa conclusión; que lo
precedentemente expuesto revela que la sentencia impugnada contiene
una relación de los hechos de la causa y motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, lo que ha permitido a la S. C. de J.
verificar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
Ley.

Cas. 7 noviembre 1984, B.J. 888, Pág. 2892.
Testamento. Liberalidad. Causa. Intención. fonación a una con-

cubina. Causa licita y moral.
En materia de liberalidades la causa consiste en la intención liberal

del disponente; que cuando esa intención se basa en motivos legítimos,
no contrarios a la ley y a las buenas costumbres, la liberalidad tiene una
causa licita y moral; que la existencia de relaciones de concubinato
entre el disponente y el beneficiado de la liberalidad, no significa
necesariamente que ésta tenga una causa inmoral o ilícita; pues sólo
están afectadas de ese vicio aquéllas que han sido inspiradas al
disponente por el deseo de asegurar ya sea la formación, la con-
tinuación o la reanudación de las relaciones inmorales, ya sea su
remuneración: que en la especie, según revela el examen de la sen-
tencia impugnada, para instituir a la recurrida como su legatoria
universal, el testador se inspiró en el deseo de testimoniar su gratitud a
la persona que en los últimos años de su vida lo atendió y cuidó "como si
fuera mi madre, de mis alimentos y vestidos limpios", de conformidad
a como expresa el testamento arguido de nulidad; que tal móvil es licito
y moral, susceptible de sustentar una causa también licita y moral.

Cas. 24 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2678.
Venta de Mercancías. Conocimiento de embarque y factura Consular.

Documentos probatorios. Desnaturalización de los mismos. Casación.
El examen de ambos documentos revela que el referido conocimiento

de embarque lo que expresa es que la recurrente recibió de las com-
pañías vendedoras, para su transporte a Santo Domingo tres furgones
"que se dice contienen" las mercancías que en el mismo se describen;
la factura consular del 10 de noviembre de 1975, contiene una relación
de las mercancías a transportar, pero en el espacio destinado a la firma
del declarante, lo que figura son los nombres de las compañías ven-
dedoras, el de itex international, inc., puesto a mano con tinta y
mecanografiado el de I T A. 1., que lo anteriormente expuesto evidencia
que de tales documentos no se puede derivar un reconocimiento de
parte de la recurrente de haber recibido de las compañías vendedoras
mental que le impedía emitir un consentimiento válido, de (arma que al
hacerle producir las consecuencias que le corresponden por su propia
naturaleza, no ha podido desnaturalizarlos; que. asimismo, al escoger
para formar su convicción entre distintos testimonios que le fueron
ofrecidos aquéllos que consideró más verosímiles y sinceros el Tribunal
a-quo no hizo más que ejercer el poder soberano de apreciación del

testimonio de que esta investido; que una vez que el Tribunal a-quo
admitió la nulidad del acto de venta por falta de un consentimiento
válido, resultan intrascendentes y superabundantes todas sus con-
sideraciones en relación con la existencia del dolo o de la ausencia de
causa, para justificar la nulidad del contrato, ya que la falta de con-
sentimiento libre es suficiente para pronunciar tal sanción; que, por
otra parte, el Tribunal a-quo estaba facultado legalmente para deter-
minar en base a los hechos comprobados, si en el caso concreto el
consentimiento emanado de la recurrida procedía de una persona
mentalmente desequilibrada, sin necesidad de que ella fuera
previamente declarada en estado de interdicción; que, en fin. el
Tribunal a-quo alude en su sentencia a la situación de insanidad mental
de la recurrida en los momentos anteriores y posteriores al
otorgamiento del contrato de venta, como un elemento de juicio más
que le sirve de fundamento para formar su convicción en el sentido en
que lo hizo.

Cas. 11 enero 1984, B.J. 878, Pág. 10.
Tribunal de Tierras. Venta de terrenos. Resolución del contrato.

Alegato de incumplimiento de las cláusulas del contrato. Deber de los
jueces del fondo. Sentencia carente de base legal. Casación.

En la especie, al solicitarse por parte de la mencionada compañia la
resolución del contrato de venta celebrado con el recurrente, Dr.
R.O.R.A., el Tribunal a-quo tenla que establecer en la sentencia, de
modo claro y preciso. cuál de las nades deió de cumplir con las,
cláusulas del contrato de venta, lo que era indispensable para declarar
la resolución del mismo; que como las partes no tuvieron la oportunidad
de someter sus alegatos al respecto, el Tribunal Superior debió ordenar
una nueva audiencia o designar un Juez de Jurisdicción Original que
conociera del pedimento de resolución con el fin de que el caso
recorriera los dos grados de jurisdicción; que de este modo la S.C. no se
encuentra en condiciones de verificar si en el caso se ha hecho o no una
correcta aplicación de la Ley; que, por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada por falta de base legal, y por violación del derecho de
defensa, sin que sea necesario examinar los demás medios del recurso.

Cas. 12 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2312.
Tribunal de Tierras. Venta de terrenos registrados. Vendedor que

niega su identidad. Sentencia bien motivada.
En la especie el Tribunal a-quo para formar su convicción en el

sentido en que lo hizo, se basó en los elementos de juicio que fueron
sometidos a la instrucción de la causa, incluso los documentos apor-
las verdaderas mercancías vendidas por ellas a la recurrida; que al
decidir lo contrario, la Corte a•qua incurrió en la desnaturalización de
los mismos, al atribuirle un sentido y alcance que no le corresponden;
que, por tanto, procede casar la sentencia impugnada sin necesidad de
examinar los demás medios del recurso;

Cas. lro. agosto 1984, R.J. 885, Pág. 1934
Venta. Nulidad. Vendedora que sufre de enajenación mental
Cas. 11 enero 1984, B.J. 878, Pág. 10.

Venta. Pacto de retroventa. Demanda en nulidad del pacto.
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especie; que en el ejercicio de esa facultad sobe' ,,:ia el Tribunal a-quo
pudo como lo hizo, decidir que los distintos nombres con que se firman
los recibos en cuestión, corresponden todos a la persona del actual
recurrente, sin necesidad de tener que exponer e individualizar cada
uno de los hechos que comprobó para llegar a esa conclusión; que lo
precedentemente expuesto revela que la sentencia impugnada contiene
una relación de los hechos de la causa y motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, lo que ha permitido a la S. C. de J.
verificar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
Ley.

Cas. 7 noviembre 1964, B.J. 888, Pág. 2892.
Testamento. Liberalidad. Causa. Intención. Donación a una con-

cubina. Causa lícita y moral.
En materia de liberalidades la causa consiste en la intención liberal

del disponente; que cuando esa intención se basa en motivos legítimos,
no contrarios a la ley y a las buenas costumbres, la liberalidad tiene una
causa licita y moral; que la existencia de relaciones de concubinato
entre el disponente y el beneficiario de la liberalidad, no significa
necesariamente que ésta tenga una causa inmoral o ilícita; pues sólo
están afectadas de ese vicio aquéllas que han sido Inspiradas al
disponente por el deseo de asegurar ya sea la formación, la con-
tinuación o la reanudación de las relaciones inmorales, ya sea su
remuneración; que en la especie, según revela el examen de la sen-
tencia impugnada. para instituir a la recurrida como su legatoria
universal, el testador se inspiró en el deseo de testimoniar su gratitud a
la persona que en los últimos años de su vida lo atendió y cuidó "como si
fuera mi madre, de mis alimentos y vestidos limpios", de conformidad
a como expresa el testamento arguido de nulidad; que tal móvil es licito
y moral, susceptible de sustentar una causa también licita y moral.

Cas. 24 octubre 1984, B.J. 887, Pág. 2678.
Venta de Mercancías. Conocimiento de embarque y factura Consular.

Documentos probatorios. Desnaturalización de los mismos. Casación.
El examen de ambos documentos revela que el referido conocimiento

de embarque lo que expresa es que la recurrente recibió de las com-
pañías vendedoras, para su transporte a Santo Domingo tres furgones
"que se dice contienen" las mercancías que en el mismo se describen;
la factura consular del 10 de noviembre de 1975, contiene una relación
de las mercancías a transportar, pero en el espacio destinado a la firma
del declarante, lo que figura son los nombres de las compañías ven-
dedoras, el de itex international, inc., puesto a mano con tinta y
mecanografiado el de I T A, I., que lo anteriormente expuesto evidencia
que de tales documentos no se puede derivar un reconocimiento de
parte de la recurrente de haber recibido de las compañías vendedoras
mental que le impedía emitir un consentimiento válido, de forma que al
hacerle producir las consecuencias que le corresponden por su propia
naturaleza. no ha podido desnaturalizarlos; que, asimismo, al escoger
para formar su convicción entre distintos testimonios que le fueron
ofrecidos aquéllos que consideró más verosímiles y sinceros el Tribunal
a-quo no hizo más que ejercer el poder soberano de apreciación del
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testimonio de que esta investido; que una vez que el Tribunal a-quo
admitió la nulidad del acto de venta por falta de un consentimiento
válido, resultan int rascendentes y superabundantes todas sus con-
sideraciones en relación con la existencia del dolo o de la ausencia de
causa, para justificar la nulidad del contrato, ya que la falta de con-
sentimiento libre es suficiente para pronunciar tal sanción; que, por
otra parte, el Tribunal a-quo estaba facultado legalmente para deter-
minar en base a los hechos comprobados, si en el caso concreto el
consentimiento emanado de la recurrida procedía de una persona
mentalmente desequilibrada, sin necesidad de que ella fuera
previamente declarada en estado de interdicción; que, en fin, el
Tribunal a-quo alude en su sentencia a la situación de insanidad mental
de la recurrida en los momentos anteriores y posteriores al
otorgamiento del contrato de venta, como un elemento de juicio más
que le sirve de fundamento para formar su convicción en el sentido en

, que lo hizo.
Cas. 11 enero 1984, B.J. 878, Pág. 10.
Tribunal de Tierras. Venta de terrenos. Resolución del contrato.

Alegato de incumplimiento de las cláusulas del contrato. Deber de los
jueces del fondo. Sentencia carente de base legal. Casación.

En la especie, al solicitarse por parte de la mencionada compañia la
resolución del contrato de venta celebrado con el recurrente, Dr.
R.O.R.A., el Tribunal a-quo tenía que establecer en la sentencia, de
modo claro y preciso• cuál de las oartes deió de cum plir con las.
cláusulas del contrato de venta, lo que era i ndispensable	 declarar
la resolución del mismo; que como las partes no tuvieron la

para
oportunidad

de someter sus alegatos al respecto, el Tribunal Superior debió ordenar.
una nueva audiencia o designar un Juez de Jurisdicción Original que
conociera del pedimento de resolución con el fin de que el caso
recorriera los dos grados de jurisdicción; que de este modo la S.C. no se
encuentra en condiciones de verificar si en el caso se ha hecho o no una
correcta aplicación de la Ley; que, por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada por falta de base legal, y por violación del derecho de
defensa, sin que sea necesario examinar los demás medios del recurso.

Cas. 12 septiembre 1984, B.J. 886, Pág. 2312.
Tribunal de Tierras. Venta de terrenos registrados. Vendedor que

niega su identidad. Sentencia bien motivada.
En la especie el Tribunal a-quo para formar su convicción en el

sentido en que lo hizo, se basó en los elementos de juicio que fueron
sometidos a la instrucción de la causa, incluso los documentos apor-
tas verdaderas mercancías rendidas por ellas a la recurrida ; que al
decidir lo contrario, la Corte a-qua incurrió en la desnaturalización de
los mismos, al atribuirle un sentido y alcance que no le corresponden;
que, por tanto, procede casar la sentencia impugnada sin necesidad de
examinar los demás medios del recurso;

Cas. lro. agosto 1984, B.J. 885, Pág. 1934
Venta. Nulidad. Vendedora que sufre de enajenación mental.
Cas. 11 enero 1984, B.J. 878, Pág. Id.
Venta, Pacto de retroventa. Demanda en nulidad del 	 pacto.

t
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Precisiones que deben hacer los jueces del fondo. Sentencia carente de
base legal. Casación.

En la especie, la Corte a-qua no ponderó que la demanda en nulidad
del citado pacto se funda en qne al momento de su formación el ven-
dedor M.L.11. no era el propietario del inmueble objeto de la con-
vención, sino su hermana hoy recurrente F.M.H.; que en ese orden de
ideas, era obligación de la Corte precisar si en el momento de la con-
certación del contrato el vendedor era el propietario de la casa vendida
y como tal podía disponer de ella, cuestión sobre la cual no se pronun-
ció; que, además, tal como lo alega.la recurrente, la Corte 3-qua no
ponderó los documentos a que aquella alude en su memorial, que de
haberlo hecho eventualmente hubiese podido dar una solución distinta
al asunto; que esa imprecisión y falta de ponderación impide a la S.C.
de J. verificar si en la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
Ley, por lo cual la sentencia Impugnada debe ser casada por falta de
base legal.

Cas. 12 septiembre 1984, B.J. 888, Pág. 2306.
Violación de propiedad. Prevenido descargado y constituido en parte

civil contra el querellante. Competencia del Tribunal penal para
conocer de la demanda en reparación. Querellante que comete un ex-
ceso

El examen de la sentencia revela que estando la Corte a-qua
apoderada del delito de violación de propiedad por querella presentada
por el hoy recurrente contra B.V., era por tanto competente para
conocer de dicho delito; que al fallar como lo hizo la Corte a-qua
rechazó implícitamente el pedimento de incompetencia formulado por
el recurrente, ya que estos motivos que son de puro derecho suplen los
que debla dar la Corte a-qua, en consecuencia el medio que se examina
fl rece de fundamento y debe ser desestimado; además, el examen del

expediente revela que aún cuando la Corte a-qua hace mención de
litigios de carácter privado entre las partes esa mención la hace para
justificar lo procedente de la indemnización acordada a B.V. y en tal
sentido expresa: "que en. el presente caso, por los documentos
sometidos por la parte en 'causa, y por la propia confesión del
querellante, se comprobó que éste procedió a querellarse contra el
señor B.B. después de haber llevado a cabo, hasta la jurisdicción de
casación un litigio en el cual sucumbió, en el que él alegaba la violación
de un contrato de arrendamiento sobre el inmueble más arriba descrito,
del cual perseguía su desalojo y a sabiendas de que la actuación del
arrendatario no constituía ningún delito ni contravención, que al
proceder en la forma en que hizo, el querellante cometió un exceso en el
ejercicio de un derecho que le confiere la ley, lo que constituye una falta
censurable y un error grosero que compromete su responsabilidad y son
generadores de los daños y perjuicios reclamados; que por lo expuesto
precedentemente la sentencia impugnada contiene una relación de los
hechos de la causa que han permitido a la S.C.J. verificar, como Corte
de Casación, que la ley ha sido bien aplicada, en consecuencia, et medio
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Cas. 5 de diciembre de 1984, B.J. 889, Pág. 3202.

Lic. Fernando Ravelo de la Fuente,
Primer sustituto de Presidente;

Dr. Luis Víctor García de Peña,
Segundo sustituto de Presidente;

JUECES:

Lic. Leonte Alburq uerque Castillo, Dr Hugo H. Go icoechea S.,
Dr. Máximo Puello Renville, Dr. Abelardo Herrera Piña, Dr.
Gustavo Gómez Ceara, Dr. José Jacinto Lora Castro.

DR. AMERICO ESPINAL HUED,
actual Procurador General de la República.

Señor MIGUEL JACOBO F.,
Secretario General y Director del Boletín Judicial.

Edito ra de! Caribe. C. oor A.. Santo Domin go. D. N.
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